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11I1"Una sociedad no se const ituye por acuerdo de las voluntades. Al 
revés: todo acuerdo de voluntades presupone la existencia de una socie­
dad, de gentes que convive n, y el acuerdo no puede consistir sino en 
precisar una u otra forma de corfttivencia, de esa sociedad preexistente. 
La idea de la sociedad como reunión contractual, por lo tanto, jurídica, 
es e l más insensato ensayo que se ha hecho de poner lo carreta delante 
de los bueyes. Porque el derecho, la real idad "derecho" - no las ideos 
de él del filóso fo, jurista o demagogo-, .as, si s~ me tol era la expre­
sión barroca, secreción espontáneo de la sociedad, y no puede SGr otro 
cosa. Querer que e l derec ho rija los rel aciones entre seres que previa­
mente no viven en Gfectiva sociedad, me parece - y perdónese me lo in­
sol encia- tener uno ideo bastante confusa y ridícula da lo que el dere­
cho es. "11" José Ortega y Gasse t, lo Rebelión de los i'Aasas,. aecimo­
cuarta edkión, Colección Austral. 
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LA_ SOCI EDAD ANONI/\-1A 

En este momento por el que atravieso e I mundo escoger un tema para presen­

tarlo como punto de tesis, se convierte en una tarea difícil. Digo así, no porque 

las ideas sean escasas, precisamente la abundancia "'s el mayor obstáculo que impi­

de decidirse sobre una determinado mate ria. Y esto se vuelve todavía más problemá­

tico si lo que hemos de desarrollar es un tópico que signifique algo positivo y de 

provecho para las personas o quienes en algo pueda servir este trabajo, por eso es 

que nuestro propósito será no sólo acumular palabras bien o mal ordenadas sino 

llenar las frases de algún contenido trascendental. Si al terminar hemos cumplido 

a cabalidad lo prometido, nos daremos por bien satisfechos y si a juicio de los 

lectores no ha sido así; rogamos uno especial benevolencia, pues estamos conscien­

tes de que nuestras fuerzas y luces son escasas. 

Luego de varios días de divagaciones, buscando un punto hacia donde encau­

zar nuestra labor, se filó en nuestra mente un tema que desde los primeros días de 

estudiante nos llamó poderosamente lo atención: el Derecho J\'~ercantil. Q uizás haya 

sido así porque en este medio nuestro, según nos decían compañeros y profesores ha­

bían pocas personas ded icadas al estud io achaustivo de esta materia, e s te hecho 

nos extrañó, pues esa rama del derecho presenta matices sumamente interesantes 

que puooen apasionar o cualqu iGf estudioso de las ciencias jurídicas. Al arribar a 

los últimos años de la carrera, cursamos la asignatura: -Derecho iV\ercantil y fue en­

tonces cuando empezó a fijarse en forma definitiva la intención de tratar cualquier 

tema pe rtenecientes a esa rama del derecho, al momento de presentar la tesis pre­

via al doctoramiento, así escogimos como punto de desarrollo: LA SOCIEDAD 

ANONIiV\A. 

Al escribir sobre tan discutida mate ria, no pretendemos ogotarla en todas sus 

dimensiones. Nos falta la suficiente preparación y estudio para hacerlo, odemás de 

que existen obras de renombrados tratadistas que con profundidad y verdadero cono­

cimiento analizan en toda su extensión los dife rentes elementos que la integran. 

Estas páginas son nada más que el esfuerzo de un universitario que procura 

hacer efectivo un aporte cultural a su Alma NlÓter. 
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Confiamos en que las ensei'lanzas de los maestros, la investigación y el ase­

soramiento nos permitan arribar fe l izme nte al final do la tarea impuesta. Y antes 

de entrar en materia, permitasenos una breve disgresión para una me jor inteligen­

cia del propósito que nos guía. 

los conceptos jurídicos que fundamentan las normas de conducta del hombre 

sufren un proceso de cambio, reflejo de la transformación que opera en todos los 

ámbitos. El Derecho Mercantil que forma parte de las ciencias de l Derecho no ha 

escapado a esta influencia. 

En e l sentir de muchos, e l cambio se e fectúa en virtud del choque existente 

entre las formas jurídicas de l pasado y las nuevas ideas que ya penefTan los siste­

mas legislat ivos para lograr un mayor grado de justicia, valor por exce lencia ha­

cia cuya realización pl ena aspira el Derecho. 

l a Sociedad Anónima, en su aspecto juríd ico, está situada precisamente den­

tro de esa corriente de cambio. En El Salvador teníamos un Código de Comercio, 

que a juicio de renombrados abogados, había de jado de ser el insfTumento adecua­

do conforme al cual debían regirse las re laciones mercantiles. De bido a e llo fue 

presentado a la Asambl ea legislativa y aprobado por ell a, un nueve. Código de Co­

mercio que sustituyó a l antiguo. Pa ra afTas, tal medida no conv o nra, pues se ar­

gumentó que jamás debió desecharse totalmente e l Código antiguo, sino regular 

las situa ciones que é l no trataba en forma detallada, por leyes especiales que lo 

completaran. O tros op inaban, que e l camino correcto debi6 haber sido re formar 

el estatuto hoy de rogado y adecuarlo a l momento en que se vive . 

Esta situación tornó nuestra labor un poco más escabroso, pero no obstante 

e llo trotamos de salir ade lante en esto forma: nuestro estudio es ante todo teórico, 

pe ro cuando es necesario hacer canentarios a la legislación vigente, lo haremos, 

de lo confTario caeríamos en una mera especulación sin darle a este trabajo el 

contenido práctico y de utilidad que debe tener. 

Sirvan estas palabras a manera de introducción y de lugar propicio para 

expresar nuestro agradecimiento a todas las personas que con sus conse jos y a­

lientos hicie ron posible la culminación de esta tesis. 
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CAPITULO 

NATU ?AlE7A JURIDICA 

Sagún dice el diccionario de la Lengua Espai'lol a editado por la Real Acade­

mia, el término naturaleza significo: "esencia y propiedad características de cado 

ser". (1) Si a esto añadimos e l calificativo de jurídica , o sea naturaleza jurídica, 

deberemos de desentrai'iar cuales son la esencia y las notas diferenciales que el De­

recho Mercantil da a la sociedad anónima. 

Para un mejor análisis partiremos de varias definiciones formulados por distin­

tos tratadistas: Joaquín Garrigues dice: IlDesde un punto de visto doctrinal puede 

decirse que la S. A. es la sociedad capitalista dedicada con capital propio divi­

dido en acciones bajo el principio de responsabilidad limitada de los socios por 

las deudas sociales a la explotación de una industria mercantil. (2) Por su parte 

Gay de Monte 11 á expresa : li la compañ ra anónima es una sociedad compuesta ex­

clusivamente de asociados obl ¡gados hasta la concurrencia de su aportac ión, que 

Carece de razón social, estando todas las partes de su capital representadas por 

acciones negociables y cuya gestión está encomendada a mandatarios revocables 

llamados administradores o gerentes que sólo responden al pasivo sociol en caso de 

falta o de! ¡toll
• (3) El profesor longlé y Rubio define la sociedad anónima así: 

'"1 que es aquella sociedod en lo cual los asociados contrayendo una responsabi­

lidad por las obligaciones y pérdidas de la misma, limitada por la aportación 

que hacen o se comprometen a hacer a l fondo común, forman éste por partes o 

porciones ciertas, figuradas por acciones o de otra manera indubitada y encargan 

su mane jo a mandatarios amovibles que representan a la compai'lía, bajo una de­

nominación apropiada al objeto o empresa a que destine sus fondos". (4) Brune­

tti: "La sociedad por acciones (company; Join Stock corporation, - - -

aktiengesellschaft) se puede, pues definir como una asociación de personas que 

teniendo personalidad propia, actúan en su propio nombre para un determinC'do 

fin económico, cuya estructura capitalista-colectivista es proporcionada por un 

capital de base, estatutariamente determimdo y dividido en acciones, formado 

por los aportaciones de los suscriptores qJe después de haber desembolsado el 
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importe suscrito, no están obl igados a ulteriores prestaciones" (5). 

De las definiciones dadas pueden deducirse las notas diferenciadoras de la so­

ciedad anónima. 

la.) SOCIEDAD DE CAPITAL. Es de suma relevancia la calificación que se 

da a las s. a. de sociedad de capital, pues según ha sido considerado por la doc­

trina, y la realidad nos lo demuestra, estas entidades son las únicas adecuadas pa­

ra realizar empresas de grandes proporciones, por lo que al reunir grandes sumas de 

bienes la ley las califica acertadamente de sociedades de capitales. Tal calificación 

no tiene una importancia meramente económica sino que en cuanto al fondo jurídi­

co del asunto, puede decirse que salta a la vista dado que las sociedades de per­

sonas tjGnen como base entre otras: la confianza mutua, la coleboración y la so­

lidaridad entre los socios, en cambio la sociedad de capitales está organizada de 

tal manera que tiende preponderantemente a la salvrguarda de los intereses del ca­

pital. 

También cabe considerar que en las de capitales los socios que las constituyen 

contraen determim dos vínculos de orden personal , pero ello puede decirse que es 

nada más que un requisito de forma, pues el verdadero motivo que It')$ induce a con­

tratar, es bien distinto de la meroconveniencia personal, es una especie de seguro 

que compensa el riesgo que supone la inversión. Por otra parte como ya insinuamos, 

en las sociedades de personas los socios de les mismas arriesgan su patrimonio pro­

pio, en las de capitales la administración do la empresa se ejerce por sujetos aje­

nos a los socios y el riesgo de la sociedad no recae sobre su patrimonio. 

En las sociedades de personas los socios no pueden cambiarse a voluntad ya 

que para hacerlo habrío que modificar el contrato social, pero en las de capitales 

la condición de socio no es absoluta y puede variar a l hacerlo la propiedad del 

título-va lor que representa el aporte y demás derechos incorporados en él. 

El capital está formado por las aportaciones de los socios y se divide on 

partes al ícuotas llamadas acciones. Su monto debe permanecer igual por toda la 

vida de la entidad, a menos que, por un acuerdo de la Junta General o por exi­

gencia de la ley, se modifique . 

Trataremos más extensamente sobre este punto en el capitulo IV. 
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2e.) RESPONSABILIDAD LIMITADA. 

Quiere decir que los socios no responden personalmente por las deudas sociales, 

se obligan sólo con la sociedad por la cuantía de su aportación. Brunetti dice sobre 

esto algo sumamente inte resante : "11 No se puede considerar exhaustiva la definición 

del articulo 2325 al decir que "en la sociedad por acciones, por las obl igaciones 

sociales responde solamente la sociedad con su patrimonio"; pone de rel ieve la sepa­

ración entre el patrimon io de los accionistas y el de la sociedad, pero olvida el -

elemento más característico, que proporciona la constitución del capital social. To-

. davía más imprecisa era la del artículo 76, número 3 del Código de Comercio, que 

decía que lIen la sociedad anónima los obligaciones sociales están garantizadas sólo 

limitadamente a un determinado capital, y cada socio sólo está obligado por su cuo­

ta o por su acción 11 • Ni el capital social ofrece una ga rantía en sentido técnico, ni 

el accionista está obligado limitadamente, porque la sociedad solamente responde i­

limitadamente por sus obligaciones. Por eso la irresponsabil idad de los socios frente 

a terceros no es un elemento relevante de la definición 1111. (6) Este mismo autor -

Brunetti cita a Vivante sobre el mismo tema; 111111 ••• no pone muy de relieve la es­

tructura capita lista, cuando dice que el carácte r esencial que la distingue de los 

precedentes formas de sociedad consiste en que es una sociedad de responsabilidad 

I imitada para todos los socios, por no estar ninguno de e llos obl igado por los débi­

tos sociales. 

Es cierto que aquéll a no ofrece en garantía a sus acreedores e l patrimonio de 

los socios ni el de a lguno de éstos, pero es precisamente por eso que bt accionis­

tas no tienen responsabilidad, ni pl ena ni limitada. Están obligados frente a la so­

ciedad por el importe de sus aportaciones; ante te rceros está obl igada y es respon­

sable la soc iedad como persona por sí misma . El concepto de rosponsabil idad I imi­

tada del accionista derivado de la terminología del Código francés se adapta al 

comanditario que es deudor y responsable también ante terceros de su propia cuo­

ta.'ltlll (7) y para completClr toma las palabras de Ascare lli; 1111111111 Cada socio res­

ponde ilimitadamente de su aportación, como se responde, en general, de las pro­

pias obl igaciones; responde, por consiguiente, con todo su patrimonio, de acuerdo 

con el principio fundamental de los artículos 1948 y 1949 del Código Civil. Res-
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d I . d d d d d· h rt" 1111111111 N d d pon e ante a socle a que es acree ora e IC a opo oClon • o pue e e-

cirse, por lo tanto, que el ca rácter más distintivo de la sociedad por acciones sea 

lo responsabilidad limitada . Q ueda limitada la obligad ón de los accionistas en la 

forma sei'lalada, pero ante los acreedores existe la responsabilidad de la sociedad 

solamente. En otras pero la de la sociedad frente a terceros es ilimitada. Conclu­

ye así Brunetti. (8). 

De tal manera que hay autores que no consideran que la responsabilidad li­

mitada sea una nota determinante dentro de l concepto de la sociedad anónima. 

30.) FUNCIONA BAJO UNA DENOMINACION . 

A diferencia de las sociedades de personas la a nónima funciona en la vida 

mercantil con un nombre que le es propio, llamado denominación, el cual se for­

ma de cualquier modo. Se llama anónima no · porque coreaca de nombre sino por­

que los nombres de sus socios no aparecen en la denominación, diferencia funda­

mental con las de personas que funcionan bajo razón social que se forma con los 

nombres de uno o más socios. 

la denomina ción se presenta en dos formas: la que se refiere el modus ope­

randis de la entidad, que bien vale la pena hacer notar, es la que contemplaba 

la legisl ación derogada. El Código de Comercio la regl amenta en su Art. 22 

apartado V y el Art. 191 dice : lila Sociedad Anónima se constituirá bajo denomi-

nación. la cual se formará libremente ••••• ", la primera disposición citada indi­

ca que la denominaciÓl es uno de los requisitos que debe llenar la escritura de 

constitución. la segunda disposición se ' refiere a lo que en doctrina se llama de­

nominación objetiva . 

No importa que en la formación de la denominación se decida introducir 

e l nombre de uno o más socios, pues podría ser que la influencia de dichos nom­

bres dentro de la masa del público represente un valor de índole comercial y 

moral que no debe menospreciarse. 

la tendencia mode rna en materia, de denominación de sociedades an6nimas, 

es hacia una libertad bastante ampl ia para formarla. Puede incluirse en ella 

-repetimos- nombres de personas, sean estos socios o no de la entidad, osi como 

formar una denominación que no haga referencia al 'Obieto social sino que sea 
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de las llamadas de fantasía. Debe asimismo hacerse constar .0 la denaninación la 

frase "sociedad anónima". 

40.) CON UNA FINALIDAD U OBJETO SOCIAL. 

11 El objeto de la sociedad consiste en aquel conjunto de operaciones que ésta 

se propone real izar para ejercer en común una determinada actividad económica ll
• 

(9) El Código vigente, que en ésto sigue a casi toda la legislación mercantil de 

occidente, exige como uno de los requisitos de la escritura de constitución que se 

indique en la misma el obieto o fil'ldidad social de la entidad. Art. 22 No. IV., 

~ mismo regulaba el Código derogado en su Art. 231 No. Jo. 

No debe confundirse el objeto con lo finalidad social, el objeto sirve para 

(. seguir la finalidad, están en una relación de medio a fin, por eso es que pode­

mos diferencia.r con toda claridad el ob jeto de las prestaciones a que están obliga­

dos los locios, pues ~stas últimas son los medios con los cuales se llegará a la con­

secución del fin social. 

la mercantil idad de la sociedad anónima no está sujeta a su objeto, pues de 

conformidad a lo expresado por el Art. 17 del Código, llson comerciantes sociales 

todas las sociedades independientemente de los fines que persiguen 11 • De tal modo 

que no importo cual sea el ob jeto de la sociedad para establecer que ésto es mer­

cantil o no. lo forma determina la me rcantil idad. 

Como lo reconocen renombrados tratadistas, en los países latinos, el objeto 

ha servido de criterio de distinción entre sociedad y asociación. la sociedad debe 

tener un objeto qUG sea una emprGSa de lucro. No sucede así en los países germá­

nicos en donde tonto la asociación como lo sociedad puedc;m tener fines de lucro 

o no. 

Como lo expresamos en párrafos anteriores el objeto puede servir paro deter­

minar la mercantil idad de una sociedad; pero, también lo advertimos, puede deter­

minarse por su formo. Se coosidera mós apegado a la ciencia del derecho el cri­

terio que determina lo mercontilidad a través del objeto, pero prácticamente se 

concluye que la forma constituye un instrumento que evita discusiones estériles. 

NIodemamente se ha impuesto el criterio de lo forma, de ahí que se ha conside­

rado a la sociedad anónima como mercantil cualquiera que sea el objeto a que 
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se dedique. 

El objeto tiene importancia visto asimismo desde otro ángulo: por ejemplo: 

el enfoque legislativo que se le dé, puede establecer que su modificación tenga un 

carácte r esencial y por lo tanto se le rodee de una serie de disposiciones que ga­

ranticen a todos: para el caso podria ordenarse que para modificar el objeto se re­

querirá unanimidad de socios. 

Ahora bien, si de conformidad a ciertas legislaciones, como la nuestra, la 

personalidad juridica y la mercantilidad se obtieoe la primera por la inscripcDn 

en el registro de comerc io y la segunda por la forma de la sociedad, entonces la 

determinación del objeto pierde cierta importancia de seguirse la dirección con­

traria. (Arts. 17 y 25 del nuevo C6digo de Comercio). 

Pero entonces cabe preguntaRe: ¿cuál es la necesidad de señalar en la es­

critura de constitución el objeto de 1 a sociedad? la respuesta es fócil: sirve para 

determinar con exactitud dentro de qué 1 imites pueden los administradores de la 

entidad actuar, de tal modo que en caso de exigirseles alguna responsabilidad se 

sabrá a cabal idad si obraron dentro d. los I imites que señala el objeto social o 

no; si se cambio de objeto sin los requisitos señalados por lo ley habrá lugar o 

una transformaci6n con I as debidas consecuencias; etc. 

Falta sólo anal iZClr los e lementos del objeto para dar por terminado el tema. 

El objeto debe reunir ciertos requisitos para que pueda considerarse como 

permitido por la ley. 

De conformidad a lo dicho por el Código Civil, que regula en general la 

materia, puede dec irse que el obieto de todo contrato debe ser: a) licito; b) po­

sible; c) determimdo¡ y d) comerciable. 

Si el objeto es ilicito estamos frente a una sociedad nula, pues los conve­

nios de los particulares sobre el obiet~ de la sociedad, deben enmarcarse dentro 

da los preceptos del orden públicoq o meior dicho .debe seguir la norma jurí­

dica fundamental de que los convenios .no deben contravenir el orden público, 

las leyes,. la morolo las buenas costumbres. 

Es de todos reconocido que por lo general las sociedades comienzan den­

tro de la licitud, difícil es que alguien se asocie para iniciar un determinado 
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negocio ilicito, luego puede que el objeto se convierta en lícito o se af'\ada alguna 

actividad ilícito a la que tiene la entidad. 

Si el objeto es ilícito ningún socio puede pretender que lo ley tuh;;¡le sus in­

tereses, no puede pedirse que se obligue o los administradores a que ejecuten lo 

padodo. 

Hay más, si por alguna rozón se obtuvo algún provecho de lo actividad iI ici­

to, no puede accionarse para que se repartan utilidades, puesto que la ley excluye 

tales situaciones del orden jurídico y ton sólo cabe una acción criminol para casti­

go de los culpables. 

En el Libro 1, Titulo 11 capitulo XIII del nuevo Código del 343 se hablo del 

objeto ilícito de los sociedades y la manera de cómo se regula tal situación. 

Sobre lo que debe considerarse por objeto lícito no existe entre los autores un 

consenso, paro unos el obieto licito es el que está en consonancia con las leyes, 

las buenos costumbres )- el orden ·público: para otros lo lícito del objeto es sinónimo 

de comerciable: poro otros el objeto licito es el que se ajusta a los preceptos lega­

les, los cuales lo reconocen, protegen y amparan. 

El ejercicio de una actividad de orden económico con el fin de repartir las 

utilidades, es el criterio que puede indicarnos cuándo existe una sor'~dad y cuándo 

una simple comunidad constituida con el sólo objeto de disfrutar de algunos bienes. 

Puede verse que el Art. 17 del Código sigue este criterio al definir la sociedad. Es­

ta aclaración se hace necesaria dado que la palabra que usa el Código en el artrc~ 

lo citado puede inducir a pensar en una especie de comullidad. La actividad econa -

mica excluye el que pueda existir un simple disfrute de bienes. Lo obligación de 

las personas que contratan no consiste en poner algo en común sino que también se 

obligan a transferir al noovo ente la propiedad del bien. Asimismo el objeto eco­

nómico de la sociedad mercantil nos señala lo diferencio entre estas y los simples 

sociedodes que aun cuando nuestro Código vigente las califica de mercantiles en 

pura doctrina no son considerados como tales, pues la actividad de un empresario 

agrícola por ejemplo, la cría de ganado y otras de igual índole no son empresas 

comerciales. la agricultura no ha llegado al punto en que pueda considerársele -

una industria. Nuestro Código en su Art. 20, avanza un paso hacia la materiali-
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zación en nuestras leyes de lo que por muchos años han sostenido los tratadistas 

de I a materia. 

Antes de dar por terminacb el punto relativo al ob jeto de lo sociedad puede 

resumirse lo dicho en pocos palabras: la final idad u objeto social es de una primor­

dial importancia. Debe señalarse claramente en el pacto socic:l, pues de ella de­

pende en gran parte la capacidad do la entidad para poder ejercer sus actividades. 

Por otra parte el objeto sirve de índice para calcular el capital necesario 

para iniciar las operaciones. 

El cambio de objeto puede llevamos inclusivo a la transformación de lo so­

ciedad anónima, de ahí la GxigGncia legal de sGí'\ala rlo claramGntG. 

50.) CON UN DOMICILIO SOCIAL. 

El domicilio es el lugar donde se presume siempre presente o un determinado 

individuo, aunque por un momento no lo esté, para el eiercicio de sus deredns 

y el cumplimiento de sus obligaciones. 

Permite el domicil io ubicar a una persona en un lugar determinado del terri-

torio de la República en forma permanentG,. regular y determinada. 

El domicil io es un concGpto jurídico, según sostienen renombrados autores, 

pues es la ciencia del Derecho la que determino sus elementos. 

El Código Civil nuestro acepta como fundamento doctrinario la noción del 
, 

domicilio que se basa en la llamada teoría concreta sobre el domicilio, pues el 

autor del antece<HInte inmediato del cuerpo de leyes referido, don Andrés Bello, 

se basó en los obras sobre la materia escritas por Savigny y Merl in. 

El domicilio debe SGr uno, obliga torio y fijo. Uno porque la persona siem-

pre es una. AunquG Gsta concepción tienG cierto sabor de anacronismo, puesto 

que en la vida moderna se da el menudo la pluralidad dG domicilios. 

Obligatorio porquG 01 hecho de que existo uno persono es causo inmedia-

ta poro qua posea un domicilio. En nuestro Código Civil la persona que no 

posee domicilio tiene por disposición de la ley el domicilio on su rGsidencia. 

Fijo es el domicilio, porque e l domicilio no cambia simplemente por el 

hecho de que la persona se traslade a vivir o otro lugar, mientras no reuno 

los requisitos que exige la ley la nuevo residencio no constituirá domicilio. 
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El Código Civil define a l domicilio así: "Art. 57. El domicilio consiste en 

la residencia acompai'lado, mal o presuntivamente, del ánimo do permanecer en 

ello". 

De la definición que do el Código Civil pueden anal izarse los elementos del 

domicilio: la residencia en una parte del territorio y el ánimo real o presuntivo 

de permanecer en esa residencia. 

El primer elemento no ofrece dificultad alguno paro su determinación, pues 

se trata de un hGcho material que puede ser detectado por medio de los sentidos. 

El ánimo, en cambio desde el momento en que es una manifestación de or­

den anímico no puede SGr reconocido sino a través de manifestaciones externas 

que lo hagan palpable. El ánimo puede ser real o presunto, según se desprende 

la disposición legal citada. El real es el que tiene una existencia determinada, 

el presunto puede supon.¡rse si se dan ciertos hechos. 

los dos elementos que integran el domicilio son indispensables para confi­

gurarlo como tal, cada uno de ellos por separado no constituyen domicilio. Aun 

cuando debe tenerse presente esta circunstancia, los autores están de acuerdo en 

considera r el ánimo como el principal de los elementos, pues por muy prolongada 

que SGa lo ausencia de un lugar, si se tiene el ánimo de residir en él, no por 

eso se pierde el domicilio. 

Después de esta somera mirado sobre los elementos del domicil io en gene­

ral, veamos ya el que se refiere al de las personas jurídicas. 

Existe uno doctrina qoo niega el domicilio de las personas jurídicas, pues­

to que al no poseer las cualidades de las personas naturales, no son entes vivos, 

no puede decirse que residan en alguna parte, además de que no tienen un es­

trato espiritual que les permita la posesión del ánimo. j\~á~ después de tal argu­

mento los partidarios de la doctrina terminan con la afirmación do que la sede 

social roce las veces de domicil io. 

los que apoyan lo doctrina contraria a la anterior reconocen desde un 

principio que los personas jurídicas sí tienen un domicil io, desde luego que en 

su actividad social poseen un centro principal, el que está ubicado en un espa­

cio determinable. en el cual se les ha de considerar presentes para todos los 
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efectos jurídicos. 

Este domicil io puede ser 01 quo seña len e l pacto social o los estatutos. Si 

nada se dice en ambos, se deberá entender que e l centro principal de sus activi­

dades es el domicilio. 

Si tomamos en cuenta que dentro do nuestra legislación civi I se puede tener 

varios domicilios, no cabe duda de que las pcrsonas jurídicas podrían tener varios. 

El Código de Comercio vigente en e l Art. 22 No. 11 exige como requisito 

de la escritura social el domicilio de la sociedad que se constituye. 

Podría decirse que la sede de lo entidad es el correlativo del domicilio de 

la persona natura l. Ahí donde reside la dirección de la empresa es donde se con­

sidera que tiGnc establecido el domicilio. 

La ley no fi ja como de cumplimiento obligatorio el señalar un determirndo 

lugar para que se tenga a éste por domicilio de la entidad . La única exigencia 

es que la sociedad tenga un domicil io. 

El lugar señalado en la escritura de constitución, es pues, el domicilio le­

gal de la sociedad . No admite el Código que pueda existir fuera de ese otro 

distinto, presume así absolutamente que en ese lugar está e l centro de todos los 

negocios e intereses sociales. 

El domicilio revistG una importancia suma, por ejemplo, pa ro determinar 

dónde puede exigírsele a una pe rsona el cumplimiento de sus obligaciones. EH 

vínculo jurídico entre una persona y un determinado luga r geográfico, es también 

indispensable para efectos de orden procesal. 

Es necesa rio aclarar que no debe confundirse el domicilio social con el do­

micilio de la explotación, pues este último es donde se realizan las operaciones 

de i'ndole técnica que constituyen el objeto de la sociedad . 

Lo dicho no es obstáculo para qu e la sociedad, si osi lo juzgare conve­

niente, establezco sucursales o agencias, en las cuales pueda ser demandada, 

siempre que revistan un carácter de importancia •. Decimos esto porque como ya 

lo indicamos en párrafos anteriores en nuestra legislación se admite el que una 

persona pueda tener varios domicilios, según la doctrina del Código Civil. 

Para finalizar el punto sobre la naturaleza jurídica de la sociedad an6nima, 
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es conveniente que trctemos aunque sea de modo somero el problema que ha ocupado 

grandes espacios en los tratados sobre la materia y numerosas discusiones en el crden 

legislativo, tal asunto es la distinción entre sociedades civiles y mercantiles. 

En cuanto al primer punto se discute si las sociedades civiles y mercantiles 

son especies de un mismo género de contrato o más bien son dos contratos distintos. 

Prescindiremos de la relación histórica del tema, no porque carezca de impor­

tancia, sino por razones de espacio y tiempo. Según se ha sostenido la sociedad en 

el orden mercantil es un contrato de organización porque da nacimiento a un ente 

jurídico distinto de los componentes personal es que la forman, no así la sociedad 

civil que no da nacimiento a ente jurídico alguno, es lo que se llama un simple 

contrato de intercambio, pues las rel aciones de los socios son exclusivamente en­

tre ellos, no surgen obl igaciones a favor de una persona jurídica distinta de los 

socios. 

Sobre este punto el Dr. lora Vel ado, en su Introducción al Estudio del De­

recho Mercantil, dice: '1I1I'Planteadas así las cosas, podemos sentar como conclu­

sión final, a la altura del descrrollo actual del Derecho Mercantil, lo siguiente: 

10.) Los contratos "amados hasta hoy de sociedad mercanti I y de soc iedad civil, 

son en real idad contratos diferentcs, aunque tengan e l mismo nombre ; el primero 

es un contrato de organización que crea un ente jurídico distinto de los socios; 

el sGgundo no; 20.) Tratándose de dos contratos distintos, lo lógico es designarlos 

con nombres diferentes; 30.) El nombre de contrato de sociedad debe quedar reser­

vooo para aquél que crea un ente jurídico con personal idad propia, o sea para 

que el que es contrato de organización, es decir para la sociedad mercantil; acep­

tado ésto, es lógico que sean mercantiles todas las sociedados; 40.) Las formas de 

asociarse sin personal idad jurídicap de que antes hemos hablado, son de tipo ci­

vil, pero ameritan una estructuración y un nombre diferente; el problema de los 

civilistas d.l futuro es el de estructurar este nuevo contrato y darle un nombre; 

su estructura deberá responder en términos generales, a los lineamientos doctrina­

rios de la vieja sociedad civil sin personalidad jurídica; su nombre, lógicamente 

debiera se r el de contrato de asociación, pero éste podría plantear el inconve­

niente de confundirse con las asociaciones de interés particular, que son personas 
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jurídicos contemplados en el Art. 540 C. que deben su creación 01 acuerdo de re­

conocimiento del Poder EjGcutivo; además, e l nombre de asociación es preferibl e 

que conSGrve el carácter genérico que le de el idioma; tal vez seria posible usar 

los nombres dG contrato de coasocicción o contrato de coparticipación, los cuales 

aunque un tanto elaborados evitan todo confusi6n""". (9). 

Acerco de ésto hay varias teorías dentro de los cuales unas niegan el carác­

ter contractual al acto dG constitución de los sociodades y otras si lo aplican al 

referido acto. las cuolGS podríamos resumir así: La doctrina francesa considera 01 

acto corstitutlvo como un contrato, pero con lo peculiaridad de crGar uno persona 

jurídica. Si llevamos a sus extremos tal doctrino vemos que GS imposible modificar 

el contrato sin el cosentimiento de todos las partes, pero los franceses soluciona­

ron la cuestión al diferenciar por una parte el contrato en su etapa de fundación 

cuando se formó la sociedad y la persona jurídica que surgió de tal contrato, por 

lo que a l modificar los estatutos de una sociedad no se viol a el contrato sino la 

perfección del organismo que él crea. 

Por otra parte algunos autores germánicos consideraron que el acto de funda­

ci6n de une sociedad no constitura un contrato, sino méis bien un acto complejo, 

del cual surgen relaciones jurídicas entm las personas que intervienen en el mismo, 

pues las volun tades que lo efectúan pre tEn clen ante todo la creac ió,. de un ente 

distinto con quien se establecen las susodichas relaciones. 

Según otro toorí'=l existe un contrato en el cual se da en lo concurrencia 

de voluntades de los fundadores, y cuando se trata de las relaciones con terce­

ros se convierte en un acto completo. 

Una cuarta posici6n aun cuando considera a la sociedad como un contrato, 

lo opone 01 que se lIoma contrato de cambio, ya que en él no existen contra­

prestaciones, se da únicamente un interés común y con la característica de que 

al mismo contrato se pueden adherir otras personas, por lo que no se encuentra 

regido por todas los normas que regulan los contratos. Es lo que se llama un 

contrato pluril ateral. 

y finalmente se da la teoría institucional en la cual se desecho la ideo 

de contrato y de relaciones entre personas. En su lugar se habla de un orgonis-
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mo que Han un objeto y los medios adecuados para la real ización del mismo, supe­

riores a las personas que lo forman. Hace también mención esta teoría, a la esca­

la de poder que se efectúa para llegar al fin común el cual sirve de límite a las 

voluntades individuales y a l mismo poder escalonado, rGgido por normas de orden 

administrativo y no con~·ractuales sujetos todos estos elementos a un interGs que se 

sitúa entre el que tienen los particulares y e l que tiene el Estado. 

luego de esta breve y suscinta enumeración vemos que la distinción entre la 

sociedad anónima y las demás sociedades es de orden esencial en lo que se refie­

re al acto de fundación. 

la teoría que surge como más acorde para tratar a las sociedades es la del 

contrato plurilateral, a excepción hecha de las sociedades anónimas, por las si­

guientes rozones: en éstas la fundación de las mismas no tiene los características 

que se le asignan a los contratos y no cabe aplicarle a tal acto las reglas que 

los rigen. Téngase presente: la fundac ión por suscripc Ión públi ca, para el caso, 

los contratantes ni siquiera se conocen entre si, se forman ideas a veces sumamen­

te difusas de lo que es la sociedad y luego con el correr del tiempo se desintere­

San de su funcionamiento. Es así que en este acto de fundación falta todos los 

elementos que se necesitan en todo contrato. las voluntades no están de acuerdo 

desde luego que se ignora quien será la otra parte. 

Debido a estas dificultades os que se ha acudido a la teoría institucional 

para fundamentar la noción de sociedad. 

Se dice que la sociedad es una r.stitución, y particularmente la sociedad 

anónima, su acto constitutivo no es un contrato. Debemos abandonar la idea de 

que lo sea, el que se hace socio de un ente de esta na turaleza lo que real iza 

es un acto de adhesión a la institución que se forma . 

lo que pasa es que se quiere encuadrar instituciones nuevas en moldes vie­

jos, como es el caso de las sociedades anónimas, con las cuales se pretende me­

terlas forzosamente en el marco de los contratos, sin consideración de que la so­

ciedad an6nima es un fen6meno que no podio caber en la mente romana. 

Se ha demostrado que la fórmula contractual no encaia en la sociedad anóni­

ma. Se ha buscado que tal noción encuadre en la sociedad modificándolo, pero 
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lo que se ha conseguido es desencajarlo de sus fundamentos teóricos. 

La vio más segura es dejar de lado la noción de contrato para la sociedad 

anónima. Pera ¿Si se desecha? ¿Qué camino queda? Pues queda la teoría de 

la institución, ahora bien, dicha teoría no se he desarrollado en todas sus dimen­

siones, por lo que la tarea es, llevarla a sus últimas conclusion~s para que sirva 

de instrumento que fundamentará 01 concepto de sociedad anón ¡ma. 
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CAPITULO II 

FUNClON ECONOMICA 

Con la formación de la Economía como ciencia la cual estudia la esencia del acto 

económico y la aparición del sistema mercantilista cuyas consecuencias se pueden adver­

tir a partir de la revolución francesa, surge la economía liberal. El principio de la Ii-­

bertad económica difundido por la literatura del siglo XVIII, tiene como fundamento la 

creencia de que la vida económica se desenvuelve y realiza espontáneamente. 

Aparecen junto a este conjunto el desarrollo técnico económico del principio ju- ­

rídico de libertad, como igualdad formal ante la ley, los siguientes principios: libre con­

tratación, emancipación agraria, libertad industrial, mercantil y de transito y finalmente 

e I de libre concurrencia. 

El último de los mencionados es el que presta su verdadero sentido a los restantes. 

Fue considerada por los economistas como la fuerza que equi libra la oferta y la demanda, 

la producción de los bienes y su consumo. Debido a este principio fundamental de la -­

economía liberal aparece la libre contratación, en que establece el salario en función 

de la oferta y la demanda de trabajo. Surgen a la vida las industrias que el consumo de­

manda y desaparecen las innecesarias. los prec ios de las transacciones mercantiles se -

establecen en el mercado y las mercancías son llevadas a las zonas que las demandan. 

Sobre las bases jurídicas y económicas enumeradas anteriormente y bajo el influ-

jo del sistema fabril se presenta en el marco de la historia el capitalismo. Puede decir­

se que "el capitalismo es un sistema caracterizado por el ánimo individualista y raciona­

lista del lucro, por su plan asistemático y comercial y su técnica revolucionaria (Sombart, 

El Capitalismo Moderno)". El ánimo de lucro es su rasgo más característico. Su desarro­

llo está estrechamente unido a la aplicación a la industria de los adelantos técnicos y _. 

mecánicos o sea el maquinismo, el cual al elevar el costo de los medios necesarios: -­

herramientas y salarios saca el capital industrial de la órbita de poder de quien lo usa. 

El patrono deja de ser capitalista. El capital necesario para las grandes empresas indus­

triales que son impulsadas por los nuevos inventos mecánicos y la nueva tecnología debe 

ser acumulado por un grupo más o menos numeroso de capital istas. Las sociedades anó­

nimas son los instrumentos que real izan estas acumulaciones de capital, bajo la direc-­

ción de una gerencia, que puede poseer directamente una parte del capital, y controlar 
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así sin mayores obstáculos el capital que resto el cual está representado por acciones. 

Al ocurrir estos concentraciones de capital inmediatamente se genera un poder - ­

económico, que utilizo el principio jurídico de igualdad formol ante lo ley, lo libertad 

industrial y de comercio así como lo libre concurrencia como medios para establecer 

una efectivo desigualdad, destruír los libertades y eliminar lo concurrencia, con uno 

tendencia hacia el monopol io. 

Puede entonces decirse que lo empresa cpital ista llega a su cl ímax en la so­

ciedad anónima, la cual más que uno sociedad de personas lo es de capitales. Su 

característico más esencial es la despersonalización del capital. 

Poro un análisis más completo de lo acción de lo sociedad anónimo en la eco­

nomía capitalista conviene hacer un breve estudio sobre lo empresa. 

Lo empresa en sent ido más o menos amplio es lo coordinación, organización y 

dirección de los elementos de la producción, que a su vez en el orden práctico - ­

dependen de las personas capacitadas que puedan, a cambio de una retribución, or­

ganizar y dirigir en lugar del empresario. Es de hacer notar que los accionistas, 

aun cuando se constituyan en una asamblea general no lo hocen en carácter de em­

presarios; son más bien un órgano del empresario que es lo sociedad. En lo vida de 

la empresa no tienen mayor ingerencia, por lo general ignoran muchís imos detalles 

de lo misma. Los encargados de los negocios sociales, quienes viven al ritmo de -

la entidad, son los direc tores o quienes los accionistas confían la gestión de la so·" 

ciedad. A estos que luego de su gestión someten o consideración de los accionis­

tas lo hecho paro su ratificación, los más de los veces sin tan siquiera poder ana-

I izar la obra en su total idad, es a quienes corresponde en verdad el manejo de los 

asuntos de lo empresa. 

La sociedad anónimo es el punto de referencia para distinguir entre la gran­

de y mediana empresa. 

la especialización del trabajo redundo en una divergencia entre la dirección 

y la ejecución de los negocios sociales. En las empresas de tamaño medio y pe-­

queño, el propietario laboro en estrecha colaboración con los empleados. No su·· 

cede lo mismo en la gran empresa donde los accionistas son ajenos o lo actividad 

diaria de los asuntos empresariales y por otro parte los ejecutivos de la misma no 
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son accionistas. 

Debe considerarse que las grandes empresas, por lo general, trabajan dentro 

de un mercado de enormes dimensiones, no así las pequeñas empresas las cuales - -

atienden solamente las necesidades del mercado local. 

La formación de grandes empresas es una característica de los tiempos moder-

nos porque debido a los diferentes cuerpos legislativos se ha logrado la movilización 

de vastas masas de capital, de esa manera se deslinda en toda su dimensión la pro-

piedad del rédito de ejercicio. 

Las acciones como títulos al portador, que dan participación en los negocIos 

de una gran empresa, ha venido a ser para la economía moderna la iniciación de -

una etapa del capitalismo. Las industrias que tienen su capital representados en 

acciones, adquieren la categoría de una entidad económica independiente de la --

persona y del patrimonio de los particulares. 

la 5arciedad anónima tiene una gran incidencia en la economía públ ica, pues 

los beneficios de los empresas deberían ser repartidos entre un gran número de per-

sanas. Por eso se ha dicho que la sociedad anónimo es un instrumento que no tie -

ne paralelo dentro de la economía organizada, puesto que permite la reunión de --

grandes sumas de dinero ahorrado por personas de escasos recursos para ser empleadas 

en proyectos a los cuales ninguna fortuna particular se arriesgaría, o a las que un -

solo individuo no se atrevería a realizar ante la probabilidad de complúmeter su pa­

trimonio por muchos más años del promedio de vida de cualquier humano. Por eso 

es que la sociedad anónima ofrece la oportunidad de entrar en grandes negocios --

con las ventajas de la responsabilidad limitada y la facilidad de poder vender las 

acciones sin que el patrimonio sufra mengua o alteración que lo destruya. 

El hecho de que los socios de esta clase de empresas puedan cambiarse con 

facilidad no es suficiente base para fundamentar la crítica que se ha hecho de -­

que el capital y la empresa ti enden a desintegrarse. Si bien es cierto que el -­

elemento personal queda subsumido por el capital surge con mayor brillo dentro de 

la organización de la entidad o en la dirección de la misma, ya que es el ele --

mento humano inteligente, capaz y laborioso el que lleva adelante los grandes ne­

gocios. Debido a esto que se ha considerado a la sociedad anónima como la 
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cantera de donde surgen los grandes hombres y dir igentes sagaces de las empresas 

colosales de nuestros tiempos. 

Por otra parte debe considerarse que la sociedad anónima es, por la amplitud 

de objetos que puede abarcar, la mejor forma de llegar a una distribución racional 

y completa de las ganancias. 

Si vemos desde este últimoángulo a la sociedad anónima, puede expresarse sin 

tempor a equivocarse que la función de las entidades de referencia salta del sector 

privado al públ ico, este paso pone al Estado e n la obl igación de velar en primer -

término por los intereses generales, puesto que el ahorro nacional es uno de ellos 

asimismo como debe salvaguardar los intereses morales y materiales de los obreros y 

empleados. 

Asi pues : pueden distinguirse tres aspectos esenciales en los objetivos y natu­

raleza las sociedades anónimas: a} hay un interés público que repercute en la eco ­

nomía nacional pues debe haber una regulación adecuada para las S.A. yola vez 

una regulación del interés particular para que la administración de la empresa se -

conjugue con los principios de la economía; b} el organismo unido que se crea, que 

comprende no solo a los accionistas, es decir a los capital istas, sino a los obreros 

y empleados; y c} la protección de los accion istas, puesto que arriesgan su capital 

y debe asegurárseles su inversión. 

Puede decirse que el problema que surgía, y que ha soportado tClltas críticas 

de que la sociedad anónima debia actuar en provecho exclusivo de los accion istas 

para que tuvieran s¡anancias, se ha desvalorizado en gran parte, debido a la poi í­

tica de las grandes empresas que han tomado en cuenta que no sólo ellas sufrirán 

con la ma la fortuna sino los intereses de enormes masas de obreros. 

Es palpable que el capital no es lo que era en el siglo pasado, su poder ha 

disminuído en mucho, su despotismo, se ha visto avasallado por los problemas que 

surgen de la producción, los costos y sa larios, que no por ser económ icos dej an -

de ser políticos y penetran hasta las mismas entrañas de la vida de cualquier pais. 

Es aquí donde se pone de manifiesto, la crisis a la cual hicimos mención en 

el principio de este capitulo, y aunque no pueda decirse a ciencia cierta que el 

capitalismo haya sido la causa de una crisis de tan dolorosos resultados tampoco puede 
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negarse que ha dado ocas ión o que se produzco . 

Si bien es cierto que lo político democrático ha disminuído la potencio del 

actual orden económico ni el socialismo clásico ni e l comunismo han conseguido su­

prim ir sus bases. 

Se ha concluído que incluso lo ~ocialización de algunos zonas de lo empresa 

supone este orden y no busco su desaparición. Lo que se opone 01 capital ismo 01 

estilo clósico es el ca pitalismo del Estado, que a caba con todo vestigio del capita­

lismo abarcando en todo su extensión o los e mpresas. Es de comprender que tal -­

medido o todas luces radical, produce consecuencias no deseadas y puede darse en 

un estado que cuenta con pocos medios económicos. 

En el mundo se ha levantado contra la sociedad anónimo los ya sabidos per-­

juicios anticapitalistas. Los partidos políticos que se llaman de izquierda lo usan 

como punto principal en sus compañas, sosteniendo que el sistema es mortal poro el 

cuerpo económico y social. La a rgumentación es de sobra conocido, se dice que -

esto clase de sociedades ha hecho posible que un grupo de privilegiados domine lo 

economía de los países, e n perjuicios de las masas ma yoristas, quienes no están en 

capacidad de comprender ni penetrar lo esencia del meca nismo capita l ista difícil 

y complicado. 

Estos argumentos son sumame nte delezna bles pues o lo luz de la historia pue·· 

den refutarse con solo pensar que los sociedades a nónimos ha n dado or:Jen o colosa­

les empresas gra cias a las cuales el mundo a va nzó y a vanza o posos agigantados 

en el comino de la civilización. El ca pitalismo del siglo XIX ha traído un progre­

so sin precedentes, ha incrementado, de uno manero ja más contemplado a ntes, los 

poblaciones del globo, ha llevado la civiliza ción o continentes perdidos en la no­

che de los siglos, ha distribuído un mayor bienestar o todas los clases sociales, ha 

a mpl iodo la curvo del consumo, pero ta mbién ha hecho posible el aumento de lo 

curva de lo oferta de bienes; ha sido el crisol donde se ha foriado el genio del 

hombre de empresa. 

Al capita lismo que ha hecho posible las sociedades a nónimos, sólo puede opo­

nerse e l capitalismo de Estado. Pero es bueno a quí, hacer una reflexión; en un -

país pobre de riquezas del subsuelo, necesitado del extranjero en todo cuanto es -
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necesario para la vida, ¿Sería esto posible Sin que surgiera el caos? 

La demagogia que está a la orden del día, impide una visión clara del pro­

blema. Se atacan desde todas pa rtes las bases del sistema, y por consiguiente de 

todo racional y generoso programa de resurgimiento económico . Las sociedades de 

capitales son tenidas por juntas de criminales. La nacionalización y la sacializa-­

ción se abaten como nefastos espectros, sin toma r en consideración que en todas las 

empresas, el trabajo no puede separarse del capital, pues este es el "sistema circula­

torio del organismo económico", sin el cual la fuerza de trabajo moriría. 

La pretendida socialización base de todas las reformas que se ofrecen como -

remedio a los males sociales, las cuales implican la destrucción de grandes organiza­

ciones industriales y financieras, a las cuales se les achaca sobreponer el interés -

privado al público, es una falsa visión del problema y en otra solución se nota un 

criterio estrecho y falto de lógica y cargado de perjuicios antieconómicos que de­

secha sin más ni más de toda colaboración entre el capital y el trabajo. En el 

terreno frío de los hechos, las cosas se pueden ver así; o se quiere decir que la so­

cializaci6n implicaría la desaparición del capital privado, y aquí es donde más nos 

importa, puesto que la sociedad anónima en sus actuales dimensiones y característi­

cas estaría condenada a desaparecer, o bien los trabajadores tomarían en sus manos 

la dirección y el dominio de la empresa con lo cual pasaría a sus manos la inicia­

tiva en los negocios, por lo que el capital que actualmente es un elemento funda­

mental de la empresa cedería su puesto a la EMPRESA ESTATAL, forma oscura y -

todavía no esclarecida que tendría como base un ordenamiento jurídico todavía más 

impreciso. 

Por otra parte conviene a unque sólo sea someramente h echar un vistazo al 

fenómeno que se da cuando dos o más sociedades forman entre sí una sola comu­

nidad de intereses, con el objeto de conseguir el dominio de un mercado y elimi -· 

nar la competencia. 

Estas agrupaciones de sociedades son el resultado propIO del rol que tienen 

sociedades de cc:p itales dentro de la economía de los países industriales. Las di­

versas legislaciones no pueden regular estas situaciones de manera detallada, pero 

si interviene para detener cualquier degeneración, más cuando se trata de la for­

mación del capital. 
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Sirven para limita r la competencia entre empresas que tienen similitud de ob­

jetos y para reunir en nue vos grupos a las empresas cuyas producciones se comple-­

mentan unas a otras. 

Este sistema es usado gracias a la facilidad que presta n la s acciones, sistema 

que se ha difundido universalmente. Debido ~ la cola boración estrecha que pueden 

distribuír equitativa mente los riesgos. 

No deben confundirse estas uniones como un tipo de fusión de sociedades, pues 

la simple unión puede ser disuelta en cual quier momento, conservando cada socie-­

dad su propi a personalidad jurídica . . 

Se caracterizan porque una o varias empresas o soci edades control a n el capi­

tal en acciones o pa rte del mismo pertenecien te a otra . Pero no existen solamente 

esta clase de uniones, sino que puede da rse el ca so de que el elemento personal -

que las integra sea el lazo de unión entre ellas, por ejemplo un mismo presidente 

o uno o más miembros de la J unta Directiva . 

Cuando una empresa o socieda d tiene una o varias fil iales o entidades subor­

dinadas, se da lo que en economía recibe la denominación de concentración indus­

trial, que reviste caracteres de una necesidad económico, no así desde el punto de 

vista jurídico en donde se discute sobre su licitud. 

Surge entonces el hecho de que las sociedades subordinadas implicadas en una 

concentración industria l dependen todas de uro sola, pero conse rvan sus respectivos 

patrimonios, sujetas cl a ro está, a una sol a dirección y un solo objeto. En este -

punto se ha discutido si debe ma ntenerse la multipl icidad de sociedades en forma 

prepondera nte o de una vez de be dársele primacía a la unidad sustancial. La ~ 

Economía puede responder en el sentido de a poya r la unidad susta ncia l, en la -~ 

ciencia del Derecho la duda se impone. 

En los casos de agrupa ciones de sociedades pueden obse rvarse varios casos, 

de los cua les ya mencionamos al gunos: a ) Admin istra ción de las empresas por me ­

dio de un contra to de a rrenda miento de servicios; b) Dirección y Administración 

de una empresa mediante la creación de sociedades conexas que se presentan en 

forma de entes a utónomos, mientras que en el mundo mercantil y técnico no son 

más que patrimonios adscritos a un fin; c) A través de un contrato f!'ediante el -
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cual las empresas se reparten las ganancias de conformidad a una norma preestable­

cida; d) Nombramiento de directores o miembros de la empresa en las Directivas de 

las otras, con el objeto de a ctuar en común y coordinadamente; y e) Compra de ac­

ciones de la otra empresa, por lo general una mayoría de la misma que puede Ile·­

gar a una absorción total de darse el caso en que una sociedad compre la totali-­

dad de las acciones de la otra, esta última es la forma más usada. 

En resumen podemos decir que el papel de la sociedad anónima dentro del -

sistema capitalista al cual debe su vida en la forma a ctual ha llegado a lo siguien­

te: 

La sociedad anónima no puede conceptuarse como una forma de ente público 

o por el contrario que nada más atañe a los intereses particulares, sino que más bien 

lleva algo de las dos calidades. 

Puede decirse que la sociedad a nónima se ha convertido no en un lugar don­

de campea la democra cia sino que la oligarquía ha tomado el lugar que le corres­

pondía, según ha sido la intención de la ley, que no pasa de ser una utopía. 

Tal y como lo dijimos anteriormente si la sociedad anónima fue calcada del 

sistema democrático político, la s ideas políticas han influído en la estructuración de 

la sociedad anónima y debido a eso es que vemos diversos intentos de transportar -

a ell a sistemas de orden total itario o dictatorial, con la suerte de que tales cosas -

no han encontrado sitio eminente. La dirección de unos pocos se ha mantenido pe­

ro se ha dejado a la Asamblea General la facultad de modificar el pacto social y 

destituír a los administradores, lo que es ya un atisbo democrático. 

Por otra parte hay que tomar en cuenta la gra n influencia que tienen hoy día 

las opiniones de los técnicos y directores en los asuntos empresariales, los cuales -

están muy por encima de las decisiones del capital. 

Debe asimismo tomarse muy en cuenta la intervención del Estado, que fisca­

liza y autoriza a las sociedades anónimas. 

Contra la sociedad anónima se ha argumentado en forma por demás demagó­

gica, pues hasta se ha dicho que debe desaparecer, sin ver que en los países en 

que continúa esta forma de sociedad presta grandes servicios. 

Los Gobiernos en un afán sin ma yor base, usualmente legislan ·de manera rI­

gurosa a las sociedades anónimas. Tal cosa cobra relevancia en el aspecto fiscal, 
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forma de sociedad a nónima en las ll a madas sociedades de economía mixta . 

De todo lo que hemos dicho e n las páginas a nteriores surge como una verdad 

el hecho de que la sociedad a nónima es un e lemento de prime ra importancia den­

tro del sistema ca pita l ista, a ta l grado de que muchos ha n pensado que sin ell a el 

mencionado sistema no hubiese podido existir. Por ello es que donde quiera se si ­

ga el sistema ca pita lista ahí esta rá la sociedad a nónima . 

y lo que se ha dicho de la participa ción de los obreros y e mpleados en la 

gestión de la sociedad a nónima, se han vue lto conceptos oscuros en virtud de la -­

confusión que existe e ntre lo que debe entenderse por empresa y lo que debe ser -

la sociedad. 

La sociedad anónima es la forma jurídica de la empresa- reconocen grandes 

a utores- de modo que muchos de los ma les que se a tribuyen a la sociedad a nónima 

no lo son de e lla sino de la empresa . 

Pa ra fina liza r este ca pít ulo vea mos laque ho sido la sociedad anónima en ._ ­

nuestro país. 

En El Sa lvador, la rea lida d de la sociedad a nónima es muy diferente a la de 

otras na ciones. 

Dentro de nuestro estructura jurídico·-económica las sociedades a nónimas han 

desnaturaliza do hasta cierto punto la función que en pura teoría les asigna e l dere ­

cho, pues ha n sido me dios pa ra que, personas con recursos físicos y fin a ncieros quie­

nes se encuentra n un idos por razones de pa rentesco, a mistad o comunidad de inte-­

reses, puedan a ctuar dentro de la economía naciona l con la venta ja de la respon­

sabilidad limitada . 

Puede decirse, a guisa de comenta rio, que la forma que tal vez pueda reme­

diar tal situa ción, sea la crea ción dentro de nuestro sistema jurídico de la SOCIE­

DAD DE RESPONSABILIDAD LIMITADA, tal y como la regul a e l Nue vo Código -

de Comercio. Este criterio no es pu ramente persona l sino que se encuentra apoya­

do por personas entendidas en la ma teria, además de que la sociedad de responsa­

bilidad limitada ha dado muy buenos resultados en otras lat itudes. 
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CAPITULO 111 

EL CAPITAL 

Tal como lo expresa el connota do comentarista Joaquín G a rrigues: 1111 La socie­

dad anónima es un ca pita l con categoría de persona jurídica "" 

Las frases anteriores determina n con basta nte exactitud la importancia del ca­

pital en la sociedad a nónima. La de finición del mismo no es cosa fácil, pero pue­

de decirse que es el va lor de la tota l idad de a cciones suscritas. Por otra parte es 

el pa trimonio neto con que comi enza la vida de la entidad. 

Los requisitos que seña la el Art . 192 del Código de Comercio en lo que se -

refiere al mínimo reque rido para la constitución, que esté íntegramente suscrito y 

el desembolso de l veinticinco por cie nto del va lor de cada a cción, cuando menos, 

es una diferencia digna de tomarse en cuenta en lo que se refiere a las sociedades 

de personas, con excepción de la de responsabilidad limitada, e n las que no es re­

quisito previo indispensable para la constitución de las mismas, asimismo en las de 

personas es posibl e que uno o más socios a porten solamente su traba jo. 

El concepto del capital según la doctri na del derecho mercantil no es de esen­

cia jurídica, tiene sus fundamentos en la cienc ia de la conta bilidad. 

De conformidad a las bases teórica s y a las.' d ispos iciones legcrles, Art. 29 del 

Código de Comercio, el capital social, sal vo las modificaciones que sufra previos -

los pasos que la ley indica, debe figurar en el pas ivo de los balances rle la socie­

dad anónima como una cifra que no sufre a lteraciones, con una a utonomía comple­

ta de las a ltas y ba jas que sufra el pa trimonio. En virtud de los negocios socia­

les las acciones que representan el capital puede a umentar o d isminuír de valor, 

e l pa trimonio como ya se dijo puede encoger su volume n o reducirlo pero el ca-­

pita l o mejor dicho la partida que lo representa en el ba lance, no debe sufrir va ­

riación alguna. 

Lo dicho a nteri ormente responde a las sigui entes consideraciones : el capital -

social es una entidad mas bien un elemento jurídico de la misma, fundamental, que 

da sentido a toda la discipl ina que la rige y que no puede sufrir variaciones sino 

de acuerdo a la ley. 



Es la garantía de los terceros, por eso debe mantenerse intacto pues es la ba­

se indispensable para que haya lugar al reparto de las utilidades. 

Si el capital se mantiene sin variación en el pasivo sirve de impedimento pa­

ra que no haya distribución de dividendos de los valores que exceden de la suma -

de los débitos que figuran en el pasivo hasta que el capital social tenga una con­

trapartida en el ( ectivo igual en bienes muebles o inmuebles. 

Así es como podemos ver que el capital no consiste en una cantidad determi­

nada de bienes, sino que es una cifra contable que figura en el balance, por lo -­

que en realidad no es una verdadera garantía para los acreedores sociales. La ga­

rantía es relativa, puesto que tiene la calidad de deuda social, de tal manera que 

impide que los accionistas o socios se repartan utilidades sin que tomen en cuenta 

la partida que lo representa dentro del pasivo. 

La exigencia legal es que el capital permanezca invariable y que al ocurrir 

una reducción del mismo debe procederse en consecuencia. Los acreedores resultan 

protegidos en sus derechos a través de varias disposiciones legales. 

lo.) Para proceder a la constitución de la sociedad anónima debe estar sus­

crito totalmente el capital social y que se haya desembolsado en numerario por lo 

menos el veinticinco por ciento del valor de cada acción. Art. 192 Nos. I y 11. 

20.) Las aportaciones en especie deben valuarse por dictamen pericial de la 

Oficina que ejerza la vigilancia del E ~tado. Art. 196 del Código de Comercio. 

La razón es obvia, pues con tal medida se evita que en la formación del ccp ital 

social pueda ser ilusoria. 

30.) Por la prohibición del Art. 133 de emitir acciones a un precio inferior 

a su valor nominal, de no ser así se daría el caso de que en el patrimonio social 

figuraría un valor menor al que aparece como capital social. 

40.) Por la disposición que establece la reserva legal o sea el Art. 123 que 

dice debe destinarse anualmente un siete por ciento de las utilidades netas hasta 

llegar a un límite mínimo de la quinta parte del capital social. 

Este fondo de reserva juntamente con el capital social pasan a formar parte 

del pasivo de la sociedad a tenor de lo dicho en el Art. 443 No. 11 literal e). 

De igual modo que el capital social, el fondo de reserva posee la misma --
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característica de rigidez. Con un ejemplo se puede expresar de mejor modo: una 

sociedad con un capital de cien mil colones y una reserva legal de diez mil colo­

nes, no puede repartir utilidades entre sus socios hasta que el activo haya superado 

la suma de ciento diez mil colones, de conformidad a lo preceptuado en los Arts. 

37 y 38 del Código de Comercio. 

Por otra parte la sociedad no puede devolver a sus accionistas las cantidades 

que ellos dieron como aportes ni condonar/es el pago de las sumas que deban por 

tal concepto. Tal cosa es fácilmente comprensible si se tiene en cuenta que los 

aportes de los socios están destinados a formar el capital social; por una parte, y 

por otra forman parte del patrimonio de la entidad la que en caso de que los ac­

cionistas no hayan pagado la total idad de su aporte podrá hacer uso de las faculta­

des que indican los Arts. 136, 137, 138 y 139 del Código de Comercio. 

Otro precepto que garantiza la integridad del capital social es el Art. 141 -

por el cual la sociedad no puede adquirir sus propias acciones, además el Art.217 

establece el procedimiento para la amortización de acciones con utilidades reparti­

bles. 

De todo /o dicho anteriormente podemos ir concluyendo algunas cosas de suma 

importancia. 

La sociedad anónima es una sociedad de capital con un calificativo que la 

distingue de otras, es de 11 capital fundacional". Tal principio se encuentra recono­

cido en todos los países. Es una exigencia de las leyes la mención del cap ital -

social en la escritura de constitución. 

El capital es la suma de las aportaciones de los accionistas, las cuales no 

necesariamente serán siempre en dinero, pero en todo caso deben ser susce ptibles 

de ser apreciadas en numerario para que figuren de tal manera en el balance, así 

no pueden las aportaciones poseer un valor distinto del que realmente tienen ni -

pueden ser nada diferentes al dinero o a bienes que se puedan ponderar a través 

de él. 

Es de suma importancia recalcar que cuando se trata de aportes que no son 

dinero, las distintas legislaciones reglamentan la evaluación de dichos bienes con 

el objeto de que el valor no sea inflado. Se evitan así los frecuentes fraudes -
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que se cometen al emitir accIOnes cuyo valor no está respaldado con bienes aprecia­

dos en su correcta dimensión. 

A la luz de nuestra legislación podemos decir que las características del ca­

pital pueden resumirse en estas: 

1) La exigencia de la ley de un mínimo de capital para proceder a la consti 

tución de las empresas. Con ello se evita que en la economía naCional figuren so­

ciedades que no llenen el cometido que les está encomendado a las anónimas, pues 

éstas se destinan a grandes negocios. Art. 192 No. I del Código de Comercio 

2) Debe quedar constancia de que está íntegramente suscrito y que se ha po '. 

gado en efectivo cuando menos la cuarta parte del valor de cada acción y que en 

caso de que se paguen las acciones con bienes diferentes del dinero lo sean en su 

total idad. Y finalmente que debe quedar pagado la cuarta parte del capital de fun -· 

dación. Art. 192 Nos. 1I y 111 del Código de Comercio. 

3) El capital se divide en acciones que representan un parte al icuota del ca­

pital, con va lores nominales de diez colones o múltiplos de diez Art. 126 y 127 __ o 

del Código de Comercio. Estas aCcCones confieren iguales derechos Art. 145 del -

Código de Comercio. 

4) No debe confundirse con el patrimonio de la entidad pues su importancia 

tiene relieves contables más que jurídicos, de esa manera el valor nominal de las 

acciones no es igual a l valor comercial de las mismas, que aunque depende de las 

condiciones del mercado; está subordinado principalmente al patrimoniC' de la enti ­

dad. 

5) Constituye a nte todo una partida del balance de la sociedad, en el lado 

pasivo, como una deuda de la sociedad hacia los a ccionistas, que aparece ahí co­

mo una garantía de los acreedores sociales. 

6) Desde el momento en que debe ser un elemento inmutable, a no ser que 

sea reducido o aumentado en la forma prescrita por la ley, las utilidades o las -

pérdidas de cada ejercicio no deben ser acreditados o cargados a cuenta del ca­

pital, sino que deben ser colocadas en unas partidas a parte dentro del balance. 

Así lo ordenan los Arts. 30 y 443 del Código de Comercio. 



-32-

CAPITAL Y PATRIMONIO 

No puede dejar de tratarse un punto que merece toda atención dentro del te-

ma de las sociedades anónimas. Aunque someramente nos referiremos a él, se trata 

de la disfrnción entre CAPITAL Y PATRIMONIO. 

Sobre ello dice el profesor LANGLE Y RUBIO: """No deben confundirse los 

términos capital social y patrimonio social ( dinero, bienes, valores, derechos, etc.). 

Este patrimonio o hacienda de la compañía compónese de cuanto ésta posee y como 

disminuye con las pérdidas o deudas y crece con las ganancias o adquisiciones, re-

sulta muy variable en el curso de la explotación. Por consiguiente, el capital es 

una cifra permanente, abstracta, formal, ficticia el patrimonio es otra cantidad os-

cilante, real, efectiva. La contabilidad asienta el primero en el pasivo y el segun-

do en el activo""" (11) 

La distinción que señala el distinguido tratadista es precisa, el patrimonio es 

el conjunto de bienes que la sociedad posee en un momento determinado de su vida. 

El monto del mismo puede aumentar o decrecer según marche el negocio o la indus-

tria, igual que si se tratara de un comercien te individual. 

Vivante en su Tratado de Derecho Mercantil dice: """En antítesis con el pa-

trimonio o capital efectivo, esencialmente mudable, está el capital nominal de la -

sociedad, fijado de manera estable por una cifra en el contrato, que tiene una fU]­

ción contable y jurídica, una existencia de derecho y no de hecho. Todos los -
". 

esfuerzos legislativos tienden a hacer coincidir el valor del patrimonio social y -

el importe del capital en el momento en que se constituye la sociedad. La di-

ferencia entre el patrimonio, siempre mudable, y el capital, cifra constante, no -

está acompañada en el or ninguna variación 

la variación de los fondos accesorios, de las reservas, 

pérdidas que, sumados al capital, equivalen al entero patrimonio de la 

El capital c~nstituye un asiento constante en la formación del balance social; 

ha de figurar en el pasivo de cada ejercicio con la suma establecida por el acto 

constitutivo, para que, en contrapartida del mismo, se pueda inscribir en el activo 

un total equivalente de bienes, de créditos o de pérdidas, para garantía o adver-

tencia de los acreedores sociales. Real iza la función de moderador legal y 
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contable de la vida social, determina en su función reguladora, cuál es el máxi­

mo límite de los beneficios que se pueden repartir, (!;uál ha de ser el importe de 

las reservas, cuándo se deba proceder a la disolución de la sociedad o cuándo 

se tenga que modificar el Estatuto social de las pérdidas sufridas. Diré, a ma­

nera de ejemplo, que este capital nominal y abstracto (nomen juris), realiza - ­

frente al patrimonio o capital real la función de un recipiente destinado a me­

dir el grano, que unas veces colma la medida y otras no llega a llenar. La ­

confusión entre estos dos instrumentos de la vida social, uno formal y otro mate­

rial, puede dar lugar a muchos equívocos pel igrosos para la interpretación de la 

ley, si aquéllos no se mantienen separados'JlII'(12). 

A lo dicho anteriormente PJ ede añadirse poco, el capital es una cifra f ' 

gida, que aparece en los libros, pero en manera alguna debe coincidir necesa­

riamente con la del patrimonio. Dice lo que debe existir en el mismo, no lo 

que en verdad existe. 

La sociedad se obl iga a mantener dentro de su patrimonio un número de 

bienes que cubra la cifra del capital, pues tal como lo dijimos anteriormente, 

una de las funciones del capital es el servir de índice de solvencia de la enti­

dad, pues los acreedores sociales no tienen más acción que contra el patrimonio 

social y si éste se encuentra por debajo de la cifra del capital saldrán perjudi­

cados en caso tal suma no alcance a cubrir sus créditos. 

Debe añadirse algo que resulta claro: aún cuando la sociedad se obliga 

a mantener bienes en cantidad suficiente para cubrir la cifra del capital, no 

puede evitarse la reducción del patrimonio por pérdidas durante las operacio­

nes sociales. De ahí que se señale a las sociedades anónimas una cifra míni­

ma en relación con el capital, a que podrá llegar el patrimonio para que pue­

dan seguir fungiendo dentro de la vida económica, lo que no obsta para que -

vicisitudes del comercio y la industria obliguen a una reducción del capital. 

Las cifras del capital y el patrimonio aparecen iguales al comenzar la -

sociedad, en el momento de la firma de la escritura de constitución. 

Sobre lo que dijimos el autor español don Joaquín Garrigues expresa: 

IIlIlILa cifra del capital es una línea cerrada o círculo ideal trazado en el -

activo de la sociedad, que no acota bienes determinados, pero que impone a 
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la sociedad la obligación de tenerlo siempre cubierto con bienes equivalentes 

a aquella cifra. Tedo lo que exceda en este circulo puede ser distribuido en­

tre los socios. Pero asi como la línea del capital es fija (mientrgs no se modi ­

fique con las formalidades legales), la linea del patrimonio es, por esencia, mo·­

vible 'll'll (13). 

las regulaciones contenidas en el Código de Comercio y que se refieren 

al capital las cuales consideramos de mayor importa ncia son las siguientes: 

a) Art. 29. - Se refiere a la constitución del capital por las aportaciones 

de los socios, pues dice " que está representado por la suma del valor estableci­

do en la escritura social para las aportaciones prometidas por los sociosll. 

b) El importa mínimo del capital en la sociedad anónima debe ser de 

C/I. 20.000 establece el Art. 192 No. l. 

c) los que traten de constituir una sociedad anónima a través de la llama­

da suscripción públ ica deberán presentar a la Oficina que ejerza la vigilancia 

del Estado el programa con los requisitos que menciona el Art. 194, en cuyo __ o 

numeral 111, se menciona lIel número, valor nominal y naturaleza de las accio-­

'nes en que se divide el capita l social". 

d) El Art. 203 dice que todas las acciones deben quedar totalmente sus­

critas en el término de un año, a partir de la fecha en que se depositó el pro­

grama, salvo que se haya señalado un plazo menor. De lo que puede deducir­

se la importancia que el legislador da a la cifra que compondrá el capital, - ­

tal como lo hemos señalado en comentarios anteriores. 

e) El Art. 141 establece que se prohibe a las soci edades adquirir sus pro·· 

plOS acciones. 

f) Tiene importancia en lo que se refiere a la facultad de los accionis­

tas que representen el cinco por ciento del capital, para pedir la convocato-­

ria de la Junta Gene ral de accionistas, Art. 231. 

g) También en lo referente a la validez de las Juntas generales y de -­

las decisiones que se tomen en ellas, cobra importancia el capital social, tal 

y como lo dicen los Arts. 233, 240, 241, 242" 243, 244. 

h) Es importante en lo elección de los directores que representan 
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minorías dentro de la Junta Directiva, Art. 263. 

i) Cuando se faculta al veinticinco por ciento del capital social para ejer­

citar directamente la a cción de responsabilidad civil contra los administradores 

Art. 280. 

j) En cuanto a la obl igación de hacerlo figura r e n el balance del lado .­

del pasivo por su va lor nominal, Arts. 29 y 443 No. 111 lit. e) 

k) En lo referente a la obl igación de constituír las reservas legales, a 

través de la apl icación a las mismas de una cantidad correspondiente al siete 

por ciento de las utilidades netas y el límite mínimo legal de la reserva será 

de la quinta parte del ca pital social Arts. 39, 123 Y 124. 

1) En cua nto a la prohibición de repartir utilidades si ha habido pérdidas 

de capital, hasta que el mismo no haya sido reintegrado o reducido en legal -

formaArts. 37 y 38. 

m) En cuanto a la prohibición de emitir nuevas acciones hasta que las ya 

emitidas no hayan sido totalmente pagadas, tal y como lo ordena el Art. 174; 

n) En cuan to al a umento de capital por revalorización del patrimonio o 

de reservas especiales indicadas en el balance, Arts. 30 y 176; 

o) En lo que se refiere a la obligación de los administradores de dar cuen­

ta a la Asamblea general cuando el capital ha quedado reduc ido a menos de sus 

tres cuartas partes, como consecuencia de pérdidas y en cuanto a la obligación 

de los accionistas de reintegrar el capital hasta una cuarta parte, Arts. 39 y -

187 No. 111; 

p) En la intervención de la Fiscalía General de la República para que 

se obligue a la sociedad a que dentro de cierto término prorrogue el plazo -

social, cambie de finalidad o reintegre del capita l mínimo requerido por la -

ley, en caso de que ha ya una causal de disolución y la Junta General se ._­

degare a reconocerla o no fuere convocada al efecto. Arts. 139, 141, 187 y 

189 

El Código de Comercio además adopta en relación con el capita l otras 

disposiciones que pueden considerarse como garantía de los acreedores, tal es 

el Art. 192 No. 11 que prescribe la necesida d de que se pague en dinero -
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efectivo cuando menos el veinticinco por ciento del valor de cada acción paga­

dera en numerano. 

Los bienes que a porten a la sociedad distintos del dinero o sea las aporta '· 

ciones en especie serán val uados previamente por la oficina que ejerza la vigi ,­

la ncia del Estado, lo cua I debe hacerse constar en la escritura de constitución. 

Tal como lo establece el Art. 196. 

Los aportes que forman el capita l se regulan osi: en aquellos casos de - ­

constitución simultánea, las aportaciones en efectivo se harán por medio de che­

que certificado o certificado de depósito del dinero en una institución bancaria 

debidamente endosado. Art. 195. 

En la fundación sucesiva o pública los Arts. 200 y 201 dicen: que las 

cantidades exhibidas deberán ser depositadas en bancos designados al efecto, pa­

ra ser entregadas a los representantes de la sociedad una vez que haya sido 

constituida. En cuanto a las aportaciones en especie se dice que al hacer la -

suscripción el interesado otorgará una promesa de aportación con las formalida­

des legales, en documento exig,jbl. ejecutivamente y que a l constituirse la so-

c i edad se forma I izarán los traspasos. 
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CAPITULO IV 

AUMENTO O DISMINUCION DE CAPITAL 

las sociedades a nónimas durante el curso de su vida modifican su capital 

ajustadas las modificaci-ones a ciertos trámites legales de obligatorio cumplimien·­

to en vista de lo garantía de los acreedores. 

los cambios en el capital pueden ocurrir o través de un a umento o de _.­

una reducción. Estas operaciones implican una variación del número total de 

acciones o en ciertos casos del valor nominal de ellas. 

En lo que al aspecto jurídico se refiere, estos actos revisten una importan­

cia suma, ya que, ante todo debe sa lvaguardarse lo integridad del binomio capi~ 

tal y patrimonio para no lesionar " repetimos·· los intereses de los acreedores. 

Comencemos pues por estudiar el AUMENTO DE CAP ITAL. 

Las sociedades al aumentar su capial están dando a entender que precisa 

de un número mayor de medios económicos que le permitan desarrollar la fina-

1idad social con éxito. Para aumentar el ccp ital puede optar por dos vías: -­

emitir nuevas acciones o bien elevar el va lor de las ya emitidas. Nuestro Có­

digo de Comercio lo dice expresamente en el Art. 173. El primer sistema pre­

sento el inconveniente de que gravo el pasivo con un débito que repercutirá en 

el reparto de utilidades y puede hacer que las acciones se coticen a menor pre­

cio en el mercado de va lores (en los lugares en donde funciona). El segundo -

sistema tiene ciertas ventajas, pues al leg:J a las arcas de la entidad considera-­

bies sumos de dinero que le permiten encaminarse con mayor desahogo hacia la 

consecuen cia de los fines de la empresa con lo pe rspectiva de un considerable 

aumento en el reparto de uti I idades. 

Debe tomarse en cuenta paro el a umento de capital que la sociedad no 

podrá emitir nuevas acciones hasta que las a nteriores no hayan sido íntegra-­

mente pagadas, según lo dispone el Art. 174 del Código de Comercio. 

El aumento desde un punto de vista meramente técnico puede efectuarse 

de diversos modos, así: 

a) Mediante la emisión de nuevas acciones; 
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b) Convirtiendo ciertas reservas en capital; 

c) Aumentando el valor de las acciones ya emitidas; 

El aumento a través de las formas enumeradas tiene ciertas diferencias, - '­

pues si se ven bien las cosas, en el caso del literal a ) si hay realmente aumen .. 

to de capital, pues deberán hacerse nuevos a portes, en el resto de los casos no 

puede hablarse de un verda dero aumento, es solamente "nominal o contable" 

como se le llama en doctrina, el cual puede decirse que consiste en el aumento 

del monto del capital social sin un cambio real en el pa trimonio de la entidad. 

Veamos someramente cada una por separado. 

a ) Emisión de nuevas acciones. 

En este caso deben haber nuevos a portes para que se acrecente el capital 

existente, los cuale:s serán hechos por los socios o por los que suscriban las nue-

vas acciones. 

El Art. 179 establece que los suscriptores de las nuevas acciones deberán 

pagar el veinticinco por ciento del importe de las acciones o el porcentaje que 

haya señalado e l pacto social o los estatutos o en caso de pago en especie de­

berán pagarse en su total idad, este requisito es indispensable para que pueda - ­

inscribirse la escritura de aumento de ca pital. 

En el caso de las aportaciones en especie se aplicarán las reglas conteni ­

das en el Art. 178 No. 11 yen el Art. 196. 

También existe e l a umento a través de la emisión de nuevas acciones que 

se entregan a las personas que son acreedoras de la sociedad. Opera en este 

caso una compensación en los términos del Art. 178 No. 11. 

El Art. 177 tiene una disposición que es digna de notarse pues en su In­

ciso tercero dice que fuera del caso de que todos los accionistas suscribieren 

totalmente las nuevas acciones, la suscripción de la misma se hará de acuerdo 

con las reglas de la constitución simultánea, "si el plazo para suscribir el capi­

tal fuere hasta de un mes"; y con las de la sucesiva, si dicho plazo fuere mayor. 

Es decir que para el caso del aumento de capital en la suscripción simul-

tánea hay un plazo para la suscripción de las acciones después de tomado el acuerdo 

de aumento de capital que no puede pasar de un mes, en el caso la suscripción 
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pública el plazo no puede ser mayor que prescribe el Art. 203 o sea un año. 

Pero, ¿Qué sucede si no se alcanza a cubrir el monto a cordado? 

Doctrinariamente se ha considerado que a ún cuand o no se llegue al monto 

que se pretende aumentar, los suscriptores de las a cciones quedan siempre obl iga­

dos, salvo que en el mismo acuerdo se haya resuelto en contrario. La disposi­

ción contraria podría consistir en que no se considerará válido el aumento si no 

se alcanza la suma requerida o una suma inferior, o por otra parte facultar a 

los suscriptores para desl igarse del vínculo contraído al no llega rse a la suma -

acordada y a la vez reducir el a umento a l monto de las suscripciones de quie­

nes permanezcan firmes . De esa manera se resolvería el probl e ma planteado, -

pero nótese que debe ser en el mismo a cuerdo de a umento en donde deben con­

templarse las diversas situaciones. 

El Art. 157 establece el dere cho preferente de los accionistas a suscribir 

las acciones que se emitan, en caso de a umento de capita l. Este es un dere­

cho individual del accionista, como lo reconocen destacados a utores. 

El derecho se otorga en considera ción a que si la sociedad en varios a ños 

de a fortunada gestión en los negocios a cumul a reservas, se crea a favor de quien 

suscriba las nuevas acciones una situación evidentemente favorable. Es a todas 

luces injusto que no se reconozca a los socios el disfrute de tal ventaja, puesto 

que cuando han renunciado al reparto de utilidades han hecho factible la forma­

ción de las reservas. 

Dándoles la prefere ncia en la suscripción de a cciones se guarda su pa rtici ­

pación en la entidad, desde el momento en que con las a ntiguas , .. h;ciones pier­

den, al hacerse la nue va emisión. El a ccionista puede optar a lternativamente 

entre ejercitar derecho de opción o enajenarlo, todo e n proporción a las accio­

nes que posea en la sociedad, pues se ha considerado que el derecho de opción 

tiene un contenido eminentemente patrimonial. Lo mismo podría ejercerlo en -

parte y ena jenar el resto. El Art. 158 inciso 20. a utoriza a los accionistas a 

traspasar las a cciones nominativas o al portador a un contra pa cto expreso en 

contrario. 

El término para optar a la suscripción de las nuevas a cciones es de quince 
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días siguientes a la publicación del acuerdo de aumento. Art. 157. 

El acuerdo de aumento puede establecer que todas o parte de las aporta­

ciones se hagan en especie, según el Art. 178 No . 1, pero en este caso la 

emisión no podría ser hecha por un valor desigual, de acuerdo al Art. 129, ni 

por sumas inferiores a los valores nominales de las antiguas acciones, desde lue-­

go que se aumentará el capital social de fundación, las acciones deben de ser 

de la misma cal idad que las anteriores. 

El derecho de opción puede 1 imitarse, pues el mismo Art. 157 dice que 

"salvo pacto en contrario". 

En lo que respecta a la publ icación del acuerdo de aumento de capital 

a través de la emisión de nuevas acciones, tiene dos fases. Debe publicarse 

el acuerdo de aumento de conformidad a lo dicho en el Art. 176 lnc. 1 o., ya 

que constituye una modificación del acto de constitución de la entidad; en se­

gundo lugar ha de ser publicada la escritura de aumento de capital, Art. 177 

Inc. 10_, pues el acuerdo de aumento y la ejecución del mismo son dos opera­

ciones íntimamente 1 igadas ya que el suscribir acciones no es un hecho aislado 

Sin importancia sino que interesa a la sociedad y a todos los accionistas. 

Podemos ver que los principios que rigen estas operaciones son: a) Si no 

se llega a suscribir toda la cantidad oc ordadap el aumento quedará reducido a 

la suma de las suscripciones que haya al momento; b) Debe publicarse el acuer­

do de aumento pues interesa a todos que se sepa de él desde luego que impli­

ca una modificación del pacto social que al mismo tiempo sirva de aliciente 

para los nuevos suscriptores; c) Debe publicarse la ejecución del CJcuerdo y la 

consiguiente modificación de la escritura de constitución. 

b) Convirtiendo reservas en capital 

Al tene r acumuladas resefvas en ciertas cantidades, las sociedades anóni ­

mas proceden a tranformarlas en capital social, con el objeto de restablecer -

el equilibrio entre el patrimonio y el cep ital. 

La operación no tiene ninguna relevancia significativa en lo que se re ­

fiere a los accionistas, puesto que ellos nada pierden en cuanto al reparto --­

de utilidades se refiere y en lo que toca a los acreedores, éstos ganan con 
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la operación desde luego que su garantía se refuerza. 

El Art. 157 establece el derecho preferente de los acc ion istas a suscri-

bir las acciones que se emitan, en caso de aumento de capital. Este es un -

derecho individual del accionista, como lo reconocen destacados autores. 

El derecho se otorga en consideración a que si la sociedad en varios 

años de afortunada gestión en los negocios acumula reservas, se crea a favor 

de quien suscriba las nuevas acciones una sit uación evidentemente favorable. 

Es a todas luces injusto que no se reconozca a los socios el disfrute de tal ven­

taja, puesto que cuando han renunciado al reparto de utilidades han hecho fac­

aible la formación de las reservas. 

Dóodoles la preferencia en la suscripción de acciones se guarda su par­

ticipación en la entidad, desde el momento en que con las antiguas acciones 

pierden, al hacerse la nueva emisión. El accionista puede optar aiternativa­

mente entre ejercitar derecho de opción o enajenarlo, todo en proporción a -­

las acciones que posea en la sociedad, pues se ha considerado que el derecho 

de opción tiene un contenido eminentemente patrimonial. Lo mismo podría 

ejercerlo en parte y enajenar el resto. El Art. 158 inciso 20. autoriza a los 

accionistas a traspasar las acciones nominativas o al portador aún contra r-cto 

expreso en contrario. 

El término para optar a la suscripción de las nuevas acciones es de quin­

ce días siguientes a la publicación del acuerdo de aumento. Art. 157. 

El acuerdo de aumento puede establecer que todas o parte de las aporta­

ciones se hagan en especie, según el Art. 178 No. 1, pero en es~e caso la .• 

emisión no podría ser hecha por un valor desigual, de acuerdo al Art. 129, ni 

por sumas inferiores al los valores nominales de las antiguas acciones, desde -

luego que se aumentará el capital soci(l\ de fundación, las acciones' deben de 

ser de la misma cal idad de las anteriores. 

Este paso puede definirse como la operación por la que una sociedad -

convierte en capital las reservas acumuladas de tal manera que el capital 

nominal coincida con el efectivamente invertido en el objeto social. 

Se ha considerado que la sociedad al aumentar su capital de este mo-
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do deja el patrimonio intacto desde luego que no hay ninguna aportación. Pe­

ro, para otros no es así, especialmente para las autoridades hacendarias de los 

distintos países, que podría considerar la conversión de reservas en capital como 

un nuevo aporte de los socios y de esa manera aplicar el impuesto correspon-­

diente. Y la razón es que se realiza aquí un doble traspaso de propiedad, los 

accionistas reciben de la socidad las reservas en concepto de utilidades y la so­

ciedad recibe un nuevo aporte al capital. 

Vista la cuestión desde ei punto de vista de la ciencia contable y del -

derecho, el patrimonio ha permanecido inalterado,quedando así reflejada la di­

ferencia a que hemos hecho referencia entre el ccp ital y el patrimonio, pues -

si el último no sufre alteración el primero aumenta como valor dentro del pasivo. 

Tiene especial importancia el aumento de capital en esta forma porque -­

afecta el quórum para las mayorías que exige la ley, para decidir las acciones 

a tomar en caso de anomal íos que afecten el normal funcionamiento de la enti ­

dad, etc. 

Del Código de Comercio regula esta forma de aumento de capital en los 

Arts. 178 No. III y 180. 

c) Aumento del valor de las acciones ya emitidas. 

El Art. 173 habla de la elevación del valor de las acciones, que no es 

más que una variante del modo estudiado en la letra a) citada anteriormente. 

El patrimonio social permanece intacto y tiene plena apl icación lo prescrito 

en el Art. 180. 

En resumen podemos decir que el Código de Comercio regula el aumento 

en la siguiente forma : 

La decisión debe ser adoptada por la autoridad máxima, la J unta Gene­

ral de accionistas/, con carácter de extraordinaria convocada de manera espe-­

cial y con quórum que arroje un total que no sea inferior a las 3/4 partes de 

las acciones. Este acuerdo debe publicarse en el Diario Oficial. Art. 176. 

El Art. 173 dice que puede darse cumpl imiento al acuerdo mediante dos 

posibilidades: por emisión de nuevas acciones o dando mayor valor a las que 

ya existen. Los aportes pueden hacerse: 10.) Por medio de la figura llamada 
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compensación entregando a los acreedores de la sociedad una cantidad de accio­

nes equivalente a lo que se les adeuda; 2) Capitalizando reservas, utilidades o 

amortizando acciones; 3) Por nuevas aportaciones en dinero o en especie. Art. 

178. 

Al emitir nuevas a cciones es necesarto: a) Que estén totalmente pagadas 

las de la emisión anterior; b) A partir de los quince días de publicado el acuer­

do de aumento, los a ccionistas que haya a la fecha tendrán derecho a suscribir 

las acciones, proporcionalmente a las que tengan al momento de oc ordarse el 

aumento. Art. 157; c) La escritura no podrá · otorgarse hasta que transcurran 

quince días después de la publicación del acuerdo respectivo, salvo el caso de 

que todos los accionistas suscribieran todo el capital, entonces podrá otorgarse -

en el acto. Aquí debe distinguirse entre si la constitución de la sociedad se­

rá simultánea o sucesiva, en virtud de lo que dispone el Art. 177; d) La escri ­

tura de aumento de capital no puede inscribirse, en tanto no se pague por lo -

menos la cuarta parte del valor de cada acción o el tanto por ciento superior 

que los estatutos determien, Art. 179. 

Para elevar el valor de las acciones se procederá así: a) Debe haber una­

nimidad en el acuerdo; b) Cuando el aumento es en virtud de capitalización de 

utilidades, puede autorizarse mediante acuerdo de la Junta General con mayo­

ría calificada. Los accionistas que se opusieren a tal medida quedan faculta­

dos para pedi; que se les haga en efectivo de la parte que les corresponde en 

las utilidades, puede entonces la sociedad disponer de las acciones de confor­

midad a lo previsto en el Art. 141, el Art. 180 establece los requisitos apun­

tados. 

DISMINUCION DE CAPITAL 

La regulación de la disminución de capital llegó a la legislación en 

forma tardía y con grandes obstáculos. Se da como razón para tal fenómeno 

la consideración de que la disminución reduce la garantía de los acreedores. 

Debe hacerse una distinción de suma importancia en esto de la disminu­

ción de capital, cuando se da el caso de una pérdida de capital como conse­

cuencia de los negocios y cuando esta pérdida se verifica y luego se declara 
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por la Junta General la disminución correspondiente. De no hacerse como se 

indica en segundo término, el capital social mantiene su monto original. La 

pérdida de capital por vicisitudes de los negocios producen efectos jurídicos, 

pero no tienen como consecuencia inmediata la reducción del capital. 

Con un ejemplo podemos clarificar la situación: Si una sociedad tiene un 

capital de cien mil colones y después de varios años de ejercicios, el activo -

neto llegue a la cifra de cincuenta mil colones, por pérdidas, el capital social 

se mantendrá en la cifra de cien mil colones. Asi las cosas, si durante un -­

ejercicio, después de transcurrir varios con pérdidas, se produce alguna utilidad, 

p. ej. de diez mil colones, no pueden distribuirse como tales, porque, el capital 

continúa en la cantidad de cien mil colones y el activo al finalizar las acti­

vidades del ejercicio es solo de cincuenta mil más el beneficio de diez mil -­

colones deja todavia una diferencia de cuarenta mil colones. Para que haya 

reparto de utilidades en las sociedades anónimas se requiere que en el activo 

haya una cantidad mayor que la de los elementos que componen el pasivo, ca­

pital social y de las reservas legales o estatutarias. 

La única sal ida que queda a los accionistas de la sociedad, al tener pér­

didas que hayan reducido el capital social a cincuenta mil colones, es renun­

ciar por mucho tiempo al reparto de util idades, hasta que los negocios marchen 

bien y se pueda cubrir el déficit, de tal manero que lo aconsejable en este -

caso seria reducir el capital social a cincuenta mil colones. En esa forma 

cuando haya ganancias y el activo supere 01 pasivo sumado al capital social,' 

podrá haber reparto de uti I idades. 

La reducción o disminución de capital puede tener lugar en las sIguIen-

tes situaciones: 

a} Disminuir el capital en exceso; 

b) Disminución del capital por pérdidas; 

c) Disminución del ca pital a una ca ntidad menor que el limite legal 

exigido. 

En el aná I is is de cada uno de los casos tenemos: 

a} Disminuir el capital en exceso 
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Cabe considerar en esta cuestión dos al ternativas o el capital suscrito al­

canza una cuantía demasiado a lta para el objeto social o que la parte que se 

haya desembolsado sea suficiente para llevar a ca bo la finalidad que se ha pro­

puesto la sociedad, por lo que los demás aportes que puedan hacer los socios -

no serán necesarios. 

La operación puede hacerse a través de estos pasos : 

1) Reducción del valor nominal de las acciones. 

Si la sociedad anónima tiene un capital de cincuenta mil colones, con -

acciones de mil colones cada una; si se quiere reducirlo a cuarenta mil colones 

se puede cambiar el val or de las a cciones a una suma menor que para el caso 

hipotético señalado, sería de ochocientos colones, de tal manera que la diferencia 

de doscientos colones deberá restituírse a los accionistas. Con esto se consigue 

que el número de acciones se conserve igual, sufriendo variación únicamente el 

valor de las a cciones. 

El procedimiento es a decuado fXlra el trata miento con toda justicia de los 

socios. 

Los autores dan otra a lternativa para disminuír el capital soc ial, así: co­

mo existen a cciones que se pagan en efectivo y en especie, puede darse el caso 

de que las pagadas en especie lo estén totalmente y las que lo sean en efecti ·­

va hasta la mitad, por ejemplo de ci en colones cada acción, la disminución ten ~ 

dría lugar en los sigu ientes términos: se rebaja el va lor de todas las acciones -

a cincuenta colones, no se exigen los ulteriores aportes de los tenedores de las 

acciones pagaderas en efectivo y se les entrega cien colones a los poseedores 

de las acciones pagadas en especie. 

2) Remisión de a portes no hechos 

Cuando el valor de las a cciones no ha sido satisfecho en su totalidad, 

podrá condonarse a los socios lo que deben y así quedará reducido el capital 

a lo oc ordado. Pero puede suceder que hCl ya al gunos tenedores de acciones 

que ha ya n paga do en tota lidad el a porte prometido, en tal caso como ya lo 

dijimos ' para obrar con justicia; se exi girá a los morosos el pago y después -

se ha rán las condona ciones pertinentes. Pero debe hacerse también las respectivas 
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modificaciones en el balance de la entidad, en lo que respecta al pasivo la 

cuenta del capital se reducirá n en la medida de las a cciones reembolsables, y 

en lo que toca a l a ctivo la deuda de los a cc ion ista s disminuirá en proporción 

a los a portes que se han condona do . 

3) Reducción del número de a cciones. 

Las a cciones se mant ienen inva riables en su va lor nominal. Se produce 

por el ca mbio de los títulos va lores a ntiguos (acciones) e n número de dos o más 

por otros del mismo va lor to ta lmente pa ga das o por la sustitución de acciones 

pa gadas en parte por otra enteramente pa gada. Otro ejemplo más, pone de ma­

nifiesto lo dicho: Si la soci edad a nónima tiene un ca pita l de un millón de co­

lones dividido en dos mil a cciones de quinientos col ones cada una, al querer 

reducir el ca pita l a la mita d, puede retirar dos a cciones antiguas pa ra cambiar­

las por una de la nueva emisión, del va lor de quinien tos co lones y se reembol ­

sa a los a ccionistas quinientas colones por ca da a cción que presentan. El capi­

tal que era de dos mil a cciones de quinien tos colones igual a un millón, se - ­

ca mbia por el nuevo constituido por mil a cci ones de quinientos colones equiva­

lente a quinientos mil co lones; por otra parte los a portes devueltos llegaría n a 

la suma de quinientos mil colones a sí: 500 x 1000 ;;; 500.000. 

Este importa nte pa so e n la v ida de la s socieda des puede también hacerse 

a través de un sorteo en el que entran parte de las a cciones, pero el reembol -· 

so correspon diente deberá ha cerse con bienes provenientes del a c ti vo de la en­

tidad, para que ha ya lugar a una verdCldera disminución de ca pita l, pues si se 

diera el ca so de que se tomarán los fondos pora tal ope ra ción, de las ganan-­

cias o de las reserva s esta tutarias o extraordinarias no sería una disminución. 

Las a cciones que se sortean se pa gan a los socios en su va lor nominal y 

las que no estuvi e ren completa mente pa gados sólo en la pa rte en que lo estén. 

El sorteo ha tenido a lgunas crítica s. Se dice que vulnera e l principio -

igualdad en el trato, pues a fecta a sól o parte de los socios. Por otra parte, 

las a cci ones que se eliminan por el a za r, da n lugar a una especie de expro­

pia ción del estado jurídico de soc io . 

Se a dmite que la socieda d a dqu iera sus propias a cciones en virtud de un 
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acuerdo de la Junta Genera l que ordene la disminución del capital a través de -

la adquisición de las a cciones, en los casos en que la ley lo a utoriza. Los títu­

los valores a dquiridos por la sociedad deben ser a nulados pues la sociedad no po­

dría ejercer los derechos derivados de las mismas, desde luego que el sujeto obl i-­

godo a las presta ciones es ella misma . 

Asimismo puede a corda rse que en lugar de las a cciones sorteadas se den ac­

ciones de goce; certificados de goce dice el Código en el Art. 217. 

Puede combina rse el método a puntado en el número 1) a nterior y el del 3). 

Según los Arts. 137, 138 y 139 del Código de Comercio, si el socio obli­

gado a l a porte no lo hace efectivo luego de requerido por la entida d, dentro del 

plazo que se ha seña lado y de que ha ya sido publicado el requerimiento, la so­

ciedad puede proceder a la venta de las a cciones o exigir judicialmente el pago 

de las mismas. La venta se hará con intervención de un representa nte de la ofi­

cina que ejerza lo vigilancia del Estado. Si no pudiere efectuarse la venta o -

no se hubiere ejercido la reclamación judicia l pertinente, la sociedad debe proce­

der a la reducción del ca pita l. 

En cua nto a lo dispuesto en el Art . 30 Incs. 20. y 30. el a cuerdo de re­

ducción puede forma liza rse a partir del plazo señalado en las disposiciones cita­

das, toda vez que no se haya formul ado oposición por un a creedor o cua lquier 

tercero interesado. Ade más de conformidad lo dicho en el mencionado Inc.30., 

la oposición suspende la formali za ción de la disminución, hastc que la oposi -

ción se hubiere extinguido o desechado por sen tencia judicia l. 

Suponemos que la oposición suspende la formaliza ción de la reducción -

desde el momento en que se ha noti ficado la demanda a la sociedad, si se apl i­

ca lo que dice el Art. 222 Pro 

Algunas legisl a ciones disponen que a pesar de la oposición, el juez puede 

permitir que se lleve a efecto, si la sociedad da garan tía . 

b) DISMINUCION DEL CAPITAL POR PERDIDAS 

Si el ca pita l es reducido como consecuencia de pérdidas debe proceder a 

la disminución o a su reintegro paro que el binomio capital -patrimonio manten­

ga su consistencia . Debe comprenderse a ue el legislador procura que se manten­

ga incólume la garantía debida a los a creedores y a terceros, pues de lo contrario 
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podría ser que el ca pita l fuera na do má s que una simple partida dentro del ba­

la nce sin bienes que lo respalden. 

El modo de efectuar la rebaja, puede ser a. t ravés de la reducción del nú­

mero de a cciones o bi en la disminución del vedor nomina l de la s mismas. 

El Art. 37 indica que ICl reducción de ca pita l se impone toda vez que ha­

ya pérdidas de ca pita l. El Art. 186 dice: 11 En los ca sos del artículo' 139 y del 

inciso segundo del a rtícul o 141 , a sí como siempre que la reducción del capita l -

deba efectua rse por disposic ión de ICI le y .•.. 11 inca 20. IILos a dministradores con­

voca rán en forma lega l CI juntCl genera l de a ccionistas para dar cuenta de la 

obl igación de reducir el ca pital ll
• 

c) Reducción del ca pita l a menos del límite legal es una forma de disolu­

ción dentro del Código de Comercio según el Art. 187 y 189. 

El caso a quí comenta do en el a rtícul o 187 No. 111, es ca usa l de disolución, 

y dice: liLas sociedades de capita les se disuelven po r cua lquiera de las siguien­

tes ca usas: 

111) PérdidCl de más de ICls tres cuartas portes del ca pita l, si los a ccionistas 

no efectuaren a porta ciones sup lementa rias que ma ntenga n, por lo menos, en un -

cuarto e l ca pitcd socia lll
• 

Si de l ú lti mo ba la nce a probado o con ma y::> r razón de l estado de pérdida s 

y ga na ncia s, iesulte que el ca pita l ha descendido a una cifra que no cubre la s 

tres cuarta s pa rtes del mismo, ha n de toma rse sin dil a ción la s medidas pertinen­

tes para que los a cci onistCls efectúen nuev.Js a porta ciones que ma ntenga l a l capi­

tal, por lo menos en un cua rto de su monto. 

La operación podría ha cerse de la siguiente ma ne ra: se toma el a cuerdo 

de disminución paro que l legue a nivel de la cifra que presenta el patrimonio, 

se eleva el ca pital mediante nuevas a cciones que a l ser coloca das a llegan los 

fondos necesarios. 

En re sumen de todo lo dicho a nteriormente podemos decir que el Código 

de Comercio para tratar el a umento ydisminución lo ha ce en dos aportados: el 

primero se refiere Cl I a umento y el otro CI la reducci ón pe ro a demás tiene una 

venta ja sobre la legisl a c ión que derogó, que supone cumplidos los requisitos 
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generales sobre la ma teri CI exigidos por el mismo, de ta l manera que para proce­

der a l a umento o disminución es necesario previamente establecer el procedimien­

to común. 

La decisión debe ser adoptada por la a utoridad máxima de la sociedad: la 

Junta Genera l de Accionista s. Esta junta debe ser estraordinaria, convocada de 

manera especial y con un quórum que arroje un tota l no inferior a la s 3/4 par­

tes de las a cciones. El acuerdo debe puhlica rse en el Diario Ofic bl, Art. 176. 

A tra vés de dos posibilida des puede da rse cumplimiento a l acuerdo de a u­

mento, como ya lo dijimos, así: por emisión de nuevas acciones o dando ma yor 

va lor a las que ya existen, Art. 173. Los a portes pueden ha cerse: 1) Por me-

dio de la figura ll a ma da compensación, entregando a los a creedores de la socie­

dad una c J ntidad de a cciones equivalente a lo que se les adeuda¡ 2) Ca pita l izan­

do reservas o util idad o a mortiza ndo a cciones¡ 3) Por nuevas aportaciones en di­

nero o en especie. 

Al emitir nuevas a cciones es necesa rio observar lo siguiente: a ) Debe estar 

totalmente pa ga das las de la emisión anterior; b) A pa rtir de los quince días de 

publ icado el Acuerdo de a umento, los a ccioni stas que ha ya a la fecha tendrón -

derecho a suscribir las a cciones, proporciona lmente e las que tengan a l momento 

de a cordarse el a umento (Art. 157 )¡ c) La escritura no podrá otorgarse hasta que 

transcurran quince días después de la publ icación del a cuerdo respectivo, sa lvo -

el caso de que todos los a ccioniSTas suscribieran todo el capital, entonces podrá 

otorgarse en el acto . Aquí ha y que distinguir si la constitución de la sociedad 

es simultá nea o sucesiva, según el Art. 177¡ d) La escritura de a umento de capi­

tal no puede inscribirse en ta nto no se pague a l menos la cuarta parte del va lor 

de cada a cción o el ta nto por ciento superior que los esta tutos determinen, Art.179. 

Para eleva r el va lor de a cciones se procede así: a ) Debe haber unanimidad 

en el a cuerdo; b) Cuando el aumento se pretende tJ trovés de la capital ización 

de uti I idades puede darse a utorización mediante una j un ta general con mayoría -

calificada, con la facultad de que los que se opusieren al a cuerdo para pedir -

que se haga en efectivo la entrega su parte en las uti I idades, de ese modo la 

sociedad puede disponer de las a cci ones con sujeción a lo que dispone el Art. 

141, prescribe el Art. 180. 
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Esto en cuanto a l a umento, e n lo que respecta a la disminución es así: 

Antes de que se rea l ice la sesión para a corda r la reducción es ne cesario 

que con ante rioridad se liquide n y pa guen todas las obliga ci ones a ca rgo de la 

sociedad, pero si los a creedores están confo rmes puede hace rse sin este requisitq 

Art. 182. 

Asimismo puede procede rse a e ll o cua ndo e l a c t ivo de la sociedad exceda 

de l pasivo en e l dobl e del monto de la disminución a cordada, pero en este caso 

los a creedores podrían exigir el pa go inmedia to de sus créditos, a ún cua ndo los 

pl azos no hubieren ve ncido . Art. 182 inc. 20 . 

Como una garantía para los a creedores a l e jecuta r el acuerdo de reducción 

deben seguirse los siguientes pasos: a ) presenta r o la oficin a que e je rce la vigi ­

la ncia del Estado, un inventa ri o de los bi enes socia les, a precia dos a l precio me­

di o de la pl aza; b) La oficina invest igará a través de pe ritos y verificará si lo 

dicho en el inventa rio es ci erto y con base en el dicta men a utoriza rá o nega­

r á e l a cuerdo; c) Si la reso lución fuere a f irmativa , ce rtifica ción de la misma se 

a compañará a la escritura respectiva pa ra su registro . Art. 182 inc. final. 

El a cuerdo de reducción podría efectua rse si se disminuye e l va lor de todas 

las a cciones o bien med ia nte su a mortiza ción de conformidad a lo que ordene -

la junta gene ra l que a cuerde la disminución, Arts. 30, 139, 141 y 186 y de con­

formidad al 184; si el va lo r de todas las a cci ones no se a justare a la cuantía -

lega l, la sociedad podrá ha ce r los a justes que fueren necesarios, inclusive efec­

tuando las funci ones indispensables; e n este caso se dará un pl azo no inferior -

a seis meses a los accionistas, para efectua r el canj e de t ítulos, vencido dicho 

prazo, los títul os a ntiguos se ca nce larán y la sociedad pondrá los nuevos a la -

orden de los accionistas. 

En lo que se re fi e re a la a mortiza ción, ca be a la sue rte la designación 

de los titulas a ca ncel a rse, pe ro en este ca so se hace necesa ri a la presencia 

de un representa nte de l Esta do para la debida vigila ncia del a cto, el cual de­

be hacerse consta r en a cta nota ri a l. Art. 185. 

Las a cciones deben a mortiza r se confo rme a l valor contabl e según lo dispo­

ne el Art. 185. 
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Cuando sea en virtud de la ley que haya de procederse a la reducción, se 

realizarán una junta genera l, que tratará de la obligación de reducir, con la sa l­

vedad de que dicha reunión no podrá a corda r nada en contra de la ley, será vá­

I ida no importa el número de a cci ones que se encuentren representadas, Art. 186. 

En caso de que no se proceda o la reducción, la sociedad cae en elrubro 

de las irregul a res y debe ser liquidada forzosa mente. Puede e vita rse tal acción 

si se pide a l Juez que seña le un término pa ra poder regula rizar su situa ción y 

evitar que sea liquidada, Art. 186 incs. 30. y 40. Art. 347 
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CAPITULO V 

LAS RESERVAS 

Para la ciencia económica las reservas son fondos disponibles en previsión 

para su empleo en el futuro, pero en lo que se refiere a la concepción jurídi -­

ca las reservas son un conjunto de valores monetarios excluidos del reparto de -

utilidades con el objeto de dar mayor solidez al patrimonio de la sociedad. Se 

destinan reponer las pérdidas antes de que se afecte el capital social. Vivante 

citado por Brunetti dice: ""la reserva legal es un órgano de defensa que hoy -­

forma parte, en cas i todos los pa ¡ses, de I ordenam iento de las soc i edades por ac­

ciones y está destinado a acrecentar las garan tías de los acreedores y de los so­

cios. Gracias a ellas, las pérdidas que irían inmediatamente a herir el capital, 

se abaten sobl'e la reserva, la reducen, pero no atacan el capital si antes no .­

las han agotado. Gracias a ellas se pueden compensar las pérdidas que los pre­

cios de la hacienda en función sufren cuando pasa a liquidación. Si por cual -· 

quier pérdida desciende a menos de la medida legal, se ha de reintegrar con ... 

los beneficios posteriores con lo que crea una solidaridad entre los diversos ejer­

cicios, poniendo a contribución los ejercicios prósperos para cubrir las pérdidas 

de los desgraciados""(14) 

El Art. 39 dice que "De las utilidades netas de toda sociedad deberá se­

pararse anualmente un porcentaje para formar la reserva legaL .. " El Art. 123, 

que se aplica a las sociedades anónimas dice: ''''''la cantidad que se destinará 

anua Imente para formar la reserva legal de la sociedad de responsabi I idad I imi­

tada, será de siete por ciento de las utilidades netas y el Itmite minimo legal 

de dicha reserva será de la quinta parte del capital social"" y el inc. 20. _. 

del Art. 39 dice: ""la reserva legal deberá ser restaurada en la misma forma, 

cuando disminuya por cualquier motivo'''' • 

Otros tipos de reservas son las reservas estatutarias y las voluntarias, Ad. 

443 No. 11, lit . e). 

El fin de las reservas es el acrecentamiento del patrimonio de la sociedad. 

Son diferentes de otras cuentas que figuran en el balance y que rebajan 

algunas otras partidas del activo. Muchas cuentas reciben indebidamente el -
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nombre de reservas como: a) el fondo destinado a la amortización de acciones; 

b) los fondos de garantía; c) los fondos destinados a la renovación y amortiza-

ción de los inmuebles de la entidad; los fondos para créditos de difícil recupe ' 

ración. La ley habla sólo de otra reserva para proveer al cumpl imiento de las 

obl igaciones que respecto a su personal tenga el comerciante, en virtud de la .. 

ley de los contratos de trabajo, Art. 447. 

El Art. 124 dispone que las reservas sean invertidas de cierto modo, para 

el caso, dice: "Las dos terceras partes de las cantidades que aparezcan en la 

reserva legal deberán tenerse disponibles o invertirse en valores mercantiles sal ·-

vadoreños o centroamericanos de fácil real ización¡ la otra tercera parte podrá 

invertirse de acuerdo con la finalidad de la sociedad". 

Se ha discutido en la doctrina de otros países a qUienes pertenecen las 

reservas, pues para unos son propiedad de la sociedad, y para otros , los accio-

nistas pueden disponer de ellas libremente~, -- - -- - - .-----
Sobre el tema A. Scialoja, citado por Brunetti dice: 1111 el SOCIO no tiene 

un derecho (perfecto o actua l) sobre el patrimonio social, tanto si se trata de 

una expectativa, de un derecho abstracto, potencial, eventual o condicionado, 

ello no tiene ningún interés. Por cuanto se refiere a los beneficios, se ha de 

admitir que el socio, a l conferir a los órganos sociales la facultad de retener 

una parte de los mismos en las reservas, renuncia a su derecho al re parto inme-

diato de dichos beneficios y los deja en el patrimonio de la sociedad para su 

empleo en la empresa común. La doctrina está de acuerdo en considerar 

que el derecho del socio a su cuota de reparto es un derecho ( o expectativa) 

que no puede ser suprimido por los órganos sociales, pero que adquiere su con-

tenido efectivo y actual cuando la sociedad entra en I iquidación ll
• (15) 

La reserva legal no puede reducirse por ningún motivo, desde luego -

que existe la disposción imperativa del Art. 39, ahora bien, en lo que se 

refiere a la reserva que menciona el Art. 443 No. Ii lit. e), lasestatutarias 

o voluntarias, hay que distinguir, si se trata de las estatutarias, puede revocar­

se el acuerdo que ordenó su formac ión, pero a la vez debe modificarse el pacto 

social o los estatutos en lo pertinente . En lo que se refiere a las reservas 
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voluntarias son los SOCIOS quienes pueden revocar el acuerdo respectivo y orde­

nar el reparto de uti lidades, ya sea en todo o en parte. 

El legislador para fundamentar la constitución de la reserva legal ha teni ­

do como mira principal el mantener el capital social incólume, en lo posible. 

Tómese en cuenta la forma de redacción del Art. 39 IIdeberá seporarse ll
, que -

contiene una orden terminante, Sin condiciones y que el segundo inciso del ar ­

tícu�o citado dice que IIdeberá ser restaurada en la misma forma 11 • Es que la 

disposición se redactó con el objeto de proteger a los acreedores sociales y --­

terceros interesados de la insolvencia de la sociedad y quienes no pueden oc·· 

cionar en contra del patrimonio de los socios. 

La reserva sólo puede constituírse si hay beneficios, es decir que haya -

una diferencia entre el activo y el pasivo que puede arralar una pérdida o uti 

lidades, depende de que el pasivo supere al activo o viceversa. A esto se _ . 

añade el estado de pérdidas y ganancia$ que va siempre unida al balance tal 

como lo dice el Art. 441. 

Según el Art. 175 dice que en la reserva legal entrarán no sólo parte de 

las utilidades que ordena el Art. 39 sinoque también el sobreprecio de las ac­

ciones. Sobreprecio es la diferencia entre el valor nominal y que se obtiene 

de la emisión de acciones, y ya que no se deriva de una gestión involucrada 

en las operaciones de gestión administrativa, no ~s una renta sino parte del -

capital y por lo tanto debe pasar a formar parte de las reservas con categoría 

especial. Este sobreprecio tiene una entidad igual a la del cap ital social. 

De conformidad a lo prescrito por el Art. 39 que obliga a la formación 

de la reserva legal, separando de las utilidades una parte y con la obligación 

de hacerlo figurar en el balance del lado del pasivo, según el Art. 443 No.11 

lit. e), la cuenta de las reservas, como una consecuencia necesaria debe au­

mentarse la contrapartida que debe figurar en el activo, de esto se derivan 

importantes consecuencias de orden jurídico: 

a) Hay que tomar en cuenta los fondos de reserva para determinar si -

el capital social ha disminuido en más de las tres cuartas partes como conse­

cuencia de pérdidas (Art. 187 No. 111) o ha quedado reducido a menos del 
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límite que señala el Art. 192 No. l. 

b) Una vez pagadas las de udas sociales durante la liquidación, los accio -

nistas tendrán derecho a una parte del capital y de las reservas proporcional ·-­

mente al número de acciones que tengan en su poder. Los socios que adquirie-­

ron acciones de alguna nueva emisión y que pagaron por ellas más del valor -

nominol de las mismas no puede pedir que se les de una parte mayor de las re­

servas aunque los fondos de las mismas se hayan acrecentado a consecuencia -

de los sobreprecios que se hayan pagado por la venta de las acciones; 

c) En el ~"omento de la liquidación; el usufructuario de las acciones no 

puede pretender ningún derecho sobre partes correspondi entes a la reserva, su · 

mándose ésta al capital social y por lo tanto pasan directamente al propietario 

de las mismas. 

Estas son entre otras las consecuencias de que hablamos al principio; exis ­

ten otras pero no es del caso examinarlas exhaustivamente en este trabajo. 

Las llamadas reservas estatutarias son las que dispone el pacto social o 

que se establecen a través de un acuerdo posterior que lo modifique en ese -

sentido. Deben reglamentarse cuidadosamente en el pacto o en el acuerdo, -

pues de lo contrario al quedar facultado cualquiera de los órganos de la so­

ciedad como son la Administración o la Asamblea puede darse el caso de que 

las reservas adquieran la categoría de las llamadas extraordinarias. 

Es de fácil comprensión que las reservas estatutarias no están sometidas 

a la reglamentación estricta de las legales. Se constituyen a través de las 

util idades una vez que se han separado las que corresponden a la formación 

de las legales, por supuesto que la Junta General tiene la facultad de modi ­

ficarlas, pasarlas al fondo del capital o autorizar su distribución entre los ac­

cionistas. 

Ahora bien en lo que se refiere a los derechos de las acciones llamadas 

privilegiadas, la cuestión toma otro sesgo, desde luego que la J unta General 

no puede disponer de tales reservas a su antojo, pues tiene que respetar los -

hechos de tales acciones en virtud de la obl igación adquirida con anterioridad 

por la sociedad. Cualquier acuerdo que violase sus derechos sería nulo si 
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no se ha tomado el consentimiento de los accion istas afectados. Arts. 171 y 226. 

Las reservas voluntarias, dependen de la voluntad de la junta general. Es 

obvio que se necesite en ciertas ocasiones tales reservas desde luego que existe 

una manifiesta dificultad en que el pacto social puede prever los múltiples ma­

tices que pueden surgir en el curso de la vida de una sociedad, por lo que es 

del todo aconsejable que se formen reservas aparte de la legal; de otro lado -

existe la consideración de que no podría estarse modificando el pacto social 

~ada vez que aparece o termina la necesidad de formar las reservas. 

Pero la cuestión se torna delicada si se toma en consideración que la fa ·­

cu/tad de que queda revesJida la junta general "ego a ciertos linderos en cuan­

to a su poder se refiere, pues debe tomarse en cuenta que con ello se vulnera 

el derecho de los accionistas al reparto de utilidades. Si se pretende aumen·· 

tar la solvencia de la entidad, el acuerdo que se tome tiene cierta consisten- ·· 

cia. Los accionistas esperan con justa razón que después de separarse de las -

utilidades lo necesario para la formación de la reserva legal o de la estatura ­

ria en su caso, se proceda al reparto de los beneficios, de ahí que sea un de­

recho que la Junta General puede vulnerar fácilmente. 

Lo dicho no significa en manera alguna, que la Junta General no pueda 

en determinado caso formar una reserva voluntaria cuando tal paso esté plena­

mente justificado por la conveniencia de los negocios de la sociedad. 

Finalmente diremos que las reservas en la sociedad anónima revisten un 

carácter de importancia diferente a las otras sociedades. En ella, como ya -

se dijo, los benefi cios no se reparten en su totalidad, sino que se separan una 

parte de los mismos para formar el fondo que servirá de mayor respaldo y ga­

rantía a los acreedores, repetimos, de tal modo que funcione a manera de re­

fuerzo del capital social. 

Postulado lo anterior, podemos concluír doctrinariamente: a} el pasivo -

debe contener una cuenta de reserva que especifique la retención de los bieres 

o valores en cantidad e quivalente; b) la reserva legal debe extraerse de las .. 

util idades netas de cada ejercic io; c) A menos que la ley o los estatutos de 

la sociedad anónima lo establezcan no hay necesidad de que los fondos se .. 
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conviertan en una clase determinada de valores o bienes, pues lo indispensable 

es que la reserva esté respaldada por un número de bienes suficientes; la reser­

va legal puede aplicarse a compensar pérdidas, pero no a reparto de dividendos 

cuando no haya utilidades; ni a amortizar acciones porque se daría lugar a un 

reparto no aUTorizado; d) la cuota destinada a reservas que se toma de las uti·· 

lidades, tiene un límite mínimo en su monto, el que puede elevarse voluntaria .. 

men te pe ro no reduci rse. 

Puede establecerse una reserva voluntaria, como se dijo, que aparezca -

en los estatutos o por acuerdo emanado de la Junta General, la sociedad dis ­

pondrá lo conveniente sobre estas reservas, salvo que el aouerdo o los estatutos 

les designen un obj e to determinado. Los Arts. del Código que tratan de las 

reservas son: 39, 123, 124, 295 y 443 No. II lit. e). 
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CAPITULO VI 

LA ACCION 

Trataremos en seguida de otro punto importante, el que se refiere a la -­

ACCION en la sociedad anónima. Por ser materia que requiere de una extensión 

considerable a fin de que sea tratada en forma total, nos limitaremos a hacer un 

breve esbozo de la cuestión. 

El capital de las sociedades anónimas se divide en un número definido de 

partes iguales,. las cuales reciben el nombre de acciones, por lo tanto cada una 

de ellas es una parte alícuota del capital. De esto nace la connotación capita­

lista de la sociedad anónima, pues las aportaciones de los socios se traducen en 

acciones, de tal modo que si un socio aporta una mayor cantidad, mayor será a 

su vez el número de alícuotas que poseerá. Las acciones son todas de un valor 

nominal de diez colones o múltiplos de diez. Art. 129, por lo que cabe el repar­

to de acciones puede ser distinto según la cantidad aportada, la cual por lo ge­

neral se hace en dinero o por su equivalente en oumerario. 

En estas sociedades la consideración personal desaparece, tal como lo dice 

el Art. 126, se cambia por las acciones poseídas, dicho de otra forma, la parti·­

cipación en la vida de la entidad, cuya principal manifestación es el derecho a 

voto, está en relación directa con los aportes para la formación del patrimonio -. 

social. Así como sea el número de acciones, así será el número de votos. Art. 

164 mc. 20. 

La acción es la que representa el derecho del socio sobre el patrimonio 

y la vida de la sociedad. El derecho tiene por así decirlo dos caras, la una 

_que se refiere a la participación de I socio y que es susceptible de ser transmi­

tida por el título valor. El titular de la acción es el que ejerce los derechos 

que le son anexos. Por el otro lado están los derechos que dan Jderminadas 

ventajas al socio y que no se transmiten al ser enajenado e l título valor y si 

llegan a transmitirse no dan al recipiente el derecho de voto. 

A través de estos elementos que comprenden la obligación de apO" tar, el 

derecho a participar en la vida social y el instrumento que incorpora la obli ­

gación y el derecho, es que puede decirse que la acción adop~a tres diferentes 



-61 -· 

significados: a) título de crédito; b) derecho de participación social; y c) parte 

del capital social. 

Las acciones son parte del capital social o alícuotas. La persona que -

aporte una cantidad equivalente a una o vanas de tales partes, viene a ser -

miembro de la sociedad, y participa dentro de la misma con el número de títu­

los suscritos. De tal forma que los accionistas tienen un límite, no cualquiera 

puede serlo sino suscribió acciones en el acto de constitución de la sociedad o 

en las posteriores modificaciones del pacto social, tal cal idad sólo la podría ad­

quirir a través de la compra de acciones a una persona que ya sea socio. 

Desde luego que es una parte del capital, la acción posee un valor que 

pertenece a una porción del mismo. Este es lo que se llama el valor nominal 

de la acción al cual se refieren los Arts. 129 y 133. Los derechos de los so­

cios son proporcionales a este valor cualquiera que sea la cuantía del mismo, el 

cual puede diferir del valor real que tenga la acción dentro del patrimonio so­

sial, que sólo puede establecerse en el momento de la liquidación de la entidad. 

Se diferencia asimismo del valor en plaza o comercial de las acciones que es -

el precio que alcanza en el mercado de valores, el cual no podría servir para 

fundamentar los derechos del accionista desde luego que es por esencia movible. 

Las acciones confieren iguales derechos tal como lo dice el Art. 145, sin 

embargo, de conformidad a la misma disposición en la escritura socia I puede -

convenirse que el capital se divida en acciones con derechos lespeciales para 

e'::lda clase. 

El valor de las acciones, que está señalado en dinero, debe serlo en co·· 

Iones, según el Art. 129. 

Las acciones serán de un valor de diez colones o múltiplos de diez, 

Art. 129. 

La acción como material ización de la participación del SOCIO en la en­

tidad, confiere a éste diversos derechos, que pueden enumerarse de modo prin ­

cipal así: derecho de voto, de participación en el reparto de utilidades y en 

el acto de la liquidación. 

Si se quiere circunscribir mejor la par ticipación del socio a través de 
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la acción puede verse si tomamos en consideración lo siguiente: 

a) Derecho a las utilidades, es decir, a los beneficios que arrale el ejer­

cicio, dentro de los montos que acuerde la Junta General al aprobar el balance 

Arts. 35, 38 Y 165; 

b) Según el Art. 338 los accionistas tienen derecho a reparto del remanen ­

te después de pagadas las obl igaciones sociales, en el caso de la liquidación de 

la sociedad; 

c) El derecho a voto en las Juntas Generales, ya sean ordinarias o extra­

ordinarias, va implícito en la posesión de la acción, según lo dice el Art. 164, 

pues 11 El accionista dispondrá de tantos votos como acciones le pertenezcan o -

represente". Este derecho puede quedar I imi todo por el pacto social o por acuer­

do que lo modifique dando a ciertas acciores voto limitado, pero no ampliarlo 

de tal modo que una sola acción tenga varios votos, Art. 160. 

De la condición de accionistas nacen otros derechos: 

1) El de traspasar a otra persona la participación que lleva la acción, de­

jando así al que la adquiere en la posición del anl"iguo socio, Art. 154. En ­

lo que se refiere a las acciones nominativas puede quedar sujeto a determinadas 

condiciones. 

2) La facultad que tienen de inspeccionar los libros de la sociedad, Arts. 

236 y 245. 

3) De ejercer el derecho de opción a suscribir las acciones que se emitan 

en caso de aumento de cap i ta 1, Art. 157. 

Por otra parte, cuando el accim ista forma parte de grupos minoritarios -

tiene también otros derechos: 

a) Puede dirigirse a los administradores para que convoquen a la Junta Ge­

neral, cuando los socios representen por lo menos e I cinco por ciento del cap ital 

social, Arts. 231 y 235. 

b) Puede asimismo pedir que se aplace la sesión por una sola vez por 

el término de tres días, Art. 234. 

c) Pu eden impugnar los acuerdos tomados en j unta General que a su IUI ­

cio no se apeguen a la ley o al pacto social, en el caso de que hayan estado 
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ausentes o disientan de los acuerdos, aunque el derecho que se le confiere sea I i" 

mi todo, Arts. 247 y 250. 

d) Los accionistas que representen por lo menos el veinticinco por ciento del 

capital social puede ejercer directamente la acción de responsabilidad civil con­

tra los administradores, según el Art. 280. 

Existe también el derecho de los accionistas a reclamar de la sociedad la 

emisión de un instrumento que certifique su condición. 

El Art. 153 dice que las acciones pueden ser nominativas o al portador, pe -o 

ro de conformidad a lo dicho en el Art. 134 liLas acciones serán siempre nomina·­

ti vas, mientras su valor no se haya pagado totalmente ll
• 

Si no tiene el título que representa su participación el accionista no puede 

intervenir en la vida de la sociedad. Los Arts. 144 y 146 prescriben que la 

exhibición de los títulos es necesario para el ejercicio de los derechos que incor­

pora. 

Los Arts. 134 y 158 contienen disposiciones que I imitan la circulación de -

las acciones, el primero dice que una vez pagadas totalmente las acciones nomi­

nativas los accionistas podrán exigir que se les extiendan títulos al portador IIsiem~· 

pre que la escritura social no lo prohiba" y el segundo dice que en la escritura 

social puede pactarse que el traspaso de las acciones nominativas cuyo valor no -

esté totalmente pagado, sólo se hagan con autorización de la administración social. 

Las acciones de la sociedad anónima son títulos de crédito, tal consideración 

se desprende de lo dicho en el Art. 126, "Su capital se divide en partes alícuo­

tas representadas por títulos valores llamados acciones", en el Art. 191 se dice 

que la sociedad se constituirá bajo denominación en la que deberá figurar las 

palabras "sociedad anónima" o su abreviatura S. A. y el Art. 153 que establece 

que los títulos pueden ser nominativos o al portador. De ahí se desprende que 

las acciones quedan sometidas al regimen de los títulos nominativos y al portador, 

Arts. 654 y 675. 

La acción no es en toda la extensión de la palabra un título de crédito .. 

desde luego que los derechos y obl igaciones que tiene el socio se ind ican en el 

pacto social, es así como el Art. 149 están indicados: la denominación, el domici ­

lio y el plazo de la sociedad, la fecha de la escritura pública y los datos de 
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inscripción en el Registro de Comercio, el valor nominal de las acciones y el 

importe del capital social, los llamamientos que sobre el valor de la acción ha 

ya pagado el accionista o ia indicación de estar totalmente pagadas. De aquí -

que si el documento contiene datos que salen de su órbita, como puede verse si 

hay posteriores modificaciones del pac to, la acción no llena los requisitos todos, 

que se necesitan para los títulos de crédito, pues posee unas notas diferenciado· 

ras prop ias de su pape l. 

Brunetti, define la acción así: 1111 Un título de crédito no constitutivo, que 

facul ta a su poseedor para ejercitar los derechos inherentes a la cal idad de so· 

CIOS, que están contenidos en el mismo" (16) Nuestro Código define la acción . 

en el Art. 144 cuando dice: liLa acción es el título necesario para acreditar, -

ejercer y transmitir la calidad de accionista". Esta definición puede completar­

se con la que da el Art. 623 de los títulos valores: "Son títulos valores los do .. · 

cumentos necesarios para hacer valer el derecho 1 iteral y autónomo que en ellos 

se consigna". 

La acción pertenece en la categoría de lo que la doctrina llama títulos 

de participación, que no contienen en sí mismos un derecho de crédito en el -

estricto sentido teórico del vacablo, sino que una serie estrechamente relaciona·· 

da de obligaciones, facultades y derechos, las cuales van unidos indisolublemen­

te a la situación en que se coloca el accionista. 

Puede indicarse que el título valo r acción en manos de su legítimo tenedor 

da por cierta su condición o estado, el cual deviene a su vez de la escritura -

de constitución. 

Si se aparta el hecho de que la acción lleve en sí un derecho de crédi ­

to, las demandas que el socio pueda dirigir contra la entidad en virtud de su 

calidad de accionista, son personales, por lo tanto no repercuten en los bienes 

sociales, de tal manera que no puede considerarse al soci o como un acreedor, 

en la forma en que toma esta palabra. 

Lo que se dijo puede acomodarse al concepto de lo que es la literal io. 

dad de los títulos valores, vista desde el ángulo de documento que incorpora 

una relación jurídica obl igatoria, de tal forma que entre el socio y la entidad, 

lo dicho en el texto de la acción es la regla. Tal como lo dice el Art. 144 
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Ascareli citado por Brunetti dice: ""la literalidad es la cualidad de los títulos 

de crédito. En la cambial es absoluta porque no tolera referencias a relaciones 

que están fuera del documento . Desde este punto de vista, la letra de cambio 

es un trtul o completo, mientras que los títulos de participación, como las acclo-­

nes y los del orden representativo ( como tipi ca, la pól iza de embarque)' son -

incompletos. La literalidad no excluye que el ejercicio del derecho documen-­

torio dependa de la existencia de u na relación externa al mismo. Así en la 

acción referente a las cláusulas del acto constitutivo, para la póliza de embar­

que respecto de las del contrato de flete y de transporte". Y el mismo Brune­

tti dice: ""En los títulos a l portador y o la orden propiamente dichos, el dere­

cho dJ3rivado del títul o es el correspondiente al título acordado. En los títu­

los de partic ipación, el documento sirve solamente para la legitima ción del por­

tador del derecho" " y enseguida la clásica definición de Vivante, que reprodu­

ce nuestro Art. 623, con ligeras variantes: 1111 Título de crédito es el documento 

necesario para ejercitar el derecho literal y autónomo que se menciona en el 

mismo "" .. (17) 

No debe confundirse la literalidad con otra característica de los títulos 

de crédito, que da nacimiento a una relación entre e l documento y el de'recho 

que es·te incorpora, importante en lo que se refiere a la circulación de los tí­

tulos. En lo que toca a los títulos de participación, la incorporación posee -

ciertos y especiales matices. Como dijimos antes, la acción es un título in­

completo en el cual deben figurar datos que se refieran al pacto social y sus 

modificaciones, las cuales muchas veces no surgen de! título, lo que en reali­

dad incorpora la acción no es la cal idad de socio, sino que la parte del capi­

tal social cuyo valor nominal representa y que se indica en el texto del título 

y la facultad de ejercitar los derechos que corresponden a todo accionista. 

Otra característica de los títulos completos que no de be atribuírse a 

los de participación es la ll a mada abstracción, tal y como sucede con la le 

tra de cambio . Esta cualidad no funci ona a ca balidad en lo que se refiere 

a las acciones, piénsese tan so lo que si así fuero, la sociedad no podría ejer­

cer las facultades que le concede el Art. 135, en contra delsuscriptor que no 

ha pagado totalmente la acción. En consecuencia, el derecho que incorpora 
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la acción no es abstracto, desde luego que no nace de una declarac ión autóno­

ma contenida en una determinada convención, por el contrario, se encuentra es­

trechamente relacionada con el pacto socia l y con los a cuerdos de la Junta Ge·­

neral, que pueden no estar mencionados en el título. 

La acción es a todas luces un documento que encierra una confesión, pues 

SI consideramos que la confesión es la declaración o reconocimiento que hace -

una persona contra sí misma sobre la verdad de un hecho, del Art. 371 C., no 

puede ponerse en duda que el tenedor de la a cción posee entonces una declara­

ción que une o vincu la tal expresión con la existencia de los hechos que asegu­

ra son ciertos. Por eso es que el Art: 149,. No. VII dice que las acciones cer­

tificados provisionales o definitivos deben tener la firma de los administradores 

que conforme al pacto social deben suscribir el título. Es precisamente esta -

cal idad de documento de confesión el que justifica la legitimación del poseedor. 

Los autores están de a cuerdo en que los instrumentos pueden asumir estas 

fuoci ones: 1) De medio de prueba, desde luego que a través de ellos se estable­

ce la existencia de una relación jurídica; 2) Constitutiva, pues viene a ser ele'· 

mento indispensable para que surj a elvínculo, que una vez establecido, se con -­

funde con el documento; 3) Como vehículo para ejercer el derecho incorporado 

o para transmitir la s obligaciones, facultades y derechos unidos a él. 

Puede confundirse la legitimación con la titularidad del documento, pero 

son dos cosas diferentes; la primera entraña la posibil idad de ej ercitar el dere ­

cho con independencia de la segunda . Un ejemplo que es notorio puede verse 

en la letra de cambio, pues para reclamar el crédito que ella encierra se pre­

cisa de la posesión del título, pero no de la mera tenencia material del mismo, 

sino que la que nace de las formas de odq l.¡s ición de la circulación de los ti­

tulos cambiaríos. La titularida d implica una relación de dominio con la cosa, la 

legitimación la omite, méJs si se toma en cuenta que el poseedor de buena pue-

de pasar a tenedor legítimo de la letra de cambio, inclusive a título de no dueño. 

Así pues, el concepto de la legitimación dice relación con el de propie-

dad unido a la posesión del título, situación esta última en la que la legitima-

ción está de más. No quiere esto decir que el propietario puede hacerlo, por 
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lo que podemos todavía más, concluir que cuando se deja de ser propi e tario po­

seedor, ello no obsta para la legitima ción del nuevo tenedor, lo que se torna -

más obvio si e l nue vo poseedor deriva su derecho del a ntiguo dueño o de un -

tercero de qui en lo a dquirió de buena fe. 

Entonces pa ra la legi ti ma ción de los títulos de créd ito, es del todo impres­

cindible que la poses ión del instrumento sea cal ificada por la indicación dentro 

del texto de quien es e l a creedor de la presta ci ón que el misrro encierra. Es 

decir que la legitimación hace el papel que desempeña la posesión en la ad­

quisición de los bienes mue bles y la inscripción en el Registro de la Propiedad 

Raíz e Hipotecas con los inmuebles, pues señala el estado de hecho en el cual 

se apoya el derecho . Así, en la letra de ca mbio el legitimado para el ejerci­

cio de los dere chos derivados de ella es e l que conforme a las regula ciones que 

indica la ley surge como tal; en los títulos de participación es qUien tenga la 

posesión de los mismos, si es al por tador (Art. 675) o para los títulos del orden 

nominativos el que aparece registrCldo tanto en el titulo como en el libro de -

socios, o se le ha ex tendido un nue vo título o también lo persono que ha ob­

tenido el títul o por endoso seguido de registro en los libros sociales. 

El concepto de legitimación puede expresarse así: consiste en la posibili ­

dad de e jercer e l derecho por e l tenedor del título val or, a unque no sea e l ti ­

tular jurídico de l mismo, según las normas del derecho común. 

Así es como podemos expl ica rnos el que se den situaciones como e l caso 

de las acciones a l pcrtador que se ha n pignorado, el a creedor prendario está facul­

tado pa ra intervenir y votar e n las a sa mbl eas, o percibir utilidades y a recibir -- . 

su porte en la liquidación. ( Desde luego, que la sociedad deberá tener a l por­

tador de las a cciones como a ccionista, según lo d ice el Art. 164). Se ve que 

la propiedad tiene menor e ntidad que la legitimación. Tien e, puede decirse, 

dos efectos si nos atenemos a la división entre derecho sustantivo y a djetivo. 

En lo que atañe 01 primero porque es la base para presumir que e l legitima do 

es el titular del derecho que incorpora el t ítul o. La persona que presenta e l 

título no tiene que probar que es el legítimo propietar io y el deudor debe sa­

tisfacer la obliga ción a favor de d icho tenedor. En lo que se refiere a la --
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parte adjetiva no puede la sociedad eximirse del cumplimiento de la obligación 

alegando solo que el tenedor del título no está facultado para a ctuar como bene­

ficiado con la prestación, debe establecer que el tenedor lo adquirió con malicia 

en daño de la e ntidad . Esm5s, la legitima ción tiene valor probatorio de una ex­

tensión superior a la normal, pues si se efectúa un pago a una persono incapaz, 

éste se tiene por bi en hecho, si media la ignora ncia de ta l circunstancia por par­

te del deudor. Debe demostrársele, pues al que e jerce la acción, que no tiene 

derecho a ella. 

El modo de transferir el dominio de las acciones está regulado, según sean 

éstas a l portador o nominati vas, de conform ida d a lo que disponen los Arts. 134, 

153 Y 158, en rel a ción con lo dispuesto en el Art. 164, por el cual Jo sociedad 

debe tener como a ccionista a l inscrito como tal en el registro respectivo, si las 

acciones son nominativas y a l tenedor de éstas, SI son al portador. 

Sólo puede ser a I portador, las que están enteramente pagadas, Art. 134 

inc. 20. 

No existen den tro de nuestro ordena miento las acciones a la orden. 

Durante el tiempo que transcurre entre lo susc ripción y la entrega de las 

acciones a los socios, la sociedad podrá extender a los interesados, títulos provi ­

sionales, los cuales quedarán en todos los efectos, equiparados a las acciones, 

Art. 134, inc. 30. 

y el Art. 148 dice que: Entre tanto, pueden exped irse certificados provI ­

sionales para can jearse por los títulos definitivos. 

Estos instrumentos tienen lo misma categoría de las acciones de tal for­

ma que puede se r 01 portador cua ndo el aporte prometido ha sido completamen­

te satisfecho. De ahí que se conside re que los certificados como títulos de -

crédito, pues el socio puede, con base en e ll os, eXigir sus derechos y puede, 

asimismo, demandar su conversión en títul os defini ti vos. 

las acciones a l portador son transmisibles por la simple entr<::ga material 

de los títulos, Art. 145 ¡nc. 30.; la sociedad debe considerar como a ccionis­

ta a l tenedor de ellas, Art. 164. 
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En cua nto a la pérdida, extravío, de teri oro o sustracción de las accioness 

nomina tivas o a l porta dor, debe rá n suj e ta rse paro su re posición a lo que dispone 

el Art. 900 y siguien tes. 

De conformidad con el Art. 149, lo a cción de be conte ner ciertos da tos, 

que son seña lados por lo le y, de ta l ma ne ro que e l socio puede darse cuenta de l 

fin y de más e le me ntos de l pa cto socia l. Por e ll o es que como dijimos a ntes, -

la acción no es un títul o completo de par ticipación; desde luego que debe ha­

cer refe re ncia o e lementos exte rnos a l títu lo ca usa l de la misma . 

El títul o surge con la suscripción, me dia nte un a cto un i la tera l de la socie­

dad. De aquí se despre nde e l gra n princ ipio de creación que choca fronta lmen­

te , cm la conc epción contra ctua l de los a ctos jurídicos. La a cción es tal, -

desde e l momento de que se ha n ll enado los requisitos de fo rma que la le y le 

seña la . Se convierte en docume nto que !Ieva derechos pora el que la posee 

legítimamen te . 

Lo dicho anteriorme nte sirve de base para las acciones a l portador. La 

soci edad se obliga en el momento de la suscri pc ión, no precisa desprenderse 

de nada . No sucede lo mismo con las acc iones nominativas, e l principio enun­

cia do no es sufici ente, debe ha ber emisión paro que el soc io se torne propieta ­

rio del títul o de conformidad a l nombre que apa rece e n e l registro social. 

El Art. 131 dice que las a cc iones son indivisibles, en consecuencia, cuan­

do ha ya va rios propie tarios, éstos nombra rá n un representa nte común, quien ejer­

ce rá los de rechos deri vados de fe¡ misma . 

Viva nte , sobre este punto dice: ""Es ta regl a, ac túa, ta nto en interés de 

la sociedad como e n e l de los a cc ionistas: en interés de la sociedad porque 

las frecuentes subdivis iones de propiedad, que se producen espe cia lmente por 

ca usa de mue rte, no compl ique n para el pago de los dividendos y pa ra el -

cómputo de votos; en interés de los a ccionistas, pma que el títul o conserve 

su fa cilidad de cirula ci ón. De a que lla reg la, la ley ha sa cado una conse­

cuencia importa nte: e l de re cho de la soci edad a no reconocer ninguna tra ns­

fere ncia ha sta ha ya sido designado el único titul a r de la acción. Pero ha y 

otras igua lmente nota bl es: e l derecho de la soci eda d a repe tir de cada heredero 
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el total importe de la acción y de rehusar los pagos parciales ofrecidos por -

cada uno de éstos; la imposibilidad de quiEn ha cedido una acción de reservar­

se contra la sociedad el derecho a los dividendos relativos al tiempo en que era 

accionista"" (18) 

La regulación de la circulación de las acciones varían según sean nomina-· 

tivas o al portador. El Código de Comercio no habla de acciones a la orden. 

De conformidad a los Arts. 146 y 164, para ejercer los derechos deriva­

dos de las acciones a I portador, basta la presentación de los mismos. 

En lo que toca a las acciones nominativas, el Art. 154 prescribe que son 

transferibles por medio de endoso o por cualquier otro medio previsto en el, de­

recho común, seguido de registro en los libros que al efecto llevará la sociedad. 

Como puede deducirse de lo dicho, la circulación de las acciones nomina­

tivas tiene mayores trabap, pues en los dos casos que menciona el artículo cita­

do, se precisa de la intervención, por un lado, de un Notario u otro funciona ­

riO público; desde luego que se sujeta la transmisión al derecho común y del -

otro, debe la sociedad hacer la anotación en los libros para tener como accio­

nista al nuevo tenedor. 

Veamos ahora lo relativo a las acciones preferidas. 

El Art. 145 establece que las acciones confieren iguales derechos ... y 

añade : "Sin embargo, en la escritura social puede estipularse que el capital 

se divida en varias clases de acciones, con derechos especiales para cada cia­

se,. observándose siempre lo dispuesto en el Art. 36". 

Así pues, dentro de nuestra legislación se han reconocido entre otras dos 

a:::tegorías de acciones, las comunes y las preferidas, que e n doctrina se llaman 

también privilegiadas. El principio contemplado en la parte primera del 

artículo citado no es absoluto. 

El fundamento de esta clase de disposiciones puede encontrarse en el -

afán de que se den las condiciones propicias para que se alleguen masas de 

capital a las distintas industrias y comercios . 

El Código de Comercio ha regulado distintos derechos preferentes para 

las acciones privilegiadas, Art. 159 puede establecerse •.. diversas clases de 
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acciones, pero en caso de que no se especifiique tal circunstancia en el pacto 

social, habrá una sola clase de ellas. 

Es decir, que si se establecen varias clases de acciones pueden ellas te ner 

uno más de los siguientes privilegios: a) participación en las utilidadesa; b) reem­

bolso preferente en caso de liquidación de la sociedad; c) derecho de voto en 

las asambleas, este no soría propiamente un privi legio, desde luego que todas -

las acciones dan derecho a voto. 

En lo que se refiere en la preferencia al reparto de utilidades, el Art. 

161 dice que las acciones ordinarias no pueden asignarse dividendos sin que an ·· 

tes se señale a las de voto limitado (Art. 160) un dividendo no menor del 6% 

sobre su valor nominal. El inciso segundo del mismo artículo indica que las 

acciones de voto limitado se les señale un dividendo mayor que el de las ordi­

narias. 

El inc. 40. del Art. 161 habla de que las acciones preferidas de voto li ­

mitado se reembolsarán primero que las ordinarias. 

La prescripción del Art. 160 de que cada acción preferida da derecho a 

un voto, concuerda conel Art. 164 que dice que los accionistas dispondrán de 

tantos votos como acciones les pertenezcan, de tal modo que debe respetarse es­

ta última disposición que tiene íntima relación con el Art. 169, el cual a su 

vez indica que será nulo todo pacto que restrinja la libertad de voto de los -

accionistas. 

En los Arts. 217 IV y 218, queda regulada otra categoría de instrumen­

tos que no son propiamente acciones, pero que tienen una entidad semejante, 

son los certificados de goce. Estos certificados se dan cuando el contrato so­

cial autorice lo amortización de acciones con utilidades y se o'torgan a los -

poseedores de las a cciones reembolsadas; no tienen derecho a voto, pero confie­

ren el derecho a participar en las utilidades líquidas después de que se haya -

pa gado a las acciones no reembolsadas el dividendo señalado en lo escritura 

social. 

Estos certificados se emiten de conformidad a lo establecido en el Art. 

217 citodo, a través de un decreto de la Junta General, luego de un balance 
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que determine el valor real de las acciones. Los certificados se emiten sólo 

en contra de acciones totalmente pagadas. Las acciones que se van a amorti­

zar se designan por sorteo. Así los poseedores de los certificados de goce con­

tinúan recibiendo utilidades de la sociedad, por supuesto que con ciertas limita­

ciones. 

Los certificados de goce, aún cuando no otorgan la calidad de socio, sr 

deben considerarse con un título de crédito. Algunos autores consideran certi­

ficados de goce sustitutos de las acciones amortizadas con utilidades; son verda­

deras acciones y' los poseedores de los mismos deben ser considerados como so­

cios. 

De conformidad a lo establecido en el Art. 217 y en el 218, los certifi­

cados de goce: 10.) se otorgan a los tenedores de acciones reembolsadas con 

lo cual se puede asumir que se les restituye su aporte; 

20.) Estos certificados dan derecho a la participación en el reparto de -

util idades, después de que se hayan pagado las acciones ordinarias y para el -

caso de que se liquide la entidad, los poseedores de dichos certificados concu­

rrirán con los títulos no reembolsados en el reparto del haber social, después -

de que a éstos se les haya devuelto su aportación, a no ser que el pacto so­

cial disponga otra cosa; 

30.) No conceden los certificados de goce, el derecho de voto en las -

asambleas, de tal manera que el titular de un certificado pierde la cal idad de 

accionista y se convierte en un acreedor de la sociedad por las utilidades y 

la concurrencia al reparto en caso de liquidación 

La doctrina ha considerado que la calidad de acreedor se fundamenta, 

para el poseedor de los certificados en el llamado "negocio en participación" 

que nuestro Código de Comercio llama contrato de participación, Art. 1519, 

el cual se caracteriza por el interés común en las utilidades de las operacio­

nes empresariales. 

Aparte de los certificados de goce existe otra clase de títulos emitidos 

por la sociedad, llamados bonos de trabajador que aparecen reglamentados 

en el Art. 216. El precepto indicado es, a no dudarlo, el fundamento para -
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que las personas que contribuyen con su esfuerzo personal a la buena marcha de 

los negocios, participen de sus beneficios, (Ver exposición de motivos del Ante­

proyecto). 

los bonos de trabajador son creados por un acto de liberalidad de los so­

cios, Brunetti, sobre esta cuestión de los bonos de trabajador dice: 1111 Pero las 

dificultades interpreta tivas de esta infeliz disposición no terminan aquí. los­

prestadores de trabajo a lo que han de ser individualmente asignadas las accio­

nes, forman una masa fluctuante: hoy están, mañana no; hoy la empresa tiene 

cien obreros, dentro de seis meses puede tener quinientos o la mitad ¿cómo se 

puede hablar de una asignación individual y por consiguiente nominativa? ¿por 

qué tendría que gozar del beneficio solamente los dependientes que están en 

servicio el dio del acuerdo y no aquellos que han ingresado posteriormente? 

la atribución individual de acciones en una empresa que cuenta un gran núme-

ro de obreros es prácticamente irreal izable y da lugar a pel igrosas desigualdades"''' 

(19) Brunetti, T ratcx!o de las Sociedades, pág. 158 

Y sobre e I m ismo tema se pronuncia uno de los redactores del Proyecto -

de Código de Comercio, el Dr. Roberto lara Velado, en los siguientes términos: 

1111 De manera especifica, podemos señalar las modal idades siguientes: 1) Aque-­

lIas sociedades que dan a sus trabajadores participación en las util idades, me­

diante la emisión de bonos de trabajador; esta participación puede darse a los 

trabajadores individualmente, por regla general a aquéllos que llenan ciertas -

condiciones, como cierto tiempo de trabajar en la empresa, importancia de sus 

servicios u otras similares; también puede darse esta participación a los orga­

nismos sindicales de los trabajadores de la empfesa, cuando dichos trabq adores 

están organizados. 2) Participación en el manejo de la sociedad, mediante -

la admisión de representantes en trabajadores en los organismos directivos 

de la misma; estos representantes pueden ser electos por la totalidad de los -

trabajadores, o por las directivas sindicales de las organizaciones a que éstos 

pertenecen. 3) Participación en el capital de la sociedad, mediante la figu-

ra denominada accionariado obrero; la sociedad destina cierto número de acciones 

a sus trabajadores, las cuales pueden haber sido pagadas previamente por los 

capital istas, o pagarse con las uti I idadas que a los trabajadores correspondan; 
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dichas acciones pueden adjudicarse individualmente a los trabajadores que cum­

plan con determinados requisitos, o a las organizaciones sindicales a que los -­

trabajadores de la soci edad pertenezcan; generalmente, estas acciones no pue-­

den transferirse por los trabajadores y deben ser devueltas por éstos o la socie­

dad, en caso de retiro; pero en este caso, la sociedad está obligada a liquidar 

y pagar el valor rea l de las a cciones a l que se las devuelva, de conformidad 

al último aprabado'"'. 

Antes de terminar esta parte, tra ta remos lo que nuestro Código llama bo­

nos de fundador, según se ve en los Arts. 210 Y sigo 

La ley determina que estos bonos tendrán una participación que no exce­

da del diez por ciento de las utilidades líquidas anuales, durante un período 

no mayor de diez años a partir de la constitución de la sociedad. 

Doctrinariamente estos títulos no l levan aparejada la condición de socios, 

sino nada más que la de acreedor de la sociedad, condición que permite parti ­

cipar en el reparto de util idades, pero que no da derecho de voto y a concu­

rrir en el reparto del haber socia luego de la liqJ idación. 

En cuanto a lo dicho es bueno que conozca mos las razones de haberse 

incluido en el Código de Comercio ta les títulos de participación, el Dr. Ro­

berto Loro Velado, uno de los redactores del Prayecto de Código, hoy Ley de 

la República, dice: IIIISe conocen como socios funda dores los firmantes de la 

escritura de constitución simultánea; y los firmantes del pragrama, en el caso 

de la constitución sucesiva o pública; estas personas tienen derecho a cierta 

remuneración, por la pramoción de ; negocio a que se dedica la sociedad; al ­

gunas legislaciones extranjeras les acreditan a cciones liberadas, de las cuales 

se ha hablado más a rribo, pera en nuestro derecho no están contempladas, -

por cuanto merman, a unque sea temporalmente, la garantía de los acreedores; 

en términos genera les, no puede acreditarse a los fundadores ninguna ventaja 

que menoscabe e I ca p i ta I de la com p:1ñ ía . Los bonos de fundador no son -

acciones, por lo tanto no representan parte del capita l socia l ni dan derecho 

a participar en forma alguna en la a dministración de la compañía; simplemente 

amparan el derecho o participar en las utilidades. Pueden emitirse con carácter 
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intransferible, o en forma nominativa, en cuyo caso necesitan aautorización de 

la administración social paro ser transferidas; o 01 portador, los cuales se trans­

fieren libremente; su duración máxima será de diez años; pueden combinarse - ­

con plazos extraordinarios hasta de diez años, concedidos a sus titulares para -

el pago de acciones suscritas por los mismos, siempre que se estipule que los 

dividendos que le corresponden se abonarán al pago del capita l suscrito, en cu­

yo caso sólo pueden transferirse simultáneamente con las acciones suscritas a -

cuyo pago contribuyen, y o las mismos personas que adquieren éstas"". (Pág. 

95 Revista de Derecho No. 2, Año 1) 

El Art. 141 prohibe a los sociedades adquirir sus propias acciones; pero 

en el mismo artículo se establece uno salvedad: "salvo por remate o adjudicación 

judiciaP' . 

Esta operación de adquisición de las propias acciones es muchas veces -

una buena medida dentro de hacer económico de la sociedad, pero puede dar­

se el caso en que se tuerza la intención para que caigo dentro del campo de 

una verdadero maniobra de lucro o interés. 

El Art. 142 dispone que la sociedad no podrá hacer anticipos ni présta­

mos sobre las a cciones que emita. 

A primera vista no se ve claramente cuál es el objeto de una disposi-­

ción como esta, pero sí nos detenemos un poco a pensar en la operación, sa­

camos las siguientes conclusiones: el artículo impide que con el préstamo o -

el anticipo que se ha ga se compren a cciones; por otra porte, se evita el que 

las garantías que le son debidas, en este caso los acciones, se vean reducidas 

a cero en razón de cual quier eventual idod duran te la que podrían tener nece­

sidad de ha cer uso de tales garantías. 

La disposición ha sido redactada en forma terminante: en "ningún caso" ... 

por lo que de realizarse una operación de esa naturaleza sería nula de confor­

midad con la norma fundamental que expresa el derecho civil y que se aplica 

al mercantil: Art. 10 C. Los oc tos que prohibe la ley son nulos y de nin­

gún va lar; salvo en cuanto se designe otro efecto que el de nulidad en caso 

de contravención". 
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¿ Qué pasa cuC! ndo la propiedad de la acción se divide? ¿Qué sucede 

en los casos de transmisión temporal del dominio? El Art. 132 contiene dispo­

siciones de suma importancia, desde luego que se refiere a las situaciones obje­

to de las anteriores pregunta s, y responde a las mismas. 

En virtud de la indivisibilidad de toda acción que señala el Art. 130, 

hay que considerar la s distintas circunstancias a que puede dar lugar la divi ·· 

sión del dominio o la transmisión temporal del mismo a otra persona distinta -

del titula r de la acción. 

Hay aue distinguir en lo que se refiere a las acciones nominativas o al 

portador para determinar el regimen qU '3 se les a plicará, con relación a las -

acciones al portador ya se sa be que en virtud del Art. 164 el poseedor está 

legi"timado para ejercitar las facultades derivadas del título. En cuanto a las 

acciones nominativas debemos tomar como punto de partida el que existe un -

registro de a ccionistas (Art. 155) y que en él se anotan los gravámenes y tras­

pasos que recaen sobre el título, de tal modo que no producirán efecto alguno 

frente a la sociedad las acciones da das en prenda o en usufructo, para el caso, 

si no hay anotación en los libros sociales de tal circunstancia (Art.153 No. 11). 

Ahora bien, la prenda debe constituirse a través de la entrega del título valor 

el cual se endosa C" n la cláusula "en prenda" Arl".668 y 1531 No. Y. 

El Art. 2145 del Cód igo Civil que se refiere a la prenda dice que el 

acreedor prendario no puede servirse de la prenda, sin el consentimiento del 

deudor. Esta disposición está en conforme regulación de la prenda de accio­

nes, pero tal situación no tiene iu -~ificación si consideramos lo siguiente: El 

socio participa en la vida de la sociedad, principalmente a través del derecho 

de voto, lo que puede, en determinados casos, afectar el patrimonio de la -­

entidad, así que el acreedor prendario tiene interés también en el patrimonio 

de la compañía, de tal forma que si se permite que el deudor, socio de la -

entidad, ejerza sus derechos, podría darse el caso de que el derecho del acree­

dor pignoraticio se redujera a la nada a través del voto del socio. Tal razo­

namiento puede apl icarse -::\ caso del usufructuario de acciones. No obstan-

te nuestra ley dispone lo contm rio. 
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En lo que se refiere a l depósito de a CCiones, hay que hacer constar que 

deberá entregar las cantidades recibidas en virtud de las operaciones socia les 

al tiempo de expirar el depósito constituído. 

También existe el depósito de títulos va lores en las instituciones banca-

n as[ Art. 1202. 

En último término ha blaremos de las a cciones dadas en comoda to, por el 

que una de las pa rtes entrega a otra, gra tuita mente, una especie, muebles o -

raíz pa ra que ha ga uso de ell a, y con cargo de restituír la misma especie des-

pués de terminado el uso. Art. 1932 C. Civil. De este modo el comodatario 

debe seguir las cláusul as del respectivo contrato. 

Según el mismo a rtículo 132 los derechos pa trimoniales, o sea participar 

en las utilidades, de recibir a la hora de la liquidación la parte correspondien-

a e del haber socia l, etc. serán ejercidos por el tenedor legítimo de las a cci 0-

nes con el alcance que el pacto o la ley determinen. (Inciso 20. Art.132) 

En el caso de transmisión temporal y revocable del dominio el adquiren-

te ejercerá todos los derechos propios del accionista, con los efectos que la -

ley o los pactos ha yan fij ado. (lnc. 10. Art. 132). 

Caso del socio único por haber pasado a sus manos todas las a cciones. 

El Art. 357 regula la ma teria referente al ca so de que la sociedad pase 

a manos de un solo socio. Este tema lo trataremos con mayor extensión en el 

capítulo referente a la disolución de las sociedades; por ahora bástenos decir 

lo siguiente: la ley ha resuelto a tra vés de este a rtículo, un viejo problema -

que se había dado en casi todas las legislaciones, pero como se decidió que 

la realidad jurídica se igualara a la rea lidad económica, el problema dejó de 

serlo. Y es que podría darse la situación de que una persona escogiera este 

cómodo expediente para limitar su responsabilidad, de tal manera que con el 

artículo citado de por medio se evita esa maniobra. 

Si resumimos lo dicho en las anteriores páginas podemos hacer una expo-

.. , .,.: 
slclon OSI: 

Defínese la acción al decir: que es una parte del capital social, repre­

sentada por un título transmisible y negociable, en el cual se incorporan los -
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derechos del SOCIO, de naturaleza indivisible y responsa bilidad limitada. 

Puede que la definición no sea completa, pero para los efectos de este 

trabajo consideramos que es suficiente, pues de lo contrario entraríamos a un -

campo a ue no nos corresponde. 

La a cción puede ser vis ta a través de varios enfoques; 

a ) Como parte al ícuota del capital soci al; b) Como conjunto de derechos 

del a ccionista; y c) Como título va lor que ampara los derechos del accionista. 

El primer literal no requiere ma yores explicaciones, sol a mente que es -.­

una de las partes iguales e n que se divide el capital socia l. 

Por los derechos mencionados en la letra b) puede decirse que son: 1) 

Patrimoniales y 2) Socia les. 

En virtud de los primeros se tiene derecho a percibir utilidades, de con­

formidad a lo establecido en la escritura o en la ley. Se tiene derecho a re­

cibir después de la liquida ción la parte del habe r socia l que se le adjudique 

a la a cción. 

Se tiene el derecho de gravar y traspasar la a cción, asimismo el derecho 

de opción a suscribir proporcionalmente nuevas series de acciones que se emitan 

o series de bonos y obl igaciones negociables. 

Los derechos sociales son los siguientes: puede el socio o accionista par­

ticipar en la Administración de la entidad, mediante e l voto en las juntos ge­

nerales. Por otra parte, existe la facultad de optar a ca rgos en los organis­

mos directivos de la sociedad a nónima . 

Existen varias cl asifica ciones de las acciones. Sólo da remos las que con­

sideramos más importa ntes 

Por los derechos que confieren : puede ser comunes o preferidas, Arts. 

129, 145 Y 159. 

Por su emisión y transferencia: nominativas y a l portador, Arts.147, 149 

Y 153. 

Por los compromisos de sus tenedores: pagadas y pagadoras, Arts.134, 

135 y 136. 

Comunes: las que confieren los derechos inherentes a la cal idad de ac-
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cionista, patrimoniales y sociales, Art. 145. 

Preferidas: goza n de pago preferente en ciertos casos, principalmente en 

recibir un porcentaje determinado de su va lor nominal en concepto de dividen­

dosl' llamados dividendos garantizados, Arts. 159 y sigo 

Las nominativas se emiten a nombre de persona determinada y se transfie­

ren por endoso seguido de registro en los libros de la sociedad, Arts. 153 y 154. 

Las acciones 01 portador pertenecen a quienes la s poseen materialmente, 

para transferirl as bosta su simple entrega, Art. 154 inc. final. 

Las pagadas son aquellas cuyos titulares han aportado todo su va lor 

Pagadoras las que no han sido pagadas en su totalidad. 

Las a cciones pueden tener tres valores: 1) Valor nominal: el que aparece 

en la escritura socia l, resulta de dividir el capital social entre el número de -

acciones; 2) Valor contable o real: el que tiene la acción si se liquidara la 

sociedad, se obtiene dividiendo el haber social entre el número de acciones; y 

3) El va lor comercia l o de mercado, es el precio que se paga por cada acción 

en un momento dado. 

Si consideramos a la acción como título, es un título va lar, valga la re­

dundancia, que representa la participación de un tenedor, tanto la parte al ícuo­

ta del capital social como los derechos del accionista. 

Es un documento destinado a circular, se transfiere de un tenedor a otro. 

Mientras la escritura no se inscriba, no puede haber emisión de acciones por­

que el pacto causal de las mismas no tiene existencio legal. 

Según el Art. 149, las acciones deben contener ciertos datos, entre ellos: 

identificación de la sociedad emisora, denominación, domicilio, plazo social. -

Por otra parte, la fecha de la escritura, nombre del Notario y la inscripción 

en el Registro de Comercio. Deben contener, asimismo, la indicación de si 

son nominativas y en este caso, aparecerá también el nombre del poseedor; si 

son a l portador es suficiente indicar tal ca l idad. Lo necesario para identifi­

carlas: serie, número o detalles similares. 

Es imprescindible que aparezca en el texto la información para determinar 

si la acción ha sido pagada totalmente o sólo en parte; y, como requisito final, 
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las firmas de las personas que según la escritura social deban suscribirlas. 

Ca be hacer la advertencia que al modificar la escritura social, si las al­

teraciones a fectan a las a cciones, se ha ce indispensa ble ca mbiarlas por nuevas, 

a nulando la s primitivas. 
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CAPITULO VII 

EL BALANCE EN LA SOCIEDAD ANONIMA 

El Código de Comercio no ,da un concepto de lo que es el ba la nce, pero 

en el Art. 282 di ce que las sociedades a nónimas practicarán a nuo Imen te por lo .. 

menos, un ba lance que contenga con EXACTITUD el estado de cada una de las " 

cuenta s, la especificu ción deloctivo y del pasivo y el monto de las utilidades o 

pérd idas que se hubiesen registrado; iró a compa ñado de l respectivo estado de pér-· 

didas y gana ncias. Y el Art. 443 inc. 10. dice: "Todo ba lance genera l debe 

expresar con veracidad, y con la exactitud compa tible con sus fina lidades, lo si -

tua ción financiera del negocio en la fe cha a que se refi e ro . Sus renglones se -

formarán toma ndo como base los cuenta s a biertas, de acuerdo con los criterios -

de estimación que se precisa n en el artículo siguiente". 

El ba l::mce es el resumen o compendio de los documentos conta bles. 

LANGLE Y RUBIO define el ba lance osi: "Es una sintética expresión conta-

ble de la situa ción patrimonial de una empresa merca ntil a l fin .) 1 de un ejerci ·-

cio económico". (20) 

Mesineo dice: "que el babnce es un documento derivado o dependiente o 

reflejo, adquiriendo su sentido solamente per relationem o sea en cua nto describ 

una situa ción contCl ble a ntes constituida de la que se asume lU,na paternidad en ma-

yor me dida que la asumida por a quellos documentos justificativos a los que se re-

fiere lo ley y de bs que los compibdores de l bCllance obtienen los documentos"(21) 

En lo reda cción de ta n importante documento,' entran tres órganos de la so-

ciedad : la Junto General, los administradores y el a uditor. Arts. 283, 284 y 286. 

El Art. 283 estCl blece que e l administrador único o la Junta Directiva de-

ben concluirlo e n el término de tres meses improrroga bles a partir del cierre del 

ejercicio socia l. Aunque vemos que lo ley ha blo de ba lance no podemos menos 

que concluir de que se traba de un proyecto del mismo. 

El mismo artículo citado dispone que tal documento debe se r en tregado 01 

a uditor dentro del plazo indicado, quien o su vez tiene un término de treinta . 
dios poro formul ar. su dictamen con los observaoones y proposiciones que estime 

convenientes. 
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Es decir, que el Auditor no interviene en la reda cción del documento, pero 

efectúa una comproba ción e inspección con a yuda de los libros e instrumentos con-­

ta bles, con un dicta men a la Junta General sobre su la bor. Esto rel a cionado en 

las obl ig:J ciones que le seña lo el Art. 291 No. VI. 

El Art. 285 seña la que el ó rga no administm tivo deberá poner a disposición 

de los accionistas el bcda nce con sus onexos y el dicta men del a uditor en los tér­

minos del Art. 236. 

El Art. 286 prescribe que la Junta General discutirá los términos de la me­

moria a nual y demás documentos, con el deber de resolver sobre su a probación o 

rechazo y toma r las med idas que estime convenientes. 

Si la Junta G enera l a prueba la gestión, el proyecto de ba la nce se convIer­

te en definitivo. L:J Junta Genera l puede recha %zorlo o modifica rl o . Si lo recha­

za debe convocar a nueva Junta Genera l pa ra los efectos correspondi entes. 

El balance se refiere a un a ño de e jercicio, según el Art. 282 de tal ma­

nera que es lo que se denomina un "ba lance de ejercicio". 

Tenemos entonces que la situa ción fin :mciera de lo sociedad se obtiene a 

través de la comporoción de lo que indica el ba lance con los resultados del ejer­

cicio a nterior. La consistencia del pCl trimonio se esta blece a través de la deduc­

ción de l pasivo del a ctivo . El a umento que no se repa rtió acrecerá a l pa trimo" 

nio anterior. Si las de udas supera n a l patri monio a ctivo a l fina l del ejercicio, -

el bcda nce será pa ñ ivo, si el pa trimonio que existía :J I empeza r las operaciones -. 

del ejercicio supera n a l que a parece a l fin, ha brá una pérdida . 

De lo di cho tenemos que el ba lance es el índice de los ca mbios ha bidos 

en el pa trimonio dura nte un ejercicio a nual . De a hí surge ta mbién la pa rte -

de las utilidades que se podrán repartir. El Art. 223 indico que la Junta General 

que a prueba el ba la nce, según el No. IV de la disposición, ordena la distribu­

ción de las utilidades. 

Los resulta dos que a rrole la conta bil idad y que figure n en el ba la nce, se 

someten a una escrupulosa regl a que debe seguir el ca mino que le traza la ley, 

ta l y como lo regla menta el Art. 443 y sig., disposición esta última que es el 

producto de una concienzuda la bor de experiencias en el tra jinar de las empresas 
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y otras legislaciones, a hora pla smada en nuestro cuerpo legal. 

Es así como el balance anual tiene un propio fin definido por la ley, dife­

rente de cualquier otro tipo de bala nce. 

Ese estado de pérdida s y ganancias que lo debe seguir necesariamente, da 

por sentado los va lores que se le asigna n a los componentes del patrimonio y -

que están contenidos en el bala nce. Debe pues, concordar su resultado con el 

del ba lance, ya que el estCldo de pérdidas y ganancias es el desarrollo del mis­

mo. Como bien lo expresan de una manera por demás gráfica, los tratadistas en 

materia contable, el ba la nce es una fotogrofía fija y el estado de pérdidas y ga­

nancias una película.; 

El objeto del ba lance anua l, como se ha señalado por los autores, queda -

establecido como una imperiosa necesidad de valorar en su justa dimensión el pa­

trimonio de la entidad. No se pretende con él, llega r a un estado final de cuen· 

tas, sino a conocer cuál es el verdadero rendimiento econórri co de la sociedad. 

No puede extraerse de su contenido un resultado definitivo, puesto que es has-

ta la terminaci6n total de las operaciones sociales cuando se sa brá si la empre-

sa fue un éxito o una derrota mercantil. 

la diferencia que se establece entre las utilidades brutas y 'netas y que -

aparece de manifiesto en este tipo de balances es adcuada a la necesidad de que 

la sociedad rinda en forma sostenida . De aquí que de las utilidades se haga 

uso en aquellos casos en que ha ya que afrontar los gastos que supone el soste- ­

nimiento de los elementos que componen lo compañía y ademós de que se está 

listo para los casos en que por casos imprevistos surja una pérdida en el desa­

rrollo de a ctividades futuras. 

Hacemos énfasis en que la finalidad u objeto de este tipo de bal ance no 

es sálo para que vea la situación económica y el resultado de la gestión finan­

ciera de la empresa, sino que podemos añadir otros elementos de juicio que fun­

damenta n lo finalidad de esta clase de documentos. 

1) Como se ha repetido a lo largo de estas páginas, el interés de legisla­

dor es mantener incólume en todo momento la debida correspondencia entre el 

ca pital y el patrimonio. Es por eso que se establece como una obl igación la 

formación del balance a nua lmente, Art. 282; y lo debida publicación del mismo, 

ArL ?R6 . .. obrA ton interesante temo. De Greaoio opina: IIlIla obli~ación de ha-
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cer públicos, a unque sea en medida limitada los negocios propios es, por lo gene­

ra l, un no despreciable freno contra los abusos; pero ta mbién sierve directamente 

-porque el ba lance, si es regular, impide la distribución .Q los accionistas de -

beneficios que no sea n efectiv ':lmente conseguidos·-, sirve para la formación de -

la reserva lega l y de a quellas otras, eventua lmente establecidas en el acto cons­

titutivo y que son una especie de refuerzo del capita l socia l; sirve pa ra limitar 

la compra, por pa rte de la sociedad, de propias a cciones, y fina lmente, revela 

un estado de hecho que obl iga a recurrir a oportunas disposiciones en ca so de -

disminución del capita l socia l ll (22) 

2) A tra vés del exa men del ba lance pueden los socios tener el debido co­

nocimiento del estado de las opera ciones y negocios socia les. 

3) El ba lance es la base sobre la que se procede a l reparto de utilidades, 

unido a l estado de pérdidas y ganancias. El Art. 38 dice que el reparto de -

beneficios nunca podrá exceder de los que rea lmente se hubieren obtenido, con­

forme a l ba lance y estado de pérdidas y gana ncias. 

El Art. 282 dice que: HEI ba la nce debe contener con EXACTITUD el esta­

do de cada una de las cuentasll y el Art. 443 dice: IITodo ba lance general de­

be expresar con VERACIDAD y con la EXACTITUD ... etc. 11 

El uso de la pal abra vera cidad ha sido critica do por los autores, en for­

ma a cre, con mucha ma yor razón si consideramos que las va loraciones que se 

esta blecen en el ba lance no son meras a plica ciones de criterios matemáticos -

sino que verdaderos juicios de va lor y que dependen en ma yor o menor grado 

de la a preciación subjetiva del reda ctor. Por otra parte, es preferible que -

se peque por omisión y no porque se ha va lorado en demasia un determina do 

elemento de composición del bala nce. Por esto consideramos poco feliz la pa­

labra que emplea la ley, y sí estima mos a ceptable lo de la exa ctitud. 

En la reda cción del bala nce se reconocen tres directrices principa les: 

a ) El ba lance debe ser unita rio, pues ha de torna r visible la redacci ón 

del bal ance; 

b) Debe ser continuo, con dos fases que lo integra n: En cuanto a la for o 

ma por el hecho de que su contenido debe adecuarse a los ba la nces de ejercicios 
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precedentes. En cua nto a la ma teria porque deben :::¡precia rse sus elementos des­

de el mismo punto de vista y con los mismos criteri os de valora ción que los usa­

dos en ejercicios a nteriores. 

c) Debe ser periódico, ta l como lo ordeno el Art. 282, reda ctado 01 fina· 

lizar cada ejercicio a nua l. 

ESTADO DE PERO IDAS Y GANANCIAS - (1) 

Los Arts. 282 y 441 ha bl a n del estado de pérdidas y ga nancias el cual con ­

tiene uno síntesis de los resultados obtenidos en un determinado lapso . El segun .. 

do de los a rtícul os citados dice que el comercia nte debe establecer, por lo menos 

una vez a l año, lo situ:::¡ ción económica financiera de su empresa. 

El estado se forme¡ por dos partidas conta bles: el debe que se refiere a -­

gastos y pérdidas y el haber para los utilidades. 

El balance pone de ma nifiesto el esta do del patrimonio socia l en un momen­

to dado y el estado de pérdi das y ga n a rcias permite de termina r en forma compen­

diada los esta dos correspondientes. 

Za ppa define el estado de pérdidas y ga na ncias de la siguiente forma: 

''''La cuenta de pérdidas y ga n·:mcios es la cuenta general de la gestión; es la -

móxima cuenta sintética de rédito; y entre las cuentas de rédito la más expresiva 

que resume todas la s demás y las compone de forma que las unifica para la de-­

termina ción de las resulta ncias. La cuenta de pérdidas y ga na ncias es una cuen­

ta de síntesis a nua l; sól o el cierre del ejercicio, por lo general, recoge los re­

sultados ofrecidos por las demás cuentas que sólo a ctúa n mientras transcurre el 

ejercicio . A fin del ejercicio, la cuenta de pérdidas y ga na ncias pone de re ­

lieve, directa o indirecta mente, a grupados en las p:::¡rtes adecuadas, en el ha-o, 

ber, los elementos positivos y en el debe los elementos nega tivos del resultado 

del ejercicio y determina por el ba lance el resulta do de ejercicio, el benefi- ­

cio o provecho si el sa ldo en el debe, y la pérdida si el saldo está en el ha­

ber"" (23) 

Surge a sí la tremenda importa ncia del a rticulo 37 que dice: "Si hubiere pér­

dida del cap ita l deberá reintegra rse o reducirse en el caso del ordin:::¡1 70. del -
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Art. 444, antes del repa rto o 8signa ción de utilidades". Y el Art. 38. El 

rep'lrto de utilidades nunca podrá exceder del monto de lo que rea lmente se hu­

biere obtenido, conforme a l ba lance genera l y estado de pérdidas y gan a ncias". 

NATURALEZA J URIDICA . (2) 

El balance no es una decl aración de voluntad de lo sociedad. En a poyo de 

esta aseveración cita mos los ma gistra les consideraciones de Brunetti, basadas en .­

la s expl ica ciones de Messineo, osi: . 

'"' 8 ) El ba la nce, a ntes (Arts. 2423 y 2432) y después de la a probación no 

es nunca uno decla ración de voluntad. Es un documento deriv8do y dependiente, 

en cua nto uno situa ción conta ble preconstituída, de la que no asume la paterni -· 

dad en ma yor medido de como lo asumen los documentos justifica tivos y la meno­

ria de los administradores o que se refiere el Art. 2432. El substractum del ba­

lance ha de buscorse en la rea li dad y en la sustancia de las relaciones jurídicas 

formadas, en c8da caso, por la sociedad. No a nuncia, ni más ni menos, que es­

ta rea lida d. 

b) El ba lance no es dec la ración de voluntad teniendo esta expresión valor 

técnico sólo cua ndo ejercito uno función dispositiva, de constituír, modificar o 

extinguir un vínculo jurídico o un derecho subjetivo . Debe excluírse que los -

administra dores presenten el proyecto de ba lance y entienda n con ello emitir una 

declara ción de este género, que por ser di'rigida a' la a sa mblea, que es otro ór~ 

ga no de la socieda d, no puede ser la destina tario . 

c) El ba lance forma do por los administradores es un prayecto que el cole­

gio de censores de cuentas revisa y corrige (Art. 2432). La asa mblea lo aprue­

ba como emana ción de su órga no administrativo y el a cto de a praboción se con­

funde con el proyecto "por lo que si en hipótesis se quisiese a islar en el balan­

ce lo que es obra exclusiva de los administradores (el proyecto), el resultado -

seria que a quel es un a cto pendiente y, como ta l, no podría revestir ningún -­

ca rácter de obl iga toriedad para la sociedad respecto de n9die. 

d) El acuerdo de a probación del ba lance es un acto socia l con efica cia 

meramente interna, que se I imita a reconocer una si tua ción patrimoni a l de la -

sociedad, ta l como queda expuesta por los administradores. Esta efica cia no -
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releva nte pa ra terceros sino sólo pCl ra los socios, a los fines de la distribución de 

los beneficios o de la eventua l reducción o reintegra ción del capita l perdido 

(Arts. 2433). 

e) Forma lmente la a probación no puede entenderse como adopción por la 

asa mblea de la s resulta ncias del ba la nce (razón por la que no se puede ver en 

él una confesión extra judicia l o una ra tifica ción). l a responsabilidad por la .. 

exactitud de las pa rtidas del ba lance no se tra nsfiere de los administradores o de 

los censores de cuentas a la aSCl mblea . La responsa bilidad por la fa lsedad sigue 

para a quell os, ta nto frente a la sociedad como frente a los a creedores sociales -

(Arts. 2392 , 2395 Y 2407). "EI ba lance sigue siendo esencia lmente obra de -

los administradores y la asa mblea puede decla ra rles responsables por la s va loracio­

nes exa geradas o por los errores; de otro modo existiría una coope ra ción en la -

culpa o en la negl icencia que excluiría la a cción de un culpable contra otro". 

f) la aprobación no convierte a la asa mblea en autora del bala nce; en -

ella se produce una simple a notación de la situa ción pa trimonia l indicada en el 

proyecto de los administradores. Por eso le es extra ño todo ca rácter a tributivo 

de derechos pa trimonia les frente a terceros. Sol a mente tiene efecto a tributivo 

de conformidad con el objeto de lo sociedad, el acuerdo sobre la distribución 

de los benefic ios a los socios (Art. 2433). 

g) Siempre que el ba lance no sea fa lso y no contenga enunciados inexactos, 

como documento es un medio de prueba lo que enunca (o sea de la verdad de las 

decl a raciones que contiene, dentro de los límites en que tiene va lor un documen ·· 

to privado). De esta forma es una decl a ración porque está ligada a los elemen­

tos contables que reproduce, y una declara ción de ciencia, no existiendo, en -

ésta, una confesión extra jud icia l; si en ésta existiese un negocio de decl a ra- ­

ción, fa ltar ía a quí !a bila teral idad que es índice del mismo. En el ba la nce, -

sigue Messineo: "convergen pCl ra el mismo fin (prueba ) el documento y el conte­

nido del mismo: el ba la nce es, a l mismo tiempo, el documento que contiene la 

prueba y el a cto, o sea la decl aración de na tura leza proba toria que está consig­

nada en el documento llll (23). A las pa la bras a nteriores na da tenemos que agre­

gar, a mbos maestros Brunetti y Messineo, no dej a n luga r pa ra ell o . 



El Art. 278 dispone que la responsabilidad de los administradores frente a 

a la socieda d se extLngue por la a proba ción de la memoria a nual, e tc. Sobre -

este temo trotaremos en copítul os posteriores; por a hora basta con el enunciado 

en referencia a la reda cción de l ba lance y a su na turaleza jurídica . 

CONTENIDO DEL BALANCE _. (3) 

Aunque este tema pertenece en gran porte a lo ciencia contable y a los -

tratados sobre lo ma teria, dare mos un rápido vis tazo a las principa les disposicio·· 

nes del Código de Comercio que a ell a se refieren. 

La ley en el Art. 443 establece lo que se ll a ma un esquema para la re­

da cción del ba lance. El por qué de esta disposición puede ha ll arse en lo si-­

guiente: el legisl a dor al ha ber a doptado ta l criterio, crea normas que redunda -

en una mej or administra ción. Ademós, debe toma rse en cuento que a l indicar - •. 

las distintas pa rtidos ello deviene en beneficio de lo claridad que debe imperar 

en este tipo de documentos. 

El esquema que la ley seña la puede decirse que es teórico, de t,bl modo -

que pueden fa l tar a lgunos elementos que correspondan o situa ciones de orden eco­

nómico~contable, que ocurren ensociedodes cuyas operaciones a lca ncen gra ndes -

dimensiones, de tal modo que en la rea lidad deben hacerse figurar en el ba lan­

ce otras cuentas no seña ladas por la ley. 

El Art. 443 ha distinguido entre el pasivo y el a ctivo, el No. 11 lit. e) 

incluye el ca pita l y b s reservas, exigencia que se fund cl men tCJ en criterios de 

la ciencia conta ble, los a utores considera n que jurídica mente esto no tiene asi­

dero. Asimismo, se considera que la coloca ción de las utilidades en el pasivo 

no tiene base, pues no es congruente que lo uti I idad se coloque en el pasivo ~ 

sin que sea uno verdadera portida del mismo. Le! única rozón que se aduce, es 

que ta l medida se toma a efecto de que cuadren ombas secciones del ba la nce. 

Omitimos comentarios a las disposic iones contenidas en el Art. 443 porque 

ha y sobre el tema suficiente lite ratura, que no i ustificaría de nuestra parte un 

comentario más a mplio, pues los a utores ha n desarrollado el tópico con una a mo. 

pi itud quizás imposible de supera r, más .a ún, la claridad en la exposición 
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difícilmente puede ser igua lada . 

VALOR DE LAS PARTIDAS DEL ACTIVO · (4) 

Tra taremos de un punto que sí puede tener a lguna re leva ncia para nosotros 

como el va lor que las distintas pa rtidas que componen el aotivo del ba la nce, lo 

que dentro de nuestro cuerpo de leyes esté! tratado en el Art. 444 del Código de 

Comercio . 

El No . I d ice: "Los inmuebles, las insto b ciones, la s ma quinari as y los mue·· 

bies no se computa rán por un va lor supe rior a su precio de costo, sa lvo el caso 

de reva lua ción en las condiciones lega les. Anua lmente deberá constituirse una 

reserva para su deprecia ción o ca rgarse a pérdidas las cuo tas correspondientes, .. 

excepto las tierras". 

Se tra ta aquí del va lor que debe darse a bienes que dura n por lo genera l 

un la pso considerable y que la sociedad no pone en venta, sino que son elemen­

tos para el movimiento del pa trimoni o, de tc l formo que la entidad depende en -

mucho de ell os. 

Queda prohibido a través de esta disposición el que ta les bienes sufran uno 

revalua ción ll a mada "revcJ!ua ción económica ". Esta prohibición no a pa rece mani ­

fiesta en la ley, pero si puede deducirse del ma nda to de lo disposición sobre la 

constitución de una reserva de deprecia ción o el deber de cargar a pérdida s las 

cuotas correspond i en tes. 

El criterio que adop ta el legisl a dor es un ta nto más complej o que el de 

la simple depreciación c: efectua rse para cada redCl ccc ión de l ba la nce en pro-­

porción a l deterioro o cons umo de dichos bienes en el e jercicio a l que el ba­

la nce se refi ere . Esta regla puede aplicarse sin problemas e n la hipótesis de -

que la empresa operará sobre las mismas condici ones con que se constituyó, pe­

ro si ocurre una vCJ ri a nte en lo que se refiere a los re ndimientos de producción, 

en. rozón de una buena o rganización o porque se den condiciones óptimos en -

el mercado, entonces se ha rá necesa ri 0 una Clclecua ción a estas ci rcunsta ncias, 

a l mismo ti empo que se impone un rea juste en estima ción de la deprecia ción 

hasta ha cerla co inc id ir con las verdade ras condiciones económicas empresariales. 
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Así pues, si se pretende elobora r un ba lance que sea exa cto reflejo de la 

situa ción, se torna imperioso el valúo de los bienes seña lados de conformidad -

con los verdaderas condiciones de la ec :momía . 

No. 11.- liLa s materi as primos, los productos en proceso y terminados y -

los mercaderíos se computarán por su va lor de costo, excepto en el caso de que 

el va lor promedio de éstos hubiere sido inferior a l vo lor de costo durante todo _. 

el año o que se refiere e l balc.mce, C':.1 S0 en el que sól o podrá figuror por el va­

lor promedio. 

La ley permite o los administradores un cierto margen para la a preciación. 

Desde luego que son bienes comercia les, no puede ha ber en rigor uno deprecia­

ción, SI toma mos el voca bl o en su sentido técnico. 

El valúo a que se refiere este o rdinal señala dos criterios: el precIo o va ­

lor de costo y el precio de mercado . Es una medida bastante restringido, pero 

que evita se a tribuya a las cosos un sobreprecio que luego puede ser desacredi­

tado en el momento de su ena jena ción. 

Adviértase que existe uno inseguridad en e l precio de costo y por el otro 

lado, una indefinición en el precio de mercado. Con esta observación debemos 

también a cla rar que por preci o de costo no debe entenderse el precio de com-­

pra del bien, sino que ha y que cargor a l mismo los componentes que lo integran, 

según lo a conseja la ciencia conta ble, tal como fletes, seguros, comisiones, -

etc., los cua les deben tomarse en cuento pare un verdadero va lúo. 

En cua nto a l precio de mercado el va luador toma rá en consideración lo .. 

siguiente: a ) los precios que impe ra n en la s plazos donde ha brá de coloca rse 

el bien a preciado; b) lo naturcdeza misma de los cosas, pues si bien aquellos 

de fácil deterioro o que deben venderse en determinado época del a ño, es im­

perioso tomar en cuento los condiciones del mercado o de lo contra rio, apre­

ciarlos en la ca ntidad que tendrían si se liquidara la empresa; c) por otra par'­

te, deberá considera rse la condición de la sociedad en el ca mpo financiero; -

d) además, otros fa ctores que influyen son el monto de los existencias y el -

periodo dentro de l cua l deben rea l izarse y la frecuencia de las ventas dentro 

de ese tiempo; e) fin a lmente, si los condiciones generales de lo economía ha­

cen imposible prever cualquier ca mbio en los precios, se necesita de una 
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prudencia suma para va ticinar a partir de los precIos a ctua les de mercado a la época 

del bal ance a l precio que pueda n a lconzar los bienes. 

No . 111. "Los pa tentes, los derechos del a utor, las concesiones, las ma rcas 

de fá brica y demás distintivos comercia les y el ll a mado crédito merca ntil no se 

computa rán por un va lor superi or el de adquisición o costo; y éste deberá a morti ­

zarse anua lmente, de ta l ma nera que, a l extinguirse e l derecho rel a tiv0 por el 

transcurso del pl azo, ha ya quedado to ta lmente a mortizCldo . El crédito merca ntil 

o derecho de llave deberá a mortiza rse en un pla zo que no exceda de cinco a ños". 

Es de dudosa a pl iccl ción el preci o de C0Sto para estos elementos, dado que 

el costo so la mente puede rel a cionarse con los gastos que se hacen pa ra poner a 

funciona r ICls insta la ciones de lel entida d, por lo que el precio de compra es un 

instrumento mucho m 6s eficiente y puede esta blecerse con ma yor facilidad. 

Puede cuesti onarse el que la ley ha ble de amortizaciones, pera si conside­

ramos que son bienes para cuya a dquisición o compra se efectuó un gasto y su -

incorpora ción a l pa trimonio tiene ca rócter de permanencia; lo que la ley estable­

ce se a poya en la razón. Los bienes a que se refiere este ordina l, no puede -­

decirse que rinda n dividendos, ni que se pueda comercia r con ellos, pues muchos 

no estón destinados a l trá fico merca ntil; ya porque es bastante difícil a preciar-­

los en su debido v.J lor para proceder a su venta o por cua lquier otra circuns -­

ta ncia . 

No . IV. - Los títul os va lo res cotizados en bolsa y que produzcan rendimien ~ 

to fijo, pueden ser computados, bien a l va lor de la cotiza ción en bo lsa que se 

obtenga como promedio e n el ejercicio a que se refiere el ba la nce, o bien en 

la forma indica da en el ord ina l siguiente . 

Para la va lua ción de estos títul os pueden seguirse tres criterios: l o .) el 

precio de adquisición o compra; 20.) el precio de cotiza ción a ctua l; 30 .) el 

precio medio de co tiza ción. 

Con el primer criterio se protege a los a creedores de la sociedad en con­

tra de los repartos fictici os de utilidades como consecuencia de una elevación 

pasaje ra de los precios en el mercado de valores. Este crite rio es el que más 

se a justa a la s reglas de prudencia que deben seguirse en esta ma teria, pero -
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la verdad es que no do ninguna imagen verdade ra del estado económico del po 

trimonio social. El funda mento est6 en que mientras no se rea licen :'Ios títulos, 

lo único que permanece es la expecta tivo de obtener el precio a que se cotiza n 

a ctualmente, expectativa que ja más será igua l a un beneficio percibido, el cua l 

se basaría en la gana ncia obteni da por la di ferencio entre el precio de adquisi-

cián y el precio corriente. 

El precio de cotiza ción a ctual es considerado más exacto por que los ele-

mentas integra ntes de l pClsivo deben ser a preciados p::.>r el va lor que poseen al ,-

cierre del ejercici o . No obstante este criterio encierro ciertos riesgos, los cua-

les devienen de que ha cen posible la incorporación a l ba lance de utilidades no 

percibidas. Así los administradores tendrían en sus ma nos el instrumento para -

elevar las cotiza ciones en bo lso a través de compras simuladas. 

Así pues, ICJ ley adopto el criterio del precio medio de cotización para la 

valoración de este ll a mado "ca pital circul a nte". Con una regul a ción flexible 

paro la a precia ción, pues se tomo en cuenta que pueden sufrir, los títulos, ca m--

bias aparte de l va lor que ellos encierran. Es ClSí como se establece un prome -

dio de co tiza ción durante el ejercicio, ya que sujetarlos a un va lúo fijo al --

cierre del ejercicio podría traer como resultado: o a un a umento sin fundamento 

o igual mente una reducción en igua les condi ciones, las cua les quedaríd1 condicio-

nadas a hechos o sucesos prapios del azCJr económico. 

No. V. -- Esta disposición no necesita de ma yores comentarios SI considera-

mas que la s acciones no co tiza das s61 0 podrír.m va luarse atra vés de su va lor no-

mina l o su va lor rea l o contable. El primero podría no a justarse o la verdade-

ro situa ción de lo empresa. El va lor conta ble o rea l SI se puede obtener el ver-

dadero criterio de eva luación, así pues la disposición lega l comentada está mas -

que justificada . 

Los títulos va lo res no cotizados en bolsa y las partes socia les, no podrán 

va luarse en una cifra superi or a la que resulte del último balance de la socie-

dad emisora respectivo o sea la proporción que resulte de di vidir la suma de ca-

pital soci al, reservas y utilidades a cumuladas por el número de títulos en circula-· 

., 
clan. 
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Los títul os cotizados y las partes socia les, quedan sometidos a l mismo crite -­

ri o de va lora ci ón. Esta di sposici5n no necesita de ma yores cc>mentarios si con·­

sidera mos que las a cciones no cotizadas y las partes soc iales, s610 po.dría n va-­

luarse e n su justo pre cio a tra vés de su v::dor nomina l o rea l. El primero podría 

no refl ejar la ve rdade ra situa ci ón de la empresa . El va lor conta ble o real si 

puede da r e l ve rdadero criterio de eva luación, de ta l forma que a juicio nues ­

tro ta l d isposición está mas que justificada . 

Lc>s títulos va lores no cotizados en bo lsa y las partes sociales, no podrá n 

va luarse en una cifre¡ superior el la que resulte de l último ba la nce de la soci edad 

emisora respectiva o sea la proporción que resulte de dividir la suma de cap ita l 

social, reservas y utilidades acumuladas por el número de títulos en circula ción. 

Los títu los co tizados y las partes socia les, quedan sometidos a l mismo cri ­

terio de valoración. Esta disposición no necesita de ma yores comenta rios si -

considera mos que las a cciones no cotizadas y las pa rtes socia les, só lo podrían va ­

lua rse en su justo precio a tro vés de su valor nomina l o rea l. El primero podría 

no reflej a r la verdadera situación de la empresa . El va lor con roble o real si 

puede da r el verdadero criteri o de eva luación, de tal forma que a juicio nues­

tro ta l disposición está más que justificada . 

No . VI. ·- Los crédib s se computa rán por su va lor nomina l, excepto cuan­

do tengan más de tres meses de vencidos sin que se ha ya logrado su cobro, caso 

en el cua l se constituirá una reserva adecuada para prever el castigo que ha yan 

de sufrir dichos créditos. 

Los crédi tos deberá n hCJ cerse a pa recer en el bCJ lance por su va lor nom i-· 

na l, ya que no podría ser de -::> tra ma nera, pues de los mismos documentos sur­

ge su valor. Además de que el va lor de l crédito sólo puede concretarse, ver'­

dadera mente en el ca so de que sea cobra ble, pero si la posibilidad desa pa re­

ce no quedCJ otro ca mino que la consti tución de una reserva que cubra tal -­

contingencia . Obsérvese que el ba lance debe refl eja r el verdade ro va lor eco­

nómico de los créditos, a sí pues se inscribirá n en el mismo con la cond ición -­

de a ue se haga la reserva de referencia . 

No . VII. - Los gast os de esta blecimiento e n primera o rga niza ci ón pueden 



-95-

registrarse hasta por lo sumo efectivamente erogada, si no excede de l diez por 

ciento del tota l de l activo . En tocle> caso, deberá quedar a mortizado en un pla­

zo no superi or a cinco a ños. De igua l ma nem deberán registrarse y a mortiza r­

se los gastos para la a mpliaci ón de una empresa o paro le emisión de obliga cio­

nes negocia bles ~ bonos. 

Los gastos de esta blecimiento constituyen un bien inma teria l, que ta l y co'­

mo dicen los a utores no es una entidad económicJ . 

La doctrino y l:Js leyes han d iscu t ido sobre la conveniencia o no de ha cer 

figu rar estas partidas en el ba lance. Unos se ha n pronunciado cm tra y o tros 

en fa vor. Los que adversa n este ti po de disposiciones se ba sa n en que ya figu ­

ra n ta les bienes implícita mente en otras pa rtidas del a ctivo, p:x otro pa rte se 

aduce que no puede decirse que tengon equiva lente efectivo de ta l forma que 

si se incluye se a utoriza el reparto de dividendos fictici os, producto de un ac­

tivo que no existe. 

A lo que se a firma a ntes se opone la argumenta ción de que SI se prohibe 

f.a l portida en el ba la nce, los gClS tos que OCC1Slona se cClrgar ía n a un so lo ejer­

cicio, los cua les en el ma yor número de los CClSOS no se podría n cubrir sin una 

pérd ida y que ademós debe considerarse que los gastos de establecimiento bene­

fici a n o todos, por lo que no sería justo que sólo los primeros a ccionistas co­

rran con ese gClsto. 

El Código a cogió el segundo pensamiento yo que permite la inclusión de 

ta les partidas en el bo lance pero con ciertos límites, como son a un diez por 

ciento del to ta l del a ctivo. 

Art.444 inc. último. ·· Cyando seo posible opta r entre diversos criterios 

parCl la eva luación de un rengl ón de l a ctivo, en el propio ba la nce deberá ex­

presarse cuál es el a doptado. 

Entendemos que los regi os que dCl el Código no son estrictas ha sta la O" 

exageración, pues no es posible enmarcar dentro de uno disposición o disposi­

ciones lega les los diferentes ma tices que a Ica nza n en el diario a contecer los 

negocios empresa ri a les. La ley sól o da preceptos para aquell as situaciones 

norma les. 
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Este inciso fina l da pie pa ra que los administradores pueda n opta r por di­

versos criterios de valora ción, pero deberá n expresa rse en el bakmce qué regl a 

se adopta, .Jdemás de que es de rigor justifica r a nte la Junta General el porque 

de ta les va lúas. 

Pero e l he cho de que existo lo focultad ele opta r por otros criterios no -

significa ría carta blanca en estos asuntos, ya que ta l situación aca rreoría gra ves 

consecuenc ias y los reglas seña iodos se ría n letra muert a . Para a parta rse de las 

regul a ciones del Código debe fun damentarse plena mente la decisión que se to-

mó. 

Art. 445. - Según este ortícul o se pueden reva lua r los bienes registrados 

en el ba la nce yo que por las diversos fluctua ciones del mercado, éstos pueden 

verse someti dos o depreciaciones o disminuciones. Para el coso de que se opte 

por la reva lua ción, es necesario ha cer constar en el ba la nce una reserva espe­

cia l por el va lor de las revo lúos hechos, pues pudiera ser que e l va lor de los 

bienes no llegue o ha cerse efectivo. En lo misma d isposición se establece que 

las sociedades no podrán di sponer de las reservas sino en el momento de la li ­

quidación o 01 proceder a lo vento de los bienes reva luados. 
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CAPITULO VIII 

ORGANOS D E LA SOCI EDAD 

La Soci edad Anónima ti ene como órganos los sigui entes: a} La Junta General 

de Accionistas; b) La Junta Directiva o el Administrador único; y, c} El Auditor y 

el Consejo de Vigilancia. En este capítulo trataremos de la Junta General y en los 

próximos de la Directiva y del Auditor. 

Como lo expresamos en páginas anteriores, la Sociedad Anónima ha sido in­

fluída considerablemente por las ideas políticas imperantes en las distintas épocas de 

la historia. En los antiguos ordenamientos estas sociedades eran gobernadas por los 

Administradores o Directore~ con facultades considerables, nombrados por los Sobera­

nos en un tiempo; y por los accionistas mayoritarios posteriormente. Comienza aquí 

la intervención de los accionistas en los asuntos sociales, pues la intervención de los 

gobernantes desapareció ' en virtud de la mayor influencia de los socios. Estos, reuni­

dos en asamblea, son los que deciden acerca de la marchadelos negocios sociales, 

nombran a los Administradores, aprueban la gestión de los mismos, acuerdan el repar­

to de utilidades, así, los Administradores se convierten en dependientes de la Junta 

General. 

El siglo XIX es el momento en que la Junta General se destaca como órgano 

portador de la voluntad de la entidad a través del voto de la mayoría. Adquiere 

entonces la sociedad un carácter impersonal, se toma en cuenta el capital, la persona 

no ti ene mayor importancia, aunque esta aseveración no debe tomarse en sentido 

estricto: el accionista si podría intervenir en la gestión de la empresa por medio de 

la concurrencia de las Juntas Generales; y mayormente por el ejercicio del derecho 

de voto dentro de las mismas. 

A pesar, como se ha dicho, que la pretensión de las legislaciones ha sido 

estructurar la Sociedad Anónima como un ente democrático, la realidad se ha en­

cargado de demostrar que no existe tal cosa. En una especie de retroceso, la 

Sociedad Anónima volvió a tomar las características que anteriormente la diferencia­

ban, los grandes accionistas tomaron el control de la misma y los pequeños aban­

donaron el campo delegando su derecho de voto en insti tuciones bancarias. 8 

golpe de la realidad hizo que la doctrina se pronunciara por una revisión del 



sistema de organización de la Soci edad Anónima. Pero, la cuestión se ha quedado 

hasta cierto punto en la teoría, pues casi nadie ha legislado en el sentido de limi­

tar los poderes de la Junta General y aumentar el de los Administradores, por lo 

que la concepción antigua de la sociedad persiste ya que se da a la Junta General, 

la supremacía dentro de la organización social. 

Dentro de la estructura del Código de Comercio, la Junta General es el ór­

gano a través del que forma y se expresa la voluntad social; órgano supremo, cuyos 

acuerdos tomados de conformidad a la ley, obligan a todos: Administradores, Accio­

nistas ausentes y disidentes (Arts. 220 y 247). Más, no obstante, la vida económi­

ca de la sociedad se desenvuelve gracias a la gestión que realizan los Administrado­

res, quienes son los que manejan la entidad y la Junta General solo real iza una vi ­

giliancia posterior a través del examen de la Memoria Anual, el balance y demás 

documehtos. 

Veamos ahora el concepto de Junta General y las notas características de la 

misma. 

la Junta General está const ituída por la reunión de los accionistas en un 

local determinado, convocados al efecto y con las formalidades legales, para delibe­

rar y decidir por mayoría sobre los cscntos propios de su competencia. 

De la anterior definición se desprenden ciertos elementos que pueden ser ana­

I izados separadamente: 

lo.} Reunión de los Accionistas: la Junta se constituye por la presencia fí­

sica de los socios, con las salvedades del caso, sin que pueda evadirse tal requisito, 

a través de una nota enviada por el socio dando su adhesión a la Junta o de cual­

quier otra manera similar. 

En la junta deben reunirse sólo los socios, a pesar de que la ley autoriza 

también la asistencia de otras personas no socios. 

Tómese muy en cuenta que la reunión es de los Accionistas pero no de todos, 

pues habrá algunos que no estarán facultados para asistir a la Asamblea, por cual­

quier circunstancia que señale la ley. El Código de Comercio, como más alto 

quórum para que haya reunión vál ida, señala el de las tr'es cuartas partes de todas 

las acciones, por ejemplo: Artículos 243, 187, 176. 
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La Junta debe cel ebrarse en el lugar designado en la convocatoria, así que 

no podrá efectuarse en cualquier lugar. 

Es notorio que no se trata de una reunión espontánea de los socios, sino que 

se reunen precisamente en virtud de la convocatoria. Con el sólo hecho de que se 

reunan los socios no basta, se hace necesario que previamente hayan sido convoca­

dos con la debida antelación; sólo por excepción, según lo dispone el Artículo 233, 

puede celebrarse la Junta sin previa convocatoria, porque reunidos los accionistas o 

representantes de todas las acciones en que está d ividido el capital social, acordaren 

instalarla y aprobaren por unanimidad la Agenda. 

El objeto de la Junta General es deliberar y decidir. Deliberar significa: 

""Considerar atenta y detenidamente el pro y e l contra de nuestras decisiones, antes 

de cumplirlas o realizarlas. Resolver una cosa con premeditación."" (1) Los autores 

estiman como necesaria la deliberación para que pueda darse la voluntad social. 

Pero puede darse el caso de que no haya deliberación, pues no es obligatorio que 

los socios tomen la palabra. No obstante, debe regularse la forma en que se 11 eva­

rá la Junta, lo que constará en la escritura de constitución, los estatutos o en un 

reglamento aparte. La supresión de la deliberación contra el parecer de los accio­

nistas dará lugar a la nulidad del acuerdo tomado. 

Decidir quiere decir: "(del lat. decidere, cortar resolver) Cortar la dificultad, 

formar juicio definitivo sobre algo dudoso o contestable. Decidir una cuestión. Re­

solver. Mover la voluntad, a fin de que tome cierta determinación." (2) La decisión 

signifi ca tomar el acuerdo debido, a la materia que se discute. 

Los acuerdos se toman por la mayoría que determina la ley. Eso quiere decir 

que la Junta General se rige por el principio democráti ca de la mayoría, pero esto 

en realidad revierte en una plutocracia, pues es la mayoría del capital la que deci­

de no la mayoría de personas. Se adopta el principiode la mayoría no porque sea 

lo mejor, sino porque la práctica así lo exige,. dado que es sumamente difícil que 

se 11 egue a un acuerdo por unanimidad. 

La Junta se pronuncia en los acuerdos sobre asuntos que I e son previamente V 

señalados. El socio debe estar enterado de las .materias que se discutirán en la 

. asambl ea, de tal manera que pueda concurrir a la misma con el debido conoci -

mi ento. Los asuntos a tratar deberán estar contenidos en I a convocatoria, según 
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lo di ce el Artículo 228. Doctrinariamente se considera que la asambl ea no puede 

acordar nada que tenga validez, si no ha sido previamente señalado el tema en la 

convocatoria, pero existen ciertas excepciones, como la que indica el Artículo 235, 

inciso 30., que dice: "Además de los asuntos incluídos en la agenda y de los in­

dicados en el Artículo 221, podrán tratarse cualesquiera otros, siempre que, estan­

do representadas todas las acciones, se acuerde su discusión por unanimidad. 11 

Lo que trate la Junta General debe ser algo relativo a los asuntos sociales, 

o sea que tenga nexos con el aspecto interno de su organización o con el externo 

en lo que toca a las relaciones con terceros. 

Finalmente hacemos ver que la materiade que trate la Junta General debe 

estar dentro del campo de su competencia. 

(1) LA JUNTA GENERAL EN SU CALIDAD DE ORGANO DE LA 

SOCIEDAD 

B Artículo 220 dice que: liLa Junta General formada por los accionistas 

legalmente convocados y reunidos, es el órgano supremo de la sociedad. 11 

La ley habla de órgano, es por ello que trataremos sobre el tema de los 

órganos sociales, en forma breve, por razones de espacio y tiempo. 

La doctrina moderna ha formado un nuevo esquema que sirve de base para 

comprender exactamente la naturaleza de los órganos sociales. A vía de ejemplo 

puede considerarse la posición de los Administradores, sin perjuicio de que se 

trate el tema sobre éstos con mayor amplitud en el capítulo pertinente. De con­

formidad al nuevo pi anteami ento no actúan como mandatari os de la soci edad en 

el concepto exacto de la palabra, sino que se les considera como el medio físi­

co a través del cual se manifi esta la entidad, desde luego que forman parte de 

la misma, se exterioriza, valga la expresión, la actividad que desarrolla para la 

consecución de su objeto. 

La teoría de los órganos sociales había sido negada por muchos autores 

que apoyaban la teoría de la representación. Esta última considera a los Admi­

nistradores como mandatarios de la sociedad. No obstante la autoridad de los 

tratadistas, en las distintas legislaciones se ha plasmado con renovada vigor la 

teoría de los órganos sociales, la que tiene como fundamento entre otras considera­

ciones que éstos sirvan a las personas jurídicas como vehículos de expresión, en 
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consecuencia su calidad de mandatarios de los Administradores, desaparece y ad-

qui eren el carácter de representantes y prestadores de servi cios. 

El Código de Comercio, a diferencia de la legislación derogada, no habla 

de que a diferencia de la legislación derogada, no habla de que a los Admi nis-

tradores se les confi era un mandato, por el contrario, usa la expresión "estará a 

cargo" (Artículo 254), con lo que puede deducirse que ello no es un mandato o 

representación voluntaria, como en el ordenamiento civil. 

Omitimos mayores comentarios a la teoría del órgano tomado en considera-

ción que los autores han desarrollado este punto con una brillantez y profundidad 

inigualables, nos limitaremos a transcribir la cita que hace Brunetti del resumen 

sobre las principales líneas directrices que la componen: "La doctrina de la "or-

ganicidad" aunque haya sido iniciada por los alemanes, ha tenido en Itaiia una 

amplia elaboración, especialmente por obra de Maiorca, cuyas líneas principales 

se pueden resumir en las siguientes: a) Organo expresa siempre y solamente un 

concepto jurídico. Todo elemento extrajurídico. Todo elemento extrajurídico ha 

de excluirse de su definición. b) Relación orgánica es también un concepto es­

trictamente jurídico, no indica ninguna relación entre sujetos. Cuando se dice 

que entre dos o más sujetos existe una relación orgónica se indica "una sustancia'~ 

no una relación; órgano es la forma relativa a la relación jurídica. Su noción 

es, por consiguiente, objetiva y formal. c) Por órgano se ha de entender una 

persona, pero en un sentido especial. Es, como la persona, punto de referencia 

de normas de capacidad y el órgano de normas de competencia y la diferencia 

y posición recíproca que en el mismo sistema jurídico existe entre las normas de 

capacidad y las de competencia, existe también para las personas y los órganos. 

d) Es I I d o f . t " ' "" "" . " , c ara a I erencla en re organo, c Jrgo y competencIa, porque or-

gano es siempre una persona; cargo y competencia hacen referencia a la función 

que el órgano está 11 amado a ejercer. En el campo del Derecho Privado una 

persona jurídica no t iene competencia de función, sino capacidad de derecho 

y los órganos de la persona tienen la capacidad de ejercicio de los derechos 

de la persona. e) La capacidad de los órganos, cuando se considere en sus 

diversas calificaciones, se asume como poder. En este sentido se habla, por 
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ejemplo, de los poderes de la asamblea, de los Administradores y Directores en las 

sociedades por acciones. Pero el poder del órgano, en estos casos, representa una 

autonomía especial del propio órgano determinada por las disposiciones legales que 

la establecen. f) Hay órganos necesarios y voluntarios. B órgano es necesario 

cuando el ente no puede existir sin él. Una persona jurídica no puede existir sin 

órganos. Una sociedad comercial no puede existir, en la forma establecida por la 

ley, sin la especial organización dispuesta por la misma ley. &l las personas jurí­

dicas no sólo es necesario que la organización exista, sino que ésta ha de ser cons­

tituída y ordenada de un modo determinado. g) En las relaciones externas, la socie~ 

dad es sólo una organización (jurídicamente unitaria). No se puede distinguir una 

parte del todo. Quien actúa es la Sociedad (como organización). Y cuando el Ad­

ministrador actúa dentro del ámbito de los poderes (ámbito que, por lo general, coin­

cide con el objeto social) es la misma sociedad que actúa. Y cuando el adminis­

trador suscribe un contrato (si ha sido facultado para ello) es la sociedad que, obrando 

así, se vincula. h) Consecuencia de la identidad .es que no se concibe ninguna 

acción de responsabilidad contra los Administradores por los actos que entren en el 

ámbito de su función. 1I1I (3) 

La Junta General ha recibido el nombre de órgano sober.Qno de la sociedad. 

Es la expresión completa de la vol~Jntad del ente, toda vez que se reuna de confor­

midad a las reglas establecidas por la ley, el pacto social o los estatutos. 

Las disposiciones o acuerdos que surgen de la Junta General, afectan prepon­

derantemente la parte interna de la dirección social, pues la voluntad soberana en 

sus efectos externos, puede manifestarse sólo en cuanto actúan los Administradores. 

la Junta General no tiene carácter permanente, los socios deben constituirse 

en asamblea para resolver los asuntos de su competencia, por voto mayoritario, en 

los casos y formas exigidos por la ley, de tal forma que la Junta no puede reunir­

se en cualquier instante, sino de conformidad a la convocatoria de los Administra­

dores, del Auditor y de las minorías que señaia el Artículo 231. El poder de 

acordar sobre determi nados asuntos no es absoluto. 

La justificación de la existencia de la Junta General dentro de la organiza­

ción de la Sociedad Anónima, puede encontrarse en las siguientes consideraciones: 



es necesario que I a marcha de los negocios sociales seo uniforme, tal como conviene 

o lo empresa, es por ello que con lo Junto General se evita el que los socios ale-

jodos se desinteresen por completo de los mismos; dentro de ello pueden unificar 

criterios. Además, es conveniente que los decisiones importantes se ¡·omen dentro 

de su seno, en ella los socios pueden externor sus opiniones e influir en las deci ­

siones. Esta forma de cuerpo colegiado hace posible también la adopción del sis­

tema de mayoría relativo poro los acuerdos, yo que lo totalidad de los acciones 

difícilmente se podrán reunir. 

V 

Los autores están de acuerdo en que todos los acuerdos de lo Junta General 

deben estor desprovistos de egoísmo. Debe sobreponerse el interés de lo sociedad. 

Yo lo ley, a través de la protección de los minorías, ha hecho énfasis en lo prepon­

derancia de los intereses sociales (Artículo 231). 

Abundando en las consideraciones anteriores diremos qu e la Junta General 

se ha considerado como un reflejodel régimen democrático (político), pero esta ¿on­

sideroción no posa de ser un ideal de la doctrina. Los accionistas pueden decidir, 

pero no dirigir ni vigilar directamente las actividades de lo sociedad. Son los 

Admi ni stradores qui enes en real idad gobi ernon lo soci edad, como órganos que repre­

sentan externamente I a vol untad soci al • 

Los accionistas desconocen los negocios social es, tan solo en el momento de 

aprobar el balance y lo Memoria Anua l, pueden en uno formo inmediata, darse 

cuenta del estado económico de la entidad, con las l imitaciones que tal conocimien­

to conll evo. 

Dentro del marco jurídico, la Junta General está en una posición cimera, 

pero en el plano de los hechos es más formal su papel y se reduce a velar por la 

observancia de la ley y.. el pacto social. 

Otro aspecto que merece mayor atención es el dominio que ejercen dentro 

de la Junta los accionistas mayoritarios, pero esto responde di hecho básico de 

que para que haya acuerdo que beneficie a la sociedad, lo presencia de los accio­

ni stas mi nori tari os, ausentes, casi si empre y verdad eros extraños a los negoci os, es 

un obstáculo. La presencio de los mayoritarios, hace viable el número de acciones 

necesarias para tomar acuerdos válidos. 
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En vista del poder que ej ercen los mayoritarios dentro de la Junta General, 

el legislador ha querido dar protección a esas minorías, a través de la igualdad de 

las acciones, Artículos 145 y 231. 

(2) LA OBLIGATORIEDAD DE LOS ACUERDOS 

El Artículo 247 expresa que "Las resoluciones legalmente adoptadas por las 

Juntas General es son obligatorias para todos los accionistas, aún para los ausentes 

o disidentes, salvo los derechos de oposición y retiro en los casos indicados por la 

ley". 

El artículo citado recoge en sus palabras lo que técnicamente se conoce 

como "sumisión al voto de la mayoría". 

Por socios ausentes debe considerarse a aquellos que no asistieron personal­

mente ni por medio de representantes. Disidentes a los que votaron en contra del 

acuerdo. Claro está que la sumisión es a los acuerdos vólidos y que no han sido 

atacados por vicios de nulidad. La sumisión de que aquí se habla no es total e 

incondicional, es verdad que el accionista ingresa a la entidad para someterse a la 

voluntad social, pero las decisiones que adopte la mayoría deberán respetar la ley, 

el pacto social y los estatutos, con base en el interés social. Nadie puede quedar 

obl igado en virtud de un acuerdo tomado en contravenci ón de las normas legal es. 

Todo interesado está facultado para demandar la nulidad. Pero en lo que se refiere 

a los acuerdos que indica el Artículo 250, hay que hacer una diferencia, pues 

éstos son los que se denominan meramente anulab les en doctrina, a ellos quedan 

sometidos los accionistas que ha~an votado en su favor, pero no los disidentes ni 

los ausentes, pues todos estos accionistas pueden ejercer la acción de oposición. 

En este ejercicio de las acciones de oposición, tienen las minorías el instru­

mento más adecuado para defenderse contra los abusos de la mayoría. 

(3) COMPETENCIA DE LA JUNTA GENERAL 

Los artículos 222, 223 y 224, señalan los asuntos que son de la competencia 

de la Junta General; y, aún cuando la Junta es el órgano supremo que encarna la 

voluntad social, no es poderosa en todo sentido para decidir en cualquier clase de 

asuntos que se le sometan a consideración, tiene restringida su competencia. 

lo.) Podemos señalar comp primer límite, la existencia del órgano de admi­

nistración, en el sentido nato de la palabra. (Artículo 254) Representa judicial y 
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y extrajudicialmente o lo entidad (Artículo 260) en todo lo que se refiere o los 

negocios de lo empresa. El atribuir a los Directores lo representación de lo socie­

dad, reduce el campo de acción de la Junto Generol 01 ámbito interno de la so- , 

ciedad. Esto sin perjuicio de lo qu e dice el Artículo 225 de que la Junto Gene­

ral puede nombrar ejecutores especiales de sus acuerdos, por ejemplo en caso de 

que no hoya Junto Directiva o sólo un Administrador. 

La administración está sometida a lo Junto General, que no puede dudarse, 

ejerce un control indirecto sobre lo gestión, pues nombro o revoco o los Adminis­

tradores, Artículos 254, 255, dirige su trabajo a través de sus acuerdos e instruccio­

nes, lo fiscaliza y vigila por medio del examen del balance y de lo Memoria Anual, 

Artículo 282 y sig., mas la Junta por su carácter de órgano deliberante y no per­

manente, no tiene la capacidad de administrar directamente el patrimonio social, 

por ello lo doctrina está de acuerdo en que lo gestión social esté o cargo de los 

Administradores, en todo lo que no caigo dentro de la esfera de la Junto General. 

20.) Encontramos otro tipo de limitación en la capacidad de la Junto que 

tiene un morco estricto a su vez, en la capacidad de lo sociedad, enmarcado den­

tro de la ley, el pacto social o los estatutos. 

30.) El poder supremo de lo Junto General ti ene su valladar en los derechos 

y obligaciones de los accionistas, Artículos 169 y 170. Sobre este tema tratamos 

mós ampliamente en el Capítulo VI, liLa Acción". 

40.) El interés social es otro límite a lo facultad de decisión de lo Junta 

General. Los acuerdos, como ya se dijo, deben darse en interés de la entidad. 

El Artículo 250 autoriza la oposición a los acuerdos que violen un precepto legal 

o una estipulación del pacto social. 

La competencia de la Junta tiene una extensión bastante cOluiderable: 

nombro y revoco o los Administradores, Artículos 254 y 255; puede adquirir sus 

propios acciones, en determinados cosos, Artículo 141 ; aprueba o rechaza el ba­

lance y la Memoria Anual que I e presentan los Administradores, Artículo 282 y 

sig.; resuelve sobre la distribución de utilidades, Artículo 223 No. IV; acuerda 

el aumento o reducción del capital social, Artículo 173 y sig., 181 Y sig.; 

acuerda la modificación del pacto social, Artículo 224 No. 1; autoriza lo emi­

sión de acciones negociables o bonos, Artículo 224, No. 11; acuerdo lo exigencia 
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de responsabilidad a los Administradores, Artículo 279; nombra al Auditor, Art. 289; 

acuerda la fusión y transformación de la sociedad, Artículos 315 y 322; acuerda la 

disolución, Artículo 187 y sig., y otras muchas más que sería largo enumerar y que 

se encuentran dispersas en el Código de Comercio, consideramos que las disposicio-
v 

nes que le señalan a la Junta sus atribuciones, Artículo 220 y sig., son meros cami-

nos a seguir, pues hay muchos actos que no pueden regularse en detall e. 

(4) DIFERENTES CLASES DE JUNTAS 

Las Juntas Generales pueden ser: Ordinarias, Extraordinarias, Especiales o 

Consti tuti vas. 

La diferencia entre extraordinarias y ordinarias se basa en las materias que 

se tratan, serán ordinarias las que deliberan sobre asuntos llamados de rutina, y que 

están señalados en los Artículos 222 y 223; serán extraordinarias las que conocen 
f' 

de asuntos que se presentan esporádi comente en la vida de la soci edad, y que 

están marcados en el Artículo 224, así pues no sería imposible que una misma Junta 

tenga el carácter de ordinaria y extraordi noria, desde luego que la diferencia 

entre ambas es por razón del a materi a qu e tratan. 

JUNTAS GENERALES ESPECIALES 

El inciso 20. del Artículo 221, se refiere a las Juntas Constitutivas y 

las Especiales. 

El Artículo 171 dice: "En el caso de que existan diversas categorías 

de accionistas, toda proposición que pueda perjudicar los derechos de una de ellas 

deberá ser aprobada por la categoría afectada, reunida en ASAMBLEA ESPECIAL. 

El Artículo 206 dice: "La Junta General Constitutiva se hará constar 

en acta notarial y se iniciará con la elección de un Presidente y de un Secre­

tari o para la sesi ón ••.• " 

La primera disposición se refiere a los accionistas que poseen títulos 

valores regulados en el Artículo 159 y sigo 

la segunda disposición habla de la Junta Constitutiva en la fundación 

sucesiva o pública. 

Estas Juntas se rigen por las disposiciones de las Juntas Generales, V 

Artículo 221. 
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Sobre lo dicho en el Artículo 171 de qi e la proposición que se perjU­

dicial a la categoría especial de acciones hay que tener en cuenta lo siguiente: 

se se aprueba un acuerdo que las perjudicque, sin su aprobación, no será válido. 

Ahora bien, a contrario sensu si se acuerda algo no perjudicial a los accionistas 

privilegiados, tendrá pleno efecto el acuerdo. 

(5) NATURALEZA JURIDICA DEL ACUERDO DE LA JUNTA GENERAL 

Según lo sos!·i enen renombrados autores, el acuerdo de la Junta General, 

es un acto colectivo, el cual está constituido por dos o más declaraciones de 

voluntad que ti enen un mismo fin o contenido, que se suman para formar la expre-

sión de la voluntad colectiva. Este acto colectivo lleva en sí la declaración 

unitaria y uni lateral de ' los socios; el primer carácter se expli ca porque sintetiza 

o compendia la voluntad de todos y el segundo porque no es la manifestación de 

voluntades contrapuestas sino la voluntad de la sociedad. 

B acuerdo pertenece, en consecuencia, a la gran división de los actos 

jurídicos, en los que hay una manifestación de voluntad que tiende a producir 

efectos jurídicos. El acto es unilateral porque se realiza por una sola parte, 

aunque en su composi ci ón entren di versas personas físi cas, es una forma de acto 

colegial que se caracteriza porque las declaraciones de voluntad integradas se 

dirigen a formar la voluntad de un sujeto distinto: la persona jurídica. El acto 

col egial es unitario si se considera que emana del col egio o asambl ea, en su 

calidad de órgano. El ejemplo típico que se da, es la Junta General de las 

Sociedades Anónimas. De este modo el acuerdo social no tiene relación con el 

acto jurídico contrato. las más recientes doctrinas consideran aún más, qJe son 

diferentes a los actos jurídicos del derecho común, porque la val idez del acto 

jurídico no ti ene nada que ver con la validez de la del iberación de la Junta. 

El acuerdo ni es acto complejo ni contrato, pues la dirección de las voluntades 

que lo forman va en otra dirección y no es contrato porque elacuerdo se decide 

por mayoría que constituye así la voluntad del ente. 

Con el obj eto de una mejor comprensión de la cuestión, los autores tratan 

de establecer si la deliberación de la Junta da nacimiento a un acto unilateral 

o plurilateral. El camino seguro que indican es a través de la comparación 
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entre el acto constitutivo y los acuerdos sociales. De inmediato podemos deducir 

que el acto constitutivo origina la sociedad y con ella el órgano- Junta General, 

el cual es el principal (Artículo 220); el acuerdo, por el contrario, es una manifes­

tación d e dicho órga no y de ahí su natura leza de acto jurídico unilateral. 

la distinción entre actos uni lateral es y pluri lateral es estriba no en la unidad 

o multiplicidad de las voluntades manifestadas, sino en la dirección que adoptan 

dichas manifestaciones, en cuanto converjan o diverjan. En las discusiones de la 

asamblea no se dan voluntades en dirección determinada, sino más bien un haz de 

voluntades, por lo que jamás podría hablarse de que la discusión sea originaria de un 

acto plurilateral. 

Al contrari o otros sosti enen que el acuerdo de I a Junta General es un acto 

plurilateral, dado que surge de un número determinado de voluntades conformes en 

el contenido. Si comparamos esta situación con la que se da en los contratos, ten­

dremos: en vez de uno de los el ementos bási cos de todo contrato, el consenti mi ento, 

existe el acuerdo de la meyoría. l as voluntades se expresan no como en los con­

tratos sino que se da una especie de para lelismo. 

Pero 11 egados a este ponto debemos aclarar que el acto col ectivo no puede 

ni debe confundirse con el acto pluri lateral. En el col ectivo las voluntades que se 

unen en los debates, son expresión de la voluntad de la Junta y por lo tanto de 

una parte. No puede habl.mse de que las voluntades sean la manifestación de inte­

reses paralelos, pues la verdad es que constituyen todos ellos la voluntad del órga­

no social. 

Si volvemos a la comparación entre el acto constitutivo de la sociedad y el 

acuerdo, es obvio que las voluntades de los socios llegan en él a la creación de 

la entidad y como corolario al órgano. No puede entonces existir una confusión 

entre el acto plurilateral orig inario de la sociedad y el acto unilateral que se 

subsume en los debates; y, este es el lugar propi cio paro la cita que hace Brunetti 

de la expresión de Donati al respecto: 11 11 11 Creo q~ una vez reconocida a la asam­

blea la calidad de órgano y afirmado el principio mayoritario, se puede concluir 

que la voluntad de todo mi embro, aunque sea en concurso con los demás mi embros 

de la mayoría, puede ser dirigida, no a la realización de un determinado fin (el 

de lo del iberación), sino sólo a la formación de la voluntad del órgano, esto es, 
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del acuerdo, dirigido a su vez, a un determinado fin, lo que es algo distinto de la 

fusión de las declaraciones de voto de los miembros de la mayoría.... El acuerdo 

de la asamblea, como voluntad de un órgano único, distinta de la de las personas 

que intervienen en ella sólo puede ser un acto jurídicamente simple y, tanto en 

lo interno d e la persona jurídi ca como en lo externo, el acuerdo tomado se presenta 

como un acto rigurosamente un ilateral que más tarde puede convertirse, ya sea direc­

tamente, ya mediante la declaración de los Administradores, en elemento de un con­

trato o de otro negocio bilateral o plurilateral, concluído con terceros .•.• "1111(4) 

Tomemos en cuenta que en la Junta, como en todos los cuerpos colegiados 

de este tipo, es el órgano de la persona jurídica el que entro en a ctividad, no 

existe unión de voluntades, porque durante las discusiones se dan votos en contrario, 

de lo que resultaría una paralización en virtud de la oposición entre opinionesnega­

tivas y positivas. No se da tal fusión de la mayoría con la minoría en lo que al 

acuerdo respecta. Asimismo, no cabe el argumento de que en los debates de la 

Junta, como actos complejos que son, los acuerdos resultan de la concurrencia de 

voluntades de la mayoría, pues la voluntad de la minoría queda envuelta en los 

mismos, la deliberación, hecha de conformidad CI la ley no es otra cosa que la ma­

nifestación de voluntad de la ASCJmblea. 

Lo que hasta a hora hemos di cho queda puesto de manifi esto si tenemos pre­

sente el principio de sumisión al voto de la mayoría; el que se contrapone de una 

manera total al consentimiento que debe haber en los actos bilaterales y plurilate­

roles. Lo confirma el Artículo 247, y en ese artículo precisamente está la confir­

mación de que las resoluciones tienen carácter de unilateralNad, pues todas las 

voluntades, expresadas a través de la mayoría, son la vo luntad del órgano. La ley 

no habla de las volontades de losssocios, sino de la Junta formada legalmente, de 

ahí que cualquier similitud con el contrato está fuera de lugar. 

Sobre esto, SomarrivCl Undurraga y Arturo Alessandri Rodríguez dicen: 

IIl1l1Aunque el contrato y los actos complejos y colectivos suponen la unión de 

varias voluntades, se diferencias por el modo y la eficacia de tal unión. 11 En 

el contrato hay dos sujetos, contrapuestos entre sí; en el acto completo y en el 

col ectivo hay varios sujetos que obran por la misma parte: en aque1 hay manifes­

tación de varias voluntades que se entrecruzan, en éstos, hay la manifestación 
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de varias voluntades paralelas. El contrato produce un vínculo entre las volunta-

des de los contratantes, sin producir su unificación; los actos complejo y colectivo, 

por el contrario, impli can unión de diversas voluntades de contenido igual y consti-

tuyen el medio para la formación de la voluntad colectiva. Del contrato derivan 

obligaciones para una parte oon respecto de la otra; en cambio, en los actos com-

piejo y colectivo, los varios participantes no pretenden obligarse recíprocamente, 

sino que quieren producir respecto a terceros, el único e igual efecto jurídico 

querido por todos: no se contraponen como partes, sino que forman unidos entre sí, 

una sola patte." 11 (5) 

La presencia de los accionistas en la Junta no ti ene importancia más que 

en relación con el número de acciones que poseen, lo que podría considerarse como 

requisito para que haya mayoría es, en el fondo, condición necesaria para que pue-

da expresarse válidamente la voluntad de la Junta. Cuando los Artículos 240, 241, 

242, y 243, establ ecen los quórums necesarios para que haya resolución vál ida esta-

blecen dos bases esenciales: a) que no puede haber resolución sin que haya el 
.. nu-

mero de votos que la ley exige para las Juntas ordinarias o extraordinarias sean 

de primera o segunda convocatoria; b) el pacto social o los estatutos no pueden 

modificar este mínimo requerido, sino en los casos permitidos. 

No pueden considerarse completas las definiciones que hablan de las mani-

festaciones de voluntad, ignorando el concepto de unidad de la resolución. La 

resolución es manifestación de voluntad del órgano y su adecuación a las normas 

legales y al pacto social es indispensable para que tengan plena eficacia y validez. 

La disposición de los órganos sociales se fundamenta en el derecho público, 

pues existe una similitud en su función y composición. Las asambleas manifiestan 

su voluntad a través de los debates y resoluciones, en las cuales las voluntades y 

opiniones de los participantes se unen a través de especiales ordenamientos jurídi-

cos, los cuales generalmente dan el valor de voluntad de la Junta, a la voluntad 

de la mayoría, por excepción se exige unanimidad o mayoría calificada. 

Es común escuchar que la Junta General es el poder legislativo y los Ad-

ministradores, el poder ejecutivo, pero la verdad es que no puede hablarse de una 

tajante división de funciones entre los órganos sociales. Por otra parte, los autores 
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y la doctrina de los últimos tiempos, no adoptan la posición de considerar a la 

Junta General como órgano de rea l izaci ón excl usi vamente interna y que sean los 

Administradores y el Aud itor o el Consejo de Vigilancia, quienes hagan patente la 

voluntad de la Junta hacia el exterior. Si seguirmos la exposición de connotados 

juristas sobre el tema, podemos llegar a interesantes conclusiones: lo) La Junta Ge­

neral manifiesta su vol untad social, pero con dirección a los otros órganos sociales 

y a los accionistas o sea hacia el ámbito interno de le entidad. Aquí corrnsponde­

ría a los administradores la facultad de transmitir esa voluntad con validez hacia 

el exteri or . Puede decirse, es de la competencia de la Junta este tipo de resolu­

ciones, cuando son autorizados por la ley, el pacto social o los estatutos. Ejemplo 

de ello podría ser el Artículo 141, que habla de la compra de sus propias accio­

nes por la sociedad, o la emisión de obligaciones negociables o bonos (Art. 224, 

No. 11); tales acuerdos deben ser cumplidos por los Administradores. 

20.) Puede ser que la Junta General acuerde a lgo que tenga orientada su 

finalidad hacia el exterior en relación con terceros. El Artículo 225 dice que la 

Junta puede designar ejecutores especiales de sus acuerdos, por ejemplo: contratar 

con terceros, especialmente si puede surgir una contraposición de intereses con los 

Administradores, o el Administrador Unico se niegu e o se encuentre inhabilitado de 

comparecen en el contrato . 

30.) Por último puede existir una competencia dividida entre los órganos 

sociales, en lo que a la formación y manifestación de vol untad del ente atañe. 

Tal caso puede darse en las proposiciones o aceptaciones de contratos con terceros 

por la Junta; el nombrami ento de ci ertos empl eados fijado por el pacto social como 

atribución de la Junta General, etc. Aquí los Ad ministradores tienen como única 

tarea el servir de vehículos para que se exprese la voluntad social constituida en 

el rnámbito interno. 

No obstante lo que se ha dicho en párrafos anteriores, los acuerdos emana­

dos de la Junta General, desde luego que son actos uni lateral es, pueden ser revoca­

dos o modifi codos por otro acuerdo tomado con posterioridad. Más no es absoluta 

esta facultad de la Junta General , puesto que los acuerdos que modifi can otro 

anterior deben respetar, entendemos, los derechos de t.s a ccionistas y los terceros, 

adquiridos de bu:ma fé. 
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En resumen, sobre la natural eza del acuerdo emanado de la Junta General, 

podemos decir que se acepta sin duda alguna que son declaraciones de voluntad 

de una persona jurídi ca, y como tal es pertenecen a la categoría de los actos jurí­

di cos, pu es los acuerdos están desti nodos a produci r efectos j urídi cos. Es un acto 

unilateral au nque en su formación entre una serie de voluntades individuales que 

se unen para formar la voluntades individuales que se unen para formar la voluntad 

de la soci edad, porque es manifestación de voluntad de una sola parte, además es 

un acto oolegiado en sentido a mplio, acto que se cumple por varias personas, pero 

como actúan en su calidad de elementos de un órgano, deviene en un a cto unitario 

pues surge de la asamblea, organización unitaria . Son a ctos colectivos, pero no 

plurilatera-Ies; ambas son dos clases que- ~o deben confundirse, si establecemos que 

la Junta es un órgano encargado de la voluntad social, los acuerdos no pua::!en 

tener otra entidad que la de actos jurídicos simples, que pueden normar el orden 

interno o tener efectos en el externo, en conjución con declaraciones de voluntad 

de terceros para contratar o figurar en cualquiera otra clase de actos jurídicos 

bilaterales. 

(6) CONVOCATORIA 

El Artícu lo 230 señala que la convocatoria deberán hacerla los Administra­

dores, pero si no lo hacen, estó facultado el Auditor en los términos del Artículo 

291, No. VIII. El mismo derecho asiste a los a ccionistas que representen el 5% 

del capital social paro que se traten los asuntos que indiquen en su peti ción, 

(Art. 231), y los administradores estarán obligados o hacer la convocatoria. 

Podría suceder que los administradores se rehusen o efectuar la convocato­

ria o que el Auditor se niegue también a ello, en tal caso puede el Juez de 

Comercio hacerla, Artículos 231 y 232. 

En el caso de la aprobación del balance y la Memoria Anual, el órgano 

administrativo tiene un término señalado para la convocatoria de la Junta Gene­

ral, la que tendrá efecto después de transcurrido el pl azo que señala el Artículo 

236, además de que los a ccionistas deberán contar con un lapso de por lo menos 

ocho días para examinar la documentación, Artículo 285. 

En caso de que haya pérdidas de capital que asciendan a más de las 
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tres cuartas partes si n que los acci oni stas hagan aportaci ones que lo mant€lngan 

por lo menos en una cuarta parte, los administradores están en la obligación de 

convocar a la Junta General para que conozca de tal situación, Artí culos 187, 

No. 111, 188 Y 189. 

En el Artículo 228, No. IV, se indica que en la convocatoria deberá 

señalarse el lugar donde se efectuará la sesión, dato que es de suma relevancia 

para la formación del órgano social. 

El Artículo 223 dice que la Junta General Ordinaria deberá reunirse por 

lo menos una vez al año, dentro de los cinco meses sigui entes a la clausura del 

ejercicio social. 

B Artículo 228, inciso 30., prescribe que en el caso de que las acciones 

sean nominativas, deberá enviarse un a viso a los accionistas con las indicaciones 

pertinentes que en la misma disposición se establecerá, destacándose entre otras 

la del No. IV, que se refiere a la agenda de la sesión, pues su cometido es in­

formar a los socios sobre las materias a tratar en la Junta, por una parte; y, por 

otra, beneficiar a los ausentes desde luego que ellos estarán seguros de las mate­

ri as qu e se trataron y qu e les interesan. 

B probl ema de las acci ones al portador en lo qu e se refi ere a I as convo­

catorias para las Juntas General es, es diferente al de las acciones nominativas, 

las cuales consta n en el Registro de Accionistas que lleva la sociedad; por eso 

es que el mismo Artículo 228 expresa que la convocatoria se publicará con 15 

días de anti cipación, a menos de que el pa cto social establ ezca un plazo mayor; 

debe aplicarse lo que el Artículo 486 norma sobre la publicación material de los 

actos que ordena la ley. 

B Artículo 233 resuelve un problema que se da en otras latitudes, por 

falta de prescripciones como la que comentamos y que trata de lo que en doctri­

na se conoce como lIasamblea totalitaria ll
• Dispone este precepto que en caso de 

que se hallen reunidos todos los accionistas o sus representantes, se acordare ins­

talar I a Junta y se aprobare por unani midad la agenca, la Junta quedará instala­

da válidamente aunque no se haya hecho la convocatoria en los términos del 

Artículo 228. 
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Los Artículos 229 y 241 hablan de las J lJ n:as en segunda convocatoria, 

cuando se haya reunido el quórum necesario. El que la ley haya señalado como 

obligatoria una segunda convocatoria resulta obvio si consideramos que con tal 

medidas se evita que los accionistas, ausentes habitualmente, frustren la reunión 

de la asamblea, pues no es necesario un número de acciones determinado y las 

resoluciones se toman por mayoría de votos presentes. 

(7) INTEGRACION DE LA JUNTA GENERAL 

Después de todo lo dicho, debemos sentar algo que quizás no resulte tan 

evidente: para que la verluntad genera l, o sea la voluntad de la sociedad se ma­

nifi este cabatmente, no se precisa tan solo de la convocatoria y todas sus conse­

cuencias, es de imperiosa necesidad que la sesión se efectúe de acuerdo a la 

ley, entre otras . exigencias; que el acuerdo se tome con el quórum reglamentario. 

A esto se refieren los Artículos 240 y 241. Por el primero se establece 

que para que la Junta ordinaria se considere reunida en la primera fecha de la 

convocatoria, deberá estar representada, por lo menos, la mitad más una de las 

acciones que tengan derecho a votar, y las resoluciones sólo serán válidas cuando 

se tomen por la mayoría de los votos presente; el segundo di ce: Si la Junta Ge­

neral ordinaria se reuniere en la segunda fecha de la convocatoria, por falta de 

quórum necesario para hacerlo en la primera, se considerará válidamente consti ­

tuída, cualquiera que sea el número de acciones representadas, y sus resoluciones 

se tomarán por mayoría de los votOs presentes. 

Estas normas regu lan la materia relativa al quórum que es necesario para 

que se constituya válidamente la Junta Ordinaria, en el sentido del mínimo de 

accionistas que deben concurrir a la misma. Nuestra ley en este aspecto es 

similar a otras legislaciones, al exigir el quórum sólo para la reunión en primera 

convocatoria, y permi~ir la celebración válida de la Junta en segunda convoca­

toria cualquiera que sea el número de acciones. Con este sistema se pena, 

aunque en forma indirecta, a los accionistas indiferentes, que adoptan una con­

ducta negligente en el cumplimiento de la obligación de colaborar en la mar­

cha de los negocios sociales y se establece un sistema seguro para que pueda 

efectuarse la Junta General Ordinaria, que por las materias de que trata, pro­

pias de su competencia, es de ineludible celebración para el normal funciona­

miento de la entidad. 
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El Código de Comercio poro lafijación del quórum ha seguido el criterio de 

considerar constitu ido la Junta según el capital que concurro o lo mismo, o sea un 

criterio eminentemente capital ista. 

Este criterio capitalista para el quórum de presencia, si nos remontamos o las 

últimos consecuencias del mismo pueden llegar a que admitamos lo celebración de una 

Junta General con lo concurrencia de un solo accionista titular de la mayoría de 

acciones. Pero este razonamiento es desde todo punto de vista inadmisible y concep­

tualmente imposibl e desde luego que por defini ción la Junta es uno reunión de varios 

personas, además de que lo ley habla de varios acciones o sea en plural y por otra 

porte debe haber un Presidente y un Secretario (Artículo 238) por lo menos. 

El quórum sólo se requiere poro el momento de la constitución de lo Junto. 

Si los accionistas se retiran después de iniciado lo sesión, no quedará afectada la 

validez de ésto; si los acuerdos son votados por los mayorías legal o contractualmente 

requeridas, Artí cu lo 244. 

En lo que toco o la segunda convocatorio, lo ley prevé el coso de que no se 

reuno el quórum sufi ci ente paro que se constituyo l a Junto, por lo que se considera­

rá válidamente reunido cualquiera que sea el número de acciones representados. Se 

don así los mayores facilidades poro que se efectúe lo reunión de los Juntos ense­

gunda convocatorio con uno norma que garantizo el normal desarrollo de los asambl eas, 

que en otro coso, con el ausentismo u obstruccionismo de los accionistas, podrían 

resultar inútil es. 

De lo dicho anteriormente podemos asumir que el Código de Comercio en 

lo referente o la expresión de lo voluntad social o través de los acuerdos, contiene 

disposiciones que el pacto social podrá aumentar pero no reducir, Artículo 227. 

Como yo lo hi ci mos notar, lo Junta tiene capacidad paro decidir sobre 

los asuntos que l e competen si se encuentran reunidas ci erto número de acciones, 

no de accionistas, Artículos 240, 241, 242 y 243. 

El Código para lo regulación de la Junto ha tenido presentes ciertos princi­

pios básicos: 10.) uno mayoría que impone su voluntad a la minoría; y 20.) el de 

presencio, por el cual las acciones presentes en lo Junta se pronuncian en tal o 

cual sentido a través de los acuerdos que obligan incluso o los ausentes o disidentes 
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(Artículo 247), aún cuando éstos conservan su derecho de oposición de conformidad 

con la ley, a éstos debemos añadir un tercer elemento que les sirve de regulador, 

como es el número mínimo de acciones que exige la ley para que el acuerdo tenga 

efecto. 

De conformidad al Artículo 164, inciso 20., el accionista dispondrá de tantos 

votos como acciones le pertenezcan o represente, por lo que todo accionista puede 

intervenir en las Juntas y votar en ell as de conformidad a la convocatoria; por otra 

parte, el Artículo 236 dice: tiA partir de la publicación de la convocatoria, los li­

bros y documentos relacionados con 105 fines de la Junta, estarán en las oficinas de 

la soci edad, a disposición de los accionistas para que puedan enterarse de ellos. 

Si el pacto social hubiere subordinado el ejercicio de los derechos de parti­

cipación al depósito de los títulos de las acciones con cierta anticipación, el plazo 

de la convocatoria se fijará de tal modo que los accionistas dispongan, por lo menos, 

de ocho días para practicar el depósito en cuestión, el cual podrá hacerse en cual­

quier institución bancaria, si no se hubiere indicado una determinada en la convoca-

toria. ti ti 

Se habla habla en esta disposición del depósito de acciones, por lo que debe­

mos examinar un punto bastante interesante, el régimen a que se someten las acciones 

nominativas y al portador en lo que a este depósito se refiere. Las nominativas 

están registradas por el nombre del poseedor en los libros sociales por lo que es más 

fácil saber con anticipación quienes asistirán a la Junta. Cobra aquí importancia 

lo que dice el Artículo 147 sobre si las acciones son nominativas para ejercer los 

derechos de participación en las Juntas Generales de Accionistas y, en general, en 

la administración social, bastará que el socio aparezca registrado como tal en el 

Libro de Registro de Accionistas. 

En lo que a las acciones al portador toca, el accionista, una vez publicada 

la convocatoria en el Diario Oficial y en un diario de circulación nacional y ente­

rado de la misma, deberá presentar al lugar designado en la convocatoria o en 

cualquier institución bancaria si no se hubiere indicado una determinada en la 

convocatoria los títulos que justifican su derecho, Artículo 236. 

Los accionistas pueden hacerse representar en las asambl eas por medio de otra 

persona extraña, en I a forma que señal a el pacto soci a I y cuando no lo i ndi que, 
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por simple carta, Artículo 131. 

Ni los administradores ni el Auditor podrán ser representados en la Junta, 

así se garantiza la independencia del voto, Artículo 131, inciso 20. 

Veremos enseguida las regulaciones que contiene el Código sobre la capaci­

dad de la Junta General para tomar acuerdos válidos. El Artículo 240 dispone los 

quórums necesarios para que quede constituida la Junta y para que haya resolución 

válida en primera convocatoria. Tenemos entonces que para considerar constituída 

la asambl ea es necesaria la presencia de la mitad más uno de las acciones que 

tienen derecho a voto. Las resoluciones serán válidas cuando haya mayoría de vo­

tos presentes. 

8 Artículo 241 establece como se constituirá y se tomarán resoluciones váli­

das en segunda convocatoria, así: IIse considerará válidamente constituída, cualquie­

ra que sea el número de acciones representadas y sus resoluciones se tomarán por 

mayoría de votos presentes. 11 

8 Artículo 242 da las mismas reglas para las Juntas Extraordinarias, si éstas 

deben acordar lo referente a la emisión de obligaciones o a la amortización de ac­

ciones con recursos de la propia sociedad y emisión de certificados de goce, Artí­

culo 224, Nos. 11 y 111. 

El Artículo 243 regula la materia referente a lasasambleas extraordinarias en 

cuanto éstas hayan de decidir en asuntos que no sean de los señalados en el Artícu­

lo 242, y se estable.cen proporciones especiales tanto para la constitución de la 

Junta como para la toma de resoluciones vál idas, sea en primero, segunda o ulterior 

convocatoria, las que no transcribimos por considerarlas lo suficientemente claras. 

Dentro de esta misma disposi ción cabe destacar otras reglas como son las contenidas 

en los ordinales IV, V y VI. 

En No. IV está en concordancia con el Artículo 160, pues da derecho de 

voto a todos los accionistas aún los limitado. 

S No. V a nuestro juicio contiene una disposición que protege a los terce­

ros y acreedores de la sociedad contra decisiones que puedan menoscabar el capital 

y la propia estructura de la sociedad, pues dice que en primera convocatoria rigen 

las disposiciones especiales sobre asuntos que deban tratarse en juntas extraordina­

rias, para que en segunda rijan las del 243, así se evita que los interesados en 
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cualquier maniobro dolosa establezcan con su inasistencia quórums y mayorías incom­

pletas, con el objeto de que en una segunda convocatoria, se decida con las condi­

ciones favorabl es a sus designios. 

El No. VI es bi en claro, las proporciones que da el Artículo no pueden dis­

minuirse, pero si aumentarse por el pacto social. Esto desde cualquier ángulo re­

sulta conveniente. 

El Artículo 244 contiene un precepto de suma importancia ya que a través de 

él se impide que accionistas, con intereses de dudosa procedencia o simpl emente 

indiferentes a los negocios social es, impidan con su retiro, la sesión, pues quedaría 

así desintegrado el quórum necesario para su validez. 

Disposiciones como la nuestra evitan un sinúmero de discusiones que se susci­

tan en las legislaciones extranjeras. No obstante si entramos a un análisis más a 

fondo, de la cuestión, quedaría flotando alguna duda sobre la conveniencia de la 

adopción total de un sistema semejante. Los autores se han pronunciado en contra 

o en favor de la validez del acuerdo tomado sin la mayoría que indica la ley, en 

el supuesto de.. que no exista una disposición tan clara como el Artículo 244, en 

los siguientes términos: por una parte hay quienes opinan que una minoría obstruc­

cionista no tiene la facultad de impedir a otros tomar una decisión dentro del seno 

de la Junta. Por otra parte, hay quienes dicen que no existe el llamado poder de 

la mayoría o sea que no puede atribuírs.l'e a ningún ente esa facultad. Es así 

como los accionistas disidentes no tratan con su actitud de impedir el ejercicio de 

un derecho sino que obran dentro de la legitimidad puesto que lo que ellos hacen 

es negarse a formar parte de la mayoría. Es más, se dice que la ley debe preo­

cuparse por la legalidad del acuerdo y no de si la mayoría o minoría tienen dere­

chos. Para que un acuerdo se considere vál ido se requi eren dos condi ciones: 10.) 

un número de acciones que represente a la mitad más una del capital social; y 

20.) que voten por un determinado punto la mayoría de los votos presentes. (Ar­

tículo 240). Si no se dan estas dos condiciones, dicen los autores, no puede ha­

blarse de una Junta legalmente reunida para deliberar aunque en un principio haya 

estado constituída legalmente, pero como lo dijimos, el Artículo 244 resuelve la 

cuestión y evita estériles argumentaciones en pro o en contra. 
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El Artículo 238 dice "Sa lvo estipulación contraria del pacto social, las Jun­

tas ordinarias o extraordinarias serán presid idas por el Admi nistrador Uni co o por 

el Presidente de la Junta Directiva y, a faita de ellos, por quien fuere designado 

Presidente de debates por íos accionistas presentes. 

Actuará como Secretario de la sesión, el de la J unta Directiva y, en su 

defecto, el que elijan los accionistas presentes. 

La reunión de la Junta General exige que previamente se constituya una 

mesa directiva encargada, primero: de la admisión de los accionistas a la Junta, 

examinar los documentos de los representantes, formar la lista de presencia y resol ­

ver cualquier dificultad que se presentare; posteriormente: dirigir los debates, con­

ceder la palabra y mantener el orden; y, finalmente, levantar el acta d.e la sesión. 

El Código dice que la mesa directiva debe estar constituída al menos por un Pre­

sidente y un Secretario, pero no habría obstáculo para que el pacto social o los 

estat utos la hagan constar de un número mayor de mi embros. 

Si el pacto social no dispone otra cosa, el legislador ha ordenado que la 

Junta General sea presidida por el Administrador Uni co o el Presidente de la Junta 

Directiva y a falta de éstos, por la persona que elijan los accionistas. El confe­

rir al Presidente de la Directiva, la Presidencia de la Junta General, es una prác­

tica en las escrituras de constitución, por eso es que la ley no hace más que plas­

mar en sus artículos tales situaciones y sólo en la hipótesis de que no se haga la 

designación pertinente en el pacto social podrán los accionistas elegir la persona 

que haya de actuar como Presidente. Esta falta del Presidente que prevé el Có­

digo, no debe interpretarse restrictivam ente a Qquellas situaciones en que ha falle­

cido, renunciado, se ha enfermado, ausentado, sino por cualqui er otro motivo. La 

facultad que se concede en virtud de esta disposición a los accionistas presentes 

en la Junta, es para elegir al que presidirá, en cualquier supuesto que se de si 

el designado por la ley o el pacto no está presente al iniciarse la reunión. Si 

no fuera así, estaríamos ante la posib ilidad de que el Presidente designado, pueda 

hacer fracasar la Junta con solo no asistir a ella. 

Los autores han admitido el derecho de la Junta para elegir al que la pre­

sidirá en ausencia del que legal o contractualmente deberá presidirla, más las co­

sas no resultan tan fáciles en la práctica de la vida dentro de las sociedades, 
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desde luego que se trata de una elección que deviene en acuerdo, que en estricto 

sentido debe tomarse antes de que se reuno la asambl ea la cual no puede efectuarse 

sin que nadie la presida y el Código no prevé la manera de afrontar esta particular 

situación. No obstante, si nos ceñimos a principios generales que se dan por senta­

dos para el desarrollo de la Junta es desde todo punto de vista lógico y natural que 

la elección deberá hacerse por mayoría d e votos presentes. En coso de que no haya 

acuerdo entre los accionistas votantes para apoyar la elección de determinad~ per­

sona, la Junta fracasará. 

Es en el pacto social o en los estatutos donde se fija en detalle de qué ma­

nera y con qué funciones se presidi rá la Junta General. Pero podemos afirmar que 

esencialmente tal tarea se enmarca dentro de ciertos principios bastante generales 

como: dirigir y regular los debates, conceder a los accionistas la palabra, retirar el 

uso de la misma, declarar suficientemente discutidos los asuntos, ordenar se proceda 

a la votación, etc. Luego de terminada la Junta, firman el acta de la misma jun­

tamente con el Secretario, Artículo 246. 

Como Secretario de lo Junta actuará el de la Directiva y en su defecto el 

que elijan los accionistas presentes. En este coso la elección del Secretario no 

ofrece las mismas dificul~ades que la del Presidente, puesto que el Presidente se en­

cargará de llevar la sesión desde el inicio. Los funciones del Secretario son levan­

tar el acta y fi rmarl a . 

El artículo 239 habla de lo que se llama li sta de presencia. El Código al 

exigir la formu lación de la listo, refleja lo que en la práctica acontece. La lista 

se origina en la necesidad de la exigencia de un número mínimo de acciones para 

lo constitución de la Junto, sin lo lista, cuando el número de acciones es numeroso 

no podría saberse si yo se alcanzó el quórum necesario. 

No sólo ese es el rol de la lista sino que también legitimo al accionista 

para que ejerzo su derecho de voto, y como también da fe de la presencia o au­

sencia de los accionistas, permitirá que quien haga uso de la acción de oposición 

pueda fundamentar, con verdaderas bases, · su acción. 

La lista se formulará a la hora señalada en la convocatoria y tendrá que ser 

necesariamente antes de entrar a conocer de la agenda, pues debe tenerse muy en 

cuenta que la determinación del quórum de presencia es imprescindibl e para la 
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validez de la Junta. Puede estimarse que la formulación de la Junta es un acto 

preparatorio de la misma, la que no podrá iniciarse sin que se haya cumplido con 

ese requisito. No especifica quien formulará la lista, pero en la práctica quienes 

lo hacen son el Presidente y Secretario de la mesa directiva de asambl ea general, 

por eso el artículo citado dice que antes de la primera convocatoria, la lista se 

exhibirá para su examen y será firmada por el Presidente, el Secretario y los demás 

concurrentes • 

Desde luego que el objeto primordial de la lista es determinar a través de 

ella el número de accionistas asistentes a la Junta, el artículo requiere que indiquen 

en la lista, los accionistas presentes y representados, número de acciones representa­

das por cada uno y en su caso categoría de las mismas. 

(8) DERECHO DE INFORMACION 

El Artículo 245 contiene una disposición sumamente importante: introduce a 

la legislación salvadoreña el llamado derecho de información del accionista, que con­

siste en la facultad de pedir informes relacionados con los puntos de discusión. Es 

por así decirlo un compl emento del derecho de voto, aunque con autonomía respecto 

de él, cuya finalidad es hacer que el accionista esté plenamente consciente de las 

consecuencias que recaerán con la adopción de determinados acuerdos. 

El derecho de información es bastante ampl io, pero ti ene sus límitE1s: el artí­

culo dice: informes relacionados con los puntos en discusión, así que fuera de esos 

informes el accionista no puede pedir otras expli caciones, por lo que podría resul­

tar menos amplio que las dadas en la práctica por los administradores o personas que 

presiden la Junta General. 

De este derecho son titulares todos los accionistas, pero sólo ellos. Con­

viene aclarar que aún cuando el artículo no lo dice expresamente, así debe enten­

derse, que sólo el accionista facultado para asistir a la Junta General puede hacer 

uso de ese derecho. Si alguno no puede hacerlo por no cumplir con las exigencias 

legales para ello, desde luego queda fuera de esa facultad, si consideramos que es 

ejercida fKl. la Junta y dentro de ella y el accionista no puede tener acceso a la 

misma. 

La ley no lo dice, así que el derecho podrá ejercitarse tanto en forma 

verbal como por escrito. 
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Finalmente diremos que el Artículo 246 regula la forma de asentar las ac-

tas y quienes deberán firmarlas; asimismo señala que en caso de que no pudieren 

asentarse en el libro que deberá llevarse al efecto, se hará en el protocolo de un 

notario. 

Las demás indicaciones de la disposición comentada son bastante claras por 

lo que nos abstenemos de comentarlas. 

(9) VOTACION 

La forma de votar no ha sido i ndi cada por 1 a 1 ey, en razón de que existen 

dentro del hacer diario de las soci edades, una forma que ya constituye costumbre. 

No es necesari o, por lo tanto, hacer mayores comentari os sobre el tema. Los acuer­

dos se toman de conformidad a las mayorías que exige la ley, Artículo 240 y sigo 

Puede seguirse cualqui er procedimi ento para proceder al escrutinio; puede ser voto 

secreto, votación nominal, por aclamación, por mano levantada, todo depende de lo 

que dispone el pacto social O la mesa directivó o que la Junta haya decidido votar 

en tal o cual forma. 

Sobre la forma de participar en las juntas nos remitimos a comentarios ante-

riores. 

En cuanto a quién ejercerá los derechos en los casos del Artículo 132, nos 

remitimos a lo dicho en el Capítuío VI de liLa Acción ll
• 

citar: 

Hay situaciones en que el derecho de voto queda restringido, de ellas podemos 

a} El Artículo 141, habla de que la sociedad puede adquirir sus propias ac­

ciones en virtud de remate o adjudicación judicial, con la obligación de 

venderlas dentro de los tres meses a partir de la fecha en que puede le­

galmente disponerrde ellas; pero en el interim podría hacerse uso de los 

derechos que dichas acciones incorporan, más el inciso tercero de dicha 

regla dispone 11 En tanto pertenezcan las acciones a la soci edad, no po­

drán ser representadas en las asambleas de accionistas". 

b) El Artículo 169 habla de limitaciones del voto cuando las acciones no es­

tán totalmente pagadas. 

c) El Artículo 167 dice que cuando un accionista tiene un interés contra­

rio al de la soci edad, no tendrá derecho a votar en los acuerdos 

j 
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respectivos. La norma apuntada tiene su base en el siguiente razona­

miento: la sociedad está formada para interés de los accionistas con ex­

clusión de otra consideración; y su fin es realizar el interés particular 

en cuanto forma parte del interés común. Entonces el derecho de voto 

que corresponde al soci o, sólo puede ejercerlo en beneficio de su calidad 

de socio y no de otro interés, aunque sea propio, que es extraño a su 

participación en la entidad y opuesto al interés social. 

d) El Artículo 268 contiene otra prohibición de voto esta vez dirigida a los 

administradores, quienes no pueden votar en asuntos relativos a al apro­

bación del balance, estado de pérdidas y ganancias y en lo que se re­

fiere a su propia responsabilidad. 

(10) NULIDAD O INVALIDEZ DEL ACUERDO 

Los actos jurídi cos pueden ser perfectos o imperfectos, depende de si se ha 

cumplido los requisitos legales para que estos tengan existencias o validez. 

Los actos que devienen imperfectos pueden tener una de tres categorías: 

inexistentes, absolutamente nulos o nulos en forma relativa. 

La ine~.btencia se da cuando se omite una condi ción necesaria para que 

exista el acto como tal, en tal caso lo único que hay es una especie de "tentati­

va de acto", según lo reconoce la doctrina, en un símil bastante afortunado, puede 

decirse que el acto nace muerto. 

La nulidad, por el controrio, se da en forma absoluta cuando la omisión 

es de un requisito exigido en consideración al acto en si mismo y no a la calidad 

o estado de las personas que lo ejecutan o acuerdan. 

En forma relativa, habrá nulidad, si la omisi6n es de un requisito exigido en 

atención a la calidad de determinadas personas. 

Finalmente, a modo de aclaración puede decirse que los actos son inopo­

nibles cuando no se cumplen los requisitos y formalidades señaladas por la ley 

para que un acto jurídi co pueda tener efecto contra terceros. 

El Código de Comercio dice que los efectos de la nulidad de los acuerdos 

de las Juntas General es, se regirá en sus efectos por la disposición del Código 

Civil (Artículo 249). De tal manera que las disposiciones del derecho civil se 

apli can a los acuerdos de la Junta G~neral, desde luego que sentamos en párrafos 

anteriores que el acuerdo es un acto jurídico. 

) 
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Es de hacer notar que las normas establecidas para regular la nulidad son 

de orden público, por lo que ningún convenio de las partes que intervienen en los 

actos jurídicos pueden derogarlas. 

Por no ser este trabajo sobre derecho civil, es que los comentarios perti­

nentes sobre la nulidad de los acuerdos emanados de la Junta General, los hare­

mos en forma compendiada; daremos por sentados los conocimientos sobre nulidad. 

Nuestro Código Civil trata de la nulidad de conformidad a la llamada teo­

ría clásica que: 111111 •••• agrupa las sanciones de los actos que no cumplen con los 

requisitos exigidos, en dos grandes categorías; inexistencia y nulidad, subdividiendo 

esta última en absoluta y relativa. Resuet"e en bloque las cuestiones que se 

propone solucionar: casos en que se puede intentar una acción de nulidad, perso­

nas que pueden invocar la nulidad absoluta y la nulidad relativa, cuando procede 

la conHrmación y la prescripción del acto nulo, etc. 111111 (6) 

Desde luego que hay que distinguir entre la nulidad y la inexistencia jurí­

dica, daremos un concepto de ésta: es la sanción de los actos celebrados omitien­

do cualqui era de los requisitos que exige la ley para su existencia, como por ej.: 

el consentimiento, el objeto, la causa o las formalidades solemnes exigidas para 

la existencia del acto. 

Es conocida la fuente de donde se originó la teoría de la inexistencia jurí­

di ca, por lo que omitimos mayores comentarios. 

Entre ambas, nul idad e inexistencia hay varias diferencias: 

a} La nulidad debe ser declarada, la inexistencia no ¡xecisa de tal decla­

ración. 

b} Los actos nulos mientras no preceda declaración tienen plenos efectos, 

los actos inexistentes no los producen jamás. 

c) Los actos nulos admited saneamiento por el transcurso del tiempo, los 

actos inexistentes no pueden sanearse nunca; 

d) La nulidad absoluta y la inexistencia no pueden ratificarse por las 

partes, la nul idad relativa si puede someterse a la ratifi cación de 

las partes; 

e) La inexistencia cabe sólo al egarla como excepción dentro de un juicio, 

la nulidad puede emplearse como acción o como excepción. 
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f) la nulidad relativa no puede alegarse sino por aquellos en cuyo benefi­

cio la han establecido las leyes o sus herederos o cesionarios, Artículo 

1554 C; la nulidad absoluta puede a legarse por todo el que tenga inte­

rés en ell o, excepto el que ha ej ecutado el acto o cel ebrado el con­

trato, sabiendo o debiendo saber el vicio que lo invalidaba, Artículo 

1554 C, lo mismo sucede con la inexistencia, que pueden alegarla todos 

los interesados. 

g) la nulidad de cualquier clase que sea, judicialmente declarada, sólo 

beneficia a las partes en cuyo favor se sentenció. El Artículo 1561 C., 

establece esta regla al decir: III1Cuando dos o más personas han contra­

tado con un tercero, la nulidad declarada a favor de una de ellas no 

aprovechará a las otras" ll
• la inexistencia por el contrario si se de­

clara judicialmente, aprovecha a todos sin distinción. 

h) El acto nulo es posible que se tenga por válido, pero dentro de una 

forma diferente, se puede citar como ej emplo el caso del Artículo 

1572 C.: los actos inexistentes no pueden valer de ninguna manera. 

los diversos autores no se han puesto de acuerdo sobre si nuestro Código 

Civil acepta la teoría de la inexistencia. los autores chilenos que comentan el 

Código de Chile, antecedente histórico de nuestra legislación, no han formulado 

opinión unánime, por el contrario, sus puntos de vista se hallan bastante divididos 

con fuertes argumentos de cada lado. 

El Artículo 1552 C., da un concepto de nulidad absoluta: lila nul idad pro­

ducida por un objeto o causa ilícita, y la nulidad producida por la omisión de al­

gún requisito o formalidad que las leyes prescriben para el valor de ciertos actos 

o contratos, en consideración a la natural eza de ellos, y no a la calidad o esta­

do de las personas que los ejecutas o acuerdan, son nulidades absolutas". Hay 

asimismo nul idad absoluta en los actos y contratos de personas absolutamente in­

capaces. 11 

y el mismo artículo dice que "Cualquiera otra especie de vicio produce 

nulidad relativa, y da derecho a la rescisión del acto o contrato. 11 

En la ciencia del derecho, la palabra nulidad se usa para nominar la 
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absoluta, para la nulidad relativa se ha escogido la palabra rescisión, aún cuando 

el Código Civil usa indistintamente ambos términos para referirse a las dos clases 

de nulidades. 

NULIDAD ABSOLUTA 

Según el Artículo 1552 C., la nulidad absoluta tiene lugar en los caSOS 

que a continuación enumeramos: 

a} Cuando hay causa ilícita¡ 

b} Cuando hay objeto ilícito; 

c} Por la omisión de ciertos requisitos o formalidades que las leyes pres­

criben para el valor de ciertos actos o contratos en consideración a 

la naturaleza de los mismos¡ 

d) Existe tal clase de nul idad en los actos y contratos de las personas 

absol utamente incapaces. 

Tiene ciertas características, que pueden resumirse en las siguientes: 

1) Puede y debe ser declarada por el Juez cuando aparece de manifi esto 

en el acto o contrato, Artí cu I o 1553 C. 

2) Esta clase de nulidad puede alegarse por todo e l que tenga interés en 

ello, excepto el que ha ej ecutado el acto o cel ebrado el contrato, sa­

biendo o debiendo saber el vicio que lo invalidaba. 

3) El Ministerio Público tiene acción para pedir la nulidad, Artículo 1553 

C.¡ 

4} No puede ratificarse por el transcurso del tiempo, el Artículo 1553 C., 

lo dice textua lmente: "y no puede sanearse por la ratificación de las 

partes, ni por un lapso ,de ti empo que no pase de treinta años. 11 

5) No puede sanearse por la ratificación de las partes, Artículo 1553 C. 

La acción de nul idad no puede renunciarse, pues es de orden públ i co. 

No se da de pleno derecho, debe ser decretarda en sentencia judicial. 

LA NULIDAD RELATIVA 

La nulidad relativa tiene lugar en los siguientes casos: 

a} Cuando se omiten ciertas formalidades exigidas en consideración al 

estado o calidad de las personas que celebran o ejecutan el acto 

contrato¡ 
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b) Cuando hay fuerza; 

c) Cuando interviene en el acto un relativamente incapaz; 

d) Cuando hay dolo; 

e) Cuando hay error. 

Veamos sus principales características: 

1) La nulidad sólo puede alegarse por , aquellos en cuyo beneficio la han 

establecido las leyes o por sus herederos o cesionarios, Artículo 1554 C. 

2) Puede sanearse por el lapso de tiempo, Artículo 1554 C. 

3) Puede sanearse por la ratificación de las partes, Artículo 1554 C. 

Las diferencias entre ambas clases de nulidades saltan a la vista y no 

merecen un comentario más extenso. 

La nulidad ya sea absoluta o relativa debe ser declarada por el juez para 

que produzca efectos. 

Los artículos 1558 y 1560 se refieren a los efectos de la nul idad, sea ab­

soluta o relativa, por lo que ambas disposiciones se aplicarán en los dos casos. 

La nulidad sólo produce efecto entre las partes, dice el Artículo 1561 C. 

Hay que distinguir si se ha cumplido el contrato o no. Si no se ha cum­

plido por ninguna de las partes, la ejecución del mismo no puede pedirse, puesto 

que el contrato desaparece juntamente con las obligaciones inherentes al mismo, 

Artículo 1438 No. 7 C. Si se ha cumplido el contrato se aplica el Artículo 

1558 C. 

La nulidad, sea absoluta o relativa, da acción reivindicatoria contra ter­

ceros poseedores, sin perjuicio de las excepciones legales, Artículo 1559 C. 

En caso de nulidad hay dos acciones que pueden ejercerse, la primero se 

refiere a la petición de nulidad del acto o contrato. La segunda es la acción 

reivindicatoria que está regulada en el Artículo 1559 C. La primera es personal 

para que se anule el acto o contrato, y la segunda real para que el actual posee­

dor restituyo la cosa que adquirió en virtud del contrato o acto nulo. 

En cuanto a lo prescripción de los acciones de nulidad ya que se trata 

aquí de acciones de nul idad de los acuerdos de la Junta General de Accionistas, 

según el Artículo 995, No. 11, del Código de Comercio, dichas acciones prescri­

ben en un año. 
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Hechas las anteriores digresiones pcwmos a examinar con un poco más de 

detenimiento el régimen de las nulidades dentro del Código de Comercio. 

Este es uno de los temas que 

ya 16 dijimos, el legislador se remite a 

presenta mayores di fi cultades, pues como 
I 

la legislación civil para regular los efectos 

y señala en el Artículo 248, los casos de nulidad. A través del cómodo expedien-

te de esta remisión, el legislador evitó el trabajo de reglamentar en forma detalla-

da la nul idad de los acuerdos, con las consecuencias del caso. 

(11) NATURALEZA JURIDICA DE LA ACCION DE NULIDAD 

Para una mejor comprensión de la cuestión, comenzaremos con la siguien-

te aclaración: la naturaleza jurídica de la nulidad del acuerdo emanado de la 

Junta General, es distinta de la de nulidad del acto constitutivo de la sociedad. 

La acción de nulidad ti ene un carácter meramente declarativo, y la sentencia debe 

tener el mismo. La sentencia que recae en el juicio de nulidad del acto de cons-

titución, es constituti va porque una vez probada .10 nulidad, debe procederse al nom-

bramiento de los liquidadores con lo ·que se entra a la liquidación del ente. 

En los casos en que el acuerdo es nulo a diferencia de cuando es suscep-

tibie de simple impugnación, solamente pueden determinarse los efectos jurídicos 

puestos de manifiesto al ejecutar el acuerdo o ,bien los efectos de hecho, esto es 

contra el derecho del acuerdo. Mas, como todo acto jurídico inexistente o nulo, 

el acuerdo afectado de vicios no puede producir jurídicamente ningún efecto. 

Por otra parte, se hace necesario considerar que la apari encia jurídi ca de un acuer-

do pone de manifi esto la. necesidad o la oportunidad de una decisión judi cial que 

descubra la nulidad o validez del acuerdo. Esta sería una sentencia de mera 

declaración. 

La mayoría de la doctrina está de acuerdo en que para determinar la 

nulidad de los acuerdos de la Junta General, debemos tener en cuenta tres situa-

ciones de validez: 1) del acuerdo; 2) de la Junta y 3) del voto. 

1) Las Juntas pueden celebrarse de manera válida o no; 2) Los acuerdos 

pueden tener el mismo carácter y 3) los que tome una Junta no válida pueden ser 

nulos o anulables según el grado de invalidez de la Junta; 4) Un acuerdo tomado 

por la Junta puede tener pi enos efectos aunque para tomarl o hayan concurrido 



.. ·129-

votos i nvál idos; pero con I a sal vedad d e que tal es votos no tengan el carácter de 

necesari os para formar I a mayoría. 

En el Código de Comercio se dan dos acciones para atacar los acuerdos: 

1) La acción de nulidad para que se declare nulo o inexistente ya sean o las Juntas 

o los acuerdos; y 2) La acción de oposición o impugnación para que se decrete la 

invalidez de los acuerdos por sentencia de Juez. 

La nulidad está contemplada en el Artículo 248 y la oposición está regu­

lada en el Artículo 250. 

Según las explicaciones del Profesor Rodríguez y Rodríguez, el Artículo 

250 de nuestro Código de Comercio, conti ene sólo una hipótesis de una acción de 

impugnación: 10) Por la terminología que se emplea, lo que da lugar a una interpre­

tación literal para afirmar que se trata sólo de una hipótesis; 20) los antecedentes 

históricos del artículo, que se remontan a la doctrina mexicana y ésta a su vez a 

la italiana, en donde se reconoce que el precepto similar al nuestro, solamente 

regula la acción de oposición; 30) Además de que sería un absurdo que pudieran 

tomarse acuerdos contrarios a la ley o al pacto social y que no pudieran ser ataca­

dos por esos vi cios, si algunos de los accionistas no reclama, situación que se torna­

ría en la práctica una burla de la ley y el pacto, cometida por la mayoría de ac­

cionistas, ya que los demás socios se verían inhibidos de solicitar la nulidad del 

acuerdo. Esto es el resultado de la interpretación lógica de la disposición. 

La acción de nulidad puede ser intentada por cualquier interesado, ya 

sea accionista, Administrador o Auditor, aún por aquellos terceros que tengan ci er-

tos derechos, como acciones en garantía o usufructo sobre las mismas y cualquiera que 

pruebe tener un interés jurídico que saldría perjudicado por el acuerdo nulo. 

La acción de oposición sólo puede ser iniciada por los accionistas. 

La acción de nulidad prescribe - como lo dijimos-, en el término de un 

año de conformidad a lo prescrito en el Artículo 995, No. 11. La acción de opo­

sición se extingue en seis meses contados a partir de la fecha de la terminación 

de la Junta General, Artículo 250, inciso final. 

(12) VALIDEZ DEL VOTO 

En lo que toca a la validez del voto es otro problema que merece tra­

tamiento aparte. Desde luego que el voto es un acto jurídico, puede quedar 
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sujeto a imperfecciones que lo hagan nulo o inexistente, de conformidad a las 

normas del derecho civi I que se .plican supl etoriamente. 

La importancia del voto al tomar el acuerdo para deducir las consecuen­

cias, se establece a través de la llamada prueba de resistencia, que no es otra 

cOla que la determinación de si la omisión del voto viciado habría dado como 

resultado la imposibilidad del acuerdo. 

Un caso que se presta para mostrar en forma más gráfica esto del voto 

vi ciado, es el del confl i cto de intereses, cuando el derecho al voto haya sido 

ejercido por un accionista que en una determinada operación tenga por cuenta 

propia o'' ajena un interés contrario al de la sociedad, Artículo 167, este acuerdo 

es anulable, pero sólo en cuanto el voto viciado haya influído para formar la 

mayoría legal. En idénticas circunstancias están los votos que hayan sido emiti ­

dos por incapaces o sin el consentimiento del que vota, si se da el caso, de que 

hayan influído para que se alcanzara la mayoría necesaria, a efecto de aonseguir 

un acuerdo vál ido. 

Cuando el vicio recae sobre todo el voto de la mayoría, no cabe hacerlo 

pasar por la prueba de la resistencia, será anulable, a pedido de cualquier socio 

en interés de la entidad, como en el caso del dolo ejercido sobre la masa de so­

cios o por el error en que ha caído la mayoría. 

En resumen puede decirse que: en el casode que sin el voto el acuerdo 

no se hubiera logrado, las consecuencias resultantes de la nulidad o inexistencia, 

recaen sobre el acuerdo tomado. 

Ahora bien, si el voto no tiene relevancia porque aún sin él el acuerdo 

habría tomado cuerpo, la validez del mismo se manti-éne incólume. 

(13) CASOS DE NULIDAD 

El número I del Artículo 248 establ ece que serán nulos los acuerdos 

tomados por la Junta General, cuando la sociedad carezca de capacidad legal 

para adoptarlos, desde luego que no se contempla tal clase de actos dentro de 

su objeto o finalidad social. 

Cuando no se hace la convocatoria para la Junta General, la reunión 

se efectúa en contravenci ón a una norma específi ca del sustrato jurídi co que 
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regula los Sociedades Anónimas, en consecuencia, se viola lo dispuesto en el Códi­

go de Comercio, por lo que procede aplicar el Artículo 248, No. 11. 

El número 111 del Artículo 248, habla del acuerdo que tenga objeto lícito, 

imposibl e o contrario a las buenas costumbres. 

Para saber cuándo habrá objeto ilícito, imposible o contrario a las buenas 

costumbres veremos primero cuándo entenderemos que hay imposibilidad o ilicitud 

del objeto. Este concepto debe ext r.erse de la doctrina del acto jurídico que se 

refiere al mismo tema cuando habla de los contratos. El Artículo 1332 C., dice 

que el objeto debe ser física y moralmente posible. La imposibilidad puede en 

consecuencia ser física o moral, el incis'o 40. del Artículo 1332 C aclara: 11 Es fí­

sicamente imposible el que es contrario a la naturaleza; y moralmente imposible el 

que es prohibido por las leyes, o contrario a las buenas costumbres o al orden púlSli­

COIl. Según renombrada doctrina, la ilicitud del acuerdo tiene que ver más con la 

causa del mismo, pues la ley se refiere a la causa para declararlos nulos. En cuanto 

al contenido de los acuerdos que puede contrariar normas imperativas, la moral o el 

orden público, desde el mismo instante en que se toman hay una violación de la ley, 

por lo que serían nulos por transgredir una norma, por ejemplo, los que se refieren 

al tráfico de drogas prohibidas, de materias dañinas a la salud, etc. 

La ilicitud debe aparecer en la agenda de la sesión, pues si no, habría lugar 

a la acción de oposición por no concordar el acuerdo con la agenda correspondiente, 

el cual sería un vicio en la constitución del órgano social, mas no de la voluntad 

de la Junta. 

El número IV del Artículo 248, habla de que serán nulos los acuerdos cuyo 

contenido viol e disposi ciones di ctadas exclusiva o principalmente para la protección 

de los acreedores de la sociedad, o en atención al interés público. 

Este numeral no da mérito para mayores comentarios, pero si es fáci I com­

prender que hay una manifiesta voluntad del legislador de proteger a los acreedo-

res y al públi co que entra en relaciones con las soci edades, precisamente por la na­

turaleza de los negocios mercantiles, en los cuales debe estar en situación preponde­

rante la buena fe, pues la real ización del tráfico en masa requi ere una protección 

eficaz de la misma y de la seguridad del mencionado tráfico. 
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Los acuerdos que vul nercn los derechos de los accionistas son nulos, Artículo 

169 y 170. 

Deben considerarse incluídos en esta categoría los acuerdos referidos porque 

son violadores de la ley, perjudican los llamados derechos individuales de los accio­

nistas de los-que solamente ellos son los titulares. Se deben considerar inderoga­

ble-aunque la violación no haya afectado a la sociedad. Puede estimarse, en el 

criterio de algunos autores, que aquí lo que hay es una nulidad relativa, porque 

se refiere a la violación de un interés particular. 

(14) CASOS DE OPOSICION 

La oposición puede darse en dos casos: lo.) cuando haya violación a un 

precepto legal; y 20.) cuando haya violación a una estipulación del pacto social. 

El derecho de oponerse a los acuerdos contrarios a la ley o al pacto social, 

está reconocido como un derecho especial, inderogable del accionista, que se deri­

va de otro de mayor entidad como es el de observancia del contrato de la socie~ 

dad. Con esto es fácil comprender que la acción de oposición, no puede conce­

derse a todos, como en el caso de la nulidad. 

El Artículo 250 dice que corresponde el ejercicio de esta acción a todos 

los accionistas aún a los de voto limitado. 

No obstante lo dicho anteriormente, esta facultad del accionista tiene cier­

tas limitaciones enumeradas en la misma disposición citada, cpues el ejercicio de 

la acción no compete a los que hubieren asistido a la Junta impugnada o votado 

a favor del acuerdo o de los acuerdos tomados en la misma, pues con estas actitu ­

des se presume que han renunciado a uti lizar la acción, que es potestativa de los 

accionistas. 

Es condición necesaria, para que se pueda ejercer la acción, que se acom­

pañen a la demanda los títulos de las acciones que los opositores representen, así 

probarán su interés procesal. 

En cuanto al objeto de la acción de oposición, es decir, si está concedida 

para tutelar un derecho subjetivo del accionista o a -este, como órgano de tutela 

de los intereses de la sociedad. La doctrina observa que por la lesión de un de­

recho subjetivo, el accionista no puede hacer uso de la acción que le concede 
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el Artículo 250, pero eato no está subordinado a la pretendida calificación de 

órgano de tutela social que es propia del socio oponente. El fundamento debe 

buscarse en otra parte, pues hace intervenir a los órganos jurisdiccionales para 

salvaguardar los derechos del accionista, es un derecho basado en principios gene~ 

roles y mal podría el Código de Comercio reconocer este derecho básico con las 

limitaciones del Artículo 250. Las limitaciones se han establecido, precisamente 

en relación con la atribución de una acción al socio para la tutela de un mero 

interés legítimo o legal. 

La acción de oposición prescribe en seis meses contados desde la fecha de 

la terminación de la respectiva Junta General (Artículo 250 inciso Final). 

Comll> una consecuencia lógica de toda la regulación a que se someten la 

nulidad y la oposición, el Artículo 251 dice que: IIEn cualquier estado de la causa 

y a petición de parte interesada, podrá el Juez suspender la ejecución de las re­

soluciones cuya nulidad hubiere sido demandada conforme los Artículos 248 y 249, 

o a los cuales se hubiere presentado oposición conforme al artículo anterior ll
• 

Las demandas se dirigen contra la sociedad que estará representada por las 

personas a qui enes corresponda, pero en caso de que éstas fueren actores, corres­

ponderá la representación a un curador especial que designará el Juez. 

El Artículo 253 dice que la sentencia que dicte en los procesos a que se 

refieren los artículos anteriores, surtirá sus efectos no sólo contra la sociedad, sino 

también contra los socios y los terceros. 

En todo caso quedarán osalvo los derechos adquiridos de buena fe por los 

terceros, en virtud de actps realizados en ejecución del acuerdo. 

El problema que podría presentarse sin que existiera el segundo inciso del 

artículo citado, es el de la inoponibilidad al tercero de los vicios que afectan el 

acuerdo social, pero el Código de Comercio resuelve dicha situación con esta 

regla. 

Se aplica aquí la llamada teoría de la confianza que no significa que la 

apariencia posea un valor absoluto sino que se protege ,la buena fe. El tercero 

está protegido por la ley siempre que haya demostrado diligencia informándose bien 

antes de contratar. 
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Podemos encontrar en los artículos 750 y 751 C., las normas que sirven de 

directrices sobre la buena fe, pues este principio ha obtenido categoría de esencial 

para el derecho, e indispensabl e para actuar y quien lo hace de buena fe, confian­

do en las apariencias ajenas merece toda la protección de la ley. La justioia no 

puede desamparar a los terceros que han adquirido derechos a través de un acuerdo 

nulo o con vicios. 
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CI'.PITUlO IX 

ORGANO ADt\"'.IN ISTRATlVO 

Según e l artículo 254, la administra ción de la sociedad estará a cargo de uno 

o varios directores que podrán ser o no a ccionistas. 

la administración es uno de los principa les órganos de la sociedad anónima. 

Las facultades de dirección y de representación est6h a cargo de e lla. Es quizás 

el órgano de más re lGvancie dentro de la sociedad . Su a ctividad es indispensable 

para que se ejecuten a cebolidad los acuerdos de la ¡unta general. Por e l hacho 

de poseer una serie de datos y cifras que escapan a los accionistas y que se re­

fieren a la marcha de los negoc ios sociales, la administración está en mayor capa­

c kbd que la junta gene ral de mane jar la empresa, con eficiencia . Es quien con­

trata Cl I personal técnico como a l resto del mismo; trata con las distintas personas 

qU9 se re lacionan con la empresa, etc. Sobr~ todo esta actividad se despl ieg':l la 

labor de vigilancia del órgano de control y de los socios, pues aun cuando éstos 

puedan obtener información qUG le permita conocer de mejor manera e l rumbo que 

llevan los negocios socia les, la verdad es que no lo hocen con la debida frecuen-

cia. 

Es así como el administrador únic~ o lo Junta Directivo, debe al final de ca­

da ejercicio practicar un balance y estado de pérdidas y ganancias, los cuales se 

acompai'larón de una memoria anual de labores, como una especie de rendición de 

cuentas de sugestión que deberá someterse a la consideración de la Junta General 

para su aprobac ión o rec hazo . 

El Código de Comercio considera en articulado completamente aparte el ór­

gano administrativo, diferencióndolo de la Junta Genera l y del órgano de vigilan-

cie. 

Por el hecho de habe rse estructurado la administración en la forma actual den­

tro de la ley, tenemos una mejor posición para catalogarla y circunscribirla como 

órgano socia l. Puede decirse que es un agregado necesario de la Junta G eneral, 

que es e l órgano supremo, ll amada legislativo, entre t'lnto la Junta Directiva de­

sempena labores de administración y representad ón, Artículos 220, 254 y 260. la 
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Junta Directiva o el único administrador forman parte del organismo social, que -

e jerce su voluntad a través de la ordenad ón de su propia actividad. Entonces 

tendremos a la Junta General como órgano de decisión, a la Junta Directiva como 

órgano do gestión y representación y, al auditor y al Consejo de vigilancia en 

su caso, como órgano de control; la reunión de todos ellos constituyen la sociedad 

anónima; ademós hay que considerar que por la naturaleza de la sociedad anónima 

es que debe de haber diferencia entre la propiedad de la entidad y la dirección 

de la misma. 

Con las nuevas bases teóricas y doctrinarias del Código de Comercio, es 

dable considerar que la Junta Directiva o e l administrador único no son mandata­

rios en el concepto civilista, puede asumirse que la mlación entre los administra­

dores y la sociedad es de representación y de prestación de ciertos servicios; esta 

posición se refuerza si consideramos que aun cuando los administradores son nom-

brados por la Junta General, tienen poderes propios derivados de su función y que 

la ley les a tribuye, así: negarse a ejecutar acuerdos notoriamente ilega les. Por 

otra parte, el Código de Comercio no los cal ¡fica como mandatarios y si hace una 

referencia al mandato en el Artículo 275 No. 11, no es, a juicio nuestro, que se 

refiero al mandato civil, sino que da una pauta a seguir para el debido ejercicio 

de su funci6n y los daberes que les imponen la ley y e l pacto socia l. 

Sobre tan interesante tema dice Brunetti: IIlIlI lo reloción contractual debe 

excluirse bajo cualquier aspecto que se presente porque, en el acto de nombra­

miento de los administradores, aunque esté sometido a aceptación, se ha de ver 

solamente un acto unilateral, que tal es, por lo regular, el acuerdo de la asam­

blea . Es más claro e l concepto de Messineo que define C! los administradores co­

mo investidos de un ca rgo de derecho privado: IImal se asemeja por eso e l admi­

nistrador a l mandatario. Se ha de considerar que no puede ser mandato un en­

cargo al que no se puede renunciar ad Iibitum, aunque exista una justo causa , 
de renuncio". la pruebo de e llo se tiene considerando e l mismo concepto de 

representación orgánica que es distinta de representación negocia!' "Se puede 

decir, a i"iade Messineo, que la relaci6n existente entre persona jurídica y 

órgano en generol es una relación lIomado orgánico par~ expresar que existe, 
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en cierto modo, una compenetr~c ión entre persona juríd ica y órgano y no separa­

ción como la que hay entre presentante y representado que tienen cada uno de 

e llos su propia voluntad y l ibertad. la actividad de l órgano de la persona jurídi­

ca, a diferencio de la del representante, se desarroHa también en la vida interna 

de la persona misma (gestión y administración) y fuera, eventualmente, de toda 

re lación con terceros. la re lación orgánica es una re lac ión intrínseca de lo vida 

de la persona jurídica ll
• 

Solamente así se cons igue establece r el por qué e l colegio de los adminis­

tradores, convirtiéndose can órgano de la sociedad desde e l mismo momento en que 

la persona ·Jurídica nace (Art. 2331), sólo puede tener un origen unilateral. El co­

legio nace como órgano esencial de capacidad de la persona jurídica, lo que lle­

va a excluir por lógica evidente la existencia de un contrato entre la sociedad y 

administradores con relación a la gestión social. 111111 (7). 

El órgano administrativo es colegiado, indispensable y permane nte, formado 

por personas que pueden se r o no accionistas, que e je rce sus funciones por tiempo 

fi jo, e lectos por la Junto Genera , con facultades para efech.o r los actos necesa­

rios de gestión, en representación de la sociedad; que asumen responsabilidad so-

I idaria por su actuación en violación de los obliga ciones que les sei"íala la ley y 

la escritura de constitución. 

lo. Es un órgano col egiado. El Art. 254 habla de que la administración de 

la sociedad estará a cargo de uno o varios directores. Pero puede haber un admi­

nistrador único, por lo que el elemento de cuerpo colegiado no es esencial en la 

dofinición dada al principio. 

20. Organo indispensable para la vida social, de tal modo que la Junta 

General debe nombrar a los administradores para que la sociedad funcione, de 

lo contrario la consecución de su finalidad se tornaría imposibl e y de conformi­

dad al Art. 187 No.U podría se 'a causa de disolución de la sociedad. 

30. Permanente, osi debe ser, a diferencio de la Junta General que se 

reune para tomar los acuerdos necesarios sólo en las fechas que sei"íala la ley, 

e l pacto social o la misma junta . la administración es continua, sin interrup­

ciones. la base paro esta aseveración se encuentra en lo que disponoo los ar-
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tículos 255, 264, 265 Y 266. 

40. El a rtículo 254 dice que los directores, pueden ser o no accionistas, 

porque en la sociedad anónima e l elemento de confianza que figura en las socie­

dades de personas no tiene esa re levancia . 

50. El mismo artículo 254 señala que la Junta General nombra a los direc­

tores y e l Artícul o 223 No . 11 que toca a la Junta Genera l Ordinaria nombrar a 

los administradores. El período de duración de l cargo no puede ser mayor de cin­

co años, Art. 255. 

60. Organo dispuesto para realizar los actos de gestión necesarios. 

Desde luego que la Junta Direct iva puede estar formada por no accionistas, 

e llo no quiere decir que seo extraña o la sociedad, sino que es un elemento de 

e ll a y es por esto que debe realiza r la gestión necesaria a la vida social yola 

c.orwecución de su objeto. la gestión se refi e re a los aspectos internos de 'a en­

tidad, de l giro ord. inorio, como las convocatorias a Juntas Generales, formación 

de inventarios, balances, estados de pérdidas y ganancias. 

70. Organo de representación de la sociedad. El Articulo 260 manda que 

la representación judicial y extra judicial de la sociedad corresonde al director 

único o al presidente de la Junta Direct iva. la representac ión atañe a la parte 

externa de l hacer de la sociedad, la cual se e jerce e fectuando las operaciones a 

que destinG su capital y le seña len su ob joto. 

80. Que asume responsabilidad solidaria por su actuación con violación de 

la ley o e l pacto social. El Artículo 276 dice que los d irectores son responsables 

sol idariamente. Lo responsabilidad tiene una calidad extracontractual que deviene 

de no conservar e l ha ber social incólume, en perjuicio de los acreedores y ter­

ceros inte resados. 

(1) NO/\;lBRAMIENTO 

Aunque la ley no lo dice, suponemos que el nombramiento de los directo­

ras y de1 director único debe ser aceptado para que surta plenos efectos. No es 

que a través de la aceptación se perfQccione un contrato puesto que e l nombra­

mie nto es un acto unil ateral. La aceptación podría se r expresa o tácita: seró -

expresa cuando se consigne en e l acta o hay una comunicación por escrito del 

nombrado; y será tácita cuando se empieza a desempeñar e l cargo sin ninguna 

BIBLIOTECA OENTRAL 
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manifestación. El nombramiento deberá registrarse en el respectivo Registro de Co­

mercio, Articulo 458 y 465 No. 11. 

Según el Artículo 257, para ser administrador es preciso tener la capacidad 

necesaria para el e jercicio del comercio y no estar comprendido entre las prohibi­

ciones e incompatibil ¡dados que el Código de Comercio establece para tal ejerci­

cio, Articulos 7, 11 Y 12. Pero a fin de esclarecerse hasta donde podamos lo re­

lativo a este tema, podemos distinguir: a) la incompatibilidad que consiste en que 

alguien está privado de dedicarse al comercio porquo desempeña ciertas funciones 

públicos o sociales que se oponen a lo industrio mercantil o que se avienen con 

ella; b) la inhabil idod, es el estado en que se encuentra uno determinado persona, 

el que le impide e jercer una actividad profesional, en razón de su comportamien­

to; y, c) la incapacidad es una circunstancia que según la ley impide a determina­

da pe rsona ejercer el comercio, por ejemplo: el menor de edad, el enajenado o 

dan ente, el sordomudo que no saoo leer ni escribir. 

las personas que queden enmarcadas dentro de los literales del párrafo ante­

rior no pueden pertenecer a los órganos administrativos; y en el supuesto caso de 

que I es nombrara, habría mérito para su inmediata destitución. 

La Junta Generol puede revocar el nombramiento de los directores en cual­

quier tiempo, Artículo 255. El que la citada disposición mencione la revocación 

del cargo, puede interpretarse en el sentido de que el nombramiento implica un 

mandato, pero debemos recordar, una vez más, que aun cuando se trata de una 

representación orgánica 'a confiaaza del órgano es un equivalente a la revocación 

del mandato. la Junta Ganare! puede revocar el nombramiento de los directores 

cuando a consecuencia de determinados actos en perjuicio de la entidad hayan de­

jado de merecer confianza. Esta revocación debe inscribirse en e l Registro de Co­

mercio Artículos 465 y 475. 

El artículo 261 faculta a la Junta Directiva para que de conformidad al pac­

to soc ial puede del egar sus funciones ele admin i stración en uno de sus directores o 

on comisiones formadas por los mismos. Ahora bien, creemos que hoy algunas atri­

buciones que no pueden delegarsG como: a) la que señala el Art. 283 que a cargo 

del administrador único o de la Junta Directiva; b) los que se refieren al aumento 
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de capital Art. 173; c) lo que se re fie re a la disminución de capital por pérdi das 

Articulos 37 y 186. 

la Junta Directiva tendrá entonces, a su lado, comisiones o directore~ dele­

gados como órganos facultativos, que no PJeden considerarse como carentes de im­

poriando puesto que la práctica de otros paises ha demostrado la bondad del siste­

ma a través del éxito de los asuntos que se les encomiendan, más cuando éstos no 

son de rutina. No son en verdad otro órgano de la sociedad porque sus facultades 

surgen directamente de la directiva, tanto es osi que efla responde sol idariamente 

de su gestión, Articulo 276; por otra parte el articulo 261 dice que la delegación 

debe estar autorizada por el pacto $Oc ial • 

Aunque ya lo dijimos conviene recalcar que la Junto General puede nombrar 

un administrador único, lo que acontece en entidades de poco capital. Queda este 

administrador sujeto en cuanto se refiere a sus facultades y responsabilidades a las 

mismas prescripciones que rigen la actuación de la Junto Directiva, este nombra­

miento también puede ser revocado por la Junta General. Articulo 254. 

Otro punto que tiene espacial interés es el hecho de que sagún el Art. 255 

los directores son relegibles. 

Por otra parte hoy que considerar que puede ser administrador otra sociedad. 

(2) GARANTlA PRESTADA POR l OS ADMINISTRADORES 

El Articulo 259 indica : "En e l pacto social se puede establecer que los di­

rectores presten la garant ia que en el mismo se determinará, etc." 

Esta garantía debe constituirse antes de la toma de posesión, de lo contrario 

el director o los directores no podrán asumir sus cargos. las leyes belgas, france­

sas e ital ianas, contemplan esta clase de cauciones, por lo que puede decirse que 

son antecedentes de nuestra legislación. 

De lo dicho en el articulo, se desprende que la garantia es en favor de la 

sociedad, ya que dice: "para asegurar las responsabilidades que pudieren contraer 

en al desempeño de su cargo". Esto constituye un avance respecto de otros la­

yes extranjeras en donde llO se d ice respecto a quien garantiza la caución si a la 

sociedad o a terceros. 

¿Qué pasa si los directores no otorgan la garantia? Es de suponer que el 
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pacto social deberá fijar un plazo dentro del cual se deberá rendir la caución o 

de lo contrario se tendrá por revocado el nombramiento. Actuarán así las cláusu­

las del pacto social coma una especie de condición resolutoria que surge como 

consecuencia del nombramiento. 

El arHculo 259, inciso 20. dice que si la garantía consistiere en el depósi­

to de acciones de la sociedad, éste se hará en un establecimiento bancario y, 

mientras dure tal depósito, las acciones serán intransmisibles; por lo ten to deberá 

hacerse constar el gravamen de los titulos. 

El Clrticulo 268 regula lo relativo a la renuncia de los administradores. la 

renuncia surte efecto sin necesidad de aceptación. Aunque la ley no lo diga de­

berá entenderse que la renuncia ha de ser presentada por escrito, la de los di­

rectores a la Junta Directiva y ro del único administrador al suplente que se haya 

nombrado. 

El Articulo 262 de las reglas necesarias en defecto del pacto social, sobre 

la manera de estClblecer los cargos que existirán dentro de la Junta Directiva. 

El ArtIculo 263 tiene disposiciones de suma importancia que representan un 

avance respecto a la legislación derogada, puesto que en la citada norma está 

prescrita la representación obl igatoria de las minorías dentro de la Junta Directi­

va, mediante un sistema de e lección a base de la r<~presentación proporcional. es­
ta forma de protecci6n de las minorias se encuentra igualmente en otras legislacio­

nes, por lo que con disposiciones como la comentada, El Salvador se incorpora a 

las más avanzadas leyes mercantiles. 

El Articulo 264 establece una regla de suma importancia; la obligación de 

elegir un número de suplentes de los directores de la sociedad, cuando' existan 

vacantes en la directiva, ya soon temporales o definitivas. 

El articulo 265 se refiere a que los administradores continuarán." sus fun­

ciones aun cuando hubie re concluido el período para el cual fueron electos, 

mientras no se elijan los sustitutos y éstos no tomen posesión de sus cargos. 

Es natural que se disponga tal cosa, desde luego que la administración de. 

la sociedad es de primordial importancia para la buaao marcha de la empresa; y 

es de Imperiosa necesidad la continuidad de los actos de gestión y representa-
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ción. 

El Articulo 266 contiene otra regla importante y que se refiere a la respon­

sabil idad de los administrad> res, por la que ástos cesan en el desempeño de sus 

funciones desde el momento en que la Junta General dGcida exigírselas judicial­

mente, en ese instantG cesa la confianza depositada en ellos y no conviene a los 

intereses sociales que tales personas sigan al frente de los negocios empresariales. 

El Artículo 267 prescribG algo de consecuencias lógicas: si el administrador 

pierde las calidades necesarias paro el desempeño de su cargo y éstas se declaron 

judicialmente, la remoción del mismo se impone desde luego que su permanencia 

en el cargo implica una violación flagrante a las normas establecidas para el 

normal funcionamiento de la sociedad; además de que el administrador afectado se 

coloca fuera del supuesto legal de que todo administrador debe ser capaz y hábil 

para desempeñar el cargo,. Articulo 257 .. 

Otra disposición que interesa sobremanera es la del Articulo 269, referentG 

o que e l pacto social determinará la forme! de la convocatoria de la Junta Direc­

tiva, el lugar y la frecuencia de la reunión, los requisitos para GI levantamiento 

de las actas y los dGmás detallGs sobre su funcionamiento. 

Todos los directores Gstán obligados a concurrir a las juntas que efectOe la 

d irectiva, pues de lo contrario no estará actuando tal como lo ordena el artículo 

947, que dice que las obligaciones mercantiles deben cumplirse corro un buen co­

merciante en negocio propio, yo que, repetimos para SGr director se debe estar 

capacitado para ejercer el comercio. 

El pacto deberá determi nar con cuántos de los directores se considerará reu­

nida válidamente la Junta Directiva, es aconsejable que se establezca la mitad 

más uno, cuando el número lo permita. 

Debe reunirse la directiva previa convocatoria, que suponemos debe hacerse 

por el presidente de la Junta Directiva. 

la convocatoria debe contener la agenda en donde se puntualizarán los 

asuntos que tratarán los administracb res. 

El Artículo 258 dispone que la directiva celebrará una sesión válida con 

la asistencia de la mayoría de sus miembros y tonnrá sus resoluciones por mayo-
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ría da votos de los presentes. 

El inciso 20. del Artículo 269 regula lo que puede llamarse conflicto do in-

tereses entre los administradores }' la sociedad, y da como regla conducoote para 

aplicar a esta particular situ~ción el Artículo 167, que habla de una situación si­

milar en el caso del accionis~a con intereses contrarios. 

En 105 casos en que existe una Junta Directiva, ésta no puede realizar su 

labor con la debida di! igoncia y continuidad que req uieren las operaciones, bas­

tante numerosas, de la sociedad anónima. Es por esto que usualmente para des­

cargar el trabajo de 105 administradores 50 constituye un órgano de dirección, con 

personal menor que el de administración y ba jo la tutela de aquél, o bien se nom­

bra una sola persona como gerente que tendrra en sus manos la labor cotidiana. Es­

te tipo de nombramientoq tiene como fundamente el hecho de que un organismo co­

legiado no puede estar reunido permanentemente, para resolver todos 105 problemas 

que conllevan las funcio .... s de gestión y representación. Jurídicamente pueden 

considerarse en la mismo posición que 105 administradores, por lo que nos remiti­

mos a lo dicho al respecto. 

Del Artículo 270 al 274 el Código de Comercio regula el nombramiento, 

atribuciones y demás pormenores en relación con ellos. 

los gerentes son personas que están encargadas de representar a la sociedad, 

de administrarla dentro d~ ciertos límites y de hacer que se cumplan los acuerdos 

que toman los órgan($ sociales. 

El Artículo 270 establece que podrán haber varios gerentes general. o es­

peciales, los cueles podrán ser nombrados por la directiva o por la ¡unta general; 

con la consecuencia de que pueden existir entonces varios gerentes dentro del 

persanal de la entidad. 

Los gerentes deben tener los requisitos necesarios para ser comerciante, ar­

ticulo 273; además deben ser una persona física y rendir la garantía que set'lole 

el pacto social o la que les exija la junta directiva o la general. En caso de 

que no se expresen sus atribuciones tendrá las de un factor, que el Articulo 365 

define como la persona quien dirige por cuenta ajena, una empresa, una rama 

especial de ella o un establecimiento de la misma. 
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L.a credencia l que acredite o los gerentes debe inscribirse en el Registro de 

Comercio Artículo 465 No. 11. 

Según el Artículo 274 sea quien sea que haya nombrado al gerente, corres­

ponde a los administradores la dirección y vigilancia de su gestión y responderán 

por los daí"íos que ocasione a la sociedad, si faltaren con dolo o culpa de estos 

debores. Es natural que asi sea, si tenemos presente la naturaleza de la funci6n 

de los administradores, quienes son los que llevan lo gestión social durante todo 

el ejercicio, quienes están más en contacto con todo lo que ataí"í e a la marcho de 

10 empresa . La Junto General no tiene ese carácter, no es un órgano permanente 

sino ocasional, no puede por lo tanto vigilar en todo momm to a los gerentes y a 

los admi n istradores. 

(3) SOMERO ANAUSIS DE LA GESTION ADMINISTRATIVA 

lo Junta General por su propia naturaleza no es el órgano adecuado para 

lIever la gestión administrativo de la sociedad. Su hacer es demasiado lento, pa­

ra llegar a un acuerdo se requiere de numerosos trámites y formalidades, que si 

se quisiera real izar con rapidez un acto provechoso a la entidad sería inútil, 

puesto que el momento oportuno había pasado al llegar el acuerdo. la Junta Di­

rectiva es la indicada para realizar a cabalidad tal función. 

la Junta Directiva en su calidad de órgano gestor de la sociedad, deberá 

cei'l irse en su actividad al obieto o final ¡dad que sei'lala el pacto social, ya que 

fuero de! mismo se cae en el campo de la ilegitimidad. 

No parece necesario advertirlo, pero cuando habla de actos de gesti6n ad­

ministrativa, no quiere sólo decirse que se lleve la contabilidad de la sociedad, 

lo cual es una actividad suplementaria, sino que se real icen los actos necesarios 

para la consecución del objeto social. 

El Art. 260 establece que la representación judicial y extrajudicial de lo 

sociedad y el uso de la firmo social corresponden al director único o al Presi­

dente de la Junta Directiva en su caso. Estamos I iempr~ dentro de la represen­

tación orgánica. Los directores no son representantC$sin más ni más, la exten­

sión do sus poderes y el límite de sus atribuciones en el eiercicio de la repre-
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senfación, están señalados en el pacto social; pueden realizar t,odos los actos que 

están dentro de la órbita del objeto social; así la sociedad será obligada ante ter­

ceros en virtud de los actos de los administradores. No puede señalarse con preci­

sión respecto al acto, que el mismo pertenece a los que quedan dentro del objeto 

social, porque en esta materia debe seguirse un criterio elástico pero prudente. 

Aparte de que la Junta Directiva debe actuar dentro de l m9'co indicado, su 

función primordial tiene otras fases de suma importancia: 

lo.) Ejecutar los actos que le señala la ley; 

20.) Administrar; 

30.) Ejecutar los acuerdos de la Junta General. 

No os, como se ha dicho, un órgano meramente ojecutor de los acuerdos -

G'lIanados de la Junta General, si tomarnos en cuenta que la administración es 

mucho más compleja y tiene un carácte r de permanencia mucho más acentuado y 

que en ella se subsume toda relación que la sociedad pueda tene! yola que se 

le pueden descubrir dos matices: 

a) en el aspecto exterior la manifestación de voluntad social con personas 

extrañas o terceros 

b) en lo que se refiere al interior, la manera de ce.,o se constituye o for­

ma la voluntad de la Junta Directiva para actuar dentro de su jurisdicción. 

Hacemos notar que son dos caras bien diferentes: como se llega a formar la 

voluntad de la Directiva y el modo en que ésta trasciende al exterior. El Art. 269 

dice que el pacto social determinará al forma de convocatoria de la Junta Di­

rectiva, el lugar y la frecuencia de la reunión, los requisitos para el levantamien­

to de las actas y los demás detalles sobre su funcionamiento. El Articulo 258 es­

tabl ece los requisitos de va lidez de los acuerdos de la directiva: 

a) En cuanto a la presencia dice que bastará la mayoría de sus miembros. 

b) En lo que se refiere a las resolociones es la mayoría el número necesa­

rio para que I a haya . 

De conformidad al Artrculo 257, inciso 20., el cargo de director es perso­

nal y no podrá desemp~arse por medio de represEntanta, de modo que el direc­

tor deberá hacerse presente en la sesión y votar, no peede hacerlo a través de 
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un representante. 

los acuerdos toroodos deberán reg istrarse en acto que se asentará en un libro, 

Artículo 269; esto es necesario para que exista prueba de la misma, aunque sagún 

los autores no es requisito indispensable de su existencia . 

De conformidad al Aa-ticulo 277 si uno o varios de los directores no están 

conformes con un acuerdo y pretenden librar su responsabil idad, deberán pedir que 

se haga constar tal circunstancia en el acta de la sesión, o manifestarlo por es­

crito dentro de tres días de fal resolución, cuando no hubieron concurrido a la se­

sión respectiva. 

El Artículo 275 da c iertas reglas que se refieren a las prohibiciones impues­

tas a los administradores y gerentes para realizar determinadas actividades. 

El numeral primero se refiere a que no podrán aplicar los fondos comunes a 

sus negocios particulares y usa r en éstos la firma social. 

El apl icar fondos a ienos o negoc ios prop ios I inda en los terrenos del campo 

penal , por lo que el administrador o gerente quedarían sujetos a la responsabil idad 

consiguiente. 

El numeral segundo prohibe hacer por cuenta de la sociedad operaciones de 

índole diferente de la fina l ¡dad social; tales actos dice el artículo, se considera­

rán como violación expresa del mandato. 

los actos que ejecute la sociedad, a través de sus órganos, la obligan. Pero 

si éstos Qrcapan a la esfera de su finalidad social , serón nulos, puesto que carece 

de capacidad paro efectuarlos, y de conformidad a las reglas generales sobre la 

materia que establ ece el Código Civil ca recen 00 validez . 

El numeral tercero cont iene una disposición que trata de oigo sumamente im­

portante, como es el conflicto de intereses entre la socic-dad y e l administrador o 

gen~nte, el cual presenta matico s similares 01 que hay entre el accionista y la 

sociedad . 

Este conflicto entre el admins traoor o gerente y la sociedad raooe directa­

mente sobre la representación que ejerce, como órgano, el administrador. Es por 

decirlo así, un obstáculo para la normal relación que existe en la representación. 

Cuando actúa el administrador en toles circunstancias no puede considerársele co-
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mo haciendo uso de la facultad de representa r que tiene, pues surge una incompa­

tibilidad dado e l fin por el cual se lo ha conferido la representación, ya que de­

viene un periuicio para la sociedad representada, cuya causa es el e je rcicio ilegal 

de la representación. 

Un comentario parecido podría hace rse en lo que a taí'l e al numera l cuarto del 

artículo comentado. M adiremos que tal es actos los podrá real izar 01 administrador 

o gerente cuando haya obtenido autorización especia l y expresa de la Junta Gene­

ral para la operación. 

En este mismo numeral so encuentra la sa lvedad de que no se considerarán -

como negociación con la sociedad, la prestación do servicios personales a la misma, 

siempre que la remuneración percibida por ellos se encuentre dentro de los límites 

de lo que usua lmente se poga por servicios de igual índole . 

El inciso segundo del numeral IV de l Artículo 275 contiene uno prohibición 

que tiene relac ión con el Articulo 197 de la Ley de Instituciones de Crédito y 

Organizaciones Auxiliaresp pues en este inciso se dico: "pe ro en ningún caso se 

le podrá autorizar para recibir crédito de la sociedacJl', y a l principio se refirió a 

que clase de sociedades: bancarias, de seguros, de ahorro, y en genera l, de cual­

quier tipo de las que traba ian con dinero del público. La disposición citado dice: 

lIen ningún caso ", pe ro el Articulo 197 de le Ley de Instituciones de Crédito y -

Orgonizac iones Auxil iares establ ece cie rtes salvedades que permiten ese tipo de 

operac iones. A nuestro juicio, por e l hecho de ser la ley últimamente citachr, ley 

especial, aplicable a las institucioees que traba ian con dineros del público, e ll a 

es la que regul a esta mate rio, y el Código de Comercio quooo derogado o no ri­

ge en este tipo de operaciones. la razón que se tuvo para legislar osi fue, como 

lo d ice e l doctor Lora Velado, uno de los redactores del proyecto de código hoy 

aprobado: liLa razón de este criterio es que las sociedades de esta clase, más que 

d ine ros propios dispone de dineros del público, e l cua l no puede convocarse a 

junta para darl e autorizad ón, por lo tanto esta autorización no puede concederse 

sin afecta r inte reses que no pertenecen a los aecionistos y sobre los cual es, en 

consecuencia, éstos no pueden d isponerll
• (8). 

Fina lmente consignaremos que los administradores no pueden fi jarse compen-
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sación alguna por su administración; tal cosa se as.tabl ece en el pacto social o si 

no es la Junta General Ordinaria la que dispondrá al respecto, Artículo 223, No. 

111. En caso de que e l pacto social nada diga y la Junta General sea renuente -

a fijar los emolumentos l no queda a los administradores mós que recurri, a la vra 

judicial . 

(4) LA RESPONSABILIDAD DE LOS ADMINISTRADORES 

Si nos atuviéramos a los conceptos clásicos sobre la materio de responsabili­

dad de los administradores, ésta sería la de un mandatario, aparte de la penal que 

pudiera corresponderle . No obstante, el Derecho Mercantil ha evolucionado en ese 

sentido y sobre toclo en lo que a sociedades anónimas respecta en donde se ha sus­

tituido e l concepto de mandato por el de órgano social , para caracterizar la natu­

ra leza jurídica de la función de gestión. 

N\uchas legislaciones se han mantenido en la posición de considerar a los ad­

ministradores como mandatarios, por lo que las soluciones que da la doctrina en 

materia de responsabil ¡dad, son un trasunto de las reglas del mandato, es més, no 

obstante que se considere a los administradores como rGpresentantes de las socieda­

des y no como mandatarios, es factible aplicar las reglas del referido contrato pa­

ra establecer la responsabil idad . 

Pero si el ¡minamos la figura del mandato, y con las nuevas bases teóricas de 

nuestra legislación partimos de la concepción organicista, al tomar como base la 

responsabil idad contractual que se deriva del mandato es tOrGa completamente ino­

ficiosa. La responsabilidad de los administradores deviene de su gcstión y aun cua~ 

do el Artículo 275 No . 11 haga mención a la violación de los términos del manda­

to, no es esta la medida adecuada pa ra graduar la responsabil idad, ni quiere de­

cir que la re lación entre director y sociedad es la del mandato, pues como lo di­

jimos ante riormente el nombramiento hecho por la Junte General es un acto uni-

lateral y la aceptación del cargo no viene ser más que una mera adhesión. 

La Junta General debe actua r con la mira puesta en el bien de la sociedad 

y con apego a la regul ación que contienen el pacto social, los esta tutos y la ley, 

la cual es de cumplimiento ineludibl e . En caso de que los administradores obser-
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ven conducto negl igente que periudique o contraríe los intereses de la sociedad o 

viole las normas legales que les fijan facultades y obligaciones con menoscabo del 

patrimonio social, deben responder ante la misma y terceros dañados. 

Si convenimos en que la responsabilidad de los administradores les viene de 

su condición de órganos de la sociedad, o sea responsabilidad orgánica, entonces 

no cabe más que aplicar el Artículo 1308 C., que habl a de lo fuente de las obli­

gaciones y, como ésta, en particular deriva de actos o hechos jurídicos de un ór­

gano soc i al, su fuente es la I ay • 

En verias legislaciones, como la francesa y las que siguen su esqUG rna la res­

ponsabilidad de los administracbres es tratado aisl adamente con desconocimiento de 

las funciones que ejerce la Junta Directiva, más aún, si se cons idera que muchas 

de esas regulaciones son bastante escuetas; lo que da lugar a grandes vacíos en el 

tratamiento de tan delicado asunto. 

No puede aplicarse, en todos los casos que pueden surgir, el llamado princi­

pio de la culpe mancomunada, pues se vuelve necesario a todas luces, deslindar 

la intervención de cada individuo en el acuerdo que sirve de basamento a la res­

ponsabil idad. 

Al adoptar otros criterios, legislaciones modernas, por así decirlo, han aban­

donado en primer término toda referencia a que los administradores tienen un con­

trato de mandato con la sociedad y de ahí deducir las responsabilidades. 

No interesa mayormente determinar la naturaleza jurídica de la responsabili­

dad de los administradores. Siguiendo las doctrinos más recientes se ha establecido 

que la culpa y la responsabil idad que ella trae, serón contractuales toda vez que 

haya entre las personas involucradas una obligación anterior, no importando la 

fuente de la cual emane, asimismo la culpa y la rosp onsabilidacl serán extracon­

tractuales cuando no haya ninguna obl ¡gación anterior entra 'os interesados, a no 

ser el deber general de no causar daño a otro. 

De conformidad con lo dicho, para col ificar cuándo serán responsables los 

administradores, habrá que fundamentarse en que no existe una obligaci6n pre­

constituida y que no haya un contrato entre dichas personas y la sociedad anóni­

ma. Por otra parte según lo expresado, la culpa seró extracontractual si deriva 
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de hecoos ilícitos que causen daño a terceros. 

la entidad dañada debe probar que existió realmente el daño, que ha habido 

negligencia, malicia o culpa y claro está, probar la rel cción de causa a efecto que 

pueda existir entre le conducta del administrador y el daño causado. 

los admin istradores elCNan como comerciantes frente a su negocio, no obstan­

te que la sociedad es la persona que ejecuta estos actos mercantiles. Su gestión de­

be ser ordenada y prudente, tanto dentro del seno de le Directiva o aquel caso en 

que se ha nombrado a un solo administrador o la directiva lo ha delegado para de­

terminadas funciones. Al administrar los intereses ajenos, debe extr.marse la dili­

gencia en e l actuar, cumpl ¡endo fielmente, defendiendo a la entidad y dejando de 

lado los intereses personales. 

Establ ecer reglas concretas sobre la conwcta de los administradores es tarea 

difTcil, por eso Jas legislaciones evitan regular en detalle la actuación de ellos. 

las fórmul as se dan dentro de un marco de flexibilidad adaptabl e a las circunstan-

cias. 

El que una empresa sea bien o mal administrada, depende de las resoluciones 

que se adopten para su manejo, pero debe tenerse en cuenta que las negociaciones 

de toda entidad comercial tienen siempre un carácter que finca sus raíces en el a­

zar propio del comercio. Si una operación resulta o no provechosa para la sociedad 

es cuestión de ver el resultado final. Por eso no se pueden dar reglas que determi­

nen con antic ipación como deberán ejercer su cargo los administrcdores. Téngase 

bien presente que éstos no responden de que la sociedad tenga éxito, sino más 

bien de que su gestión ha sido acorde con lo que aconM ia la práctica sana den-­

tro del comerc io. 

Asimismo debe contarse con que las empresas no se manejan todas del mismo 

modo, distinto es un banco, de una empresa de calzado, de una compañ ro de se­

guros, de una empresa de minería . Por eso la diligencia a observan.e debe ser a­

corde con la empr3sa de que se trate . Con esa base podrá exigirse alguna respon­

sabilidad a los administradores. 

Algunas leyes señalan, cuando responden penal mente los administradores, pe­

ro otras, con mejor crite rio, evaden tratar este tema en sus artículos, tan solo la 
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responsabilidad civil se contempl a dentro de las normas. Tratándose de la responsa­

bilidad civil, no se hace enume ración de todos los casos en que se incurrirá en -

e ll a . Este esquema no es seguido por todas las legisl aciones, la ita l iana y fa a l ema~ 

na si enumeran lista de casos. 

Hay ciertos e lementos que integran o dan formo a la responsabil idad de los 

administradores: desempeñar e l ca rgo en fo rma efi ciente, por lo que nace la respon­

sd:>ilidad cuando no cumplen con su cometido a cabal idad, pero para e llo es preci­

so determinar cuáles son fas obligaciones a que están su, etos: unas las menciona fa 

ley y las otras surgen de la cal ¡dad de los cdministradores . 

Deben obrar en e l ejercicio del ca rgo con la diligencia inherente a l misma. 

l a dil igencia es de un tipo abstracto, pero no rígido, como ya se dijo; adaptabl e 

a las circunstancias. 

No es suficiente, por otra pa rte, con demostrar que el adm inistrador ha incu­

rrido en incumplimientos, se hcce necesa rio establ ecer fe hacientemente que la con­

ducta ha producido daño; que hay relación de causo a efecto entre d icha conduc­

ta y e l daño. 

Pa ra e l establ ecimiento de daño y del monto de la indemnización hay que acu­

dir a las normas del Derecho Civil. 

En cuanto a la culpabil idad de los administradores, responderán del daño cau­

sado por ma licia, abuso de facultades o negligencia grave. Los lineamientos ante­

riores son segu idos por varias legislaciones, entre e llas la español a, otras como an­

tes indicamos tratan la mated a a través del régimen <71 que se encuentra sometido 

e l contrato de mandato. 

Nótese que los administradores no responden más que de la culpa grave, pues 

nad ie aceptaría esos ca rgos ante !a posibil idad de verse sometido a ¡uiolo por fol­

tas de dil ¡gencia leves. Al respecto cebe c itar una frase de l maestro Garrigues 

que dice : "En resumen, la responsabilidad del administrador no empieza a llí don­

de termina su diligencia, sino donde comienza su malicia o negligencia grave o 

su abuso de facultades 11 • (9). 

los directores son responsables por acción u omisión ya que deben cumpl ir 

con sus obligaciones con la debida diligencia . Su responsabilidad es solidaria:tie-
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na tres fases o aspectos: 

a) Responden para con la sociedad óebido a la transgresi6n de los deberes 

ajenos a su cargo, derivados de los acuerdos de la junta general, el pacto social 

o la ley. 

b) Con los acreedores sociales, porque al no haber cumplido con sus obliga­

ciones se afecta al patrimonio social; 

c) Con los accionistas o los terceros que ha sufrido daño como consecuencia 

de los actos o hechos culpables de los administradores. 

Conviene aquí hacer ver que los admin istradores, al menOl teóricamente, pue­

den llegar a tener una especie de culpa por su negligencia en la vigilancia de los 

negocios sociales, puesto que este 3S uno de sus deberes primordiales. Y esta es -

una exigencia que va en concordancia con la disciplina a que se encuentran some­

tidas los sociedades anónimos, de lo contrario, el ser director implicaría una posi­

ción de privil<~gio, pero, la reglo no debe ser tan rígido que impida el que perso­

nas verdaderamente capaces opten o tales cargos debido al temor de incurrir en 

esa clase de culpa. 

El Artículo 276 habla de que los directores son sol idariamente msponsables. 

Este carácter nace de la formo de cuerpo colegiado que tiene lo Junta Directiva, 

dentro de la que cada uno responde por el hecho de otros. 

Para que se rompa esta regl a establecida por el artículo comentado, el mis­

mo establece las excepciones: 

lo.) En caSo de delegación de sus funciones, siempre que por parte de los 

delegantes, no hubiere dolo o culpa grave al no impedir los actos u omisiones -

particulares. 

20.) Cuando se trate de actos de directores delegados cuyas funcionas se 

hayan determinado en el pacto social o hubieren sido aprobados por la asamblea 

general. 

El Artículo 277 hace también una salvedad sobre la solidaridad dentro de 

le responsabilidad de los administradores: liNo será responsable el director que -

haga constar su inconformidad en el acta de la sesión en que se haya del iberado 

y resuelto el acto de que se trate; o lo mani fiesto por escrito dentro de tres días 
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de haber tenido conocimiento de tal resolución, cuando no hubiere concurrido a 

la sesión respectiva. El que desee librarse de la responsabil ¡dad solidaria debe pro­

bar su inculpabilidad en el acto impugnado. 

En relación a 1 a responsabil ¡dad de los admin istradores debe tenerse presente 

el problema, de si son válidos los convenios por los cuales los directoras quedan 

liberados do toda responsabilidad frente a la sociedad y los accionistas. En cuan-

to a terceros no puede ni siquiera concebirse, a menos que precediera 9 ual con­

venio oon el tercero, lo cual es improbable aunque no imposible. 

En doctrina se discute si tiene valor o no que la sociedad renuncie por an­

ticipado a la acción de responsabilidad. la negativa se impone en la mayoría a 

los que contratan ron la sociedad, además de los accionistas y los acreedores. 

Don Joaquín Garrigues se pronuncia porque si tienen YO lidez estas cláusulas, aun 

teniendo en cuenta que la condonación del dolo futuro no vale, ya que dice: -

111111 N ~. I .. I 1" I l' 't h 1 os reTerlmos, c aro esto, a as e ausu as que no se Iml on, como ace a 

mayoría de ellas, a decir que todas las cuestiones que se sl .. ,citen entre los accio­

nistas y la compañía serán dirimidas por árbitros o amigables componedores. Es ne-

cesario que la cláusula compromisora se refiera a las cuestiones que surgen entre 

la sociedad y sus administradores o entre éstos y los socios ll . Pues la norma esti­

pula que no puede rondenarse el dolo futuro. Se limita e declarar nula la renun­

cia anticipada a la occión para hacer efectiva la responsabilidad por dolo. Pero 

en el juicio arbitral y de amigable composición no hay renuncia alguna: lo que 

hoyes sometimiento de un asunto controvertido a la decisión de una jurisdicción 

distinta a la del Estado. Se trata en suma de un problema dG procedimiento que 

afecta, por tanto, al aspecto instrumental y no al aspecto sustancial de la respon­

sabilidad ll'll' • (10). 

Aun cuando la opinión del citado autor es merecedora de todo respeto, no 

estamos de acuerdo con ella, la disposición del Código Civil es terminante, pues 

el Articulo 1336, C. dice: lila condonación del dolo futuro no valell. Esta es 

una regla del orden público, que no admite derogación alguna. 

los administradores responden fre.te a la sociedad, a los accionistas y a 

los acreedores. En consecuencia quien primeramente resulta afectada es la enti-
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dad; así la acción de responsabilidad corresponderá a ella . Luego afecta a los so­

cios, pues se vulne ra el patrimonio social y ello recae sobre el patrimonio de los 

socios y finalmente a los acreedores porque toda merma en el patrimonio social 

implica una disminución de la garantía . Pero no es que se den varias acciones 

de responsabil idad, tan sólo pueden ejercerl a como titular el propietario la socie­

dad y subsidiariamente los socios y los acrecdorcs. El fundamento surge Qvidente­

mentQ: cualquiera quo sea el que ejerza la acción, con ell a se persigue volver 

el patrimonio social a la condición en que se encontraba antes del daño sufrido. 

Examinemos a continuación en detalle cómo responden los administradores 

frente a la sociedad. Por una parte se habla de que pueden responder solidaria­

mente y por otra individualmente. Depende de ello e l punto de vista que adoptQ 

el legislador. 

Parece ser que la posición más acorde con las características de la sociedad 

anónima es que la responsabil idad sea exigida individualmentQ, por las razones 

siguientes: Los administradores forman la directiva y éste es un órgano de la socie­

dad y la sociedad no puede responder ante olla misma. 

Si los administradores responden personalmente hay que distinguir en primer 

término cuál ha sido el papel que cada uno ha jugado en e l hecho que es causa 

de la responsabilidad. El origen de la responsabil idad usualmente es un acuerdo 

de la directiva, por ello es preciso establecer qué parte de culpa corresponde a 

cada administrador en el acuerdo; dete rminado sobre todo, si fue adoptado por 

mayoría de votos o por unanimidad o si se acordó cumpl ir a lguna orden de la 

Junta General. 

De conformidad a lo sentado en el párrafo anterior, si a lguno de los admi­

nistradores salvó su voto, estará exento de responsabilidad . No basta abstenerse 

de.votar con la mayoría, hay que salvar el voto. Esta exigencia tiene su funda­

mento en que asr el administrador manifiesta positivamente su posición contraria 

a l acuerdo, que sirve de adve rtencia a los demás para resolve r con mayor ponde-

ración. 

¿Qué pasa con el administrador que no asisti6 a la Junta? Si la ausencia 

fue por motivo justo, qUQda libre de responsabil idad. Si se adopta otro 'criterio 
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podría resultar que algunos miembros no asistiora con regularidad a las sesiones con 

el objeto de evadir osi su responsabilidad. 

Pero luego de esta serie de consideraciones quoda en pie todavía la cuestión 

do cómo deben responder los administradores que concurrieron a lo acordado y no 

salvaron su voto. 

Legislaciones como la alemana y la italiana prescriben que los administrado­

res responderén solidariamente, porque según el legislador de esos países los admi­

nistradores en su totalidad tkmen un conjunto de deberos, los quo recaon sobm la 

Junta Directiva y do ahí que las personas que la componon respondan por los a­

cuerdos que toman, oso pareco sor lo más justo. 

Pero hay que considerar esta regla de sol idaridad en su justo sentido, debe 

tenerse presente que la responsabilidad recae en todo caso sobre alguien en parti­

cular y como la responsabilidad en este dado caso doviene de la culpa, al faltar 

ésta no puede hablarse de que haya solidaridad. Por e llo cuando se habla de res­

ponsabil idad sol idaríe; debe entonderse que los que responden de esta menara son 

los culpebles y de ahí qua puedo dirigirse la acción que corresponde en contra de 

cualquiera de ollas. 

Los autores señalan quo hoy que distinguir entre lo solidaridad tanto en la 

culpa como en la indemnización del daño inferido. Por la primera so entiende que 

todos los administradores son culpables, debiendo cada uno de ellos demostrar su 

inocencia. Por la segunda se facilita el reclamar a cualquiera de los administrado­

res 01 dalia en toda su extensión. 

Otras legislaciones no reglamentan sobre la responsabilidad sol idaria de los 

administradores, pues si se suponen ciertas las considerac,looes de que la respon­

sabilidad no puede ser menos que personal, el que no haya concurrido al acuerdo 

generador, no debe responder por 0110. Quizás, si so señala en la ley la solida­

ridad sea porque en ciertas circunstancias pueda existir una imposibilidad de dis­

tinguir con exactitud a los responsables. Entonces la culpa rooae sobre todos, el 

actuer como órgano colegiado así respondon. Hay más casos en que la responsebi­

lidad individual se impone, como aquellos de ausencia justificada por enfermedad, 

ocupación o residencia. Por eso es que apegándose a la real idad de los hechos 
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se regula esta situación o través de las reglas del Derecho Común, ya sea en formo 

individual o sol idariamente . En resumen cuando no pUc::ldG culparse a cada uno por 

separado, todos rGsponden solidariamente pues existe lo presunción dc::l que todos con­

currieron para votar el acuerdo. Y esto es en razón, de que deben los administra'" 

dores vigilar la conducta do sus compañeros. Claro, que pudiendo definirse quién 

es e l culpable, desaporGce la presunción. 

Pasemos a examina r en que·' forma deberá pagarse el daño infGrido. Aquí el 

problema es más que todo sobre qué criterio adoptará el legislador para e l mismo. 

Si se remite a la legislación común: tendrá que regirse por las reglas del Código 

Civil, desde el momento que la mayoría de los cuerpos de IGyGS mercantiles de -

nuestra esfera, dejan al der che común la resolución de lo rGferGnte a es .J matG­

ria. Si se pronuncia porque la re~nsabil idad sea sol idaria pues podrá exigirse la 

responsabil idad de cualquiera de los administradores; si no es así no puede recla­

marse más que a prorra ta dc::ll daño causado. 

(5) ACCION DE RESPONSABILIDAD 

Desde luego que el patrimonio social es el dañado, la entidad es la que pue­

do ejercer la acción de responsabilidad. Es la Junta General quien decide sobre 

cómo ha de ejercerse la acción. Sólo estQ órgano puede deciC!ir, sobre incoarl a, 

transarla, renunciar a e l la en cualquier t iempo o des ist ir de la misma. Pero ¿y 

los socios? También éstos tienen facultad en determinadas circunstancias y subsidia­

riamente, de demandar la responsabilidad de los administracbres. Se comprende que 

esto sea así porque en definitiva quienc::ls soportan el daño son los socios. 

los accionistas reunidos en Junta Gen c::l ra I son los que deciden exigir la rGS­

ponsabilidad a los administradores y ell os pueden decidir sobre este asunto aunque 

no esté contemplado en la agenda de la sesión, pudiGnclo asimismo convocarse a 

una Junta General Extraordinaria para tra tarlo. 

Al adoptar el acuerdo de exigir la responsabilidad por lo general se dispo­

ne dentro del mismo quienes serán los que demandarán a nombre de la sociedad . 

También se procederá al nombramie nto de los nuevos administradores quienes reem­

plazarán a los destituidos, pues se considera que existe una incompatibilidad entre 

el cargo d e a d m ¡ni s tr a d G t. Y I a declaración de la Junta de que hay 
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lugar a demandar la responsabilidad . 

Depende de cómo se regule dentro de cada cue rpo legal, los administradores 

podrán o no votar en 'a Junta que decida sobre su responsabil idad si tienen accio­

nes. Muchas legislaciones niegan este derecho a los administradores. 

Se supone que la sociedad al decidir por medio de la Junta General sobre 

la acción de responsabilidad, debe estar en situación bonancible, pues si se en­

cuentra en estado de quiebra los qU "'1 ejercerán el derecho de decidir sobre la ac­

ción de responsabilidad serán los representantes de la quiebra . 

Pero puede darse el caso de quo la sociedad renuncie a su derecho decidien­

do no entablar la acción de responsabilidad o transando el juicio que haya inicia­

do. Esto se comprende fácilmGnto da.de luego que la sociedad es e l titular de la 

acción, pero esta decisión habrá de tomarse en Junta General. 

Debemos hacer énfasis Gn que por el hecho de que la Junta General apruebe 

la gestión de los administradores no significa que releva dG toda culpa a los admi­

nistradores. Para que esto sucediera GS necesario que la Junta acuerde e x presa­

mente tal cosa. 

Es obvio que cuando se dice que la sociedad podrá transar o desistir de la 

demanda, es sobre e l supuesto de que ya se inició la acción correspondiente. Omi­

timos hacer un comentario más ampl io debido a que e llo pertenece a otra rama del 

Derec ho: la Procesal . 

(6) ACCION DE RESPONSABILIDAD EJERCIDA POR LOS SOCIOS 

Por razones de índole práctica las legislaciones han concedido a los socios 

la facultad de poder deducir responsabilidades a los administradores, y decimos 

de índole práctica, porque en doctrina los autores no justifican estG tipo de medida. 

Como la acción que pueden incoar los soc ios persigue el mismo fin que el 

de la sociedad, debe tenerse presente lo siguiente : las dos acciones no deben ini­

ciarse juntamente, la de los accionistas tiene un carócter subsidic;2rio. De hacer-

so así podría darse e l caso de que surgieran sentencias contradictorias con las con­

siguientes complicaciones. 

Se acostumbra no conceder esta acción a un sólo accionista sino a un grupo 
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de ellos, que represGnten un determinado monto del capital social, pues de lo 

contrario podría introducirse el caos en la sociedad, desde luego que socios ines­

crupulosos pueden hacer uso do este expediente para prGsionar a favor de sus in-

ten.;¡ses. 

También se señalo un plazo dentro del cual pueden accionar los socios, 

una especie dG prescripción contada a partir del momento e n que se adoptó el a­

cuerdo ordenando o no la exigencia de responsabil idad. 

los accionistas cuando demandan la respornsabil idad a los administradores, 

porque la sociedad no actuó en su oportunidad, se entiende que lo que persiguen 

es lo mismo que lo entidad: la reparación de l daño causado al haber social. En 

este caso, de triunfar, lo que obtengan ingresará al activo de la compai'l ía. 

los tratadistas franceses, Houpin, lyon-Caen, citados por don Joaquín Ga­

rrigues, manifiestan su oposición a que los socios entablen la acción que corres­

ponde a la sociedad, por el mismo monto, estableciEndo que deben demandar por 

el daño inferido a ellos y a cada cual, pues los accionistas no pueden sustituirse 

a la sociedad para entablar e l juicio, Pero según e l mismo autor Garrigues - es­

ta tesis cuenta con numerosas objeciones de orden práctico: 11 ¿Cómo ha de calcu­

larse el daño sufrido por el grupo minoritario? Habría que dividir el daño total 

por e l núme ro de accionistas que integran el capital social paro saber cu61 es el 

daño correspondiente a cada acción y poder determinar así e l daño reclamable 

por la minoría. t'¡',ás oomo la indemnización ha de ingresar a las cajas sociales, 

su importe beneficiará inmediatamente a todos los accionistas y no sólo a los 

que ejercitaron la acción. De aquí resulta que estos últimos, al 1 imitar el con­

tenido económico de su reclamación sufrirán un perjuicio evidente. Desde el -

punto de vista teórico no es posible justificar ese criterio 1 imitativo en la re­

clamación. la acción que en este coso ejerce la monoría es la misma que co­

rres¡llnde a la sociedad, lo que ocurre es que no se ejercita por ella, sino por 

un grupo minoritario que asume en este caso la representación de los intereses 

sociales" • (11) • 

Ahora bien, si los socios se circunscribieran a reclamar en proporción a 

lo que les corresponde en el capital social, la sociedad puede a su vez recla-
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mar la parte que no se pidió. Lo que no se da, si los socios reclamaron la cantidad 

total del daño sufrido. 

(7) ACCION DE RESPONSABILI DAD IN ICIADA POR LOS ACREEDORES 

Esta acción se incoa con el mismo fin: reparar el daño sufrido en el patrimo­

nio de la entidad. La facultad que se le concede a los acreedores proviene de que 

si la sociedad sal e dañada por la conducta culpabl e de los administradores, su pa­

trimonio sufre mengua y de consecuencia lo sufre la garantía de los acreedores. Pe-

ro esta acción debe reducirse a los I imites estrictamente necesarios que marque el 

daño social. De lo contrario pueden haber abusos. Debe llenar los requisitos siguien­

tes: que pretenda la reclamación del daño inf~rido a la entidad, ejercida por los 

acreedores pero a nombre de la compañ ía; que la acción no haya sido intentada -

por la misma sociedad o sus socios; que e l acuerdo ge nerador de la responsabil idad 

amenace verdaderame nte al patrimonio de la sociedad , pues siendo esta la garan­

tía de los acreedores y no respondiendo los soc ios personalmente por las deudas so­

cia les, e l perju icio que caería sobre los acreedores salta a la vista. 

No basta que el patrinonio social haya disminuido a una cuantía que no cu­

bra los créditos. Muchas leyes siguen esta pauta, facultando a los acreedores para 

que exijan de los administradores culpables la parte que la sociedad no puede sa­

tisfacerles. 

los distintos Cód igos señalan un tiempo para la prescripción de estas accio­

nes, aunque hay otros que guardan sil encio debi endo remitirse a las normas del de­

rec ho común. 

Aquí hay que considerar algo que presenta visos de problema: si la conducta 

del administrador daña el patrimonio de te rce ros o de los socios, se aplica el 

principio de que lo que es hecho por un órgano de la sociedad se entiende hecho 

por ella. Entonces la sociedad se ría la responsabl e ante terce ros, pe ro ésta vez 

satisfecho e l te rcero o socio, puede dirigirse a su vez contra e l administrador pa­

ra reintegrarse lo que pagó por causa de su culpa, pe ro si nos fijamos bien, esto 

no se refiere propiamente a la acción de responsabil idad iniciada por los socios o 

te rceros contra los admin istrad"res sino en contra de la sociedad. 

Lo que da derecho a los soclOl o te rce ros para demandar al administrador 
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culpable, es un hecho que afecte directamente sus derechos y afecte e l patrimo­

nio de los te rceros. 

l a natural eza jurídica de esta cl ase de acción presenta ciertas dificultades, 

renace e l probl ema de investigar si se trata de una obl igación contractual o ex­

tracontractual. Pe ro como antes d ij imos eso carece de importancia práctica, pues 

lo que de fine en su verdadero sentido la responsabil idad contr actual no es la e­

xistencia de un convenio e ntre las partes sino más bien el que haya una obl iga­

c lón anterior. Aunque puede decirse que cuando se viol e n los derechos de los -

accionistas contenidos en la ley o en e l pacto social , existía una obligación de l 

administrador de respetar tales de rechos, consecue ntemente : la obl igación nacerá 

del contrato. Pero si la conducta ha sido ilícita perjudicando a un tercero que no 

t iene ningún ví-nculo jurídico con los administradores la responsabil idad indudabl e­

mente es extracontractual. 

Dos 60n los e le mentos que configuran esta responsabil idad: lo.) la conduc­

ta de l administrador ha de ser culposa, pero de una culpa en su grado de mali­

c ia , abuso de facultades o negl igencia grave; 20.) que los intereses de l deman­

dante salgan directamente a fectados por la conducta cul posa. 

El Artículo 995 No.JI seña la los plazos de prescripción de la acción de 

responsabilidad de los administradores, e l cual será de un año. la prescripción em­

pezará a correr desde la fecha de l acto que causó el daño culposo. 

la acción que incoa la sociedad para reclamar la responsabil idad a los ad­

ministradores se rá como consecuencia de un acuerdo de la Junta Gene lOl, Artícu­

lo 279 . Ahí mismo se designará la persona que haya de e jercer la acción corres­

pondiente . 

En caso de liquidación, si la Junta Gene ral aun continúa func ionando será 

siempre e lla quien podrá acc ionar para reclamar la responsabil idad de los admi­

nistradores. 

l os administradores que sean a ccionistas pueden tomar parte en la constitu-

c ión de la Junta General, pero no tomar parte e n los debates, según lo dice a l 

Artículo 168. 

los Artículos 278 y 279 regulan los casos en que la soc jedad decida no 
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reclamar la responsabil ¡dad de los administradores, por renuncia, transacción con 

los culpables o desist imiento dentro del respectivo juicio. 

Puede darse el caso do que los accionistas sal gan perjudicados con una de 

tales medidas, de manera que la ley ha establecido ciertos requerimientos: en el 

caso de renuncia ésta de bt3 ser expresa mediante un acuerdo especial de la Junta 

General. En cuanto a la transacc ión no la su jeta a mayores trámites. En lo que 

al desistimiento toca, es indispensable que sea una Junta General Extraordinaria 

la que lo decida, en virtud de las graves consecuencias que de e llos se derivan. 
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CAPITULO X 

ORGANO DE VIGILANCIA 

En la exposi ción de motivos del Proyecto de Código de Comercio, hoy ley 

de la República, se dijo sobre la vigilancia de la sociedad anónima: IIIIVIGILAN­

CIA. - La Comisión estima que debe abandonarse el sistema de un consejo o junta 

de vigilancia, que está autorizado en nuestra legislación actual y subsiste, además 

en la casi totalidad de las legislaciones extranjeras. La práctica ha demostrado 

que ésta es una institución inoperante en el país. De acuerdo a los usos mercanti­

les salvadoreños, la vigilancia se hará por medio de un auditor, dejando el consejo 

devigilancia a opción de aquellas soci edades que lo establ ezcan en su pacto 

social 1111 11. (12) 

El doctor Roberto Lora Velado, uno de los redactores del proyecto di ce: 

111111 En el Proyecto de Código de Comercio, se adoptó el segundo sistema, o sea que 

la vigilancia corresponde a un profesional designado por la Junta General, que 

tenga la calidad de auditor. Ello no obstante, si en el pacto social así se decide, 

puede designarse un consejo de vigi lancia, si empre que tal designación no sustituya 

al auditor, sino que sea adicional a éste. La exigencia del auditor, se funda en 

razones de carácter técnico, por ello se consideró indispensable que no pudiera ser 

omitido; el Consejo de Vigilancia está integrado normalmente por personas que no 

tienen estudios especializados en auditoría; es fácil comprender la necesidad de un 

funcionario capacitado para este tipo de trabajo. 

Esencialmente podemos decir que un additor es una persona con estudios es­

pecializados para revisar contabilidades, que goza de la fé pública del es"tado para 

certificar documentos contables, es decir; para dar fe de que tales documentos re­

fl ejan la real situación económi ca de un determinado negocio llllll
• (13) 

Sobre este punto han habido últimamente serios debates, pues se di ce que 

tal disposición lesiona a gran número de personas que ejercen la auditoría en di­

versas empresas. Pero este es un tema que no entra en los límites de este traba­

jo por lo que omitiremos más comentarios al mismo. 

El Auditor y el Consejo de Vigilancia forman un órgano permanente y 
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nistrativa y controlar la contabilidad social, la formación del balance y demás docu­

mentos. En sentido figurado puede decirse que son una especie de mano de la Jun­

ta General, pues los accionistas no pueden inspeccionar cuando quieran la contabi­

lidad social entonces, a través de dicho órgano se establece una supervisión de los 

negoci os social es. 

El Consejo de Vigilancia, en cuanto a sus funciones y atribuciones, se regi­

rá por lo que al respecto prescribe el pacto social. 

El Auditor será nombrado por la Junta General, la cual I e señalará tambi én 

su remuneración. Durará en sus funciones el tiempo que determine el pacto social 

o el que señale la Junta General, Artículo 289. 

El Artículo 290 señala los requisitos necesarios para ser auditor y aquí es 

adonde ha surgido la polémica, pues según el artículo 290 para ser auditor era re­

quisito ser licenciado en auditoría o contador público certificado, lo cual causaba 

perjuicios a numerosas personas que no llenan esos requisitos y que sin embargo 

ejercían la auditoría. 

Otro punto que no se aclaró en la disposi ción comentada fue el de que si 

se trataba de la auditoríCi externa o interna con las reformas al artículo se corrigió 

tal anomalía y se dió un plazo de cinco años a los interesados para regularizar su 

situación de conformidad al Código de Comercio. 

El auditor es el órgano que protege a las minorías de accionistas y sirve 

de vínculo con la Junta General. El Artículo 292 dice que: "Cualquier accionis-

ta podrá denunciar por escrito al auditor. Los hechos que estime irregulares en 

la administración y éste deberá hacer mención de tales denuncias en sus informes 

a la Junta General de Accionistas, y presentar acerca de ellas las consideraciones 

y proposiciones que estime pertinentes" • . 

Creemos que el legislador al nor~ar esta materia más que c~mbiar los prin­

cipios que la rigen, lo que quiso fue darle mayo,r continuidad al cargo, autonomía 

respecto de los otros órganos, para que pueda lI"avar su función con la dignidad que 

I e corresponde. 
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B Artículo 294 habla de que si el pacto social lo determina podrá consti­

tuirse un Consejo d e Vigilancia. La manera de integrarlo y sus facultades deberán 

establecerse en el mismo pacto; pero a pesar de ello será siempre indispensable el 

nombrami ento del auditor. 

Como puede verse el Conse jo de Vigilancia ha sido reducido a una especie 

de agregado sin importancia dentro del engranaje de las soci edades anónimas. 
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CAPITULO XI 

CONSTITUCION DE LA SOCI EDAD 

Mientras se constituye como tal, la sociedad debe seguir tres etapas: 1) 

otorgamiento de la escritura social con las diferentes cláusulas que la regirán, de 

conformidad a los artículos 22, 191, 192, 193 y 194; 2) aporte de capital por par­

te de los socios; y 3) obtención de su personalidad jurídica por la inscripción en 

el Registro de Comercio de la escritura de constitución. 

La soci edad anóni ma, como todas las soci edades mercanti 1 es, se gesta en 

un contrato y surge a la vida del derecho por la inscripción ya menci onada. 

Cabe hacer aquí, antes de proceder a otros comentari os, una diferencia 

fundamental; la que existe entre el acuerdo de los fundadores y la confección de 

los estatutos de la sociedad. Sobre el primer asunto: el acuerdo de los fundadores 

existe una discusión: si constituye tal acto un c:ontrato o si por el contrario es un 

acto complejo; unas legislaciones se inclinan por el contrato y otras por el acto 

completo, pero en cuanto a la redacción de los estatutos no cabe discusión de que 

no se trata de un contrato, pues en ellos no están comprendidas más que las nor­

mas destinadas a servir de guía al funcionamiento de la entidad. 

La escritura social es el punto de partida de nacimiento de la sociedad, 

en cambio los estatutos completan y regulan el funcionamiento de la misma. Como 

bien dicen los autores, los estatutos no son derecho objetivo, son más bien derecho 

"negocial", (" contractual 11) • Por ello, para interpretar ese derecho con la debida 

exactitud; deben aplicarse por similitud las normas del Código Civil que se refie­

ren a la interpretación de los contratos. 

Nuestro Código de Comercio reconoce dos formas d. constitución de la 

sociedad anónima, según el Artículo 195: a través de la fundación simultánea o 

por suscripción pública. 

En la primera forma la sociedad se constituye por la reunión en el mismo 

acto de los aportes de los acci onistas, que luego integran el capital social. 

En la constitución sucesiva o pública, la entidad cobra vida gradualmente 

a través de la suscripción, basada en un programa que contiene las principal es 
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bases de la sociedad que se constituirá, el cual debe depositarse en el Registro de 

Comercio junto con la autorización de la oficina que ejerce la vigilancia del estado, 

ej emplar que debe constar en e l acta notariol, Artículo 198. 

La constitución es el acto por el cua l se manifiestan las voluntades de los 

socios y que tiene como consecuencia el contrato plurilateral, pero para proceder a 

ella deberán observarse ci ertas normas: 

1) Artículo 192: para proceder a la constitución de una sociedad anónima 

se requiere: 

a) Que el capital social no sea menor de 20,000 colones y que esté inte­

gramente suscrito; 

b) Que se pague en dinero en efectivo, cuando menos el 25 por ciento del 

valor de cada acción pagadera en numerario. 

c) Que se satisfaga íntegramente el valor de cada acción, cuando su pago 

haya de efectuarse en todo en parte, con bienes distintos del dinero. 

En todo caso, deberá estar íntegramente pagada una cantidad igual a la 

cuarta parte del capital social. 

2) Si hay aportaciones en especie, en lo que a la fundación simultánea se 

refiere el Artículo 196 dispone: "Las aportaciones en especie serán efectuadas según 

valúo hecho previamente por dictamen pericial de la oficina que ejer2ra la vigilan­

cia del estado. Esta circunstancia se hará constar en la escritura social. 

y en lo que se refiere a la suscripción pública el Artículo 197, inciso 20., 

di ce: "La oficina antes de aprobar o no el programa, se cerciorará de la exactitud 

del avalúo de los bienes aportados en especie y de la suscripción total del capital 

previsto. " 

Además el Artículo 201 dispone: "Las aportaciones en especie se formali­

zarán al constituirse la sociedad; pero al hacerse la suscripción se otorgará una 

promesa de aportación, con las formalidades legales, en documento que sea exigible 

ejecutivamente." 

3) La escritura de constitución deberá inscribirse en el Registro de Comer­

cio, Artículos 25 y 465 No. l. 

4) Las aportaciones en efectivo se harán por medio de cheque certificado 

o certificado de depósito del dinero hecho en una institución bancaria debidamente 
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endosado, esto en caso de fundación simultánea, Artículo 195; en la constitución su­

cesiva el Artículo 200 prescribe la manera de hacer los aportes en efectivo. 

La fundac ión de la sociedad en forma simultánea, no tiene una importancia 

tal que de mérito a extensos comentarios, sin embargo, veamos: 

Los socios a través de la escritura de constitución dan origen al lazo de 

obligación pero en lo referente a obligaciones de la organización de la sociedad 

tocan a la nueva persona jurídica que se crea. Sin perjuici o de incurrir en repeti­

ciones haremos referencia al hecho de que la noción de contrato plurilateral, trae 

ciertas consecuencias negativas, puesto que según las bases teóricas de la nueva 

legislación, no es esa la figura aplicable a la constitución de la sociedad anónima, 

lo que salta de. relieve si consideramos que aquí se trata ante todo de un contrato 

de organizaci ón, pues da naci mi ento a una persona jurídica y que puede en ci ertos 

casos formarse a través de pasos sucesivos y preparatorios que excl uyen tocio referen­

cia a los contratos, así pues, algunos autores opinan que es un acto colectivo pero 

no un contrato. 

Según lo dijimos los Artículos 21 y 193 mandan que la fundación simultánea 

de la sociedad se hará por escritura pública, llenando ciertos requisitos. 

El Código de Comercio regula en forma distinta, como se ve de las disposi­

ciones citadas, las dos formas de constitución de las sociedades, la sucesiva de la 

simultánea, pero no deja al acaso los actos preparatorios, que en esta clase de actos 

son de imprescindibl e necesidad. Si no, véase que a los socios fundadores I es da un 

tratamiento similar en el Artículo 207, pero no toca con mayor amplitud la forma en 

que se obtendrán y se suscribirá el capital de la soci edad, sino en cuanto a la reduc­

ción a escritura pública de las obligaciones de los socios. 

Fundadores de una sociedad anónima son las personas que inician su forma­

ción realizando los actos necesarios para que se constituya como persona jurídica. 

Por su actividad en la formación de la entidad las personas mencionadas anterior­

mente, por lo general se le reservan ciertos derechos o se les otorga una remunera­

ción por sus servicios. Usualmente se les conceden títulos que se denominan partes 

de fundador o bonos de fundador. 

El Artículo 207 da las normas pertinentes sobre a quienes se considerará 
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fundadores. 

(1) FUNDACION SUCESIVA 

Para la constitución sucesiva se sigu e una seri e de pasos que son: 

lo.) Las personas llamadas promotores o fundadores formulan un documento 

denominado programa, en él están contenidos los principales elementús de la futura 

sociedad, Artículos 194 y 197. 
/ 

20.) Este documento deberá ser presentado a la oficina que ejerza la vigi-

lancia del estado, la cual antes de aprobar o no el programa, se cerciorará de la 

exactitud de los valúas y de la suscripción total del capital previsto. Artículo 197, 

inciso 20. 

30.) La aceptación del programa se hace a través de suscripciones en dupli-

cado con las indicaciones que aparecen en el Artículo 199 y de conformidad con la 

misma disposición, las firmas de cada suscriptor se autenticarán. 

40.) El número IV del Artículo 199 dice que los ejemplares de las·.suscrip-

ciones autenticados indicarán la forma y plazos en que el suscriptor se obligue a pag 

pagar la primera exhibi ción. 

Según el Artículo 203 todas las acciones deben quedar suscritas dentro del 

término de un año, contado desde la fecha del depósito del programa, a no ser que 

en éste se fije un plazo menor. 

50.) En caso de que se venza el plazo que señala el pacto social o el le­

gal que señala el Artícul o ~3, el capital social no fuere íntegramente suscrito no 

se 11 egare a la constitución de la sociedad, los suscriptores en virtud de la ley 

quedan desligados de sus obligaciones y las instituciones bancarias deberán devol -

ver! es las cantidados' que hubieren depositado. 

60.) Los fundadores, una vez suscrito el capital social y hechas las exhibi-

ciones legales (Artículo 192, No. 11), dentro del plazo de 15 días, publicarán la 

convocatoria para la reunión de la Junta General Constitutiva prevista en el pro-

grama, de conformidad en todo con el Artículo 205 y 228. 

70.) La Junta General Constitutiva realiza los actos que están indicados 

en el Artículo 206. 

Según el Artículo 221 a esta Junta General Constitutiva se le aplican 

las disposiciones de las Juntas General es, por lo que para que se considere 
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legal mente reunida en primera fecha de convocatoria, deberá estar representada por 

lo menos la mitad más una de las acciones que tengan derecho a votar y las resolu­

ciones valdrán si las toman la mayoría de votos presentes. Para la segunda fecha 

se aplica el Artículo 241. 

80.) Posteriormente se deberá otorgar la escritura a que se refiere el Artícu­

lo 206, No. VI; y luego hacerla registrar llenando todos los requisitos que exige la 

ley. 

Todas las normas comentadas denotan la preocupación del legislador para 

proteger a los futuros accionistas y acreedores contra la mali cia que puedan conte­

ner programas festi nodos. 

Con el procedimiento señalado en los artículos de referencia, la sociedad 

puede decirse que se forma a través de dos actos provenientes de los accionistas: uno 

en la etapa de la suscripción de programas y el otro en la Junta General Constituti­

va. Aquí debe considerarse qué clase de vínculo jurídico une a los dos actos, pues 

los socios no se relacionan hasta que se constituye la Junta General Constitutiva 

aunque se encuentren obligados en cierta forma, como el pago del aporte que exige 

la ley. 

Por otra parte, los fundadores no tienen el carácter de intermediarios, sino 

que son realmente contratantes con los suscriptores en el programa que ellos repre­

sentan. Tienen este carácter puesto que la ¡unta constitutiva no puede admitir, re­

chazar o determinar el número de las suscripciones, sino que está sujeta a las dispo­

siciones de los Artículos 206 y 221, además de que si los suscriptores en el plazo 

que indica el No. 111 c!el Artículo 199 no cumplen con su obligación de pagar, los 

fundadores, de conformidad al Artículo 202, pueden exigirles juc!icialmente el cumpli­

miento o tener por no suscritas las acciones. De su voluntad pende la constitución 

de la entidad. 

Con lo anterior evidenciamos que el vínculo que surge de la suscripción es 

fundamentalmente independiente de la constitución de la entidad. Antecede la sus­

cripción, de manera ineludible, a la constituCión efectiva de la sociedad y se dis­

tingue de ella por que las personas que han promovido la suscripción, pueden no par­

ticipar en el acto de constitución que es la manifestación de la voluntad de los sus­

criptores. 
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/ Aquí se hace necesario, entonces, desl i ndar dos cuesti ones importantes: en 

qué consiste el acto de suscripción y qué carácter ti enen los fundadores. 

En cuanto a la pri mera cuestión, el panorama se presenta bastante difícil, 

desde luego que hay numerosas teorías que pretend en darl e respuesta adecuada al 

punto discutido: 

a} Teoria que considera a la suscripción como un contrato efectuado entre 

los fundadores y los suscriptores, que traspasan sus derechos a la socie­

dad. Puede decirse que la concepción apuntada se encuentra en contra­

dicción con la mayoría de las legislaciones que exigen que los aportes 

se depositen a nombre de la soci edad. 

b) Teoría que considera la suscripción como una estipulación a favor de 

tercero (1320 C.), en la que los fundadores estipularían por cuenta y a 

favor de la sociedad . Pero el que estipula no, como no es representan­

te, es el único que responde por los perjuicios, mientras que el fundador 

sí pretende representar a la soci edad, salvador su responsabil idcd perso­

nal. Por otra parte, el tercero no existe puesto que la soci edad no se 

ha constituido . 

c) Otra teoria considera la acción de los fundad ores o de los suscriptores, 

según sea el caso, como una gesti ón de neg0ci os. La verdad es que 

ninguna de las dos posiciones es cierta, ya que los fundadores no tienen 

la calidad de gestores, pues su ánimo está dirigido a la constitución de 

una sociedad. Es más, el gestor sólo administra y conserva pero no pre­

tende crear una persona jurídica. Por otra parte, el dueño de la casa 

debe reembolsar al gestor las expensas útil es y necesarias, lo que no su­

cede en el caso de los fundadores de la soci edad. 

d) Teoría que estima que entre los suscriptores existe un contrato a través 

de los fundadores. Es difícil concebir un contrato entre personas que 

ni siqui era se conocen y más entre personas que no existen, desde luego 

que puede darse el caso de suscripción de acci ones por algunos y que 

todavía falten títulos que suscribir. 

e) Finalmente, citaremos la teoría que rechaza toda idea de contrato y 

considera la suscripción como un acto unilateral de adhesión de una 
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sociedad. Esta forma de pensar es sostenida por los autores que estiman la constitu­

ción de la sociedad como un acto colectivo o completo y otros que son partidarios 

de la teoría institucional para caracterizar a la sociedad anónima. 

Esta teoría se ha considerado la más acertada para configurar exactamente 

la creación de la sociedad anónima por suscripción pública, pues se adapta a las 

etapas que deben seguirse en esta clase de fundación. 

No obstante lo dicho, para algunos otros la cuestión no puede re-solverse 

más que a través de la concepción contractual, por el razonami ento que sigue: B 

programa aprobado y que consta en acta notarial, se deposita en el Registro de Co­

mercio, Artículo 198. Los suscriptores manifiestan su voluntad adhiriéndose al pro­

grama mediante suscripción auténticada, después de lo cual deben pagar la parte 

legal del capital según la ley. Al haberse efectuado los desembolsos y suscrito 

todo el capital social, se convoca a la Junta General Constitut iva. Es así como 

podemos deducir que entre las personas que promueven la fundación de la soci edad 

y los suscriptores, hay un contrato bi lateral, en que los suscriptores se obligan al 

pago de la primera exhibición de capital y los fundadores se obligan a llevar la 

sociedad hasta su culminación en los términos del programa. Esta es una especie 

de contrato i nnomi nado. 

Se puede constatar que en la suscripción hay un contrato bilateral; que 

cada adhesión al programa, a través de ella, es un vínculo independiente; no suce­

de lo mismo para la constitución de la soci edad en donde hay varias partes contra­

tantes que son los accionistas y que en este último la prestación del socio es hacer 

el aporte en la forma estipulada. 

Estas dos relaciones jurídicas tienen una íntima cootdinación, pero eso no 

quiere decir que se confundan. Así vemos que según el Artículo 202 si el suscrip­

tor no aporta en el plazo señalado, los fundadores pueden exigirle el aporte judi­

cialmente o tener por no suscritas las acciones. 

Sobre la figura jurídica del fundador en la sociedad anónima por suscrip­

ción pública, debemos considerar dos aspectos de una misma naturaleza: la activi­

dad técnica, financiera o industrial, y la actividad en redactar, depositar y publi­

car el programa de fundación. La primera fase tiene relevancia jurídica puesto 

que deben hacerse ciertos convenios con el objeto de que sea viable la constitución 

y operación de la soci edad futura. 
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la segunda fase en la actividad de los fundadores, tiene la característica 

de estar regulada por la ley en cuanto se refiere a la redacción del programa, sus­

cripción del mismo, depósito en el Registro de Comercio, a la conservación de los 

programas y entrega de los duplicados a los suscriptores, a la convocatoria de la 

Junta Constitutiva. En el Código de Comercio nadie está obligado a ser fundador, 

pero una vez que se adopta tal posición, exige la ley que se desarrolle una deter­

minada actividad jurídica destinada a la formación de la sociedad. 

Por las razones expuestas se hace difícil adaptar la figura del fundador a 

la del gestor ofi cioso, por las mismas razones se considera inadecuado asemejarlo a 

cualquier otro tipo legal, no obstante se ha considerado que la figura legal del 

fundador es de alguien que representa indirectamente a la sociedad, la cual adquie­

re directamente los derechos y contrae las obligaciones frente a los suscriptores de 

las acciones, con la condición suspensiva de que se forme efectivamente la entidad. 

Una vez constituída la sociedad los derechos y obligaciones de los fundadores, pa­

san directamente a la entidad en beneficio de la cual desarrollaron su actividad. 

Pero sólo adquirirá los derechos y obligaciones d erivados de los contratos de suscrip-

ción. 

En lo que a las relaciones o vínculos que surjen entre les 'fundadores, tam­

bién resulta inadecuado encuadrarlos dentro del tipo legal de la sociedad, puesto que 

falta uno de los requisitos esenciales, cual es, el de repartirse los benefi cios. Es, 

como di cen los autores, un contrato i nnomi nado. 

El programa es la base fundamental de la actividad jurídi ca de los funda­

dores y de la suscripción. Pero lo qu.e se pone en duda es su naturaleza, si consti­

tuye sólo una invitación o una oferta de contrato dirigida al público. En caso de 

adoptar la pri mera posi ción, los fundadores no quedan unidos por la publ i c ación 

del programa. Pero, es aquí, donde muchos autores consideran que sí es una ver­

dadera oferta de contrato: pri mero porque en el programa están contenidos todos 

los datos necesarios para que el consentimi ento de los futuros accionistas pueda ma­

nifestarse válidamente, y segundo: porque al pretender que el programa es un sim­

pi e anuncio para que se suscriba el programa propuesto por los fundadores, sería 

atentar contra la buena fe, que debe estar integrada en los actos de fundación de 

una soci edad anónima, la que demanda que las personas firmantes cucmten con la 
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seguridad de que los actos de fundación no podrán ser modificados ni revocados sin 

su consentimiento. El programa se convierte en la base esencial de la fundación 

de la entidad. 

Como base jurídica, :que es, el programa debe contener ciertos datos que 

puedan orientar a los posibles accionistas. El Código permite a los fUndadores po­

ner en el mismo los datos que estimen oportunos y pertinentes, pero en el artículo 

199, se indi ca el contenido de cada suscripción. 

El que se firme una suscripción no quiere decir que se vincule con los 

otros suscriptores, la única relación que existe es con los fundadores que de concu­

rrir a la Junta General Constituyente. Pero, ¿por cuánto ti empo quedan obligados 

los suscriptores? El Artículo 204 nos da la respuesta. 

Otro punto de sumo interés para cualqui era que sea suscriptor es el relati ­

vo a los derechos que se reservan los fundadores; quienes no pueden pedir que se 

I es adjudiquen acciones a cambio de su trabajo, puesto que el trabajo no constitu­

ye aporte aceptable en sentido técnico. El Artículo 210 dispone lo pertinente. 

Disposiciones como la comentada (Artículo 210) benefician a los accionis­

tas pues los fundadores, aprovechándose de su posición podrían imponer su voluntad 

a la Junta Constitutiva, favoreciéndose a sí mismo, sobre todo en lo que el reparto 

de utilidades se refiere, esta situación repercutiría por largo tiempo sobre la socie­

dad en forma perjudicial, por eso el artículo citado limita esos privilegios a la can­

tidad y términos apuntados. 

El Artículo 211 prescribe: que para acreditar la participación a que se re­

fiere el Artículo 210 se expedirán bonos de fundadores, que podrían ser nominativos 

o al portador y deberán contener las indicaciones que manda el artículo 212. 

Ó1 lo que se refiere a la naturaleza jurídica de la compensación que es 

debida a los fundadores, los autores coinciden en que se trata de una especie de 

retribución por el trabajo de formar 1 a soci edad. 

Otro artículo de suma importancia es el 209 que establ ece que los funda­

dores no pueden estipular a su favor benefi cios que comprometan al capital social. 

Todo pacto en contratio es nulo. 

Los fundadores al 11 egar a la cifra que indica el programa para la reunión 



-177-

del capital social, de conformidad al Artículo 205, dentro de los 15 días sigui entes 

publicarán la convocatoria para la Junta General Constitutiva, de la manera pres­

crita en el programa. El Artículo 206 indica la forma en que se iniciará y desa­

rrollará la Junta General Constituyente. 

La función de esta junta es reunir todos los actos de los fundadores. Las 

declaraciones de los que participan en ella forma un sólo haz con la de los suscrip­

tores, pues son su ratificación. El contrato plurilateral se perfecciona a través de 

actos efectuados en diferentes etapas, lo que caracteriza a la fundación sucesiva. 

A la formación, resolución y decisiones de la Junta General se aplican las reglas 

de las Juntas Generales, Artículo 221. 

El número VI del Artículo 206 dice que después de aprobar el proyecto de 

la escritura de constitución de la sociedad, la Junta Directiva dispondrá ' de su pro­

tocol ización, designando a I as personas que otorgarán al instrumento ante Notario 

a nombre de los accionistas. 

Este acto constitutivo es el contrato de soci edad, reducido a un instrumen­

to públi co, es la prueba necesaria para que surja a la vida una nueva persona jurí-

di ca. &t la fundación sucesiva o públi ca, la escritura ha de contener esencialmente 

el programa de los fundadores y especialmente lo que señalan los Artículos 22 y 

194. 

A pesar de la especial manera de proceder a la fundación sucesiva, según 

Brunetti puede descubrirse en ella al contrato plurilateral, en oposición a Messineo 

quien ve en ella una especie de acto colectivo porque la Junta Constitutiva no pro­

cede como cuando se forma un contrato. Pero debemos considerar di ce Brunetti 

que "A ello se oponen las consideraciones hechas más arriba sobre la estructura 

de este negocio que se desarrolla en dos tiempos y en dos distintas fases: a) median­

te la conclusión de contratos bilaterales de suscripción entre promotores y suscripto­

res, condicionados suspensivamente al cumplimi ento de los supuestos del programa y 

a los requisitos exigidos por la ley (Artículo 2329) en cuyos contratos los promoto­

res actúan en favor de la soci edad, documentado con el acto constitutivo, a cuya 

estipulación, están vinculadas todos los suscriptores, en virtud de los acuerdos de 

suscripción"". (14) 
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El Artículo 203 dice que las acciones deben quedan suscritas dentro del tér­

mino de un año; y el artículo 204 dice que vencido el plazo fijado en el programa 

o el legal que fija el artículo 203, si el capital social no fuera íntegramente sus­

crito, etc. , estas dos disposiciones no hacen más que repetir la exigencia del No. 

del Artículo 192. La Junta Constitutiva debe cerciorarse de que se han cumplido 

las exigencias legales, Artículo 206, No. 1; y aquí tiene ésto suma relevancia pues 

en la fundación simultánea la suscripción de todo el capital social es un elemento 

primordial de la manifestación de voluntad de los accionistas. En la constitución 

pública los fundadores deben obtener la suscripción íntegra del capital y no pueden 

convocar a la Junta si no se ha logrado, esto es una necesidad ya que existe una 

condición suspensiva, que consiste en la subordinación de la voluntad de los suscrip­

tores que se unirán a la formación de la soci edad, si no hay otras personas que lo 

hagan hasta el monto que dice el programa, esto es así porque son las partes quie­

nes la estipulan cuando la suscripción, pues los fundadores condicionan la sociedad 

a la suscripción total del capital. Al revés, si las adhesiones de los suscriptores 

están supeditadas a la condición de que se cubra todo el capital, la misma suscrip­

ción no puede sujetarse a condición alguna; debe ser tal que luego de efectuarla 

se tenga la certeza absoluta de que se aportará a la soci edad todo el capital, así 

por ejemplo: no pueden aceptarse las que se hagan por incapaces, sobre esto dice 

Mossa citado por Brunetti: "lila garantía de los terceros acreedores de la anónima 

exige la inmunidad contra las excepciones personales fr.ente a la sociedad que pue­

dan neutralizar, aunque sea indirectamente, la obligación de los suscriptores del 

capital social. Es ley de vida de la anónima la constitución y la conservación del 

capital y el imina las defensas o los derechos del accionista que se encaminan a la 

liberación de la obligación. El sistema de la invariabilidad del capital se apoya 

por completo en la nulidad de los acuerdos o conv.enciones que conduzcan a la 

recuperación de la aportación"". (15) 

Requisito legal de indispensable cumplimiento es el pago de por lo menos 

una cuarta parte del capital de fundación, Artículo 191, inciso final; y de confor­

midad al Artículo 200 se prohibe a los fundadores recibir a título de suscripción 

cualquiera de las cantidades a que se hubieren obligado los suscriptores a exhibir 

en efectivo. Esto es en la fundación sucesiva, pero en la constitución simultánea 
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los obligados son los socios fundadores. 

La ley al exigir el pago indi cado se propone en primer lugar, proteger a la 

entidad que nace, de las personas que pretenden lucrar con el comercio de acciones¡ 

y, en segundo término, poner a la sociedad en posición de obtener, posteriormente, 

la parte debida del capital suscrito, aún a través de la acción ejecutiva. (El Artí­

culo 192, No. III sienta una regla distinta en lo que a las aportaciones se refiere). 

Las aportaciones en especie se sujetan a un procedimi ento especial, el artí­

culo 196 habla de ellas en lo que a la constitución simultánea se refiére¡ el artí­

culo 201 en la parte correspondiente a la constitución por suscripción pública. 

Si la sociedad es de las que requieren autorización del Estado para funcio­

nar, será requisito indispensable para su constitución el permiso correspondiente. 

El Artículo 21 dice que las sociedades se constituyen por escritura pública, 

fija así una formalidad de inexcusable cumplimiento, de tal manera que si la socie­

dad no consta en eso clase de documentos hay lugar a una nulidad absoluta y jamás 

podrá nacer como tal a la vida jurídica. Este requisito tiene su justificación porque 

así se garantiza a los terceros y además es una solemnidad que confirma la importan­

cia de la personalidad jurídica. 

La sociedad anónimo se manifiesta como tal, a terceros a través de su ins­

cripción en el Registro de Comercio, inscripción a la que deben proceder la obser­

vancia de los requisitos formales que manda el Código de Comercio, si se falta a 

tales exigencias, la sociedad simplemente no existe, Artículo 346. 

Sobre la denominación, importe mínimo de capital, domicilio social y objeto 

o finalidad de la soci edad, ya hablamos en páginas anteriores, así que para no incu­

rrir en repeticiones omitimos mayores comentari~s. 

(2) APORTACIONES EN ESPECIE 

Los artículos 22 No. VIII, 31, 32, 191, 196 y 201 se refieren a las apor­

taciones con bienes distintos del dinero. De ello se desprende que el valúo de 

di chos bi enes es necesario para las dos formas de constitución. 

Las aportaciones en especie o bienes distintos del dinero pueden abarcar 

una gamo sumamente extensa, por ejemplo, bienes muebles e inmuebles, instalacio­

nes industriales, mercancías, bienes inmateriales como marcas de fábrica o comer­

ciales, derechos de autor y patentes; patrimonios de otras soci edades; empresas, 
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etc. También pueden ser consideradas como aportación en especie, los gastos rea-

lizados por los fundadores, que serían de cargo de la sociedad, pueden ser conver-

tidos en acciones a las cual es se entregarían a íos fundadores. No creemos que 

tal acto sea violatorio de la disposición contenida en el Artículo 133, inciso 20., 

porque la emisión de acciones en la forma indicada no es un acto gracioso de la 

sociedad; de tal forma la entidad reduce su pasivo en la cantidad de acciones emi-

tidas a favor de los fundadores. 

Este valúo previo de los bienes en especie que se han de aportar, es indis-

pensable, para evitar que el capital socia l sea constituído en la cifra señalada y 

no entren en su composición elementos inflados. Con base en el dictamen pericial 

hecho por la oficina que ejerzo la vigilancia del estado, se determinará fácilmente 

el número de acciones que se asignarán al socio. 

(3) NATURALEZA JURIDICA DE LAS APORTACIONES EN ESPECIE 

Por la aportación, el socio devi ene deudor de la sociedad que es su acree-

dora; se liberarán de su obligación al efectuar la prestación. El patrimonio del 

socio responde por la deuda contraída. Este cumplimiento solamente puede realizar-

se en la sociedad, porque el total de los aportes hace posible alcanzar el objeto 

social. De hecho las aportaciones son el medio necesario para obtenerlo; en el 

derecho corresponderá a la sociedad su ejecución, ya que es una facultad de ella. 

Las aportaciones de los socios consisten en bienes o industria con la finali-

dad de repartir entre sí las utilidades que provengan de los negocios o que van o 

dedicarse, (Artículo 17). El objeto de la prestación puede ser de diverso índole, 

pero en estricto sentido jurídico, deberá tener un valor económico, Artículo 31. 

El total de las aportaciones constituyen el capital social, que en la socie-

dad anónima concretiza la garantía de los acreedores. 

Lo aportación es un el emento del contrato y la integridad del capital 

social es condición indispensable para que pueda haber reparto de utilidades; está 

prohibido el referido reporto si hay pérdidas de capital, Artículo 37. 

Para lo sociedad anónima no basta que se mencione la cifro de capital en 

la escritura de constitución, Artículo 22, No. VII, sino que es tambi én necesario 

que se desembolse en efectivo, cuando menos el 25 por ciento del valor de codo 

acción pagadera en numerario o íntegramente cuando el pago haya de efectuarse 

--l1if} ' OTECA CENTRAL 
tlIH FiS DAD DE EL SAb VADOR 



-181 -

en todo o en parte con bienes distintos al dinero. 

El objeto de la aportación es la prestación que tipifica a los contratos de 

intercambio. Este objeto, si no es indispensable para la finalidad social, puede 

cambiarse por su equivalente en dinero. La aportación no es una compraventa. 

El Artículo 31 dice que lI e l aportante responde de la evicción y saneamiento de 

conformidad al contrato de compraventa. La promesa de aportar es parte funda­

mental de la declaración del accionista, elemento &Sencial de la causa del contra­

to de sociedad. Si fuera una compraventa haría falta el precio como contrapres­

tación, ya que no puede estimarse como su equivalente la adquisición de la cal idad 

de socio. 

S artículo 31 habla de a quien pertenece el riesgo de los bienes aportados, 

por lo que tal precepto se puede conceptuar dentro del marco general de las ena­

jenaciones, implícita en las aportaciones en especie, por lo que mientras el que a­

porta dinero se convierte en deudor de la sociedad por la parte no aportada, el que 

aporta en especie, cumple con entregar los bienes y la documentación pertinente 

que justifiqo~h:,raspaso del dominio. 

Los bienes aportados en especie figuran en el activo de la sociedad. Los 

aportes en dinero se inscriben en el pasivo, dentro del rubro del capital, porque 

es una deuda social frente a los accionistas y además la parte del mismo integrada 

por las acciones asignadas a los socios que aportaron en especie. 

Si las acciones que se otorgan están completamente pagadas, no hay lugar 

a la aplicación de las sanciones de que hablan los artículos 135 y siguientes. 

Como lo dijimos del artículo 131 puede desprenderse que la aportación es 

un acto de enajenación, el cual es el género, la compraventa y la aportación son 

especi es del mi smo. 

En cuando a la forma de la aportación, los inmuebl es deben traspasarse por 

escritura pública de conformidad al Derecho Civil, las demás cosos' con las forma­

lidades que señalen las leyes respectivas. 

Entre las obligaciones del aportante que devienen de la esencia de la ena­

jenación, debe tenerse en cuenta: 

1) La de entregar la ColO '0 la entidad, entrega que debe efectuarse en el 
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estado en que se encontraba I a cosa al momento de I a escritura de constitución o 

de la promesa de aportar. Salvo que se disponga de forma diferente, la entrega 

se hará junto con los accesorios y frutos el día de la formalización del acto. 

2) La de hacer la tradición de la cosa o del derecho, si la adquisición no 

se produce por el mismo contrato social. Puede suceder que en el momento de 

contratar no sea propi edad del aportante, éste debe adquirir la propi edad de la m 

misma para la sociedad. 

3) Responder por la evicción y el saneamiento. Si la sod edad pierde el 

dominio de la cosa por evicción ejercida por tercero, el socio que aporta está 

obligado al resarcimiento de daños y perjuicios. En CLO nto a los vicios el aportan­

te debe garantizar que la cosa transferida está exenta de vicios que la tomen inú­

til para el uso a que se destine o disminuyan su valor en forma apreciabl e. 

B Artículo 32 habla de la aportación de créditos, es de hacer notar que 

aquí indudablemente se trata de una cesión de créditos. El acto está dentro del 

género de las enajenaciones, pero sí tiene ciertas diferencias respecto de aquella 

figura jurídica. Al efectuarse la aportación, la entidad toma el lugar del acreedor, 

con lo que el acto produce efectos respecto de la sociedad aparte de la notifica­

ción y aceptación del deudor, si éste paga al primitivo acreedor, éste responde, en 

igual forma en lo que a la insolvencia del deudor concierne, porque responde por 

la suma debida. 

En esta disposición existe una diferencia entre la disposición del Código 

Civil que se refiere a la cesión de créditos y el artículo 32 del Código de Comer­

cio, pues de conformidad a esta última responde de la solvencia del deudor; y en 

el caso de títulos valores, de que no han sido objeto de algún procedimiento de 

cancel ación o reivindicación. 
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(15) Brunetti, obra citada, página 232, Tomo 11. 
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CAPITULO XII 

NULIDAD DEL ACTO CONST ITUTIVO 

Como todo acto jurídico, el que da nacimiento a la sociedad, está sujeto a 

que en su formación se den determinadas imperfecciones que lo hagan inexistente o 

nulo; depende de la magnitud del defecto que recae sobre él mismo. Sobre el tema 

de la nulidad hablamos suficientemente al tratar del acuerdo de la Junta General, 

por esa razón aquí nos ceñiremos estrictamente a comentarios mínimos sobre tan de­

licado tema. 

Hay nulidad cuando se omiten ciertos requisitos que la ley exige para que un 

acto tenga plena eficacia. Al faltar éstos, el acto, jurídicamente es como si no 

existiera, no crea derechos, ni vincula a persona alguna. 

Los motivos pueden ser varios, más podemos enumerar, a guisa de ejemplo, 

algunos: 

lo.) Elementos necesarios para la existencia de la sociedad: capital inferior 

a veinte mil colones; división de las acciones en forma distinta a la que ordena la 

ley, etc. 

20.) Requisitos de constitución, Artículo 192. 

30.) !:lZn lo que se refiere a la fundación. Omisión de cualquiera de los re­

quisitos que deben seguirse para constitución sucesiva o para la pública. Falta de 

indicación en la escritura pública de cualquiera de las exigencias prescritas en los 

Artículos 22 y 194. 

40.) Merece consideración aparte la ilicitud del objeto social, aunque ya 

hicimos mención al problema en el capítulo 1, "Naturaleza Jurídica". 

La ilicitud del objeto es causa de nulidad, pero es conveniente aclarar 

que no debe confundirse el objeto del contrato en general y el objeto o finalidad 

social como requisito de la escritura pública que entra en la causa del contrato. 

La ilicitud del objeto social no es más que la ilicitud de la causa del contrato. 

El Artículo 343 declara nula la sociedad con objeto ilícito. 

(1) CAUSA I LI CITA 

El Código Civil en los Artículos 1316, No. 4, establece que para que haya ./ 

obligación debe hacer causa lícita; y el Artículo 1338, inciso 20., dice: "Se 
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40.) Merece consideración aparte la ilicitud del objeto social, aunque ya 
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La ilicitud del objeto social no es más que la ilicitud de la causa del contrato. 

El Artículo 343 declara nula la sociedad con objeto ilícito. 

(1) CAUSA ILlCITA 

El Código Civi I en los Artículos 1316, No. 4, establ ece que para que haya 

obligación debe hacer causa lícita; y el Artículo 1338, inciso 20., dice: "Se 
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entiende por causa, el motivo inmediato que induce a contraer la obligación y por 

causa ilícita la prohibida por la ley, o contraria a las buenas costumbres o al or­

den público". 

El Artículo 344 del Código de Comercio establ ece que la soci edad que ten­

ga causa ilícita también es nula. 

El probl ema sobre el concepto de causa, es de los más discutidos de la doc­

trina moderna del derecho, campo propicio para elucubraciones de orden metafísico 

y jurídico. 

1111 Para Capitant, "toda persona que se obliga voluntariamente persigue un 

fin de orden económico pecuniario, y se obliga para llegar a conseguirlo. lonasco, 

resume así: liLa causa desde el punto de vista técnico no es sino el límite hasta 

el cual, partiendo de las últimas voliciones puestas en ejecución para materializar 

la voluntad exterior en un hecho del cual se ocupa el derecho, se puede remontar 

en la cadena de las múltiples voliciones coordinadas, entre ellas por una relación 

de medio a fin". 

Cuando el Código Civil habla de motivo no debe entenderse por esa pala­

bra los móviles intrínsecos, órgánicos, sino los extrínsecos, personalísimos, pero sólo 

los de carácter teleológico, que se refieren al futuro. 

No es necesario expresar la causa de una obl igación, la ley supone en todo 

caso que hay una causa real y líci ta, establecida la obligación, está probada la 

causa; si ésta es ilícita, corresponde probarla a quien la alega. La causa real no 

es otra cosa que la causa efectiva, que existe realmente, en contraposición a la 

aparente o simulada. 

1111 En el derecho moderno la noción jurídi ca de la causa ha dejado de ser 

abstracta e inoperante para actuar más bien en forma de instrumento que impone la 

equivalencia en las transacciones, como expresión de la justicia conmutativa. 

Como consecuencia de la doctrina consagrada en nuestro derecho positivo, 

la causa no es exclusivamente el elemento mecánico de la contraprestación, sino 

que junto a éste hay un móvil indisolublemente ligado a la obligación. El acto 

volitivo obedece fatalmente a móviles que han inducido a la voluntad y han sido 

conocidos de las partes. 1111(16) 
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Según los artículos del Código Civil ya citados, puede haber tres clases de 

causa ilícita: la prohibida por la ley, la contraria a las buenas costumbres; y, la 

contraria al orden público. En doctrina, sobre todo en la italiana, se reconoce 

que la ilicitud de la causa afecta a la necesidad económica que el contrato sa­

tisfará. La causa es el motivo o interés que la parte trata de llenar con el acto 

jurídico. En lo que se refiere a las sociedades según el Artículo 17 del Código 

de Comercio, la causa podemos encontrarla en la estipulación de poner en común, 

bienes o industria, con la finalidad de repartir entre sí los beneficios que proven-

gan de los negocios a que van a dedicarse. Es notable como la causa repercute 

en la finalidad social. La causa, para que a través de ese acto surja un ente 

jurídico, es precisamente a la que se refiere el Artículo 17. 

El contrato de soci edad está caracterizado por el fi n de lucro, el cual 

constituye un elemento esencial de la causa para formar parte de él. Toda limi­

tación que lo afecte o que impida el reparto de utilidades será nula. Cabe pre­

guntarse si podría la Junta General, después de repartir un porcentaje señalado 

social, hacer uso del resto para emplearlo en obras sociales, de caridad, etc., es 

decir que pueda disponer de los beneficios a título gratuito. 

Si consideramos que el objeto esencial y causa del contrato es el reparto 

de beneficios entre los socios, la Junta General sólo puede actuar de tal modo 

que haya el mayor reparto posibl e. Lo que los socios pretenden es obtener ganan­

cias y poder repartirlas. El contrato da derecho al socio a esas ganancias como . 

una contraprestación de su obligación de aportar. Esto tiene estrecha relación con 

el Artículo 38, por el cual no puede procederse al reparto de utilidades, si no es 

hasta por ' el monto de las que realmente se hubieren obtenido; y, según el Artículo 

37 si hay pérdidas de capital social, no pueden distribuirse utilidades hasta que se 

reintegre o se reduzca en el caso del Artículo 444, No. 70. 

Se ha considerado sin discusión que la Junta General como órgano que 

expresa la voluntad social, puede decidir sobre la limitación del reparto de utili­

dades. Si el acuerdo tuviera como fundamento algún acto de liberalidad, que cau­

saría perjuicios al reparto de utilidades, operación contraria al fin de lucro social, 

carecería la resolución de validez por ser contrario a la ley y al pacto social, 

en consecuencia daría lugar a la acción de oposición, Artículo 250, y esto es así 
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desde luego que hay una contradicción con la causa del contrato social. 

(2) PACTO LEONINO 

Este es un tema que daría lugar a numerosas páginas, pero a riesgo de parecer 

demasiado breves, lo trataremos en unas cuantas líneas. 

El artículo 36 habla de lo que se llama pacto leonino, que consiste en la ex­

clusión de uno o más socios de la participación en las utilidades o en las pérdidas. 

El pacto está prohibido porque afecta la causa del contrato, aunque el Código 

de · Comercio, no obstante que es un caso claro de ilicitud de la causa, limita los 

efectos de la nulidad a las estipulaciones que se hagan. La respuesta adecuada para 

este criterio debe buscarse en la naturaleza jurídica del contrato plurilateral de socie­

dad, en los cuales, tal como lo dice el Artículo 26, en concordancia con la doctrina, 

la nulidad de todo el contrato, salvo que la participación sea esencial para la reali­

zación de la finalidad social; por esta . razón la estipulación leonina deja incólume el 

pacto social. 

(3) CONSENTIMIENTO 

El Artículo 1316 No. 20. dice: "Para que una persona se obligue a otra por 

acto o declaración de voluntad es necesario: 20.) que consienta en dicho acto o de­

claración y su consentimiento no adolezcade vicio." 

En el contrato de sociedad el consentimiento de los socios debe estar exento 

de vicios. Los Artículos 1322 y siguiente del Código Civil regulan la materia de los 

vicios, pero en lo que a la sociedad se refiere hay que considerar ciertas particulari­

dades. La propia naturaleza de este contrato plurilateral no excluye la nulidad: el 

socio que consintió por error, fuerza o dolo puede pedir la nulidad, más esa nulidad 

no afectará todo el pacto, salvo que según lo dispone el Artículo 26 "la participación 

del que se retire o su aporte constituyan condiciones indispensabl es para la real ización 

de la finalidad social". Sea nulidad absoluta o relativa afectará sólo la relación par­

ticular del socio, no todo el contrato y en consecuencia tampoco a los otros socios no 

afectados por el viaio. Igual tratamiento se aplicará a la Minoría de socios, Artículo 

345, inciso final. 

Uno de los principales aspectos o aplicación de la voluntad, es la libertad con­

tractual, que consiste en la facultad que tienen los particulares para celebrar los 
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contratos que deseen y determi nar su contenido, efectos y durac ión. 

El consentimiento es el acuerdo de dos o más voluntadel. sobre un mismo objeto 

jurídico. Integrase por dos actos sucesivos y copulativos: la oferta y la aceptación. 

El Artículo 345 dice que la falta de consentimiento de la mayoría de los socios 

inval ida el contrato social. Nótese que el Arti'culo habla de la mayoría o sea que 

tal como lo dijimos: para la nulidad dentro de las sociedades debe distinguirse 

entre si el consetimiento de la mayoría ha sido afectado por cualquiera de los vicios 

que hacen nulo el contrato; error, fuerza o dolo. En caso de que no sea así, la 

sociedad será válida en toda la extensión y quedará a los socios la acción que le 

da el Artículo 26. 

(4) CARENCIA DE FORMALIDADES 

Formalidades son aquellos requisitos de orden externo exigidos por la ley para 

la celebración de determinados actos, los cuales se llaman actos formales. 

Entre las formalidades es posible distinguir: solemnidades que son requisitos de 

orden externo de los que depende inevitablemente la existencia del acto; consisten 

en diversas formas que deben revestir las mencionadas declaraciones de voluntad 

para que el consentimiento se considere válidamente dado. Sin ellos se produce 

la inexistencia o nulidad del acto. 

Formalidades de prueba: hay otras fOrmas cuya misión es servir de medio idóneo 

de prueba del acto celebrado; si no se hace uso de ellas, el acto queda sin prueba 

fehaci ente. 

Los actos solemnes se definen como aquellos en que el legislador exige para su 

celebración ciertas formalidades esenciales para su existencia y en consideración a 

su natural eza. 

La solemnidad es indispensable para que naza el vínculo jurídico y además el 

único medio de prueba posible. El Artículo 346 lo manda claramente, además el 

Artículo 19 dice: "Solamente podrán constituirse sociedades dentro de las formas re­

guladas por la ley." 

La doctrina ha sostenido y la jurisprudencia lo ha confirmado en numerosas 0-

caci ones, que en los contratos sol emnes, el contrato y el instrumento públ i co, su 

prueba, son inseparables y que si este no se ha extendido o no se ha otorgado 

conforme a la ley, el contrato no ha tenido existencia jurídica y como consecuencia 
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necesaria, si no ha existido no puede declararse nulo. 

Es un principio indiscutible que los contratos solemnes no tienen existencia ju­

rídica, ni producen efectos legales, sino desde el momento que se cumplen las for­

malidades que la ley señala para su perfección; ni la voluntad de los contratantes, 

ni sentencia alguna de juez pu eden derogar tal principio. 

Las solemnidades en su calidad de excepciones al derecho común, requieren 

como una consecuencia lógica, de una interpretacjón restrictiva: las que el legisla­

dor señala para un determi nado acto no pueden hacer figura en otro, ni podrán so­

meterse dichos actos a otro tipo de solemnidades, sólo a los que expresamente se in­

diquen, Artículos 19 y 347. 

El Artículo 27 contiene una regla que está en relaci ón directa con el contenido 

del Artículo 10 C que dice: IILos actos que prohibe la ley son nulos y de ningún 

valor; sal vo, en cuanto designe expresamente otro efecto que el de nul idad para el 

caso de controvención ll
, indica la disposición comentada que a falta de los requisi­

tos en la escritura de constitución, la soci edad en ese punto deberá regirse por las 

disposi ciones pertinentes del Código de Comercio. 

Los Artículos del 348 al 356, escapan a los límites de este trabajo, aún cuando 

están colocados dentro del rubro de la nulidad de las sociedades se aplican a todas 

las soci edades y a nuestro jui cio no requi eren de mayores expl icaciones. 

Nada más consignaremos que luego de todo lo dicho sobre nulidad del acto 

constitutivo no debemos dejar de lado que: justa causa y real, objeto lícito, capaci­

dad legal, consentimi ento sin vi cios, son los cuatro requisitos que debe concurrir para 

que una persona se obligue con otras reci'procamente en un contrato plurilateral. 

No puede faltar ni uno solo de esos cuatro requisitos, de lo contrario habrá nuli­

dad. 

(5) SOCIEDAD REDUCIDA A UN UNICO SOCIO 

Trataremos tan interesante tema dentro del régimen de la nul idad del acto cons­

titutivo de la sociedad, ya que el Código de Comercio regula tal situación, dentro 

del capítulo dedicado a las sociedades nulas e irregulares y el caso del socio úni­

co es precisamente de esos, pues es difícil concebir una sociedad con un solo so­

cio, situación que pugna con la misma d efinición de sociedad. 
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Si todas las acciones llegan a ser de un solo individuo, ¿habrá que extinguir 

o no la sociedad? Según lo dicen connotados tratadistas no existe ninguna razón 

para negar la vida a la sociedad anónima que ve reducido el número de sus socios 

a uno sólo. Citan en su apoyo la tendencia que sostienen los autores alemanes 

que !a sociedad de un sol o hombre debe tener en la ley un tratamiento especial, 

lo que a juicio de G ierke citado por &nilio Langlé y Rubio debe ser: ""lo.) Se 

le aplicarán fundamentalmente los preceptos de la sociedad por acciones; 20.) Así 

también, la doctrina de los patrimonios separados; y 30.) Se considerarán idénticas 

las personalidades del accionista único y de la sociedad cuando, de lo contrario 

amenacen típicos de chanchullos u otras impurezas"". (17) 

Aportan además otros argumentos: la sociedad tiene una personalidad distinta 

de la de los socios; es dueña de un patrimonio dentro del cual se encuentra su ca­

pital que responde de las obligaciones social es. Quedarían en pi e todas las regu­

laciones ~ que se ven sometidas las sociedades anónimas. "Importan poco las per­

sonas: la entidad I aS absorbE¡ las desvaloriza, las rel ·ága". (18) 

Las acciones pueden estar en una sola mano por un tiempo, pero puede darse 

que por los conti'nuos movi mi entos de I a vida económi ca pasen a o tras personas. 

Al principio de la entidad requiere un número plural de socios, más no en el 

transcurso de la misma. 

Si no pueden aplicarse las reglas sobre: Juntas Generales, Directivas, etc., no 

es óbice para que fundione la empresa,. en la práctica se ve que a las juntas con­

curre el poseedor de la mayoría de las acciones quien impone su criterio. 

Sobre esto nos dice Langlé y Rubio: "lo.) que el principio de la mayori'a debe 

interpretarse -como enseña Feine-, no en el sentido de que debe existir pluralidad 

de personas, sino de que no es pre,:isa la unanimidad; 20.) que dicho principio 

trata de evitar que los intereses de una mayoría se impongan a los de -la minoría 

y en el supuesto del accionista único no hay posibilidad de tal perjuido; 30.) 

que tampoco puede fcrmarse mayoría cuando sólo existen dos socios, con igual nú­

mero de participaciones cada uno y no por eso se niega el derecho de existencia 

a la soci edad formada por dos personas". (19) 

El problema del número de administradores se resuel-ve diciendo que para tener 

tal calidad dentro de la sociedad anónima no se precisa ser accionista, por lo que 
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bien,Jpodrían entrar en su constitución personas ajenas a la entidad. 

Asimismo se arguye que la extinción súbita de la sociedad acarrearía mayores 

perjui cios que benefi ci os . La persona que quedara como dueña única de la empre­

sa podría evadir cualquier disposición que ordenara la disolución en virtud de la 

reducción del número de soci os, a través del simpl e expedi ente de traspasar una 

acci ón o vari as a otras personas, por lo que hará negatori a 1 a di sposi ci ón comenta­

da. 

De otra parte el que se estableciera semejante disposición daría lugar a que se 

redujera la circulación de las acciones en el mercado de títulos valores. 

Es de hacer notar que cuando se concentran las acciones en una sola persona 

o en pocas, lo que se persigue es la limitación de la responsabilidad para poder 

ejercer individualmente el comercio. 

Después de una serie de elucubraciones se llega a la conclusión que si ya ha 

sido creada la sociedad de responsabilidad limitada, pues debe seguirse adelante 

con el comerciante individual que tenga también la misma calidad. 

Los redactores del Proyecto de Código que entró en vigencia !-oce poco, dieron 

como razones para introducir a la legislación salvadoreña la empresa individual 

las siguientes: "La empresa individual d e responsabilidad limitada constituye una 

novedad de la que la Comisión se enorgullece. Si este proyecto llegare a conver­

tirse en ley, El Salvador será la primera nación en América Latina que autorice 

la existencia de este tipo de empresas, legislado ya en otros países . Con esta 

nueva institución se ha querido dar mayores facilidades al desarrollo del comercio 

y, al mismo tiempo, evitar que se busque igual resultado mediante la constitución 

de sociedades anónimas que, si bi en llenan los requisitos formales de tal organiza­

ción, su contenido no corresponde a esa forma de soci edad. Se ha tenido en 

cuenta, en todo momento, la garantía que debe darse a los terceros que contra-ten 

con la empresa individual, somet iéndola a las formalidades, requisitos y obliga­

ciones que se exigen a las sociedades cuyos miembros responden limitadamente, 

sean de personas o de capital es. La Comisión se ha inspitaro en las "Bases de 

un Proyecto de Ley de Empresas IndividCJales de Responsabilidad Limitada", cuyo 

autor es el tratadista mexicano, Licenciado Raúl Cervantes Ahumada". (20) 
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Sobre este mismo asunto pueden verse las numerosas razones que se dan para 

considerar como válido el hecho de que una sociedad anónima tenga un úrico 

accionista, en lap5gina 171, Tomo 1, Tratado del Derecho de las Sociedades por 

A. Brunetti, 20. Edición. 

Como una consecuencia natural de la posición adoptada por la Comisión Re­

dactora del Proyecto de Código de Comercio, hoy ley de la República, que según 

manifestación expresa se fundamenta en la opinión del ilustrado tratadista Cervan­

tes y Ahumada, qui en seguramente debió haber tomado como antecedente la doc­

trina brillantemente expuesta por autores alemanes, es que la situación del socio 

úni co dentro de una sociedad se ha regulado en la forma contenida en el Artícu­

lo 357: liLa sociedad reducida a un solo socio, dejará de existir como tal, si 

transcurri eren tres meses sin que se haya traspasado alguna parti cipación social a 

otra persona; pero la empresa mercantil subsistirá como empresa individual perte­

neciente al único socio. 

La empresa será de responsabilidad ilimitada si en la sociedad de que provie­

ne había por lo menos, un socio que tuvi ere este tipo de responsabil idad. La em­

presa será de responsabilidad limitada, si en la sociedad de que provienen todos 

los socios, respondían de esta manera. 

El úni co socio tendrá la obl igación de otorgar los instrumentos necesarios para 

convertir legalmente la sociedad en una empresa individual dentro de los dos meses 

subsiguientes a la expiración del plazo previsto en el inciso primero de este arfi­

culo, bajo la pena de que su empresa se considere como una soci edad irregular y 

se le aplicquen las disposiciones previstas en el Artículo 347"". 
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CAPITULO XIII 

EXTINCION 

Se comprende félcilmente que a veces conviene facilitar la extinción de lo 

sociedad a nónimo cua ndo sobrevienen ca usas que hocen imposible lo continuación 

de lo misma; pero a esto hoy que a ña dir que en contm de los intereses individua­

les de los socios, existe el interés no ciona l o co lectivo de que a quell o empresa -

siga funcion a ndo, pues si desoparece como ente orgCl nizado dejo de producir, su­

fren menguo en su vedar los elementos que entron en su formación y por consi .­

guiente desaparecen otros va lores económicos: cl ientel a, trabaj o de todo el persa 

nal, el crédito, etc. Ha y que toma r en cuenta ta mbién a los terceros que nego ­

ciaron o negocian con lo sociedad . 

Si tomamos el punto de vista de considera r a la sociedad como un simple 

contrato, lo extinción de lo mismo sería sencillo; pero, por el contrario es uno 

entidad que ha entrado en numerosos relaco nes de orden jurídico y económico y 

hoy que ga rantizar que se so lventarán todos los compromisos provenientes de ese 

comerci o a ntes de d;olver el víncul o socia l 

Por otra parte debe considerarse que los fa ctores de la producción deben 

subordinarse 01 interés nociona l, por lo que no puede pensarse que sea un asunto 

que otoño excl usiva mente o lo esfera privada el que va ya a desaparecer un ór­

gano de la economía nociona l. 

Todos estos aspectos son de gra n rele~ancia, por lo que el problema de -

la extinción de los sociedades presento f'..JCetas que a merita n un trata miento le­

gal cuidadoso, o efecto de no dañar los numerosos intereses en juego. 

Doctrinariamente lo E:!xtinción de lo sociedad no represento la muerte in­

med ia ta, como veremos en detalle mós ade la nte, sino que previamente debe co­

locarse en estado de liquida ción. Los ca usas pueden estar señaladas en la ley 

o en el pa cto socia l, pero con ellas sól o puede procederse a la opertura de un 

proceso de liquidación para que posteri ormente se proceda a lo división del pa­

trimonio entre los socios, si ha y a lgo que repartir, y con esta división lo extin­

ción definitiva de la sociedad . 
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Estos conceptos pueden considerarse como un criteri o único en la doctrina 

y en la jurisprudencia de los tribuna les del mundo. La extinción no es inmedia­

ta, sino que comienza con un período liqui datorio,. dura nte el cua l la persona ju­

rídica sigue funci ona ndo como tcd, ha sta que se fin a l izan la s opera ciones y muere. 

\Considera mos entonces que la entidad no desa parece po r el so lo hecho de .~ 

que sobrevenga cua lquie ra de los motivos de extinción, continúa como persona ju­

rídica, sigue en sus negoci os y las obliga ciones contraídas guardan pleno vigencia, 

tonto la s que tiene en contr:J como los que le fa vorecen. Sí ' ho y un ca mbio fun ­

da menta l en la finalidad socia l, pues cua lquiera que ha ya sido ésta, se convierte 

en practicar la liquida ción. 

En las sociedades a nónimas, que pertenecen a la clase genérica de las de 

ca pita les, la separa ci ón de un socio no a ca rreo las consecuencias que en las de 

personas, por lo que a qu í no tra ta rem'1S bn in teresa nte tema . 

Garrigues enseño que en la sociedad a nónima el ca so de que el a ccion ista 

se sepa re de la entidod sin ena jenar sus a cciones, no ha biendo norma que regula 

tal situación, de be procederse a la reducción de l ca pital socia l de conformi dad 

a los preceptos lega les. 

(1) DISOLUCION DE LA SOCIEDAD 

La d isolución en la s sociedades ele cClpitales seña la el punto de partida pa­

ra la liquidcl ción y posteriormente la ex tinción de la sociedad, Brunetti, cita a 

Ferrara en esta mate ri a" y d ice: 1111 Lo persona jurídica no muere en el instan-

te en que interviene la co usa extintiva, sino que si se permi te una imagen fu­

neraria ... entra en la Clgonía . Su vita lida d qued a limitada, debilitada, especia·· 

I izada, en el sentido de que, a ba ndona do el objeto de vi eJa, ahora persique su 

objeto de muerte, piensa en liquidarse, en arreglar sus propios a suntos y en pre '· 

pa ra r su c1efin i ti vo traspa so. Se trata de uno superv ivenc ia de la persona I i dad 

con objeto ca mbiado y de una transforma ción a ntes de su total desapa rición. 

El fin se modifica: el originario es sustituído por el fin ele I iqui dación que nece '~ 

sita, para su desarroll o prác tico¡ del mismo meca nismo administra tivo. El ente -

se transforma en un ente de I ic¡uida ción y a sume el nombre del mismo y desde .. 

a quel momento se dedica (JI solo objeto del a gotomiento, de las relaciones 
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pendientes y de la conversión de sus bienes en dinero para rea l iza r el pago de los 

débitos . En esto consiste el interés principa l de la I iqui d:;¡ción: en que los acree­

dores puedan rea lizar íntegra mente la garantía sobre el pa trimonio extinguido an ... 

tes de que los bienes se di suelva n y pasen :;¡ otros sujetos. A ta l fin, permanecen 

la s mismas a utoridades administra tivas, a unque investidas de los nuevas funciones 

de liquidación, o se busca n otra nuevas pa ra coloca rl as en el puesto de a quéllas 

para llevar a término lo li qui dación."'II ' (21) 

El Código de Comerci o sigue a las mós a va nzadas legisla ci ones en la ma te ­

ri a, no fe conoce la d istinción entre ca usas que ope ran de pleno derecho y la s -­

fa culta tiva s. En el Art. 187 simplemente dice cua les son las ca usa les de disolu ·· 

ción y en el Art. 188 d ispone que la s cua tra primeras deberón reconocerse por 

la Junta Genera l de a ccionista s y la última, por sentencia judicia l, si opera a uto '­

mática mente. 

Como lo d ijimos, la d isolución imppca una modifica ción del pacto socia l, 

por lo que el órga no que debe decid ir sobre ella es la Jun ta Genera l Extraor-

d inaria . 

Las ca usas están enumeradas en e l Art. 187, ve.::J mos una por una : 

1) Expira ción de l plazo 

Esta es una de las ca usas que debe ser reconocidas por la Junta General. 

Este pl azo es el que figu ra en la escritura de constitución o en posteriores modi ­

fica ciones. El vencimiento es de pleno de recho, no da lugar a prórrogas tácita s. 

Es un requisito exencial el cua l se presume conocido de todos los a ccionistas y 

que determina la duración del en te, el Art. 356 inc. lo. d ice: 11 La sociedad que 

prolongue su existencia mós a llá de l pl a zo fijado en el pacto socia l para su di ··· 

so lución, sin ha ber o torgado previa mente la prórroga correspond iente~ a sí como 

aquéll a que se encuentre a fectada por cua lquier otra ca usa l de disolución con­

templada en este Cód igo y no proceda a subsa na rl a, continua rá funcionando --

en forma regul ar, hasta que se otorgue la escritura que la disuelva o se haga 

uso de la acción de diso l u:ión" 

En otros pa íses se ha obviado la disposición que de manera simila r a la -

nuestraprohibe la prórroga tácita, a tra vés del método de ha cer figurar en el --
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pa cto socia l uno clá usu la que exprese que lo sociedad durará un número determi­

nado de a ños, cuyo plazo deberá entenderse prorrogadd ) sucesivamente por perío­

dos de var ios a ños, si a ntes elel ve ncimiento de cua lquiera de ell os no se da -- t 

a viso por un número determinado eJe socios que la sociedad ha brá de extinguirse. 

Se dice que oquí no opera lo prohibición, porque no es ma teria de exten ­

der un pl a zo que se ha fij ado con exa ct itud, sino que de la continuidad de una 

sociedad esta bleci da por térm ino inde fin ido sujeta a una condición reso lutoria. 

Ca be ha cer notar que le! jurisprudencia de los tribunales de estos países, 

no se ha pronunciado de ma nera uniforme en este sentido, pues unas veces ha 

sosteni do que esto, no es más que el subterfugio para aparentar una voluntod -

mon i fes toda expresomen te. 

11) Lo consuma ción del fin principa l de la sociedad . 

Esta ca usa l debe ser reconocida por la Junta Generol, por que no pue-

de concebirse fáci Imente que resul te obvio paro terceros y a ún a los socios que 

se ha yo consumodo el obj eto socia l. 

Autores como Viva nte sostienen que esta ca usa de extinción opera de -' . 

igua l ma nera que la te rmina ción de l plazo fijado en la escritura: de pleno de­

recho, porque en op inión del conocido a utor, no ha y nada que ha cer sa ber a -

los socios o terceros, quienes se encuentra n enterados que al fina liza r o a gotar­

se el obj eto de la entidad, ésta muere . 

lEn varias legisl a ciones como lo nuestra no se ha tomado en cuenta el cri -· 

terio del a utor, pues se arguye que el fene cimiento de l obj e to no es ca usa por 

sí sola que demuestre cl Clrame nte; en numerosos casos, que la entidad debe desa­

parecer, hace fa lto e l a cuerdo de los a cci onistas reconociendo ta l situa ción. 

Si la sociedad I ienó su cometido, la conse cuencia na tural es su extin-·· 

ción, pero si se frustrara o si se ha ce imposibl e de rea lizar, el ca so es el mismo . 

La imposibilidad física o jurídica de rea liza r el objeto socia l, es una ca u­

sa l de igua l ca tegoría que si se hubi ere a gotado. Este caso opera ta mbién me­

diante reconocimiento de la Junta Generol y está contempl ado dentro del mis­

mo numera l II del ArL 187. Debemos ocl arar que se tra ba de una imposibi ·· 

lidad sobrevivien te, pues lo imposibilidad o riginaria es ca usa de nulidad del 

a cto constitutivo. 
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111) Pérd iJa de más de la s tres cuartas partes de cap ita l, si los acci onista s 

no efectuaren a portaci ones suplementa ri as que ma ntenga n, por lo menos, en un -

cua rto el cap ita l social. 

Aquí se ve también cl ara la ne cesidad de que la Junta Gen era l reconozca 

la existencia de la ca usa l, pues sólo puede su rgir tal certeza de los resultados -

del ba la nce y de l estado de pérd idas y ga nancia s. 

Si una entidad queda sin capital, debe desaparecer. Pe ro si entramos a 

un a nálisis con ma yor detenimiento :~ebemos considerar que si la sociedad llega 

a l estado de quiebra por insolvencia queda imposibilitada de rea lizar su fina.li ­

dad; tonto lo quiebro como lo imposibilidad son ca usas de extinción ya estable­

cidas en las leyes, por lo que la regul a ción que establece e l numera l citado es 

a certada. 

IV) Acuerdo de la J unta G e nera l de accionista s en sesión extraord inaria, 

especialmente convocada a l efecto y con el vo to de la s tres cuartos portes de 

los a cciones. El pacto socia l puede a umenta r pero no d isminuír la proporción -

de a cciones exigidos para que ha ya resolución. 

Como puede ded ucirse fá ci Imente esta causal opera en caso de que no ho­

ya tra nscurrido el pla zo socia l, pues en las demás el a cuerdo no sería o tra cosa 

que el reconocimiento de existencia de 1.::1 ca usal . 

Este a cuerdo debe adoptarse conforme a las estipulaciones que aparecen en 

el pacto social. Pod ría en determi nado coso a cordarse la ex t inción a ntes del .­

vencimiento del pla zo sin que ha ya hecho mención de ello e n la escritura de -

constitución o los esto tutos, pues la voluntad de los soci os manifestada e n la __ o 

Junta General con los requisitos lega les está por encima de cua lquier pacto o 

con ven io a nterior. 

Aunque no sea este e l lugar adecuado debemos considera r que si la s·oc ie­

dad llegare a a mortizar todas sus a cciones, tendrá que fenecer por el desapare­

cimiento de todos los soc ios. 

En la situa ción a nterior ele se r lo socie Jad la dueña de tocios sus a cciones 

lo que sucedería e s que se converti ría en una espec ie de fun da ción, pues los -

bienes queda ría n destinados 'J un fin determinado . 
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Vivante y Gell a citados por don Emilio La nglé y Rubio son los que opinan 

afirmando lo anterior (22) pero el primero de ellos expresa que ha y un caso de 

excepción, pues a ún cuclndo la sociedad ha ya a mortizado todas la s acciones, no 

se extingue si reparte a sus socios a cciones de di sfrute (certifica dos de goce), 

yq que claramente puede verse que el vínculo socia l se ma ntiene, principalmen-

te a lo que atañe al reparto de utilidades y del patrimonio que pueda ha ber --

después de lo liquida ción. 

V) Por sentencia judicia l que declare la d isolución y ordene la liquidación 

en los casos contemplados en e l Ca p'itulo XII del Título 11 del Libro Primero 

del Código de Comercio. Esta ca usal se trató con ma yor a mpl itud al trotar de 

la nul idad del a cto constitutivo. 

VI) DISOLUCION POR FUSION. 

Esta ca usa está expresamente contemplada en lo ley, se encuentro conteni-

da en el a rtículo que se refiere u la d isolución, Art. 187, cla ro que aquí sólo 

hay disolución sin liquida ción, porque en las dos formas que señala el Art.315 

hay una sucesión a título universa l de los patrimonios de las sociedades que se 

fusionan o de lo sociedad obsorbidc a la que incorpora . Lo liquidación no se 

necesita, pues se opone o la finalida d económica de la fusión. 
(2) UQUIDACION 

En la sociedad, la liquida ción tiene como fin inmedb to la división de los 

elementos que forman el patri monio y la extinción de la personalidad jurídica . 

La I iquda ción es una serie de a ctos que comienzan con lo disolución y 

terminan con la muerte de lo persona jurídi ca . _ 

Tiene como yo lo dij imos, el fin de desintegrar el patrimonio a través 

de la transmisión del dominio de los elementos del mismo de la sociedad que 

se extsngue a los a ccionista s. 

Brunetti cito a Ferrara en estos términos: 1IIIIICon la caída de la persona, 

los derechos y obligaciones patrimoniales cambian de sujeto: se produce una -

sucesión socia l, que será regul ada por criterios di stintos. En primer luga r, -

decide el especial ordena miento de vicio del cuerpo social; a fa lta de éste seró 

necesario tomar en considera ción el I igómen personal que une a la persona co-

lectiva ca ída con las personas que quedan "'II' (23) 
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El fenecimiento de la persona jurídica queda terminado con la inscripción 

de la escritura de liquidación en el Registro de Comercio, Art. 342. 

Exa minemos a hora la posición juríd ica de la sociedad a nónima dentro de l 

período I iquidato rio . 

Primero: la personalidad jurídica la conserv;:! y comi enza con este proceso 

el último período de su vida . El patrimonio de la entidad no se emplea en la 

obtención de las utilidades sino que debe convertirse en dinero para ser reparti ­

do entre los socios, según su aporte . Los administradores suspen den todas las ne ­

gocia ciones, sa lvo la termina ción de las ya comenzadas; queda en consecuencia . . 

reducida la capa ci dad de l ente a la liquidación; continúa la sociedad jurídi ca y 

mate ri a lmente la administración queda en manos de los li quidadores, los accionis ·­

tos continúan ligados por la s obligaciones contra ídas. 

La persona jurídi ca se mantiene, su denominación es la misma con el a ña­

dido de "en liqu dación", su domicilio se rá el mismo, la conta bili dad y el patri­

monio serán los mismos; puede ser a ctora o dema ndada en los juiciis; la s juntas 

genera les y el Auditor se ma ntiene n; es más, si los recursos de que se dispone son 

insuficie ntes para sati sfa ce r la s de udas socia les, los li quidadores pueden exigir a 

los a cci on istas las partes debidas de sus a cciones suscrita s y no pagadas; fina lmen-' 

te la sociedad puede dema ndar la responsabilidad de los administradores. 

El Art. 329 d ice que mientras no ha ya sido inscrito en ' e l Registro de Comer­

CIO el nombra miento ele los liqu idadores y éstos no ha yan entrado en funciones, 

los administrado res continuarán en el desempeño de sus cargos, sin perjuicio de -

la responsa bil idad aI2 unos o de otros, si la inscripción no se practica re por dolo 

o negl igencia . 

El Art. 328 ha bla de l nombra miento de los liqui dadores, de lo que podemos 

ver que ta l nombramiento puede ser de tres formas: 

a ) En la escritura de constitución; 

b) Por a cuerdo de los socios; 

c) Por a utori dad judicial 

A. El Código mantiene e l principio de que debe privar la vo luntad de los so­

CIOS expresada en el a cto constitutivo. El nombra miento de los liquidadores se 



- 201 -

ha rá de conformidad a las regl as de l pacto socia l y sól o en e l caso de que no 

existan, la designa ción se ha rá por la Junta Genera l. 

Cua ndo el pacto soci a l establezca quienes será n los li qui dadores, ha brá de 

esta rse (] lo di spuesto, lo mismo habrá de suceder si sólo esta bl ece e l procedi- ' 

miento que deberá seguirse para su designa ción . Pero esto no quiere de cir que 

la Junta General no tenga competencia para revocar tal nombramiento. En el 

pa cto social existe la más a mplia facultad para el nombramiento de que hemos 

tra tado, pueden ha:cerlo recaer en a ccionistas, personas extra ños a la sociedad, 

que sea la Junta Directiva la que se enca rgue, puede nombrar incluso a otra so­

ciedad para que practique la liquidaci ón. 

B. Si en el pacto socia l no se ha previsto el nombta miento de los liquidadores, 

será la J unta General la enca rgada de ha cerlo. No ca be duda de cuál será el 

procedimiento que de be seguir la Junta para la designa ción, puesto que el a r·­

tícul o d ice que se ha rá por a cuerdo de los socios y en e l mismo acto en que se 

a cuerde la disluc ión. 

Serán entonces a pl icables los quórums re queridos para resolver sobre la 

di so lución los que regirá n el designa miento de los li quidadores.; 

C. El inciso fina l del Art. 328 dice que si por cua lquier moti vo no se hicie­

re el nombramiento de los liquidadores, lo hará la autoridad judicio l a petición 

de cua lquier socio o del Ministerio Público. 

La razón de ello es que no se puede a utorizar que la sociedad quede Sin 

órga no de administración, por eso se qui ere que 01 cesar la representación y -­

gestión de los administrado res, entre d acuerdo de d iso lución y e l nombra mien­

to de los liquidado res no exista interrupción a lguna . 

(A) ACEPTACION DEL NOMBRAMIENf O DE LIQUIDADOR 

El so lo hecho de l nombromiento no le da a lo persona nombrada lo ca li ­

dad de liquidador, debe a ceptarlo . Aunque la ley no lo diga, es de suponer 

que la aceptac ión debe ser ma nifestada y 1 uego debe procederse o la inscrip·­

ción de su nombra miento (Art. 329), en e l Registro de Come rcio . El acuerdo 

de los socios y lo senten cia que nombre a los I iqui dadores debe rá publ icarse --
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e inscribirse en e l Registro de Comercio. 

La a ceptación puede ser expresa o tácita, de tal forma si la persona que 

ha si do designada no a cepta e l ca rgo, puede requer írsel e para que lo ha ga, y de 

no efectua rlo, conside rar como rehusado el encargo y proceder a nuevo nombra­

miento . 

(B) CAPACIDAD PARA SER LIQUIDADOR 

Según e l Ar t. 339, a los liqui dadores les son ap lica bles las normas referen­

tes a los admin istrado res, con los I imitaciones inherentes a su carácter, así pues 

regirán para ellos las reglas de las inca pacidades. 

(C) FIGURA J URIDICA DE LOS LIQUIDADORES 

Como dijimos, o los liqui dadores se les a plica n las normas referentes a los 

administradores. Quedan así en ca lidad de órga no de la sociedad, que la repre ­

senta n en sustituci ón de los administradores, pero con las limitaciones inherentes 

a sus func b nes que son: convertir en numerario los bie nes de la sociedad, pa gar 

las de udas socia les y repa rtir entre los socios el remane nte . 

De conformi dad a los linea mien tos de lo teor ía clásica se considera ba a -

los liquidadores de la sociedad como ma ndator ios de la soc i edad, pe ro de confor­

midad a las más recientes doctrinas son considerodos como órganos de la entidad 

y ca bria hacer aquí la misma clase de a rgumenta ci ón para fundamentar tal posi-, 

ci ón, que la hecha en e l caso de la posic ión juríd ica de los administradores¡ -

ya que frente a los socios, los a creedores y demás terceros, los liquidadores, .... 

a parecen como titula res de l de re cho que surge CI consecuencia de la adminis" ­

tración que ejercen en lo que a la I iqu ¡da ción de la sociedad a ta ñe, esta fa cul ·· 

tod es medio necesario pa ro el ejercicio de su labor, que tiene una regulación 

específica e n la ley (Art. 327). Concluimos: que si se consideran órganos de 

la entidad y se les a plican las regl as ele los administradores, no ca be la relo -­

ción que hace de l mandato en la figura jurídica de los I iquiJa:lores . 

En CCISCl ele que sean vari os liqu idadores, debe rá n constituirse en fo rma de 

Junta Directiva y se les ap licarán las regl as rel a tivos al quórum de presencia -, 

y a l necesari o para que ha ya reso lución vá lida. 
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El Art. 329 habl a, como lo referimos, del tiempo que media entre el a cto 

de disolución y el comienzo de la liquida ción por haber entrado en funciones -

los liquidadores, dura nte el cua l los administradores continuarán en el desempeño 

de sus cargos y el Art. 331 seña la que los administrado res les entregarán todos 

los bienes, libros y documentos de la sociedad, lo cua l constará en inventario -

suscrito por a mbas partes. 

Es una especie de colabora ción entre los administradores que sa len y los -

liqui dado res que tienen su ma nifesta ción ta ngible en el inventario del estado pa­

trimonial ele la sociedad. Este documento es de suma importancia pues interesa 

ta nto a liquidadores y administrado res, como a los a creedores, accionistas y ter-

ceros, sirve además de fundamento inic ial para la gestión de los liqui dado res, y 

de be ser sie mpre reda ctado, pues si suponemos que lo Junta General ha ya seña-

lado a los administradores como liqu dadores; el invertario es necesario porque su 

papel será poner en conocimiento de los a cci onistas y de más interesados, el esta-

do económico financiero de la sociedad y los movimien tos habidos en el mismo 

después de l último balance. 

La liquidación no produce cambios en la personalidad jurídica de la so­

ciedad (Art. 326) por lo que sus órganos continúan funci oncmdo, excepto la ad-· 

ministración, porotra parte, el Art. 339 di ce que : "En . 10 que sea compa tible -

con el estado de liquidación, la sociedad cont inuará rigiéndose por las normas -

correspondientes a su especie". 

Conviene que ex::¡ minemos SI la s facul tacles de los órganos que permanecen 

inalterables son las mismas: 

La Junta General queda limitada, ya que no puede ,acordar nada que se 

oponga al proceso de liquidación. No obstante sus fa cultades quedan con un 

amp l io marge n: 

lo.) Paro a umentar o reducir los facultades concedi das a los liqui dadores; 

20.) Para demandar la responsabilidad de los adm in istradores; 

30. ) Para prohibir ciertos transa cciones y compromisos a los liquidadores; 

40.) Puede apro bar el ba lance cua ndo lo liquidación se prolongue más de 

un a ño; 

50.) Puede a cordar la revocación de los liquidadores nombrados por ella. 



- 204 -

En cua nto a l a ud itor y el Consej o de Vigil ancia, continuarán con la s mis-o 

mas funci ones que les seña la n la s d istintas disposiciones. 

El Art. 332 enumera las facul tades de los liquidado res. 

Los contra tos que estén pendientes continuarán iguales, de berán cumplirse, 

pues el hecho de que la sociedad esté en li quida ción, no da lugar a una reso­

lución por fuerza ma yor . 

En lo que a las nuevas operaci ones se refiere, ha y que hace r ciertas d is-

tinci ones. Los liquidadores debe rán ha cer lo ne cesario para la fin a l izoción del 

proceso, ya que lo sociedad conse rva su capac idad, a unque rel a tiva, pero eso 

no es obstácul o para que se efectúen ciertos a ctos que podría considerarse como 

nue vas opera c h nes, la s que a pesar de ta l ca rácter, sería n necesarias para el 

mismo desarrollo de la l iqui dación, son nuevas opera ci ones pero no proh ibielas. 

Lo serán aquellas que no estón relacionadas con la liqu idación. 

Brunetti d ice: 1111 Una nuevo operación prohibida, sería una operación que 

no tien ligazón, directa o ind irectap media ta o inmediata, con la liquidación, 

que supone lo vi da a ctivo de la sociedad, intensificándol a o prol ongándola; si 

por el contrario" tal unión existe, SI la opera ci ón da por resultado la conversión 

del patrimonio social e n dinero o SI esto conversión se ha ce más cierta o mós -

provechosa, no podrá decirse nunca que se trate de uno nueva operación no per­

mitida a los liquidadores. Por ello, toda opera ción, a unque no tenga rel a ción 

con los negocios ya 'emprendi dos o con obligaciones a sumidas, con tal de que 

tienda a aquél resultado, entra dentro de los poderes de los I iquidadores llllll (24) 

El Art. 332 inc. final ha bla de esta s nuevas operaciones, la s cua les que ·­

da terminantemente prohibido iniciar a los liqui dado res. 

Los liquidadores están facultados pa ra exigir a los a ccionista s, las partes 

que deben de sus aportaciones, lo que cobra especial releva ncia si la entidad 

no d ispone de los necesa rios para ha cer el pago de las deudas socia les. Art. 

332 No . 11. 

Desde luego que los liquidadores se a plica n los regl as que rigen para 

los administrado res, aquell os pueden ser revocados de sus cargos por a cuerdo 

de la Junta General. Pero como según el Art. 328 inc. 20 . las a utoridades 

jud icia les pueden ha cer e l nombra mie nto, si por cua lquier motivo no se hiciefe 
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e n los términos de la misma d isposic ión, puede pregunta rse: ¿ e stá facultada la 

Asamblea para lo revoca ción de ta l nombramiento? Pensamos que sí, puesto que 

lo a utoridad judicia l hizo e ' nombra miento en subsidio de la j unta Genera l. 

En lo que a la sustitución de los liquidadores se refiere, ya sea por muer­

te, revoca c ión o renuncia o inca pa cidad sobrevenido, se ri ge n estas d istintas si ­

tuaciones por las regl a s de los administradores, Art. 339. 

En caso de que la liqui da ci ón dure más de un a ño, los liquidadores están 

obl igodos a pre sentar el ba la nce y estado de pérdidas y ga na ncias que se refie -

re los Arts. 282 y sigo 

Los liquidado res responden por sus gesti ones en igua les términos que los ad­

ministradores Art. 276 y 339. 

Los Arts. 333 y 334 regulan el repo rto de l ha ber socia l mientra s dura e l 

proceso de liquidación. 

(D) DISTRIBUCION DEL HABER SOCIAL ENTRE LOS ACCIONISTAS 

Para proceder a la di stribución de I ha ber socia l entre los a ccion istas, los 

liqui dado re s de ben proceder de a cuerdo a las normas de l Art.. 336 

Tome mos cada uno de los numera les de! Artícul o menci onado y vea mos: 

1) En el ba lance fin a l se indicará la pa rte que a cada soci o le corres­

ponde en el ha ber social. 

Según los a utores, éste no es exa cta mente un ba lance SinO una rendición 

de cuenta s, que se opone al inventario de que habl a el Art. 331 , es una cuen­

ta de cie rre o "cuento consultiva ". Parece que los tratad istas sobre la ma te ria 

se ha n ocu pado poco de este tema y según Brunett i de be recurri rse a otras fuen­

tes técnicas pa ra su escla recimiento y así, cita extensamente la opin ión de -­

D1Alvise . 

"""Como se ve, a propósito del Art. 215 del Códi go de Comercio, no es 

e l ba la nce de la liquida ción, lo que se pide, sino e l bal a nce final; y por con -­

siguiente desde un punto de vista lógico, los liquidadores pueden partir de su 

últ imo ba la nce aprall:ndo por la a sa mblea a nua l y de la cue nta de l último perío­

do de li quidac ión. Pero no es rara, a un que haya e xistido ba la nces intermedios, 

que los I iqui daclores para mej or demostración de su gestión, pa rta n de l balance 
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inicial para concluír con e l fina l de la liquidación, cu:;¡ ndo no al ca nza n incluso 

a recordar el estado pa trimonia l ofre ci do por lo último cuenta de los administra­

dores, para expl icar la s diferencias existentes con el inventario de a pertura de 

lo liquida c ión. El estado f inal del pa trimonio te ndrá que quedar reduci do a -

indica r la Caja o Ca jas de de pósito en Banco X y tal vez a lgún depósito espe­

cia l vinculodo 01 sa ldo de dete rminados partidas de l pasivo todavía existentes, 

y ello contra estas mismas parti das pasivos en el lado opuesto, y el ca pita l ne­

to, de ta l modo que, en la serie de cuen ta s consistencia les casi todo se reflej a 

en lo cuento Caja; por su parte, en lo serie de cuentas consistencia les, tendrán 

gran importa ncia, por lo común, pérdidas y prove cho de liquida ción y ga stos y 

rentas de gestión ordi nari a . Ciertamen te que lo demos tra ción habrá de ser bien 

distinta en el ca mpo de las especies pa trimon ia les; por un lado, y en el diferen­

cia l, por o tro, porque en una I iqu ¡dación llevada a cumpl imiento; no existe lu­

ga r para aquell a s, en cierta ma nera híbridas, pmtidas de Fondo de a mortización 

en los que se ocultan verdaderas reserva s; o sea fra cci ones del neto pa trimonia l, 

cua ndo no debería n ser, para la ra ciona l sinceridad de los ba la nces, más que -­

partidos rectificativas de a ctivo sobreva lorado, esto es, fra cciones pasivas de -­

cuentas consistencia les, o los que, equivocadamente, se da un lugar de primera 

línea en demasiados ba lances. Por lo gene ra l, los dos de mostra ciones habrán de 

concluír con un mismo resul¡-ado fi nal diferenc io \. No será preciso cita r a quí 

las formas que pueden adopta rse para lo prese nta ción de los estados de cuentas 

pa trimonia les en los d iversos casos que pueden presentarse . En general, aspec­

tos sintéticos con a lgún cuad ro de a n: -lisis y una sobrio Memoria explica tiva -

de los liquidadores, cor.stitu irá n la rendici ón de cuenta s; el informe de los -­

síndicos será la ne cesa ria memoria a compa ña toria pa r') el juicio fina l; y na tu­

ra lmente, Qnto los li qu idadores como los sínd icos se pronUf)ciarán sobre lo -­

eventual fra cc ión de neto fin a l correspondiente o cado cuento o acción de -

capita l y coda a cción o bono de disfrute '"II ' (25) 

Este ba la nce, se gún e l mismo numeral, deberá contener la indicación de 

lo parte que a cado soci o le corresponde en el ha ber socia l, pasa entonces -­

el a ccionista a ser a creedor por su parte en la li quida ción. Ordena la ley 
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a los I iqui da dores que indiquen en el ba la nce, lo cuota correspondiente a cada 

a cción o lo que es lo mismo que se ocompoñe 01 ba lance, un proyecto de divi ­

sión del hCl ber socia l. 

El reporto que se ha ce a ca do soci o del residuo neto, fase final de la I i­

quida ción, en proporción o cado a cción ¿puede considerarse como uno especie de 

partición? Se ha considerado que no, se tro ta de una formo por lo que el domi­

nio que ejercía la persona jurídica sobre el conjunto de bienes queda sustituído 

por el dominio de coda a ccionista sobre su porte. 

La indica ción de cada pa rte es un a péndice del ba lance, ya que éste no 

serviría de mucho si ro se estableciesen las consecuencias del mismo en lo que -

al reparto del haber socia l a ta ñe y por el controrio no puede haber lugar a l re­

parto Sin previo conocimien to del mismo a través del ba la nce. 

11. Dicho ba lonce se publ icará y queda ró, osi como los papeles y libros 

de lo socieda d, a disposición de los a ccionistas, quienes gozarán de un plazo de 

quince días, a partir de lo última publica ción, para presentar sus reclamaciones 

a los liquida dores. 

Por lo especia l funci ón que tiene este ba la nce, el legislador ha establecido 

la obl igación de publ ica rio, lo cua l deberá ha cerse en la forma que manda el 

Art. 486. 

De conformidad o esta disposici ón el SOCIO que se sienta agraviado o dañado, 

podrá impugnor el ba la nce, así quedo protegido el a ccionista contra los posibles 

desmanes de la ma yoría que podréJ, en determina dos casos, lesi onar su derecho -

de participa r en el repa rto del ha ber so cia l en la formo prevista en el pacto - ­

socia l o en proporción 01 monto de sus a cciones. 

El pla zo pa ra presenta r las recl a ma ciones es de qUince días a partir de la 

última publica ción del ba la nce. El ba lance se publico pa ra mejor conocimiento 

e información de los socios, que son los únicos interesa dos en la fina liza ción y 

resultados de la liqui dación; la publicidad no ten dría ningún objeto si no se les 

concede un pl a zo a contar de la publicación para presenta r su reclama ción. 

Esta fa cultad es exclusiva de los sacios. Los a creedores y demás terceros 

no podrán hacer uso de ella, que es concedido únicamente a los a ccionistas -
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dañados. La recl a ma ción debe diri girse a los I iqu idadores; así lo establece ex'­

presa mente e l a rtícu lo que comen ta mos. 

111. Transcurrido di cho plazo, los li quidadores convocarán a una Junta Ge­

neral de a cci on istas, paro que aprueben en definiti va el ba la nce. Esta junta será 

pres i d i da por uno de los I i qu i dadores. 

Ordena este numera l que e l ba la nce fina l sea someti do a la a proba ción de 

la Junte] Genera l de a ccionis tas . En esto el Código de C~mercio sigue un_sjste-

ma distinto de la le y ita l ia na y se acerca más a l de la españo la, pues en la primera 

no se le somete a consi deración de la Junta General aduciendo que terminada la 

I iquidac ión y por tener el ca rá cter de ; documento decisivo para establecer la '­

pmte correspondien te a cada soc io, no se estimó pertinente someter a la J unta Ge­

nera l cosas que a fecta n en verdad el derecho pa rticul ar de cada accionista, 

quien puede a cudir a los tribuna les para ha cer va le r sus pretensiones. 

No obsta nte la ra zón aducida por los legisl ado res ita l ia nos, se considera más 

a certado e l siste mo nuestro, puesto que si el ba la nce indica la parte correspondien­

te a cada socio, con é l termina la ',.. .:J t'ividad socia l y de be se r la J unta Genera l 

quien apr uebe o recha ce e l 'resu ltado de la gestión de los li qui dado res, como ór­

gano supremo de la sociedad . y no es que con este sistema se desa mpa re a la 

ma yoría, desde luego queda a los socios dañados la fa cultad de ha cer las recl a ma­

ciones per tinentes según lo expresamos a nteriormente. 

Una vez aprob:;¡do el balance, el Art . 337 los liquidadores procederán a -

hacer a los a ccionista s, los pagos que correspondan contra entrega de las a ccio­

nes. 

El Art. 338 di ce que las sumas que pertenezcan a los accion istas y que -

no fueren cobradas e n el tra nscurso de dos meses, con lodos desde la aproba ci ón 

del ba la nce fin a l, se deposita rán en una instituci ón ba nca ri a, a la orden del -

a ccionista si la cción fuere nomina tiva o de quien presente el t ítul o, si fuere 

a l portador, para cuyo efecto se ind ica rá su número. 

La di sposición no lo indi co pe ro el depósito debe se r hecho por los I iqui -· 

dadores. 

Con e l repa rto del ha ber socia l la liqui da ción se da por terminada . Esta 
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operación del repa rto implica la sat isfa cción de l de recho de pa rticipa r en el -

pa trimonio resultante de la li quida ci ón que tiene todo a ccionista . 

Pero el mismo ort ícul o 336 esta bl e ce que e l repa rto no puede perjudica r :J 

los de rechos de los a creedores, ya que los li quidadores no pueden proceder a l 

mismo sin ha be r sa tisfecho primero los de udos socia les, so lo después de esto se­

r á lícito efectuar e l menci onado reporto . 

El inc . 20. ele I Art.338 seña lo el modo de proceder en el caso de no 

recl a ma rse por ninguno persona las ca ntidades depositadas. La ley no seña la a 

partir de cua ndo corren los cinco a ños que indico el inciso comentado paro -­

que prescriban los de rechos de los recl a ma ntes y pasen la s indi cadas sumas a l 

centro de beneficencio que ind ique la Secretar ía de Sa lud Públ ica y Asisten­

cia Socia l, pero nosotros estima mos que dicho pl a zo comi enza a correr desde 

el d ía seña lado para comenzar su cobro . 

El Art. 340 t a mbién sienta una regl a muy importa nte pues seña la la for­

mCl de paga r los pa rticipa ciones socia les que ha yan de cance la rse con bienes di s­

tintos de l d inero . 

(E) EXTINCION DE LA SOCIEDAD 

Ta nto la diso lución como la liquidación son instituciones mercantiles desti ~ 

nadas a ha cer fa ctible ICJ desintegración de l víncul o que une a los accionistas 

y la muerte de la persono juríd ica o través de un proceso má s o menos largo. 

El Art. 332 No . VII e stá enca minado a regul a rizar la forma l iza cÍón de la ex­

tinción de la sociedad, como resul tado final de l proceso li quidctorio . A su vez 

el Art. 342 ind ica que al inscribirse e n el Re gist ro de Comerci o la escritura 

de li quidación se ca ncel a rán la s inscri pciones de la s escrituras de constitución 

y mod ificación de la mismCl y sus esta tutos, si los hubi e re . 

Esta ca nce la ción e n los l ibros del registro indi ca el momento de la muer·­

te de la persona juríd ica y por ende de la soci edad . 

Son los li quidadores los obligados o so licitar la cancel ación en el Regis­

tro de Comerci o. Los soci os nada tienen gue ha cer a l respecto . 

Fina lmente el inc.20 . del Art. 340 ha bl o de l depósito ele los documentos 

socia les, los libros y papeles de lo soc iedad e n una institución ba nca ri a o en -

la persona que designe la ma yoría de los soci os; este depósito durará diez a ños. 
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CAPITULO XIV 

FUSION 

La fusión es una especie de t rans formación de la soc iedad (que veremos más 

adelan te ), qu e consiste en la unión de dos o más soc i9dades . La le y no define -

exactamente la fus ión, el Art . 315 dice: 1111 Hay fusión cuando dos o más soc ieda-

des integran una nueva, o cuando una ya existente a bsorbe la otra u otras. La 

nueva sociedad o la incorporante adquie.-e los derechos y contrae todas las obliga-

. di' d d f' d ' d 1111 C Iones e as soc I e a es us lona a5 o· Incorpora as . 

Otra definición es : ""Un acto de naturaleza corporat iva o social por vir-

tud del cual dos o más soc iedades mercantiles, previa d isol ución de "alguna o' de 

todas ellas, confunden sus patrimonios y agrupan a sus respectivos socios en una 

sola socie dad 11 11 • (26). 

Según los autores, la fu sión contemp lada desde este punto de vista, es un 

acto corpora tivo y no un contrato e ntre las sociedades, aun cuando se considera 

natural qu e antes de dar ese paSo se pongan de acuerdo sobre qu ,§ bases habrá de 

procederse, lo cual no qu iere decir que la fus ión sea de índol e contractual. 

La noción de contrato no es el mGdio adecuado para entende r los efectos 

I 

que surge n e n toda fus ión y que i"ienen re lac ión con el orden inte rno de la misma : 

Hay en I a fusión t raspaso de bienes y patr imon ios entro sociedades, pero esta 

operación que en su faso exterr.a puede caber dentro del marco del contrato, en 

lo que se re fiere a la fase interna, jamás podría cal ificarse como tal. 

Las pr incipal es directrices q ue sigue el Código de Comercio e n materia de 

fusión de sociedades son: 

lo.) Distingue entre las dos c lases de fusiÓl: integración de una sociedad 

nueva que se susti tuye a las que desaparecen; absorción de una o más socieda-

des por o tra que adiu iere los derechos y contrae las ob l igac ionGs de las entida-

des fundidas . El Art. 315 nos da el concGpto dG ambas formas de fus ión, tal co-

mo lo dij imos an teriormente, pero como esta tesis se refiere a la Sociedad Anóni-

ma, trataremos el tema en lo pertinente a GSaS entidades. 

Sobre esta basG podemos cons iderar e I caso de la fusión en los siguien-

tes términos : a) fus ión de varias socieoades en una sociedad anón ima nueva; 
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b) absorción de una o más sociedades por una sociedad anónima. 

En esta dobl o modal ¡dad de fusión no debe v 3rse una variación en la esen­

cia de l acto, ya que en ambos casos b que se produce - es la unión de patrimo­

nios, socios y re laciones jurídicas. La diferencia radica en la forma de efectuar 

e l acto, por tanto no tiene re levancia en la part e esencial del mismo. 

En cualquiera de los dos supuestos enumerados en e l primer párrafo, el pro­

cedimiento debe necesariamente llevar tres etapas: a) disolución de alguna o de 

todas las sociedades que se unirán: b) traspaso dd patrimonio o patrimonios de las 

sociedades disueltas a la sociedad anónima nueva o a la absorbente; y c) paso de 

los socios de la sociedad disuelta o sociedades disue ltas a la sociedad an6nima 

nue va o a l a absorbente. 

Veamos en deta" e I aS tres etapas en un ci odas. 

a) El Art. 187 inc. fina l es suficie nte claro al decir que las sociedades se 

disuelven por la fusión. Queda así establ ecido que sin disolución precedente no 

puede haber fusión. En el sistema adoptado por el Código de Comercio, las socie­

dades que pretenden fusionarse deben acordar la disolución como paso previo in­

dispGnsable. Al mismo tiempo que acuerdan la disol ución, deben acordar la fusión, 

e n una especie de acuerdo dobl e, es por eso que el Art. 317 habla del acuerdo 

de fusión. Hay una diso lución, pero no ordenada por la ley sino que voluntaria. 

Este acuerdo queda sujeto a la condición de que se haga la fusión, entretanto la 

sociedad sujeta a la desaparición conserva la personal idad jurídica, la cual se 

extinguirá al inscribirse la escritura públ ica de fusión en el Registro de Comer-

cia. 

En la fusión por surgimiento de una nueva sociedad, las sociedades que se 

unen deberán acordar la disolución para que se haga la unión y en lo que toca 

a la fusión por absorción, desaparecerán las que se fusionen salvo la que absorbe. 

b) En los dos casos de fusión, las sociedades deben transmitir su patrimo­

nio a la sociedad nueva o a la que absorbe, por lo que llegamos así a la con­

fusión de patrimonios de las sociedades fusionadas en una forma total y absolu­

ta. 

La - característica de esta transmisión de patrimonf<l» es que se real iza por 

una sucesión a título universal de la sociedad absorbente o de la nueva de los 
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patrimoniQs de lo s0ciedad o sociedades disue ltos. Esta concepción de la sucesión 

a título unive rsol en lo fusión de sociedades no reviste caracte res de innovación, 

e l Código de Comercio ha seguido en este punto e l eiemplo de otras legislaciones 

y la doctrina de varios autores (El C6digo Civil Italiano, e l Código AIGmán). 

Este principio es la forma idGal de sol ventar el traspaso de l patrimonio entro 

los sociedades que s~ fus ionan, pues se efectúa cm un solo acto. De no aceptarse 

esta forma jurídica, dGbería recurri rse 01 exped iente de hacer e l traspaso a travGs 

de los dife re ntes actos jurídicos que permiten la transmisión de l dominio, como la 

compraventa, cesión de cn~ditos, endoso, haciGndo así sumamGnte engorrosa la 

fusión y reduciendo en gran mc-d ida la factibil idad práctica de la misma. 

c) Paso de los locios de la sociedad disuGlta o sociedades disueltas a la so­

ciedad anónima nueva o a la absorbente. 

Lo fusión no se real iza sól o por e l hecho de la transmisión de patrimonio, 

sino que debe procederse a la intogración del elemento humano de las sociedades, 

a través de vínculos directos entre los socios de las distintas entidades. Esta agru­

pac ión o intGgración ti e ne como ve hículo único para su realización: la trasmisión 

de l patrimonio de la sociedad o sociedades disueltas a cambio de entregar a los 

soc ios de las fusionadas acciones en la proporción equival e nte a las participacio­

nes que ante riormente tenían, sal vo convenio Art . 321. Este GS un e le mento Gsen­

cial, que ha sido rGconocido expresamente por e l legislador. 

De l Art. 321 citado podGmos deducir d:Js cosas : 

lo.) que son los s oc ios de las sociedades disue ltas y no e llas las qUG reciben dG 

la nuova sociedad o do la absorbente , la contraparestación por la cesión 

dGI patrimonio, son e llos los titularGs dG las acciones. 

20.) qUG a los socios incorporados de ben entregárselos accionGs, es el medio idó­

neo para que puedan formar par "e de la nueva sociedad o de la absorbente. 

En este punto puodG cons iderarse lo sigui ente : si los socios deberán rGcibir 

nada más qUG acciones. Cmemos que por la parte final de l Art. 321 , "sal ­

vo conven io", podría estipularse que recibie :ran ot ro tipo de compensaciones. 

A este podemos añadir que si se ma ntuviera en forma inamovible e l princi­

pio de que sólo acciones podrían recibi r los socios, prácticamente se crea­

rían grandes obstáculos para la real ización de muchas fusiones. 
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3o,.) El número de acciones que deben entregarse a los socios que pasan a formar 

parte de la nueva entidad o de la abs'::>rbente deben ser en proporción a la 

portic ipación que ten ian en la sociedad o sociedades que desaparecen. Así 

se mantiene 01 principio de igualdad que debe reinar . No pueden conceder­

se por virtud del oda de fusión, privilegios a unos socios en menoscabo de 

la situación de otros. Debo emplearso igual critorio para medir su participa­

ción en la nue va entidad o en la absorbente. 

El Art. 317 dice que el acuerdo de fusión debe tomarse on la forma que co­

rresponda resolver para la modificación dol pacto social y deberá inscribirse en e l 

Registro de Comercio. El acuerdo debe publicarse juntamente con el último balan­

ce de las sociedades. 

El Art. 318 establece un plazo dentro de l cual todo interesado puede opo­

nerse a la fusión. Este término beneficia principalmente a los acreedores sociales, 

en contra de una merma en la seguridad do sus créditos, como consecuencia de -

nuevas obligaciones contraídas por la sociedad que surge de la fusión, con mayor 

razón si suponemos que la fusión se realice a una sociedad grandemente endeuda­

da. El plazo que establece el Art. 318 es do noventa dios, durante 01 cual no 

podrá roal izarse la fusión. Con esto disponen los interesados de un plazo suficien­

temente amplio p~ra ejercer su oposición . 

Este es un plazo de los llamados predusivos en lo que al derecho de oposi~ 

ción de los interesados se refiere, es por eso que nada se opone a que la fusión 

se realice sin que transcurra 01 plazo, toda vez que se den las circunstancias si­

guientes: cuando se garantice el interés sufic ientemente o que la nueva sociedad 

o la incorporante la ofrezcan on si m"smas do manera notoria. No es, entonces, 

un plazo que deba ser observado necesariamente . 

Dentro del plazo deberá prosen(·~¡r;)e la oposición por e l intemsado ante la 

autoridad judicial competente. El titul ar de la acción de oposición, como lo re­

petimos, es todo interesado. 

Este plazo caduca por el transcurso de los noventa días, el cual una vez 

transcurrido, inhibe a todo interesado en su derecho de oponerse a la fusión. En 

caso de que no se hubiera publicado el acuerdo de fusión, debe considerarse que 

el plazo no ha corrido y los interesados conservarán su der3cho indefinida mente, 
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tornándose nula lo fus i6n hec ha e n esos condicionc;s. 

Yo que mencionamos el acuerdo de fusión, es indispensable que hagamos una 

ligc;ra exposición sobre el mismo . 

El Art. 317 dice que el acuerdo de fusión deberá sc;r tomado en la forma que 

corresponda resolver la modificación del pacto social . 

Las sociedades involucradas en la fusión debe rán acorda rla como lo señala­

mos, con anterioridad, al mismo tiempo que el de disolu dón, si se quiere en un 

acuerdo dobl e : se decide la fusión y para que pueda efectuarse deberá estipularse 

la disolución y e l traspaso del patrimonio en una forma único que contengo el a­

cuerdo de fusión. No se acuerda aisladamente la disolución y por otro e l traspaso, 

sino que juntamente y en definitiva eso no es otra cosa que acordar la fusión. En 

lo que respecta a la sociedad incorporante; el acuerdo de la fusi~n no conlleva la 

nota de la disolución y trasmisión del patrimonio, sino que por el contrario, la 

aceptación de los nuevos patrimonios y accionistas y el aumento de capital, en su 

caso. 

Este acuerdo deberá tomarse de conformidad a la regulación a que se en­

cuentre sometida la sociedad, on cuanto a la modificación del pacto social toco . 

El Código de Comercio ordena que 01 acuerdo de fusión se publique y se re~ 

gistre. Este procedimiento es obl igatorio, pues la publicidad del acuerdo es indis­

pensable poro contar el plazo dentro del cual puede formularse la oposición co­

rrespondim te por cualquier interesado . 

(1) DE~EC HO DE SEPARACION DEL SOCIO 

El Art. 320 regul a el derecho de sepa ración del socio que no esté de a­

cue rdo con la fusión. Este es un complemento obligado de la no aceptación del 

socio disidente del acuerdo de fusión: es el rec~nocimiento que la ley da a ese 

derecho de separación pora soportar los resultados del acuerdo no consentido. No 

pueden pensarse siquie ra en que el acue rdo no se tomara obligatorio para un so­

cio y que a l mismo tiempo se le obligara a permanecer en e l seno de la entidad. 

Por eso dice la disposición comentada que e l socio que no esté de acuerdo puede 

retirarse. 

El dGrec ho debe se r eiercido dentro del plazo de noventa días de que habla 

el Art. 317. 
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(2) PUNTO DE ViSTA ECONOtvilCO DE LA FUSION 

Desde el punto de vis~"a de la eC0nomíCl, la fusión es un medio que se pres-

ta pora que se realicen las concentraciones de empresas; ya que de estas uniones 

surge con vigor una mOlar direccion, una firme solvencia rm el patrimonio y un 

• t 1 d ... M • d B • dO uu L t·" mcremen o en a pro UCC BOn . ossa cita o par runettl, Ice : a ca ncen roclon 

tiene múltiples ven tajas ecoDómlco!; y sociales que; una no breve experiencia, ha 

demostrado. En lo primera floración i"umultosa de las enónimas, ha servido para 

frenar los abusos de la competencia y 105 Gscándalos que hicieron famosos los en-

gaños del burgués accionista. Ha servido para meiorar la fama de la sociedad -

anónima y reforzar la confi(r-~~a del capita!. En el período agudo del capitalismo 

ha iugado su papel frGnte a las formas de concentración y de cartel. Se ha 0-

fianzado sobre todo en las industrias do seguros y navegación . Disc ¡plina natural-

mente la competencia, unifico ~astos, asegura el conocimiGnto perfecto de las 

condiciones económicas y aque lla unidad de mando que es la piedra angular de 

'as grandes empresas ¡III. (27) • 

(3) ¿PUEDE HABER FUS~ON CUANDO HA HABIDO UQUIDACION? 

Las razones que se dan en coni-ra ele este paso son determinantes. No es fac-

tibi e, desde luego, que ic diso!ución os nec'isar!a mente anterior a la 1 iquidación, 

en tonto la fusión supone la continuadon del lazo iuri'dico social, aunque cambie 

en la sociedad nueva o en la absorbento . Se puede concebir una disolución sin 

liquidación pero no una liquidación sin diso lución que la preceda. En la fusión es 

supuesto necesario el que la sociedad y sus órganos permanezcan incólumes y que 

así se integren a la sociedc!d nuevo o c.!:'sorbenre. 

RESUhA EN 

La fusión se efectúo a través d9 un proceso "uyos pasos corresponden, unos 

a la fase interna de la sociedad o sociedades, y el otro a la parte externa, en 

el acto final. 

El Art. 317 dice qUG e l acuerdo debe tornarse por la Junta General extraor­

dinaria, el cual dGberá inscribirse en GI Registro de Comercio del domicilio de ca­

da una de las sociedadGs . Posteriormente le disposición citada ordena quo el 
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acuerdo y el últ imo balance de las so ciedades, deben publ icarse . 

El Art . 318 establece un plazo de noventa días después de las publ icaciones 

para que se pueda efectuar lo fusión . Dentro de este plazo todo interesado puede 

opone rse a le fusión. 

El Art. 319 señala que corresponderá a los representantes de las entidades fu­

sionadas, la redacción del nuevo pacto socia l o la modificación de la sociedad -

a bsorbente, tal pacto deberá ser aprobado por la Junta Genera l Extraordinaria. 

El inc. 30. de este a rtículo dice que la fusión debe rá hacerse constar en 

escritura pública, la cua l deberá inscribirse en el Registro de Come rcio. 

De todo lo que resul ta que para ll egar a la fusión debe, como lo repetimos, 

seguirse un camino que conste! de varias e tapas, el cual dentro de cada sociedad 

se desarroll e en diV&rSOs actos, unil a te ra les, col ectivos . Todos nos ll evan a la fa­

se externa de formal ización de! acto de fusión que es un acto bilatera l. según e l 

inc . 30 . del Art. 319 . deberá constar en escritura públ ica la cual se inscribirá 

en el io y surtirá efectos a part ir de la fecha de la inscripción. 

Esto quiere decir que los simples acuerdas de los sociedades no son suficientes, 

es necesario que se proceda la fus ión de igual manera que para la constitúción de 

la sociedad, ya que en real idad se trata de una nueva entidad o casi una nueva 

entidad, valga la expresión . 
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NOT¡). ~ BI BlIOGRAFICAS 

CAPITULO XIV 

(26) Glrrigues y Uría, obra citada, página 643, T.II. 

(27) Bruneti'i, obra citada, página 767, T. 11. 
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CAPITULO XV 

TRANSFO RMACIO N 

Las sociedades a lo largo del transcurso de su vida no permanecen siempre 

inalterabl es, varían con el devenir del ti empo. Al asociarse para formar una com-

pañía, los socios estipularon determinadas condi ciones, pero así como la ley los fa-

culta para establecer a su libre arbitrio la forma, capital, domicilio, etc., de la 

sociedad, así tamb ién pueden modificar los elementos que la componen en el ca-

so de que sus voluntades lo dispongan de esa manera. El ordenamiento jurídico 

.' 
no se opone estas variaciones, las cuales quedan justificadas en razón de las 

circunstancias de tiempo y lugar. 

Pero, cuestión importante, ¿ será transformación la sola variación de uno de 

los elementos que forman la entidad? Evidentemente que no, la transformación 

sólo se da cuando se convi erte una sod edad constitu ida conforme a determinadas 

reglas para su clase en otra diferente y su jeta a otro régimen. 

Es tema de discusión si al efectuarse la transformación hay lugar a la 

formación de una nue va entidad o su persiste la personalidad íurídi ca de la so-

ci edad que se transforma. 

Por otra parte al fransformarse una soci edad hay cambios fundamental es 

en los derechos de los socios, en las obligaciones, responsabilidades en la orde-

nación y en la forma de funcionar toda la compañía que precisa de un análisis 

jurídico a fondo para determinar si el acuerdo de transformaci ón reviste las ga-

rantías necesarias y si es válida para 1 uego examinar sus efectos. 

Según sosti ene Ripert, juntamente con la mayori'a de los autores, Vivante, 

Scialoja, Ferrara, liLa forma de la sociedad es': según una antigua expresión usada 

para los contratos -el traje que cubre a la persona, y sucede que esta persona 

cambia de traje". (20) Más, no todos sosti enen esta posi ción, otros afirman que 

la transformación da como resultado la disolución de la sociedad, con una excep-

ción: que la escritura sodal haya contemplado esta situación. 

Parece ser que la tésis primeramente enunciada en el párrafo anterior 

es la más acertada. Ferrara di jo al respecto: "Son cambios que no alteran la 
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identidad del sujeto; porque si la transforrro ción operase la extinción de la persona­

lidad dejaría de ser transformación en el sentido riguroso de la palabra, para ser con­

fusión de personas jurídi cas o supresión unida a nueva creación. En la transformación 

hay continuación de las relaciones del ente y en la extinción hay sucesión de rela­

ciones del ente extinguido en otros sujetos. "(29) 

Este mismo aUTor rechaza la doctrina de Gierke que manifestaba que hay 

cambios esenciales y no esenciales. En verdad hay una gama de matices y una esca­

la de grados en la transformación, pero todo eso deja intacta la personalidad jurídi­

ca del sujeto, por lo que la distinción que se haga carecerá de toda base jurídica. 

Vivante sostiene la misma posición, pero con argumentos distintos: IINues­

tro sistema legislativo se haya dominado en todos sentidos por la idea de que precisa 

otorgar a las sociedades una disciplina flexible, capaz de adaptarse durante su exis­

tencia -que a veces excede de la de varias generaciones- a las variables exigencias 

de la libre concurrencia y de los intereses personales de los socios. Por esto, aun 

considerando en vigor el contrato primitivo, así como I a primitiva soci edad, el Co. 

permite introducir en ellos cambios rad ica ies que qu edan injertados sobre aquel único 

tronco.... La objeción de que el cambio de forma tiene por consecuencia hacer 

pasar a la soci edad de una especi e a otra y, por tanto, da lugar a la constitución 

de una nueva soci edad, es exacta en orden al espaci o e inexacta en orden at ti em­

po. Lo primero porque todas las sociedades existen simultáneamente son personas ju­

rídicas distintas; lo segundo, porque la misma sociedad, evolucionando, puede adop­

tar formas diversas sin mudar su personal idad. Ocurriría inevitabl emente esta modi ­

ficación, si el Co. hubiera reconocido a estas varias especies de sociedad un distin­

to carácter de personal idad; pero pu esto que a todas I as recoge y d efi ne con las 

mismas palabras.... es evidente que permanece cuan era antes: un ente colectivo 

distinto de las personas de los socios". (30) 

Las distintas formas de sociedad que contemplan las leyes no son diversas 

personalidades jurídicas. Las formas de las mismas difieren unas de las otras, pero 

las sociedades adquieren su personalidad al llenar los requisitos que las mismas leyes 

exigen y no se convierten en otra persona por el hecho de variar la forma incial, 

ni existe en este acto transmisión de bienes de una entidad a otra. Los socios por 

otra parte no pretenden tampoco extinguir la sociedad sino simplemente reformarla. 
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y si se exige la presentación de la escritura de transofrmación al Registro Mercan­

til no es porque haya muerto una persona jurídica, sino porque hay derechos de ter­

ceros que sal en afectados con I a medida. 

Dos autores señalan en que forma debe procederse para determinar cuan­

do ha habido transformación en estricto sentido y cuando extinción de una soci edad 

y creación de una nueva. Manara dijo que los juzgadores debran de tener en cuen­

ta la voluntad de los socios, pues aunque fueran de gran entidad las modificaciones 

propuestas ellas por si solas no implicaban una transformación, es decir que el juez 

debía interpretar la voluntad. (31) Por su parte Garrigues opinaba que los jueces 

debían poderar la realidad de cada caso, midi endo si a través de la escritura de 

transformación se había creado una nueva entidad.(32) Pero en realidad el proble­

ma s'e reduce a que los tribunales deben atenerse en todo caso a la siguiente regla 

básica: la transformación y la extinción son dos instituciones distintas, cada una con 

sus lineamientos y caracteres diferentes, además que ambas acarrean distintas conse­

cuencias. 

En lo referente a la sociedad anónima, está fuera de toda duda que para 

acordar la transformación, regirá el principio de sumisión al voto de la mayoría, que 

esta mayoría sea cal ifi cada no importa, pero si hay que establ ecer, que la unanimi­

dad no puede exigirse, pues con un solo accionista que disienta sería imposibl e efec­

tuar la transformación. Cabría la posibilidad de que por el hecho de asumir con la 

transformación responsabilidad ilimitada esto no convenga a varios socios y que por 

eso debe haber unanimidad; pero si no se quiere llegar a esa situación el socio que 

se considere dañado en sus intereses podra enajenar sus acciones o pedir que se le 

excluya de la entidad. 

(1) CONSECUENCIAS DE LA TRANSFORMACION 

De las-consecuencias que de inmediato se advierten podemos mencionar 

principalmente el hecho de que la sociedad continua en la vida jurídica bajo la 

nueva forma que adopta. Pero al 11 egar aquí: vemos que los derecho de los socios 

y de los acreedores deben quedar garantizados para que por el cambio no sean per­

judicados. 

En lo que se refiere a los acreedores estos podrán saber de antemano 

la celebración del acto de transformación a través de la publicidad que tiene el 
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Registro de Comercio, y poder así oponerse judicialmente a la transformación. 

En cuanto a los socios, ellos quedan amparados en sus derechos, por las 

normas que exigen ciertos requisitos para que sea válido el acuerdo de transforma­

ción. Se hace necesario también que la participación de los mismo en la entidad 

transformada guarde cierta relación con la que tenían en la primitiva entidad. En 

la legislación italiana se sientan sobre el particular dos principios que pueden servir 

de directri ces para normar los casos en que primero una soci edad de otro tipo se con­

vierta en una por acciones, aquí' los socios tendrán derecho a un número de acciones 

proporcionales al valor de su cuota, según el último balance aprobado; segundo: si 

una sociedad se transforma en una de responsabilidad limitada los socios recibirán sus 

partes de conformidad a lo dispuesto sobre el capital de I a mencionada en último 

térmi no. 

(2) TRANSFORMACION EN EL CODIGO DE COMERCIO 

La transformación de que habla el Artículo 322 es sin duda alguna el cam­

bio de tipo legal, en virtud de un acuerdo de la Junta General Extraordinaria. La 

transformación es un amplio sentido quiere decir continuación bajo otra forma, de 

cualquier situación jurídica. 

Berto citado por Brunetti da una definición de transformación: ""La transfor­

mación consiste en el sucesivo cambio jurídico realizado en la esfera de relaciones 

que han sido objeto de un determinado tipo negocial por el que, por voluntad del 

sujeto, se vienen a establecer un conjunto de relaciones de naturaleza jurídica dis­

tinta, que puede ser de modifi caci ón, extinción y constitución, manteniéndose, no obs­

tante, la situación jurídica final de la misma especie que la inicial". (33) 

La transformación es bien distinta de la fusión de sociedades pues en ella 

sólo hay una sociedad qu e acuerda su cambio. 

Es un fenómeno que se da en las sociedades mercantiles. Sólo cambia el 

tipo legal de la sociedad, no hay disolución de la sociedad que se transforma, sino 

que su patrimonio se transfiere a la que resulte. 

No da lugar a la sucesión de derechos sino a una continuación de los orga­

nismos sociales, pasando los derechos y obligaciones a la transformada, Artículo 325. 

Este es un fenómeno muy frecuente, entre nosotros no es así, que obedece 
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la mayoría de las veces a razones de índole económica. P~ooe ser que la sociedad 

se vea compelida a adoptar sus órganos a una nueva ordenación como consecuencia 

del desen~olvimiento de los negocios sociales, por orra pueda ser que el impacto de 

los gravámenes fiscal es obl igue a un cambio de forma, en raZón de una menor tribu­

tación, finalmente podría ser que los socios buscaran ejercer el comercio a través 

de formas que limitan la responsabilidad y dejan la gestión en otras manos. 

El Artículo 323 d ice la forma en que debe tomarse el acuerdo de fusión. 

Desde luego que es un acto de voluntad social, es la junta general qui en tiene la 

competencia para tomar esa importante decisión. En 'lista de que tiene un carácter 

extraordinario se exige por la ley que la resolución sea tomada en igoal forma que 

si se trata de la modificación del pacto social. 

En cuanto al contenido del acuerdo la ley no dice nada, pero debe compren-

derse que si endo de una trascendencia suma el cambio de la forma social, los 

socios deben estar completamente enterados de las consecuencias del mismo y de la 

posición jurídica en que quedarán al efectuarse, por lo que la resolución debe ser 

lo más completa pos:¡ble, indicando la nueVa forma y modificaciones que habrá de 

sufrir el pacto social. Un acuerdo que nada más se pronunciará por la transforma­

ción sin que especificara la nueva que se adoptará no podrá tenerse como válido, 

pues los accionistas no podrán decidir si se conti núa como socio o se procede a la 

separación de la sociedad. 

El Artículo 324 prescribe que el acuerdo de transformación se ejecutará a 

través del otorgamiento de una escritura pública. Sin esta escritura no habrá trans­

formación. El sólo acuerdo que contiene la voluntad de los accionistas o socios, 

no tiene la fuerza legal suficiente para que opere la transformación si no se cumple 

con la formalidad que exige la disposición. 

La escritura deberá contener las menciones exigidas por la ley para la cons­

titución de la sociedad cuya nueVa forma se adopte. Esta escritura deberá otorgar­

se por las personas designadas para hacerlo o por los administradores de la sociedad 

que se transforme. 

La escritura de transformación se inscribirá en el Registro de Comercio y 

surte efectos a partir de la fecha de su inscripción. 



-224-

(3) SUBSISTENCIA DE LA PERSONALIDAD JURIDICA BAJO LA NUEVA 

FORMA 

En el si stema I ego! vig ente no puede dudarse de que la soci edad transforma­

da conserva su personalidad jurídica, menos cuando en el Artículo 17 se reconoce 

expresamente que todas las sociedades mercanti les tienen personalidad jurídica. Así 

pues en cualquier transformación, la personalidad jurídica de la sociedad que se trans­

forma no se altera en forma alguna y es la misma entidad 'a que vi ve bajo la nueva 

forma. 

La continuación de la personalidad iurídica de la sociedad impide que se apli­

que la norma contenida en los Artículos 1504 y 1505 C , que dan como exigencia 

para el cambio del deudor por novación subjetiva, el consentimiento del acreedor, 

puesto que no hay creación del nuevo ente, no puede decirse en consecuencia que 

cambie la persona del deudor. 

El Artículo 323, inciso 20. contiene una disposición que resulta de lo más 

adecuada y natural, cual es la de que si la transformación implica la conversión de 

la responsabilidad ilimitada de uno o 'varios de los socios, a responsabilidad limitada, 

éstos continuarán respondiendo ilimitadamente por todas las operaciones realizadas 

antes de la val idez del acuerdo de transformación. Y no podía ser de otra manera 

desde luego que los acreedores al contratar con la sociedad cuyos socios responden 

ilimitadamente, precisamente tuvieron como fundamento cierto para otorgar su consen-

timiento, el hecho de contar con le patrimonio de los socios coma garantía del pago 

de sus créditos. 

La nueva sociedad sucederá de pleno derecho a la anterior, en sus derechos 

y obl igaciones, considerándose que no ha habido solución de continuidad entre am-

bas, Artículo 325. Luego de todo 'o dicho respecto de la transformación, no podía 

menos que existir dentro de la legislación nuestra, precepto semejante, que no hace 

más que recoger las doctrinas expuestas por los autores y las normas similares que 

sirven de antecedentes a nuestras leyes mercantiles. 
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